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NOTICIAS DE INTERÉS:

- AGENCIA TRIBUTARIA DE CATALUÑA AL DECANATO AUTONÓMICO. RESOLUCIÓN
3006/2015, DE 21 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE DA PUBLICIDAD AL CONVENIO DE ENCARGO DE GESTIÓN
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DE LA AGENCIA TRIBUTARIA DE CATALUÑA AL DECANATO AUTONÓMICO DE LOS REGISTRADORES DE LA
PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES DE CATALUÑA EN MATERIA DE IMPLANTACIÓN DE LAS
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LA COMUNICACIÓN EN LA GESTIÓN TRIBUTARIA.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=712891&type=01&language=es_ES

- CONSULTA FORMULADA POR DON JOSÉ ANTONIO CALVO GONZÁLEZ DE LARA EN NOMBRE DE LA TOTA-
LIDAD DE LOS REGISTRADORES MERCANTILES DE MADRID, SOBRE DIVERSAS CUESTIONES RELATIVAS A LA
CONVOCATORIA DE JUNTAGENERAL DE SOCIOS POR REGISTRADORESMERCANTILES EN EL ÁMBITO DE LOS
ARTÍCULOS 169 Y 171 DE LA LEY DE SOCIEDADES DE CAPITAL, Y SU RESOLUCIÓN POR DICHO CENTRO DI-
RECTIVO. (Acceso a la consulta).

- PROCEDIMIENTOS PARA INSCRIBIR RECTIFICACIONES DESCRIPTIVAS Y REPRESEN-
TACIONES GRÁFICAS. RESOLUCIÓN DE 17 DE NOVIEMBRE DE 2015, DE LA DIRECCIÓN GENERAL
DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO, EN EL RECURSO INTERPUESTO CONTRA LA NOTA DE CALIFICACIÓN
DEL REGISTRADOR DE LA PROPIEDAD DE CUEVAS DELALMANZORA, POR LA QUE SE SUSPENDE LA INSCRIP-
CIÓN DE UN EXCESO DE CABIDA DECLARADO EN UNA ESCRITURA DE SEGREGACIÓN, COMPRAVENTA Y AGRU-
PACIÓN. (Comentario de la Resolución).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13363.pdf

- INTERPRETACIÓN DE LA REFORMA DE LA L.H. POR LA LEY 13/2015. PLANTEA LA SEN-
TENCIA DECLARATIVA DE DOMINIO Y EL ACTA DE NOTORIEDAD COMO TÍTULO PRE-
VIO EN LA INMATRICULACIÓN. RESOLUCIÓN DE 19 DE NOVIEMBRE DE 2015, DE LADIRECCIÓN
GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO, EN EL RECURSO INTERPUESTO CONTRA LA CALIFICACIÓN
DEL REGISTRADOR DE LA PROPIEDAD ACCIDENTAL DE ÁLORA, POR LA QUE SE SUSPENDE LA INMATRICULA-
CIÓN DE UNA FINCA EN UNA ESCRITURA DE PARTICIÓN DE HERENCIA PRECEDIDA DE OTRA DE LIQUIDACIÓN
DE SOCIEDAD DE GANANCIALES. (Comentario de la Resolución).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13368.pdf

- RESOLUCIÓN DE 17 DE NOVIEMBRE DE 2015, DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL
NOTARIADO, POR LA QUE SE PUBLICA LA RELACIÓN PROVISIONAL DE ADMITIDOS Y EXCLUIDOS A LAS OPO-
SICIONES AL CUERPO DE ASPIRANTES A REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES
MUEBLES, SE CORRIGEN ERRORES Y SE SEÑALA LUGAR Y FECHA DE SORTEO.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/01/pdfs/BOE-A-2015-13012.pdf

- CORRECCIÓN DE ERRORES DE LA RESOLUCIÓN DE 17 DE NOVIEMBRE DE 2015, DE LA DIREC-
CIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO, POR LA QUE SE PUBLICA LA RELACIÓN DEFINITIVA
DE ADMITIDOS Y EXCLUIDOS A LAS OPOSICIONES ALCUERPO DEASPIRANTES AREGISTRADORES DE LAPRO-
PIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES, SE CORRIGEN ERRORES Y SE SEÑALA LUGAR Y FECHA DE
SORTEO.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/04/pdfs/BOE-A-2015-13158.pdf

NOTAS DE COLABORACIÓN.

- LA INFORMACIÓN GEOGRÁFICA EN LA APLICACIÓN DE LA LEY 13/2015: REPRESEN-
TACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADA. Por Carmen Femenia-Ribera. Ingeniera Técnica en
Topografía. Doctora Ingeniera en Geodesia y Cartografía. Departamento de Ingeniería Cartográfica, Ge-
odesia y Fotogrametría, Universitat Politècnica de València. Gaspar Mora-Navarro. Ingeniero Técnico
en Topografía. Doctor Ingeniero en Geodesia y Cartografía. Departamento de Ingeniería Cartográfica,
Geodesia y fotogrametría, Universitat Politècnica de València. Antonio Blanco Sánchez. Ingeniero Técnico
en Topografía. Ingeniero en Geomática y Topografía.
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- EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DIRECTA DE LOS BIENES HIPOTECADOS EN EL
DERECHO ESPAÑOL. LAS REFORMAS HABIDAS COMO CONSECUENCIA DE LA EVOLU-
CIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA.
Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad, Catedrático de Derecho Civil (acreditado),
Director del Servicio de Estudios Registrales del Colegio de Registradores de España.

CASOS PRÁCTICOS: Por Juan José Jurado Jurado, Registrador de la Propiedad y Secretario
del Boletín Colegial.

Por el Seminario de Derecho Registral del Decanato de Catalunya:

- La LEy dE JuRisdiCCión VoLuntaRia (LEy 15/2015, dE 2 dE JuLio). REsúmEn dEL sEminaRio.

Por el Seminario de Derecho Registral del Decanato de Madrid:

1. ConCuRso dE aCREEdoREs. daCión En pago. CooRdinaCión dE Los aRtíCuLos 133, 100.3 y 155.4 dE La
LEy ConCuRsaL.

2. ConCuRso dE aCREEdoREs. ConVEnio insCRito En EL REgistRo dE La pRopiEdad En EL quE sE RECogE
quE Los aCREEdoREs tituLaREs dE CRéditos Con pRiViLEgio EspECiaL quE sE adhiERan aL mismo, quEda-
Rán oBLigados a no intERponER aCCionEs EJECutiVas dE sus gaRantías REaLEs miEntRas La ConCuRsada
Esté aL día En EL CumpLimiEnto dEL ConVEnio, pERmitiEndo EL ConVEnio, adEmás, EL mantEnimiEnto
dE Las gaRantías REaLEs, pERo no dE Los EmBaRgos tRaBados soBRE Las finCas. pREsEntaCión tELE-
mátiCa dE una EsCRituRa dE VEnta dE dos finCas. CaduCidad postERioR dE su asiEnto dE pREsEntaCión
y pREsEntaCión dE mandamiEnto dE anotaCión pREVEntiVa dE EmBaRgo dE La agEnCia tRiButaRia.
postERioR pREsEntaCión dE Las REfERidas EsCRituRas dE VEnta pERo Con Los EmBaRgos dELantE. ¿aL-
Canza EL aRt. 137 dE La LEy ConCuRsaL a aCtos dE Los aCREEdoREs quE sEan ContRaRios a noRmas Li-
mitatiVas quE LEs imponE EL ConVEnio?

3. pRopiEdad hoRizontaL. CompRaVEnta dE una Cuota indiVisa dE finCa quE da dERECho aL uso ExCLu-
siVo dE una pLaza dE gaRaJE ConCREta y En La quE sE dEsCRiBE su supERfiCiE y LindERos, pERo faLtando
En La finCa matRiz La REfEREnCia aL númERo dE pLazas quE ExistEn y a su dEsCRipCión poRmEnoRizada,
ExistiEndo VEntas dE paRtiCipaCionEs indiVisas insCRitas Con antERioRidad. ¿CaBE La insCRipCión Como
Las antERioRmEntE VEndidas o Es nECEsaRio EL aCuERdo unánimE dE La totaLidad dE Los CopRopiEta-
Rios?

NORMAS. Por Juan José Jurado Jurado, Registrador Mercantil y Secretario del Boletín.

I. B.O.E.

JEFATURA DEL ESTADO:

- CoRRECCión dE ERRoREs dE La LEy 25/2015, dE 28 dE JuLio, dE mECanismo dE sEgunda opoR-
tunidad, REduCCión dE La CaRga finanCiERa y otRas mEdidas dE oRdEn soCiaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13432.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dE La LEy 30/2015, dE 9 dE sEptiEmBRE, poR La quE sE REguLa EL sis-
tEma dE foRmaCión pRofEsionaL paRa EL EmpLEo En EL ámBito LaBoRaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/23/pdfs/BOE-A-2015-14019.pdf
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- CoRRECCión dE ERRoREs dE La LEy 40/2015, dE 1 dE oCtuBRE, dE RégimEn JuRídiCo dEL sECtoR
púBLiCo.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/23/pdfs/BOE-A-2015-14020.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dE La LEy 41/2015, dE 5 dE oCtuBRE, dE modifiCaCión dE La LEy dE
EnJuiCiamiEnto CRiminaL paRa La agiLizaCión dE La JustiCia pEnaL y EL foRtaLECimiEnto dE Las ga-
Rantías pRoCEsaLEs.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13433.pdf

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO:

- REaL dECREto 1167/2015, dE 21 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE dECLaRa EL CEsE dE don maRiano
RaJoy BREy Como pREsidEntE dEL goBiERno.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/22/pdfs/BOE-A-2015-13978.pdf

- REaL dECREto 1168/2015, dE 21 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE dECLaRa EL CEsE dE Los miEmBRos dEL
goBiERno.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/22/pdfs/BOE-A-2015-13979.pdf

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA:

- REaL dECREto 1086/2015, dE 4 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE modifiCa EL REaL dECREto 1308/2011,
dE 26 dE sEptiEmBRE, soBRE pRotECCión físiCa dE Las instaLaCionEs y Los matERiaLEs nuCLEaREs, y dE
Las fuEntEs RadiaCtiVas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13784.pdf

- oRdEn 2537/2015, dE 26 dE noViEmBRE, poR La quE sE disponE La EntRada En funCionamiEnto y La
sEdE dEL REgistRo dE fundaCionEs dE CompEtEnCia EstataL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/01/pdfs/BOE-A-2015-13004.pdf

MINISTERIO DE JUSTICIA:

- REaL dECREto 1065/2015, dE 27 dE noViEmBRE, soBRE ComuniCaCionEs ELECtRóniCas En La admi-
nistRaCión dE JustiCia En EL ámBito tERRitoRiaL dEL ministERio dE JustiCia y poR EL quE sE REguLa EL
sistEma LExnEt.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/01/pdfs/BOE-A-2015-12999.pdf

- REaL dECREto 1109/2015, dE 11 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE dEsaRRoLLa La LEy 4/2015, dE 27 dE
aBRiL, dEL Estatuto dE La VíCtima dEL dELito, y sE REguLan Las ofiCinas dE asistEnCia a Las VíCtimas
dEL dELito.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14263.pdf

- REaL dECREto 1110/2015, dE 11 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE REguLa EL REgistRo CEntRaL dE dE-
LinCuEntEs sExuaLEs.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14264.pdf

- RESOLUCIÓN DE 17 DE NOVIEMBRE DE 2015, DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL
NOTARIADO, POR LA QUE SE PUBLICA LA RELACIÓN PROVISIONAL DE ADMITIDOS Y EXCLUIDOS A LAS OPO-
SICIONES AL CUERPO DE ASPIRANTES A REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES
MUEBLES, SE CORRIGEN ERRORES Y SE SEÑALA LUGAR Y FECHA DE SORTEO.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/01/pdfs/BOE-A-2015-13012.pdf
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- CORRECCIÓN DE ERRORES DE LA RESOLUCIÓN DE 17 DE NOVIEMBRE DE 2015, DE LA DIREC-
CIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO, POR LA QUE SE PUBLICA LA RELACIÓN DEFINITIVA
DE ADMITIDOS Y EXCLUIDOS A LAS OPOSICIONES ALCUERPO DEASPIRANTES AREGISTRADORES DE LAPRO-
PIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES, SE CORRIGEN ERRORES Y SE SEÑALA LUGAR Y FECHA DE
SORTEO.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/04/pdfs/BOE-A-2015-13158.pdf

- REsoLuCión dE 3 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dE CoopERaCión JuRídiCa intER-
naCionaL y RELaCionEs Con Las ConfEsionEs, soBRE insCRipCión dE EntidadEs CatóLiCas En EL REgistRo
dE EntidadEs RELigiosas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/23/pdfs/BOE-A-2015-14045.pdf

- REsoLuCión dE 15 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE La administRaCión dE
JustiCia, poR La quE sE apRuEBa EL modELo dE foRmuLaRio noRmaLizado pREVisto En EL REaL dE-
CREto 1065/2015, dE 27 dE noViEmBRE, soBRE ComuniCaCionEs ELECtRóniCas En La administRaCión
dE JustiCia En EL ámBito tERRitoRiaL dEL ministERio dE JustiCia y poR EL quE sE REguLa EL sistEma
LExnEt.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13709.pdf

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y COMPETITIVIDAD:

- REaL dECREto 1024/2015, dE 13 dE noViEmBRE, poR EL quE sE apRuEBa EL REgLamEnto dEL ConsEJo
asEsoR dE CiEnCia, tECnoLogía E innoVaCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/07/pdfs/BOE-A-2015-13250.pdf

- REaL dECREto 1060/2015, dE 20 dE noViEmBRE, dE oRdEnaCión, supERVisión y soLVEnCia dE Las En-
tidadEs asEguRadoRas y REasEguRadoRas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/02/pdfs/BOE-A-2015-13057.pdf

- oRdEn 2575/2015, dE 30 dE noViEmBRE, poR La quE sE dEtERmina EL ContEnido, La EstRuCtuRa y Los
REquisitos dE puBLiCaCión dEL infoRmE anuaL dE goBiERno CoRpoRatiVo, y sE EstaBLECEn Las oBLiga-
CionEs dE ContaBiLidad, dE Las fundaCionEs BanCaRias.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/04/pdfs/BOE-A-2015-13141.pdf

- oRdEn 2847/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, poR La quE sE disponE La CREaCión dE dEuda dEL Estado du-
RantE EL año 2016 y EnERo dE 2017 y sE autoRizan Las opERaCionEs dE gEstión dE tEsoRERía dEL Es-
tado.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/31/pdfs/BOE-A-2015-14348.pdf

- REsoLuCión dE 2 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dEL tEsoRo, poR La quE sE aC-
tuaLiza EL anExo 1 inCLuido En La REsoLuCión dE 31 dE JuLio dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dEL
tEsoRo y poLítiCa finanCiERa, poR La quE sE dEfinE EL pRinCipio dE pRudEnCia finanCiERa apLiCaBLE a
Las opERaCionEs dE EndEudamiEnto y dERiVados dE Las ComunidadEs autónomas y EntidadEs LoCa-
LEs.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13097.pdf

- REsoLuCión dE 18 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dE sEguRos y fondos dE pEn-
sionEs, poR La quE sE da puBLiCidad a Las diRECtRiCEs dE La autoRidad EuRopEa dE sEguRos y fondos
dE pEnsionEs dE JuBiLaCión soBRE La apLiCaCión dE La diRECtiVa 2009/138/CE dEL paRLamEnto EuRo-
pEo y dEL ConsEJo, dE 25 dE noViEmBRE dE 2009, soBRE EL aCCEso a La aCtiVidad dE sEguRo y REasEguRo
y su EJERCiCio.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/31/pdfs/BOE-A-2015-14366.pdf
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MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS:

- REaL dECREto 1066/2015, dE 27 dE noViEmBRE, poR EL quE sE modifiCa EL REaL dECREto 257/2012,
dE 27 dE EnERo, poR EL quE sE dEsaRRoLLa La EstRuCtuRa oRgániCa BásiCa dEL ministERio dE EduCa-
Ción, CuLtuRa y dEpoRtE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/01/pdfs/BOE-A-2015-13000.pdf

- REaL dECREto 1112/2015, dE 11 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE apRuEBa EL Estatuto dEL oRganismo
autónomo agEnCia naCionaL dE EVaLuaCión dE La CaLidad y aCREditaCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13780.pdf

- REaL dECREto 1169/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, soBRE REVaLoRizaCión y CompLEmEntos dE pEnsionEs
dE CLasEs pasiVas paRa EL año 2016.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14267.pdf

- ORDEN 2553/2015, DE 25 DE NOVIEMBRE, POR LA QUE SE MODIFICA LA ORDEN EHA/2219/2010, DE 29
DE JULIO, POR LA QUE SE APRUEBA EL SISTEMA DE FIRMA ELECTRÓNICA DE CLAVE CONCERTADA PARA AC-
TUACIONES EN LA SEDE ELECTRÓNICA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DEL CATASTRO.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/02/pdfs/BOE-A-2015-13054.pdf

- ORDEN 2554/2015, DE 25 DE NOVIEMBRE, POR LA QUE SE MODIFICA LA ORDEN HAP/1200/2012, DE 5
DE JUNIO, SOBRE USO DEL SISTEMA DE CÓDIGO SEGURO DE VERIFICACIÓN POR LA DIRECCIÓN GENERAL
DEL CATASTRO.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/02/pdfs/BOE-A-2015-13055.pdf

- oRdEn 2761/2015, dE 7 dE diCiEmBRE, poR La quE sE modifiCa La oRdEn pRE/3581/2007, dE 10 dE di-
CiEmBRE, poR La quE sE EstaBLECEn Los dEpaRtamEntos dE La agEnCia EstataL dE administRaCión tRi-
ButaRia y sE LEs atRiBuyEn funCionEs y CompEtEnCias.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/21/pdfs/BOE-A-2015-13916.pdf

- oRdEn 2762/2015, dE 15 dE diCiEmBRE, poR La quE sE modifiCa La oRdEn hap/2194/2013, dE 22 dE
noViEmBRE, poR La quE sE REguLan Los pRoCEdimiEntos y Las CondiCionEs gEnERaLEs paRa La pREsEn-
taCión dE dEtERminadas autoLiquidaCionEs y dECLaRaCionEs infoRmatiVas dE natuRaLEza tRiButa-
Ria.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/21/pdfs/BOE-A-2015-13917.pdf

- ORDEN 2763/2015, DE 17 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE APRUEBAN LOS PRECIOS MEDIOS DE VENTAAPLI-
CABLES EN LA GESTIÓN DEL IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y ACTOS JURÍDICOS DO-
CUMENTADOS, IMPUESTO SOBRE SUCESIONES YDONACIONES E IMPUESTO ESPECIAL SOBRE DETERMINADOS
MEDIOS DE TRANSPORTE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/21/pdfs/BOE-A-2015-13918.pdf

- oRdEn 2783/2015, dE 21 dE diCiEmBRE, poR La quE sE apRuEBa EL modELo 151 dE dECLaRaCión dEL im-
puEsto soBRE La REnta dE Las pERsonas físiCas paRa ContRiBuyEntEs dEL RégimEn EspECiaL apLiCaBLE
a Los tRaBaJadoREs dEspLazados a tERRitoRio EspañoL, así Como EL modELo 149 dE ComuniCaCión paRa
EL EJERCiCio dE La opCión poR tRiButaR poR diCho RégimEn, y sE modifiCan La oRdEn hap/1136/2014,
dE 30 dE Junio, poR La quE sE REguLan dEtERminadas CuEstionEs RELaCionadas Con Las oBLigaCionEs
dE infoRmaCión y diLigEnCia dEBida EstaBLECidas En EL aCuERdo EntRE EL REino dE España y Los Es-
tados unidos dE améRiCa paRa La mEJoRa dEL CumpLimiEnto fisCaL intERnaCionaL y La apLiCaCión dE
La LEy EstadounidEnsE dE CumpLimiEnto tRiButaRio dE CuEntas ExtRanJERas y sE apRuEBa La dECLa-
RaCión infoRmatiVa anuaL dE CuEntas finanCiERas dE dEtERminadas pERsonas EstadounidEnsEs, mo-
dELo 290, y otRa noRmatiVa tRiButaRia.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/23/pdfs/BOE-A-2015-14021.pdf
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- oRdEn 2835/2015, dE 28 dE diCiEmBRE, poR La quE sE apRuEBa EL modELo 113 dE ComuniCaCión dE
datos RELatiVos a Las gananCias patRimoniaLEs poR CamBio dE REsidEnCia Cuando sE pRoduzCa a otRo
Estado miEmBRo dE La unión EuRopEa o dEL EspaCio EConómiCo EuRopEo Con EfECtiVo intERCamBio
dE infoRmaCión tRiButaRia, sE EstaBLECE La foRma y pLazo paRa su pREsEntaCión y sE modifiCa otRa
noRmatiVa tRiButaRia.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14269.pdf

- oRdEn 2846/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, poR La quE sE puBLiCan Los LímitEs dE Los distintos tipos dE
ContRatos a EfECtos dE La ContRataCión dEL sECtoR púBLiCo a paRtiR dEL 1 dE EnERo dE 2016.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/31/pdfs/BOE-A-2015-14343.pdf

- REsoLuCión dE 18 dE noViEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dE La agEnCia EstataL dE ad-
ministRaCión tRiButaRia, poR La quE sE apRuEBa La modifiCaCión dE dEtERminados fiChERos automa-
tizados dE datos dE CaRáCtER pERsonaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/02/pdfs/BOE-A-2015-13070.pdf

- REsoLuCión dE 24 dE noViEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión autonómiCa
y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La Junta dE CoopERaCión administRaCión gEnERaL
dEL Estado-Comunidad foRaL dE naVaRRa En RELaCión Con La LEy foRaL 5/2015, dE 5 dE maRzo, dE
mEdidas paRa faVoRECER EL uRBanismo sostEniBLE, La REnoVaCión uRBana y La aCtiVidad uRBanístiCa
En naVaRRa, quE modifiCa La LEy foRaL 35/2002, dE 20 dE diCiEmBRE, dE oRdEnaCión dEL tERRitoRio
y uRBanismo.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/14/pdfs/BOE-A-2015-13570.pdf

- REsoLuCión dE 24 dE noViEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión autonómiCa
y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La Comisión BiLatERaL dE CoopERaCión administRaCión
gEnERaL dEL Estado-Comunidad autónoma dE ExtREmaduRa En RELaCión Con La LEy 1/2015, dE 10
dE fEBRERo, dE mEdidas tRiButaRias, administRatiVas y finanCiERas dE La Comunidad autónoma dE
ExtREmaduRa.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/16/pdfs/BOE-A-2015-13660.pdf

- REsoLuCión dE 24 dE noViEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión autonómiCa
y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La suBComisión dE sEguimiEnto noRmatiVo, pREVEnCión
y soLuCión dE ConfLiCtos dE La Comisión BiLatERaL gEnERaLitat-Estado En RELaCión Con La LEy dE
CataLuña 1/2015, dE 5 dE fEBRERo, dEL RégimEn EspECiaL dE aRán.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13826.pdf

- REsoLuCión dE 24 dE noViEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión autonómiCa
y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La suBComisión dE sEguimiEnto noRmatiVo, pREVEnCión
y soLuCión dE ConfLiCtos dE La Comisión BiLatERaL gEnERaLitat-Estado En RELaCión Con La LEy
30/2015, dE 9 dE sEptiEmBRE, poR La quE sE REguLa EL sistEma dE foRmaCión pRofEsionaL paRa EL Em-
pLEo En EL ámBito LaBoRaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13827.pdf

- REsoLuCión dE 24 dE noViEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión autonómiCa
y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La suBComisión dE sEguimiEnto noRmatiVo, pREVEnCión
y soLuCión dE ConfLiCtos dE La Comisión BiLatERaL gEnERaLitat-Estado En RELaCión Con La LEy
33/2015, dE 21 dE sEptiEmBRE, poR La quE sE modifiCa La LEy 42/2007, dE 13 dE diCiEmBRE, dEL patRi-
monio natuRaL y La BiodiVERsidad.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13828.pdf

- REsoLuCión dE 24 dE noViEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión autonómiCa
y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La suBComisión dE sEguimiEnto noRmatiVo, pREVEnCión
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y soLuCión dE ConfLiCtos dE La Comisión BiLatERaL gEnERaLitat-Estado En RELaCión Con La LEy
43/2015, dE 9 dE oCtuBRE, dEL tERCER sECtoR dE aCCión soCiaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13829.pdf

- REsoLuCión dE 1 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE La agEnCia
EstataL dE administRaCión tRiButaRia, poR La quE sE puBLiCa La REhaBiLitaCión dE númERos dE idEn-
tifiCaCión fisCaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13372.pdf

- REsoLuCión dE 1 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE La agEnCia
EstataL dE administRaCión tRiButaRia, poR La quE sE puBLiCa La REVoCaCión dE númERos dE idEnti-
fiCaCión fisCaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13373.pdf

- REsoLuCión dE 3 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE La agEnCia
EstataL dE administRaCión tRiButaRia, poR La quE sE modifiCa La dE 3 dE EnERo dE 2011, poR La quE
sE apRuEBa EL modELo 145, dE ComuniCaCión dE datos dEL pERCEptoR dE REntas dEL tRaBaJo a su pa-
gadoR o dE La VaRiaCión dE Los datos pREViamEntE ComuniCados.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13690.pdf

- REsoLuCión dE 14 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía dE Estado dE administRaCionEs púBLi-
Cas, poR La quE sE dEtERminan Las ofiCinas dE atEnCión aL Ciudadano quE han dE aJustaRsE a Las
CondiCionEs dE aCCEsiBiLidad pREVistas En EL REaL dECREto 366/2007, dE 16 dE maRzo, poR EL quE sE
EstaBLECEn Las CondiCionEs dE aCCEsiBiLidad y no disCRiminaCión dE Las pERsonas Con disCapaCidad
En sus RELaCionEs Con La administRaCión gEnERaL dEL Estado.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/19/pdfs/BOE-A-2015-13906.pdf

- REsoLuCión dE 14 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE La agEnCia
EstataL dE administRaCión tRiButaRia, poR La quE sE puBLiCa La REhaBiLitaCión dE númERos dE idEn-
tifiCaCión fisCaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/23/pdfs/BOE-A-2015-14051.pdf

- REsoLuCión dE 14 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE La agEnCia
EstataL dE administRaCión tRiButaRia, poR La quE sE puBLiCa La REVoCaCión dE númERos dE idEnti-
fiCaCión fisCaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/23/pdfs/BOE-A-2015-14052.pdf

- REsoLuCión dE 14 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La diRECCión dE tECnoLogías dE La infoRmaCión y Las
ComuniCaCionEs, poR La quE sE EstaBLECEn Las pREsCRipCionEs téCniCas nECEsaRias paRa EL dEsaRRo-
LLo y apLiCaCión dEL sistEma CL@VE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/29/pdfs/BOE-A-2015-14215.pdf

- REsoLuCión dE 16 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión autonómiCa
y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La Comisión BiLatERaL dE CoopERaCión administRaCión
gEnERaL dEL Estado-Comunidad autónoma dE CastiLLa-La manCha En RELaCión Con La LEy 3/2015,
dE 5 dE maRzo, dE Caza dE CastiLLa-La manCha.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14189.pdf

- REsoLuCión dE 16 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La sECREtaRía gEnERaL dE CooRdinaCión auto-
nómiCa y LoCaL, poR La quE sE puBLiCa EL aCuERdo dE La Comisión BiLatERaL dE CoopERaCión
administRaCión dEL Estado-administRaCión dE La Comunidad autónoma dEL país VasCo En RE-
LaCión Con La LEy 10/2015, dE 26 dE mayo, paRa La saLVaguaRdia dEL patRimonio CuLtuRaL in-
matERiaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14190.PDF
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COMISIÓN NACIONAL DEL MERCADO DE VALORES:

- CiRCuLaR 6/2015, dE 15 dE diCiEmBRE, dE La Comisión naCionaL dEL mERCado dE VaLoREs, poR La
quE sE modifiCa La CiRCuLaR 1/2015, dE 23 dE Junio, soBRE datos E infoRmaCión EstadístiCa dE Las in-
fRaEstRuCtuRas dE mERCado.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/26/pdfs/BOE-A-2015-14117.pdf

- CiRCuLaR 7/2015, dE 22 dE diCiEmBRE, dE La Comisión naCionaL dEL mERCado dE VaLoREs, poR La
quE sE modifiCa La CiRCuLaR 5/2013, dE 12 dE Junio, quE EstaBLECE Los modELos dE infoRmE anuaL dE
goBiERno CoRpoRatiVo dE Las soCiEdadEs anónimas Cotizadas, dE Las CaJas dE ahoRRos y dE otRas
EntidadEs quE Emitan VaLoREs admitidos a nEgoCiaCión En mERCados ofiCiaLEs dE VaLoREs, y La CiR-
CuLaR 4/2013, dE 12 dE Junio, quE EstaBLECE Los modELos dE infoRmE anuaL dE REmunERaCionEs dE
Los ConsEJERos dE soCiEdadEs anónimas Cotizadas y dE Los miEmBRos dEL ConsEJo dE administRaCión
y dE La Comisión dE ContRoL dE Las CaJas dE ahoRRos quE Emitan VaLoREs admitidos a nEgoCiaCión
En mERCados ofiCiaLEs dE VaLoREs.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14289.pdf

MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL:

- REaL dECREto 1150/2015, dE 18 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE modifiCa EL REaL dECREto 1299/2006,
dE 10 dE noViEmBRE, poR EL quE sE apRuEBa EL CuadRo dE EnfERmEdadEs pRofEsionaLEs En EL sistEma
dE La sEguRidad soCiaL y sE EstaBLECEn CRitERios paRa su notifiCaCión y REgistRo.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/19/pdfs/BOE-A-2015-13874.pdf

- REaL dECREto 1170/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, soBRE REVaLoRizaCión dE Las pEnsionEs dEL sistEma
dE La sEguRidad soCiaL y dE otRas pREstaCionEs soCiaLEs púBLiCas paRa EL EJERCiCio 2016.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14272.pdf

- REaL dECREto 1171/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE fiJa EL saLaRio mínimo intERpRofEsio-
naL paRa 2016.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14273.pdf

- REsoLuCión dE 9 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La tEsoRERía gEnERaL dE La sEguRidad soCiaL, poR La
quE sE modifiCa EL ámBito tERRitoRiaL dE dEtERminadas unidadEs dE RECaudaCión EJECutiVa dE La
sEguRidad soCiaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13781.pdf

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES Y DE COOPERACIÓN:

- aCuERdo EntRE EL REino dE España y EL REino unido dE La gRan BREtaña E iRLanda dEL noRtE
soBRE pRotECCión dE La infoRmaCión CLasifiCada, hECho En madRid EL 5 dE fEBRERo dE 2015.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/16/pdfs/BOE-A-2015-13639.pdf

- apLiCaCión pRoVisionaL dEL CanJE dE CaRtas ConstitutiVo dE aCuERdo dE sEdE EntRE
EL REino dE España y Las naCionEs unidas paRa La CELEBRaCión En madRid, En noViEmBRE dE 2015,
dE tREs REunionEs intERnaCionaLEs soBRE REgistRos dE EmisionEs y tRasfEREnCias dE ContaminantEs,
hECho En ginEBRa y madRid, EL 26 dE oCtuBRE y 13 dE noViEmBRE dE 2015.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13346.pdf

- ConVEnio EntRE EL REino dE España y EL pRinCipado dE andoRRa paRa EVitaR La doBLE imposiCión
En matERia dE impuEstos soBRE La REnta y pREVEniR La EVasión fisCaL y su pRotoCoLo, hECho "ad RE-
fERéndum" En andoRRa La VELLa EL 8 dE EnERo dE 2015.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/07/pdfs/BOE-A-2015-13248.pdf
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- EnmiEnda aL anExo dEL ConVEnio RELatiVo aL BLanquEo, sEguimiEnto, EmBaRgo y Comiso dE
Los pRoduCtos dEL dELito y a La finanCiaCión dEL tERRoRismo, hECho En VaRsoVia EL 16 dE mayo dE
2005.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13347.pdf

MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE:

- REaL dECREto 1084/2015, dE 4 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE dEsaRRoLLa La LEy 55/2007, dE 28 dE
diCiEmBRE, dEL CinE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/05/pdfs/BOE-A-2015-13207.pdf

- oRdEn 2574/2015, dE 2 dE diCiEmBRE, poR La quE sE apRuEBa La mEtodoLogía paRa La dEtERminaCión
dE Las taRifas gEnERaLEs En RELaCión Con La REmunERaCión ExigiBLE poR La utiLizaCión dEL REpERto-
Rio dE Las EntidadEs dE gEstión dE dEREChos dE pRopiEdad intELECtuaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/04/pdfs/BOE-A-2015-13139.pdf

MINISTERIO DE AGRICULTURA, ALIMENTACIÓN Y MEDIO AMBIENTE:

- REaL dECREto 1075/2015, dE 27 dE noViEmBRE, poR EL quE sE modifiCa EL anExo ii dEL REaL dECREto
1514/2009, dE 2 dE oCtuBRE, poR EL quE sE REguLa La pRotECCión dE Las aguas suBtERRánEas ContRa
La ContaminaCión y EL dEtERioRo.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/16/pdfs/BOE-A-2015-13642.pdf

MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y TURISMO:

- REaL dECREto 1072/2015, dE 27 dE noViEmBRE, poR EL quE sE modifiCa EL REaL dECREto 2200/1995,
dE 28 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE apRuEBa EL REgLamEnto dE La infRaEstRuCtuRa paRa La CaLidad y
La sEguRidad industRiaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/14/pdfs/BOE-A-2015-13530.pdf

- REaL dECREto 1074/2015, dE 27 dE noViEmBRE, poR EL quE sE modifiCan distintas disposiCionEs En
EL sECtoR ELéCtRiCo.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/04/pdfs/BOE-A-2015-13140.pdf

- REaL dECREto 1085/2015, dE 4 dE diCiEmBRE, dE fomEnto dE Los BioCaRBuRantEs.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/05/pdfs/BOE-A-2015-13208.pdf

MINISTERIO DE DEFENSA:

- REaL dECREto 1111/2015, dE 11 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE apRuEBa EL REgLamEnto dE adquisiCión
y péRdida dE La CondiCión dE miLitaR y situaCionEs administRatiVas dE Los miLitaREs pRofEsionaLEs.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/12/pdfs/BOE-A-2015-13485.pdf

MINISTERIO DE SANIDAD, SERVICIOS SOCIALES E IGUALDAD:

- REaL dECREto 1090/2015, dE 4 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE REguLan Los Ensayos CLíniCos Con mE-
diCamEntos, Los Comités dE étiCa dE La inVEstigaCión Con mEdiCamEntos y EL REgistRo EspañoL dE
Estudios CLíniCos.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/24/pdfs/BOE-A-2015-14082.pdf

- REaL dECREto 1091/2015, dE 4 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE CREa y REguLa EL REgistRo EstataL dE
EnfERmEdadEs RaRas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/24/pdfs/BOE-A-2015-14083.pdf
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JUNTAS ELECTORALES PROVINCIALES:

- aCuERdo dE 27 dE noViEmBRE dE 2015, dE La Junta ELECtoRaL pRoVinCiaL dE Las iLLEs BaLEaRs,
poR EL quE, En CumpLimiEnto dE sEntEnCia, sE pRoCLama dE nuEVo La CandidatuRa paRa Las ELECCionEs
aL CongREso dE Los diputados, ConVoCadas poR REaL dECREto 977/2015, dE 26 dE oCtuBRE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/02/pdfs/BOE-A-2015-13092.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dE Las CandidatuRas pRoCLamadas paRa Las ELECCionEs aL Con-
gREso dE Los diputados y aL sEnado, ConVoCadas poR REaL dECREto 977/2015, dE 26 dE oCtuBRE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/01/pdfs/BOE-A-2015-13053.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dE Las CandidatuRas pRoCLamadas paRa Las ELECCionEs aL Con-
gREso dE Los diputados y aL sEnado, ConVoCadas poR REaL dECREto 977/2015, dE 26 dE oCtuBRE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/05/pdfs/BOE-A-2015-13247.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dE Las CandidatuRas pRoCLamadas paRa Las ELECCionEs aL Con-
gREso dE Los diputados y aL sEnado, ConVoCadas poR REaL dECREto 977/2015, dE 26 dE oCtuBRE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13868.pdf

BANCO DE ESPAÑA:

- CiRCuLaR 7/2015, dE 25 dE noViEmBRE, dEL BanCo dE España, poR La quE sE CREan y modifiCan fi-
ChERos dE datos dE CaRáCtER pERsonaL.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/10/pdfs/BOE-A-2015-13429.pdf

- CiRCuLaR 8/2015, dE 18 dE diCiEmBRE, dEL BanCo dE España, a Las EntidadEs y suCuRsaLEs adsCRitas
aL fondo dE gaRantía dE dEpósitos dE EntidadEs dE CRédito, soBRE infoRmaCión paRa dEtERminaR Las
BasEs dE CáLCuLo dE Las apoRtaCionEs aL fondo dE gaRantía dE dEpósitos dE EntidadEs dE CRédito.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/24/pdfs/BOE-A-2015-14084.pdf

- REsoLuCión dE 1 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL BanCo dE España, poR La quE sE puBLiCan dEtERminados
tipos dE REfEREnCia ofiCiaLEs dEL mERCado hipotECaRio.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/02/pdfs/BOE-A-2015-13082.pdf

- REsoLuCión dE 1 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL BanCo dE España, poR La quE sE puBLiCan Los índiCEs
y tipos dE REfEREnCia apLiCaBLEs paRa EL CáLCuLo dEL VaLoR dE mERCado En La CompEnsaCión poR
RiEsgo dE tipo dE intERés dE Los pRéstamos hipotECaRios, así Como paRa EL CáLCuLo dEL difEREnCiaL
a apLiCaR paRa La oBtEnCión dEL VaLoR dE mERCado dE Los pRéstamos o CRéditos quE sE CanCELan
antiCipadamEntE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13132.pdf

- REsoLuCión dE 17 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL BanCo dE España, poR La quE sE puBLiCan dEtERmi-
nados tipos dE REfEREnCia ofiCiaLEs dEL mERCado hipotECaRio.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13865.pdf

TRIBUNAL DE CUENTAS:

- REsoLuCión dE 23 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La pREsidEnCia dEL tRiBunaL dE CuEntas, poR La quE
sE puBLiCa EL aCuERdo dEL pLEno dE 22 dE diCiEmBRE dE 2015, soBRE La sustituCión dE La REmisión dE
Las CuEntas JustifiCatiVas dE "pagos a JustifiCaR" y dE REposiCión dE fondos dE antiCipos dE CaJa fiJa
poR CERtifiCados REmitidos poR mEdios tELEmátiCos.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14143.pdf
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- REsoLuCión dE 29 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La pREsidEnCia dEL tRiBunaL dE CuEntas, poR La quE
sE puBLiCa EL aCuERdo dEL pLEno dE 22 dE diCiEmBRE dE 2015, poR EL quE sE apRuEBa La instRuCCión
RELatiVa a La fisCaLizaCión dE Las ContaBiLidadEs dE Las ELECCionEs a CoRtEs gEnERaLEs dE 20 dE
diCiEmBRE dE 2015.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/31/pdfs/BOE-A-2015-14349.pdf

II. COMUNIDADES AUTÓNOMAS:

JUNTA DE ANDALUCÍA:

- LEy 1/2015, dE 21 dE diCiEmBRE, dEL pREsupuEsto dE La Comunidad autónoma dE andaLuCía paRa EL
año 2016.
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2015/247/BOJA15-247-00178-21391-01_00082269.pdf

- oRdEn dE 25 dE noViEmBRE dE 2015, poR La quE sE puBLiCa La modifiCaCión dEL anExo i y Los VaLoREs
dE Las VaRiaBLEs EstaBLECidas En EL aRtíCuLo 10 dE La LEy 6/2010, dE 11 dE Junio, REguLadoRa dE La
paRtiCipaCión dE Las EntidadEs LoCaLEs En Los tRiButos dE La Comunidad autónoma dE andaLuCía.
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2015/248/BOJA15-248-00046-21373-01_00082252.pdf

- oRdEn dE 22 dE diCiEmBRE dE 2015, poR La quE sE modifiCa La oRdEn dE 6 dE noViEmBRE dE 2015,
soBRE CiERRE dEL EJERCiCio pREsupuEstaRio dE 2015.
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2015/251/BOJA15-251-00002-21597-01_00082471.pdf

- RESOLUCIÓN DE 16 DE NOVIEMBRE DE 2015, DE LA SECRETARÍA GENERAL PARA LA JUSTICIA, POR LA
QUE SE NOMBRAN REGISTRADORES Y REGISTRADORAS DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES
MUEBLES, PARA OCUPAR PLAZA EN EL TERRITORIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA.
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2015/236/BOJA15-236-00002-20313-01_00081209.pdf

ARAGÓN:

- dECREto-LEy 2/2015, dE 15 dE diCiEmBRE, dEL goBiERno dE aRagón, poR EL quE sE modifiCa La LEy
9/2015, dE 24 dE sEptiEmBRE, poR La quE sE ConCEdE un supLEmEnto dE CRédito y poR La quE sE autoRiza
aL ConsEJERo dE haCiEnda y administRaCión púBLiCa La foRmaLizaCión dE opERaCionEs dE EndEuda-
miEnto a LaRgo pLazo.
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=886044823838

- dECREto-LEy 3/2015, dE 15 dE diCiEmBRE, dEL goBiERno dE aRagón, dE mEdidas uRgEntEs dE EmER-
gEnCia soCiaL En matERia dE pREstaCionEs EConómiCas dE CaRáCtER soCiaL, poBREza EnERgétiCa y aC-
CEso a La ViViEnda.
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=886046843838

- oRdEn dE 30 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL ConsEJERo dE haCiEnda y administRaCión púBLiCa, poR La
quE sE dEtERminan Las CondiCionEs a Las quE ha dE aJustaRsE La pRóRRoga dEL pREsupuEsto dE La
Comunidad autónoma dE aRagón dE 2015, hasta La apRoBaCión dE La LEy dE pREsupuEstos paRa
2016.
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=887831843131

PRINCIPADO DE ASTURIAS:

- LEy 11/2015, dE 23 dE diCiEmBRE, dE autoRizaCión dE EndEudamiEnto y ConCEsión dE un supLEmEnto
dE CRédito Como ConsECuEnCia dE Los mayoREs gastos gEnERados poR Los nuEVos antiViRaLEs dE aC-
Ción diRECta paRa EL tRatamiEnto dE La hEpatitis C CRóniCa.
https://sede.asturias.es/bopa/2015/12/24/2015-18344.pdf
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- dECREto 207/2015, dE 30 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE REguLa La apLiCaCión dE La pRóRRoga dE Los
pREsupuEstos gEnERaLEs dEL pRinCipado dE astuRias paRa 2015 duRantE EL EJERCiCio 2016.
https://sede.asturias.es/bopa/2015/12/31/2015-18492.pdf

- dECREto 477/2015, dE 17 dE noViEmBRE, poR EL quE sE REguLan Los óRganos CoLEgiados dE paRti-
CipaCión administRatiVa y soCiaL dE La administRaCión andaLuza dEL agua.
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2015/240/BOJA15-240-00014-20760-01_00081652.pdf

- REsoLuCión dE 19 dE noViEmBRE dE 2015, dE La ConsEJERía dE pREsidEnCia y paRtiCipaCión Ciuda-
dana, poR La quE sE EstaBLECE, paRa EL año 2016, EL CaLEndaRio dE días inháBiLEs a EfECtos dE Cóm-
puto dE pLazos administRatiVos En EL ámBito dE La Comunidad autónoma dEL pRinCipado dE astuRias.
https://sede.asturias.es/bopa/2015/12/18/2015-17488.pdf

- REsoLuCión dE 10 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La ConsEJERía dE haCiEnda y sECtoR púBLiCo, poR La
quE sE aCtuaLizan Los CoEfiCiEntEs apLiCaBLEs aL VaLoR CatastRaL paRa EstimaR EL VaLoR REaL dE dE-
tERminados BiEnEs inmuEBLEs uRBanos, a EfECtos dE Los impuEstos soBRE tRansmisionEs patRimonia-
LEs y aCtos JuRídiCos doCumEntados y soBRE suCEsionEs y donaCionEs paRa EL EJERCiCio 2016.
https://sede.asturias.es/bopa/2015/12/31/2015-17993.pdf

- aCuERdo dE 2 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL ConsEJo dE goBiERno, poR EL quE sE nomBRan notaRios/as.
https://sede.asturias.es/bopa/2015/12/03/2015-17473.pdf

ISLAS BALEARES:

- LEy 10/2015, dE 1 dE diCiEmBRE, dE La Comisión gEnERaL dE ConsEJos insuLaREs.
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/VisPdf?action=VisEdicte&idDocument=937644&lang=es

- LEy 11/2015, dE 10 dE diCiEmBRE, dE RECupERaCión paRCiaL En EL año 2015 dE La paga ExtRaoRdinaRia
y La adiCionaL, o La EquiVaLEntE, dEL mEs dE diCiEmBRE dE 2012
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/VisPdf?action=VisEdicte&idDocument=937917&lang=es

- LEy 12/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad autónoma dE Las
iLLEs BaLEaRs paRa EL año 2016
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/VisPdf?action=VisEdicte&idDocument=939440&lang=es

- dECREto 99/2015, dE 18 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE fiJa EL CaLEndaRio dE días inháBiLEs paRa EL
año 2016 a EfECtos dE pLazos administRatiVos.
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/VisPdf?action=VisEdicte&idDocument=938576&lang=es

- apRoBaCión dEfinitiVa pREsupuEsto 2016.
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/VisPdf?action=VisEdicte&idDocument=939227&lang=es

CANARIAS:

- LEy 10/2015, dE 26 dE noViEmBRE, dE ConCEsión dE CRédito ExtRaoRdinaRio, poR impoRtE dE tRECE
miLLonEs tREsCiEntos diECioCho miL sEECiEntos tRECE EuRos Con CinCuEnta y CuatRo Céntimos
(13.318.713,54) y supLEmEnto dE CRédito poR impoRtE dE VEintiséis miLLonEs sEisCiEntos tREinta y
siEtE miL noVECiEntos CuaREnta y un EuRos Con VEintiún Céntimos (26.637.941,21), a Los pREsupuEstos
gEnERaLEs dE La Comunidad autónoma dE CanaRias paRa 2015, y otRas mEdidas dE gEstión pREsu-
puEstaRia.
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2015/233/001.html
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- LEy 11/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad autónoma dE Cana-
Rias paRa 2016.
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2015-253-5805.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dE La LEy 9/2015, dE 27 dE aBRiL, dE modifiCaCión dE La LEy 2/2013,
dE 29 dE mayo, dE REnoVaCión y modERnizaCión tuRístiCa dE CanaRias, y dE otRas LEyEs RELatiVas
a La oRdEnaCión dEL tERRitoRio, uRBanismo, mEdio amBiEntE, y asimismo dE La LEy 4/2014, dE 26 dE
Junio, poR La quE sE modifiCa La REguLaCión dEL aRBitRio soBRE impoRtaCionEs y EntREgas dE mER-
CanCías En Las isLas CanaRias (BoC nº 87, dE 8.5.15).
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2015/226/001.html

CANTABRIA:

- LEy 4/2015, 23 dE noViEmBRE, dE CREaCión dEL CoLEgio pRofEsionaL dE diEtistas-nutRiCionistas dE
CantaBRia.
http://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=293852

- LEy dE CantaBRia 5/2015, dE 28 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad autó-
noma dE CantaBRia paRa EL año 2016.
http://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=295029

- LEy dE CantaBRia 6/2015, dE 28 dE diCiEmBRE, dE mEdidas fisCaLEs y administRatiVas.
http://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=295030

- REsoLuCión disponiEndo La puBLiCaCión dE Las fiEstas naCionaLEs, autonómiCas y LoCaLEs, RE-
tRiBuidas y no RECupERaBLEs, paRa EL año 2016.
http://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=294415

- CoRRECCión dE ERRoREs aL anunCio puBLiCado En EL BoC númERo 240, dE 16 dE diCiEmBRE dE
2015, dE REsoLuCión disponiEndo La puBLiCaCión dE Las fiEstas naCionaLEs, autonómiCas y LoCaLEs,
REtRiBuidas y no RECupERaBLEs, paRa EL año 2016.
http://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=295075

CASTILLA LA MANCHA:

- dECREto 225/2015, dE 22/12/2015, poR EL quE sE EstaBLECEn Las CondiCionEs EspECífiCas a Las quE
dEBE aJustaRsE La pRóRRoga dE Los pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Junta dE ComunidadEs dE Casti-
LLa-La manCha paRa 2015.
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2015/12/30/pdf/2015_15599.pdf&tipo=rutaDocm

- CoRRECCión dE ERRoREs dECREto 225/2015, dE 22/12/2015, poR EL quE sE EstaBLECEn Las Con-
diCionEs EspECífiCas a Las quE dEBE aJustaRsE La pRóRRoga dE Los pREsupuEstos gEnERaLEs dE La
Junta dE ComunidadEs dE CastiLLa-La manCha paRa 2015
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2015/12/31/pdf/2015_15744.pdf&ti
po=rutaDocm

- oRdEn 16-12-2015, dE La ConsEJERía dE haCiEnda y administRaCionEs púBLiCas, poR La quE sE Com-
pLEmEntan Las taBLas dE pRECios mEdios dE VEnta dE VEhíCuLos, apRoBadas poR EL ministERio dE ha-
CiEnda y administRaCionEs púBLiCas, paRa utiLizaR En La apLiCaCión dEL impuEsto soBRE suCEsionEs
y donaCionEs y dEL impuEsto soBRE tRansmisionEs patRimoniaLEs y aCtos JuRídiCos doCumEntados
paRa EL año 2016.
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2015/12/29/pdf/2015_15559.pdf&tipo=rutaDocm
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- oRdEn 17-12-2015, dE La ConsEJERía dE haCiEnda y administRaCionEs púBLiCas, poR La quE sE apRuE-
Ban Los pRECios mEdios En EL mERCado paRa BiEnEs RústiCos y Las noRmas soBRE EL pRoCEdimiEnto dE
CompRoBaCión dE VaLoREs En EL ámBito dE Los impuEstos soBRE suCEsionEs y donaCionEs y soBRE
tRansmisionEs patRimoniaLEs y aCtos JuRídiCos doCumEntados, paRa EL año 2016.
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2015/12/29/pdf/2015_15584.pdf&tipo=rutaDocm

JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN:

- LEy 7/2015, dE 30 dE diCiEmBRE, dE mEdidas tRiButaRias.
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2015/12/31/pdf/BOCYL-D-31122015-1.pdf

- LEy 8/2015, dE 30 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad dE CastiLLa y LEón
paRa 2016.
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2015/12/31/pdf/BOCYL-D-31122015-2.pdf

GENERALITAT DE CATALUÑA:

- dECREto LEy 4/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, dE nECEsidadEs finanCiERas dEL sECtoR púBLiCo y otRas
mEdidas uRgEntEs En pRóRRoga pREsupuEstaRia.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=712982&type=01&language=es_ES

- dECREto 238/2015, dE 10 dE noViEmBRE, poR EL quE sE apRuEBa La aLtERaCión dE Los téRminos muni-
CipaLEs dE CoLLsuspina y dE BaLEnyà.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/14/pdfs/BOE-A-2015-13587.pdf

- oRdEn 360/2015, dE 9 dE diCiEmBRE, poR La quE sE haBiLita La pREsEntaCión y EL pago tELEmátiCo dE
Los modELos 660, 650 y 653, CoRREspondiEntEs a Las dECLaRaCionEs y autoLiquidaCionEs dEL impuEsto
soBRE suCEsionEs y donaCionEs, modaLidadEs suCEsionEs y ConsoLidaCionEs dE dominio, y sE modifiCa
La oRdEn ECo/330/2011, dE 30 dE noViEmBRE, poR La quE sE apRuEBan Los modELos dE autoLiquidaCión
dE Los tRiButos gEstionados poR La agEnCia tRiButaRia dE CataLuña.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=712100&type=01&language=es_ES

- RESOLUCIÓN ECO/3006/2015, DE 21 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE DA PUBLICIDAD AL CONVENIO
DE ENCARGO DE GESTIÓN DE LA AGENCIA TRIBUTARIA DE CATALUÑA AL DECANATO AUTONÓMICO DE
LOS REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES DE CATALUÑA EN MA-
TERIA DE IMPLANTACIÓN DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LA COMUNICACIÓN EN LA GESTIÓN
TRIBUTARIA.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=712891&type=01&language=es_ES

- REsoLuCión 2882/2015, dE 10 dE diCiEmBRE, poR La quE sE EstaBLECEn Las REstRiCCionEs a La CiR-
CuLaCión duRantE EL año 2016.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13785.pdf

- RECuRso dE inConstituCionaLidad núm. 4292-2015, ContRa Los aRtíCuLos 1.1 C) y 21 a 30
dE La LEy dEL paRLamEnto dE CataLuña 12/2014, dE 10 dE oCtuBRE, dEL impuEsto soBRE La Emisión dE
óxidos dE nitRógEno a La atmósfERa pRoduCida poR La aViaCión ComERCiaL, dEL impuEsto soBRE La
Emisión dE gasEs y paRtíCuLas a La atmósfERa pRoduCida poR La industRia y dEL impuEsto soBRE La
pRoduCCión dE EnERgía ELéCtRiCa dE oRigEn nuCLEaR.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=710586&type=01&language=es_ES

- RECuRso dE inConstituCionaLidad núm. 4567-2015, ContRa EL CapítuLo i dE La LEy dEL paR-
LamEnto dE CataLuña 15/2014, dE 4 dE diCiEmBRE, dEL impuEsto soBRE La pRoVisión dE ContEnidos
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poR paRtE dE Los pREstadoREs dE sERViCios dE ComuniCaCionEs ELECtRóniCas y dE fomEnto dEL sECtoR
y La difusión dE La CuLtuRa digitaL.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=709882&type=01&language=es_ES

EXTREMADURA:

- LEy 17/2015, dE 4 dE diCiEmBRE, poR La quE sE dERoga La LEy 2/2000, dE 8 dE Junio, dEL ConsEJo asE-
soR dE RadiotELEVisión EspañoLa En ExtREmaduRa.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2370o/15010020.pdf

- LEy 18/2015, dE 23 dE diCiEmBRE, dE CuEntas aBiERtas paRa La administRaCión púBLiCa ExtREmEña.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2480o/15010021.pdf

- LEy 19/2015, dE 23 dE diCiEmBRE, poR La quE sE dERoga La LEy 16/2001, dE 14 dE diCiEmBRE, REguLa-
doRa dEL ConsEJo ConsuLtiVo dE ExtREmaduRa
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2480o/15010022.pdf

- dECREto 303/2015, dE 4 dE diCiEmBRE, poR EL quE sE fiJa EL CaLEndaRio dE días inháBiLEs a EfECtos dE
Cómputo dE pLazos administRatiVos duRantE EL año 2016 En La Comunidad autónoma dE ExtREmaduRa.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2370o/15040333.pdf

- ORDEN DE 23 DE NOVIEMBRE DE 2015 POR LA QUE SE NOMBRAN REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD,
MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES PARA SERVIR EN PLAZAS DE LACOMUNIDADAUTÓNOMA DE EXTRE-
MADURA.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2310o/15050241.pdf

- CORRECCIÓN DE ERRORES DE LA ORDEN DE 23 DE NOVIEMBRE DE 2015 POR LA QUE SE NOM-
BRAN REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES PARA SERVIR EN PLAZAS
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE EXTREMADURA.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2360o/15050243.pdf

- oRdEn dE 24 dE noViEmBRE dE 2015 poR La quE sE nomBRan notaRios paRa sERViR pLazas En tERRi-
toRio dE La Comunidad autónoma dE ExtREmaduRa.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2310o/15050242.pdf

- oRdEn dE 23 dE diCiEmBRE dE 2015 poR La quE sE apRuEBan Los pRECios mEdios En EL mERCado paRa
EstimaR EL VaLoR REaL dE dEtERminados BiEnEs inmuEBLEs dE natuRaLEza RústiCa, RadiCados En La
Comunidad autónoma dE ExtREmaduRa, a EfECtos dE La LiquidaCión dE Los hEChos imponiBLEs dE
Los impuEstos soBRE tRansmisionEs patRimoniaLEs y aCtos JuRídiCos doCumEntados y soBRE suCE-
sionEs y donaCionEs, quE sE dEVEnguEn En EL año 2016, sE EstaBLECEn Las REgLas paRa su apLiCaCión
y sE puBLiCa La mEtodoLogía paRa su oBtEnCión.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2500o/15050262.pdf

- oRdEn dE 23 dE diCiEmBRE dE 2015 poR La quE sE apRuEBan Los CoEfiCiEntEs apLiCaBLEs aL VaLoR Ca-
tastRaL paRa EstimaR EL VaLoR REaL dE dEtERminados BiEnEs inmuEBLEs uRBanos, RadiCados En La
Comunidad autónoma dE ExtREmaduRa, a EfECtos dE La LiquidaCión dE Los hEChos imponiBLEs dE
Los impuEstos soBRE tRansmisionEs patRimoniaLEs y aCtos JuRídiCos doCumEntados y soBRE suCE-
sionEs y donaCionEs, quE sE dEVEnguEn En EL año 2016, sE EstaBLECEn Las REgLas paRa su apLiCaCión
y sE puBLiCa La mEtodoLogía paRa su oBtEnCión.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2500o/15050263.pdf

- oRdEn dE 23 dE diCiEmBRE dE 2015 poR La quE sE apRuEBan Los pRECios mEdios En EL mERCado paRa
EstimaR EL VaLoR REaL dE Los VEhíCuLos ComERCiaLEs E industRiaLEs LigERos usados, a EfECtos dE La
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LiquidaCión dE Los hEChos imponiBLEs dE Los impuEstos soBRE tRansmisionEs patRimoniaLEs y aCtos
JuRídiCos doCumEntados y soBRE suCEsionEs y donaCionEs, quE sE dEVEnguEn En EL año 2016 y quE
no figuREn En Las taBLas dE pRECios mEdios dE VEnta apRoBados poR EL ministERio dE haCiEnda y
administRaCionEs púBLiCas.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2500o/15050264.pdf

- oRdEn dE 23 dE diCiEmBRE dE 2015 poR La quE sE apRuEBan Los pRECios mEdios En EL mERCado paRa Es-
timaR EL VaLoR REaL dE CostE dE La oBRa nuEVa dE dEtERminados BiEnEs inmuEBLEs, RadiCados En La
Comunidad autónoma dE ExtREmaduRa, a EfECtos dE La LiquidaCión dEL impuEsto soBRE tRansmisionEs
patRimoniaLEs y aCtos JuRídiCos doCumEntados paRa Los hEChos imponiBLEs quE sE dEVEnguEn En EL
año 2016, sE EstaBLECEn Las REgLas paRa su apLiCaCión y sE puBLiCa La mEtodoLogía paRa su oBtEnCión.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2500o/15050265.pdf

- REsoLuCión dE 28 dE diCiEmBRE dE 2015, dEL ConsEJERo, poR La quE sE dEtERminan Los domingos
y fEstiVos autoRizados poR Las CoRpoRaCionEs LoCaLEs paRa La apERtuRa dE EstaBLECimiEntos Co-
mERCiaLEs aL púBLiCo.
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2015/2500o/15062628.pdf

GALICIA:

- LEy 7/2015, dE 7 dE agosto, dE iniCiatiVa LEgisLatiVa popuLaR y paRtiCipaCión Ciudadana En EL paR-
LamEnto dE gaLiCia.
http://www.xunta.es/dog/Publicados/2015/20150819/AnuncioC3B0-140815-0001_es.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dE La LEy 7/2015, dE 7 dE agosto, dE iniCiatiVa LEgisLatiVa popuLaR
y paRtiCipaCión Ciudadana En EL paRLamEnto dE gaLiCia.
http://www.xunta.es/dog/Publicados/2015/20151117/AnuncioC3B0-121115-0001_es.pdf

- LEy 12/2015, dE 24 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad autónoma dE gaLiCia
paRa EL año 2016.
http://www.xunta.es/dog/Publicados/2015/20151231/AnuncioC3B0-281215-0001_es.pdf

- LEy 13/2015, dE 24 dE diCiEmBRE, dE mEdidas fisCaLEs y administRatiVas.
http://www.xunta.es/dog/Publicados/2015/20151231/AnuncioC3B0-281215-0002_es.pdf

LA RIOJA:

- LEy 5/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad autónoma dE La RioJa
paRa EL año 2016.
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=2858020-1-PDF-498468

- LEy 6/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, dE mEdidas fisCaLEs y administRatiVas paRa EL año 2016.
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=2858021-1-PDF-498454

COMUNIDAD DE MADRID:

- LEy 3/2015, dE 18 dE diCiEmBRE, dE modifiCaCión dE La LEy 16/1995, dE 4 dE mayo, foREstaL y dE
pRotECCión dE La natuRaLEza dE La Comunidad dE madRid
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2015/12/28/BOCM-20151228-1.pdf

- LEy 4/2015, dE 18 dE diCiEmBRE, dE modifiCaCión dE La LEy 9/2001, dE 17 dE JuLio, dEL suELo dE La
Comunidad dE madRid
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2015/12/28/BOCM-20151228-2.PDF
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- LEy 5/2015, dE 18 dE diCiEmBRE, paRa La REfoRma dE Las LEyEs 17/1997, dE 4 dE JuLio, dE EspECtáCuLos
púBLiCos y aCtiVidadEs RECREatiVas, y 5/2002, dE 27 dE Junio, soBRE dRogodEpEndEnCias y otRos
tRastoRnos adiCtiVos, paRa La paRtiCipaCión dE Los JóVEnEs En La Vida CuLtuRaL dE La Comunidad
dE madRid
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2015/12/28/BOCM-20151228-3.PDF

- LEy 6/2015, dE 23 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad dE madRid paRa EL
año 2016.
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2015/12/30/BOCM-20151230-1.PDF

- LEy 7/2015, dE 28 dE diCiEmBRE, dE supREsión dEL ConsEJo ConsuLtiVo
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2015/12/29/BOCM-20151229-1.PDF

- LEy 8/2015, dE 28 dE diCiEmBRE, dE Radio tELEVisión madRid
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2015/12/29/BOCM-20151229-2.PDF

- REsoLuCión dE 9 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dE tRaBaJo, poR La quE sE dE-
CLaRan Las fiEstas LaBoRaLEs dE ámBito LoCaL En La Comunidad dE madRid paRa EL año 2016
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2015/12/18/BOCM-20151218-9.PDF

REGIÓN DE MURCIA:

- LEy 18/2015, dE 10 dE diCiEmBRE, dE mEdidas dE aCtuaLizaCión En EL ámBito dE La aCtiVidad inVEs-
tigadoRa, CiEntífiCa, téCniCa E innoVadoRa En EL sECtoR púBLiCo REgionaL.
http://www.borm.es/borm/documento?obj=anu&id=739424

- LEy 19/2015, dE 16 dE diCiEmBRE, dE REfoRma dE La LEy 5/1994, dE 1 dE agosto, dEL Estatuto REgio-
naL dE La aCtiVidad poLítiCa.
http://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=19122015&numero=12370&origen=sum

- LEy 20/2015, dE 16 dE diCiEmBRE, poR La quE sE modifiCa La LEy 6/2014, dE 13 dE oCtuBRE, dE mEdidas
uRgEntEs paRa La gaRantía y Continuidad dE Los sERViCios púBLiCos En La Comunidad autónoma dE
La REgión dE muRCia, dERiVada dE La EntRada En VigoR dE La LEy 27/2013, dE 27 dE diCiEmBRE, dE Ra-
CionaLizaCión y sostEniBiLidad dE La administRaCión LoCaL.
http://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=19122015&numero=12371&origen=sum

- oRdEn dE 15 dE diCiEmBRE dE 2015, poR La quE sE dEtERmina EL CaLEndaRio dE apERtuRa aL púBLiCo
dE ComERCios En domingos y fEstiVos En La REgión dE muRCia paRa EL año 2016.
http://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=31122015&numero=12714&origen=ini

- oRdEn dE La ConsEJERía dE haCiEnda y administRaCión púBLiCa, dE 22 dE diCiEmBRE dE 2015, poR
La quE sE REguLa La apLiCaCión dE La pRóRRoga dE Los pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comunidad
autónoma dE La REgión dE muRCia paRa EL EJERCiCio 2015, duRantE EL EJERCiCio 2016.
http://www.borm.es/borm/documento?obj=anu&id=740353

- oRdEn dE 22 dE diCiEmBRE dE 2015 dE La ConsEJERía dE haCiEnda y administRaCión púBLiCa, poR La
quE sE apRuEBan Los pRECios mEdios En EL mERCado dE dEtERminados inmuEBLEs uRBanos y RústiCos
RadiCados En La REgión dE muRCia paRa 2016.
http://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=31122015&numero=12712&origen=ini

- REsoLuCión poR La quE sE oRdEna La puBLiCaCión dEL aCuERdo dEL pLEno dE La asamBLEa REgionaL
dE muRCia, dE fECha 4 dE sEptiEmBRE dE 2015, poR EL quE sE aCuERda La ConVaLidaCión dEL dECREto-
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LEy 1/2015, dE 6 dE agosto, dE mEdidas paRa REduCiR La CaRga tRiButaRia En EL impuEsto soBRE su-
CEsionEs y donaCionEs y otRas dE CaRáCtER administRatiVo.
http://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=01122015&numero=11822&origen=ini

NAVARRA:

- LEy foRaL 21/2015, dE 16 dE diCiEmBRE, poR La quE sE ConCEdE un supLEmEnto dE CRédito, poR im-
poRtE dE 2.175.000 EuRos, paRa EL dEpaRtamEnto dE dEsaRRoLLo EConómiCo.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/253/Anuncio-0/

- LEy foRaL 22/2015, dE 16 dE diCiEmBRE, poR La quE sE ConCEdE un CRédito ExtRaoRdinaRio dE
1.314.612,30 EuRos Como suBVEnCión a Los paRtidos poLítiCos paRa La finanCiaCión dE Los gastos
ELECtoRaLEs dE Las ELECCionEs aL paRLamEnto foRaL dE naVaRRa dE 2015.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/253/Anuncio-1/

- dECREto foRaL LEgisLatiVo 2/2015, dE 16 dE diCiEmBRE, dE aRmonizaCión tRiButaRia, poR EL
quE sE modifiCa La LEy foRaL 19/1992, dE 30 dE diCiEmBRE, dEL impuEsto soBRE EL VaLoR añadido.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/252/Anuncio-0/

- dECREto foRaL LEgisLatiVo 3/2015, dE 16 dE diCiEmBRE, dE aRmonizaCión tRiButaRia, poR EL
quE sE modifiCa La LEy foRaL 11/2015, dE 18 dE maRzo, poR La quE sE REguLan EL impuEsto soBRE EL
VaLoR dE La pRoduCCión dE La EnERgía ELéCtRiCa, EL impuEsto soBRE Los gasEs fLuoRados dE EfECto
inVERnadERo y EL impuEsto soBRE Los dEpósitos En Las EntidadEs dE CRédito.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/252/Anuncio-1/

- oRdEn foRaL 63/2015, dE 10 dE noViEmBRE, dEL ConsEJERo dE haCiEnda y poLítiCa finanCiERa poR
La quE sE modifiCa La oRdEn foRaL 339/2014, dE 28 dE oCtuBRE, dE La ConsEJERa dE EConomía, ha-
CiEnda, industRia y EmpLEo, poR La quE sE apRuEBa EL modELo 187 dE dECLaRaCión infoRmatiVa dE
aCCionEs o paRtiCipaCionEs REpREsEntatiVas dEL CapitaL o dEL patRimonio dE Las instituCionEs dE in-
VERsión CoLECtiVa y dEL REsumEn anuaL dE REtEnCionEs E ingREsos a CuEnta dEL impuEsto soBRE La
REnta dE Las pERsonas físiCas, dEL impuEsto soBRE soCiEdadEs y dEL impuEsto soBRE La REnta dE no
REsidEntEs, En RELaCión Con Las REntas o inCREmEntos dE patRimonio oBtEnidos Como ConsECuEnCia
dE Las tRansmisionEs o REEmBoLsos dE Esas aCCionEs o paRtiCipaCionEs.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/253/Anuncio-4/

- oRdEn foRaL 85/2015, dE 1 dE diCiEmBRE, dEL ConsEJERo dE haCiEnda y poLítiCa finanCiERa, poR
La quE sE modifiCa La oRdEn foRaL 219/2008, dE 16 dE diCiEmBRE, dEL ConsEJERo dE EConomía y ha-
CiEnda, poR La quE sE apRuEBa EL modELo 190 dE REsumEn anuaL dE REtEnCionEs E ingREsos a CuEnta
dEL impuEsto soBRE La REnta dE Las pERsonas físiCas soBRE REndimiEntos dEL tRaBaJo, dE dEtERmi-
nadas aCtiVidadEs EmpREsaRiaLEs y pRofEsionaLEs, pREmios y dEtERminadas imputaCionEs dE REnta,
y sE EstaBLECEn Los disEños físiCos y LógiCos paRa su pREsEntaCión poR sopoRtEs diRECtamEntE LEgi-
BLEs poR oRdEnadoR y Las CondiCionEs y EL pRoCEdimiEnto paRa su pREsEntaCión tELEmátiCa a tRaVés
dE intERnEt.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/255/Anuncio-6/

- oRdEn foRaL 96/2015, dE 11 dE diCiEmBRE, dEL ConsEJERo dE haCiEnda y poLítiCa finanCiERa, poR
La quE sE modifiCa La oRdEn foRaL 260/1999, dE 29 dE diCiEmBRE, dEL ConsEJERo dE EConomía y ha-
CiEnda, poR La quE sE apRuEBan Los modELos 188, En pEsEtas y En EuRos, dEL REsumEn anuaL dE RE-
tEnCionEs E ingREsos a CuEnta dEL impuEsto soBRE La REnta dE Las pERsonas físiCas, dEL impuEsto
soBRE soCiEdadEs y dEL impuEsto soBRE La REnta dE no REsidEntEs CoRREspondiEntE a EstaBLECimiEn-
tos pERmanEntEs, En RELaCión Con Las REntas o REndimiEntos dEL CapitaL moBiLiaRio pRoCEdEntEs
dE opERaCionEs dE CapitaLizaCión y dE ContRatos dE sEguRo dE Vida o inVaLidEz, así Como Los disEños
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físiCos y LógiCos paRa La sustituCión dE Las hoJas intERioREs dE Los Citados modELos 188 poR sopoRtE
diRECtamEntE LEgiBLE poR oRdEnadoR.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/259/Anuncio-3/

- REsoLuCión 486/2015, dE 25 dE noViEmBRE, dE La diRECtoRa gEnERaL dE poLítiCa EConómiCa y
EmpREsaRiaL y tRaBaJo, poR La quE sE dEtERminan Las fiEstas LoCaLEs paRa EL año 2016 Con CaRáCtER
REtRiBuido y no RECupERaBLE, En EL ámBito dE La Comunidad foRaL dE naVaRRa.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2015/249/Anuncio-0/

PAÍS VASCO:

- LEy 9/2015, dE 23 dE diCiEmBRE, poR La quE sE apRuEBan Los pREsupuEstos gEnERaLEs dE La Comu-
nidad autónoma dE Euskadi paRa EL EJERCiCio 2016.
https://www.euskadi.eus/r48-bopv2/es/bopv2/datos/2015/12/1505500a.pdf

- dECREto foRaL-noRma 2/2015, dE 20 dE oCtuBRE, poR EL quE sE modifiCan EL impuEsto soBRE
soCiEdadEs, EL impuEsto soBRE La REnta dE no REsidEntEs y EL impuEsto soBRE tRansmisionEs patRi-
moniaLEs y aCtos JuRídiCos doCumEntados.
https://www.euskadi.eus/r48-bopv2/es/bopv2/datos/2015/12/1505177a.shtml

- REsoLuCión dE 9 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La pREsidEnCia dE Las Juntas gEnERaLEs dE gipuzkoa,
poR La quE sE oRdEna La puBLiCaCión dEL aCuERdo dE ConVaLidaCión dEL dECREto foRaL-noRma
2/2015, dE 20 dE oCtuBRE, poR EL quE sE modifiCan EL impuEsto soBRE soCiEdadEs, EL impuEsto soBRE
La REnta dE no REsidEntEs y EL impuEsto soBRE tRansmisionEs patRimoniaLEs y aCtos JuRídiCos do-
CumEntados.
https://www.euskadi.eus/r48-bopv2/es/bopv2/datos/2015/12/1505414a.shtml

COMUNITAT VALENCIANA:

- LEy 10/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, dE mEdidas fisCaLEs, dE gEstión administRatiVa y finanCiERa, y dE
oRganizaCión dE La gEnERaLitat.
http://www.docv.gva.es/datos/2015/12/31/pdf/2015_10410.pdf

- LEy 11/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos dE La gEnERaLitat paRa EL EJERCiCio 2016.
http://www.docv.gva.es/datos/2015/12/31/pdf/2015_10478.pdf

- LEy 12/2015, dE 29 dE diCiEmBRE, paRa La RECupERaCión dEL sERViCio púBLiCo dE Radiodifusión y tE-
LEVisión dE ámBito autonómiCo, dE tituLaRidad dE La gEnERaLitat.
http://www.docv.gva.es/datos/2015/12/31/pdf/2015_10477.pdf

- dECREto 21/2015, dE 22 dE diCiEmBRE, dEL pREsidEnt dE La gEnERaLitat, poR EL quE sE REguLan Los
hoRaRios dE EspECtáCuLos púBLiCos, aCtiVidadEs RECREatiVas y EstaBLECimiEntos púBLiCos paRa EL
año 2016.
http://www.docv.gva.es/datos/2015/12/29/pdf/2015_10369.pdf

- dECREto 209/2015, dE 20 dE noViEmBRE, dEL ConsELL, poR EL quE sE apRuEBa La aLtERaCión dE Los
téRminos muniCipaLEs dE paLmERa y L'aLquERia dE La ComtEssa.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/22/pdfs/BOE-A-2015-14018.pdf
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RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS
Y DEL NOTARIADO.

I. RESOLUCIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E.

RECuRsos guBERnatiVos.

a. REgistRo dE La pRopiEdad. Por Basilio Aguirre Fernández, Registrador de la Propiedad.

- R. 10-11-2015.- R.p. La sEu d’uRgELL.- RECURSO GUBERNATIVO: COMPETENCIA DE LAS COMUNIDADES
AUTÓNOMAS. HIPOTECA: CALIFICACIÓN REGISTRALDE SUS CLÁUSULAS. CONSTITUCIONALIDAD DE LAS NOR-
MAS: SU CONTROL EXCEDE DEL ÁMBITO DEL PROCEDIMIENTO REGISTRAL. Competencia para resolver este
recurso. no cabe duda que la cuestión de la «protección de consumidores y usuarios» se trata de una materia
transversal cuya regulación aparece en combinación con otros sectores de actividad que se relacionan con
ella, como puede ser la legislación civil, registral, mercantil, financiera, etc.; por lo que la resolución de
esta cuestión previa que nos ocupa exige el análisis de las concretas competencias que ostentan el Estado y
las Comunidades autónomas en esta materia de la «defensa de consumidores y usuarios» y la subsunción
del hecho concreto objeto del expediente en el contexto normativo adecuado. En aplicación de estas com-
petencias exclusivas, especialmente de las referidas a la materia de fijación de las bases de las obligaciones
contractuales, de ordenación de los registros e instrumentos públicos y de ordenación del crédito y de la
banca, las normas citadas han tenido como objeto establecer un régimen jurídico uniforme de protección de
los consumidores y usuarios en el ámbito de todo el Estado, entre cuyas normas básicas se encuentran la
proclamación de la nulidad de pleno derecho de las cláusulas abusivas de los contratos de préstamo y crédito
hipotecarios con subsistencia del contrato (arts. 83 de la Ley general para la defensa de los Consumidores
y usuarios y 8 de la Ley sobre condiciones generales de la contratación) y la determinación de los límites
de las cláusulas hipotecarias y los requisitos de transparencia contractual de las mismas para que puedan
acceder al Registro de la propiedad (ej. arts. 84 de la Ley general para la defensa de los Consumidores y
usuarios, 114 de la L.h. o 6 de la L. 1/2013). Congruentemente con este ámbito competencial, la legislación
catalana no contiene normas acerca de las consecuencias civiles de las cláusulas abusivas sobre la eficacia
de los contratos de préstamo hipotecario ni sobre la inscripción registral de los mismos. Con base en todo
lo expuesto este Centro directivo se considera competente para resolver el presento recurso ya que la materia
discutida no es de derecho especial catalán, sino que versa sobre la determinación de las consecuencias ci-
viles o contractuales de las cláusulas abusivas de los contratos de préstamo o crédito hipotecario, la califi-
cación registral de tales cláusulas y la regulación de los efectos que la apreciación registral de las mismas
tiene sobre su inscripción, lo que es ajeno al derecho catalán ya que está regulada por disposiciones de ám-
bito estatal. Calificación registral de las cláusulas de los préstamos y créditos hipotecarios. La R. 28-4-2015
después de fijar los supuestos de aplicación de la legislación sobre transparencia de las cláusulas de los con-
tratos de préstamo hipotecario y de protección de los consumidores, y de aclarar, con base en el referido
criterio de interpretación sistemática, el contenido necesario de la inscripción de hipoteca y los efectos ju-
rídicos de la misma, procede a señalar cuál es el alcance de la calificación registral de las estipulaciones
contenidas en las escrituras de préstamos y créditos hipotecarios atendiendo a la aplicabilidad o no de la ci-
tada normativa de defensa de los consumidores. así el Registrador podrá, con carácter general en todo tipo
de hipotecas, negar la inscripción de aquellas cláusulas que, con independencia de su validez civil o posible
eficacia real, no tengan carácter inscribible por estar expresamente excluido su acceso al Registro de la pro-
piedad por una norma de naturaleza hipotecaria de carácter imperativo, bien de forma automática o bien
por no reunir los requisitos necesarios para su inscripción. igualmente el Registrador podrá rechazar aquellas
otras cláusulas que sean contrarias a normas imperativas o prohibitivas expresas y objetivas y, por tanto,
nulas de pleno derecho. a este respecto debe recordarse que la L. 7/1998 de Condiciones generales de la
Contratación (las predispuestas por una de las partes con el objeto de incorporarlas a una pluralidad de con-
tratos) es aplicable aunque el adherente ‒persona física o jurídica‒ sea un profesional y actúe en el marco
de su actividad (art. 3) y que son nulas de pleno derecho las condiciones generales que contradigan en per-
juicio del adherente lo dispuesto en dicha Ley o en cualquier otra norma imperativa o prohibitiva (art. 8.1),
sin necesidad de que tengan la condición de abusivas. y, por último, también podrán denegarse las cláusulas
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que no tengan carácter inscribible por ser puramente obligacionales y no ostentar la condición de cláusula
financiera, sin que se pacte tampoco que su incumplimiento genere el vencimiento anticipado de la obliga-
ción principal, ni se garantice su importe económico con alguno de los conceptos de la responsabilidad hi-
potecaria; cláusulas que deben ser depuradas simplemente por esa carencia de eficacia real (art. 98 de la
L.h.). tratándose de préstamos hipotecarios a los que les es aplicable la normativa de protección de los
consumidores, adicionalmente se podrán rechazar la inscripción de las cláusulas por razón de abusividad
en dos supuestos concretos: a) cuando la nulidad por abusividad hubiera sido declarada mediante resolución
judicial firme, sin que sea necesario que conste inscrita en el Registro de Condiciones generales de la Con-
tratación; y b) cuando el carácter abusivo de la cláusula pueda ser apreciado directamente por el Registrador
de forma objetiva, sin realizar ningún juicio de ponderación en relación con las circunstancias particulares
del caso concreto, bien porque coincidan con alguna de las tipificadas como tales en la denominada «lista
negra» de los arts. 85 a 90 de la Ley general para la defensa de los Consumidores y usuarios o bien por
vulnerar otra norma específica sobre la materia, como el art. 114.3 de la L.h., con base en la doctrina de la
nulidad «apud acta» recogida en la s.t.s. de 13-9-2013. deberá también rechazar la inscripción de las es-
crituras de hipotecas respecto de las que no se acredite el cumplimiento de los requisitos de información y
transparencia de las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios, y la forma ‒normal o reforzada‒
que, en cada caso, el legislador haya elegido para asegurarse del conocimiento por parte de los usuarios de
los productos bancarios, del riesgo financiero que comporta el contrato en general o alguna de las singulares
cláusulas financieras o de vencimiento anticipado que lo componen. por último, respecto del controvertido
tema de la calificación de las cláusulas de vencimiento anticipado, son también utilizables en el control de
legalidad de las mismas, las normas y principios generales del sistema registral español, que se concretan
en la exigencia de los siguientes requisitos: a) que el vencimiento anticipado no se vincule al incumplimiento
de obligaciones accesorias o irrelevantes; b) que cumplan con el requisito de determinación hipotecaria que
es de exigencia ineludible para la eficacia del derecho real de que se trate; c) que procede la exclusión de
aquellas causas de vencimiento anticipado que sean totalmente ajenas al crédito garantizado y cuya efecti-
vidad no menoscabe la garantía real ni la preferencia de la hipoteca. El Registrador de la propiedad carece
de facultades para analizar la legalidad o constitucionalidad de las disposiciones que ha de aplicar en el ejer-
cicio de su función, sino que debe limitarse a apreciar la validez de los actos dispositivos atendiendo al or-
denamiento jurídico vigente y aplicable en cada momento, ya sea éste comunitario, estatal o autonómico.
tampoco es el recurso el medio apropiado para apreciar esa posible inconstitucionalidad. El art. 251.6, nú-
mero 4, letra a) del Código de consumo de Cataluña en su redacción de la L. 20/2014 dispone que «en los
contratos de créditos y préstamos hipotecarios se consideran abusivas las siguientes cláusulas: a) Las que
incluyan un tipo de interés de demora superior a tres veces el interés legal del dinero vigente en el momento
de la firma del contrato». Esta norma sería aplicable, en tanto no se presente recurso ante el t.C., la citada
norma autonómica y, en consecuencia, el Registrador deberá rechazar la inscripción de la cláusula discutida
en cuanto contraria a una norma prohibitiva. En el supuesto objeto de este recurso la finalidad del préstamo
garantizado con la hipoteca no es la adquisición de la vivienda habitual de los prestatarios como expresa-
mente se indica en la parte expositiva; por lo que no resulta aplicable, y no lo hace la Registradora, la legis-
lación estatal, ya que el ámbito de esta limitación, como tiene declarado la d.g.R.n. (vid. R. de 25-4-2014),
no puede ser extrapolado a supuestos no contemplados en la norma ni ser objeto de interpretación extensiva.
sin embargo, como ya se resolvió en las RR. 25-9-2015 y 8 y 9-10-2015, sí sería aplicable, en la medida
que en el momento de su otorgamiento no se había presentado recurso ante el t.C. y que no parecen incom-
patibles en este extremo, la citada norma autonómica catalana y, en consecuencia, la Registradora deberá
rechazar la inscripción de la cláusula discutida en cuanto contraria a una norma prohibitiva; y eso es lo que
efectivamente ha hecho la Registradora, por lo que el defecto debe ser confirmado al encontrase bien fun-
damentada la nota de calificación y haber actuado la Registradora dentro del marco de extensión de sus fa-
cultades calificadoras.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13107.pdf

- R. 10-11-2015.- R.p. toRREdEmBaRRa.- RECURSO GUBERNATIVO: COMPETENCIA DE LAS COMUNIDADES AU-
TÓNOMAS. HIPOTECA: CALIFICACIÓN REGISTRAL DE SUS CLÁUSULAS. CONSTITUCIONALIDAD DE LAS NOR-
MAS: SU CONTROL EXCEDE DEL ÁMBITO DEL PROCEDIMIENTO REGISTRAL. Competencia para resolver este
recurso. no cabe duda que la cuestión de la cuestión de la «protección de consumidores y usuarios» se trata
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de una materia transversal cuya regulación aparece en combinación con otros sectores de actividad que se
relacionan con ella, como puede ser la legislación civil, registral, mercantil, financiera, etc.; por lo que la
resolución de esta cuestión previa que nos ocupa exige el análisis de las concretas competencias que ostentan
el Estado y las Comunidades autónomas en esta materia de la «defensa de consumidores y usuarios» y la
subsunción del hecho concreto objeto del expediente en el contexto normativo adecuado. En aplicación de
estas competencias exclusivas, especialmente de las referidas a la materia de fijación de las bases de las
obligaciones contractuales, de ordenación de los registros e instrumentos públicos y de ordenación del
crédito y de la banca, las normas citadas han tenido como objeto establecer un régimen jurídico uniforme
de protección de los consumidores y usuarios en el ámbito de todo el Estado, entre cuyas normas básicas se
encuentran la proclamación de la nulidad de pleno derecho de las cláusulas abusivas de los contratos de
préstamo y crédito hipotecarios con subsistencia del contrato (arts. 83 de la Ley general para la defensa de
los Consumidores y usuarios y 8 de la Ley sobre condiciones generales de la contratación) y la determina-
ción de los límites de las cláusulas hipotecarias y los requisitos de transparencia contractual de las mismas
para que puedan acceder al Registro de la propiedad (ej. arts. 84 de la Ley general para la defensa de los
Consumidores y usuarios, 114 de la L.h. o 6 de la L. 1/2013). Congruentemente con este ámbito compe-
tencial, la legislación catalana no contiene normas acerca de las consecuencias civiles de las cláusulas abu-
sivas sobre la eficacia de los contratos de préstamo hipotecario ni sobre la inscripción registral de los mismos.
Con base en todo lo expuesto este Centro directivo se considera competente para resolver el presento recurso
ya que la materia discutida no es de derecho especial catalán, sino que versa sobre la determinación de las
consecuencias civiles o contractuales de las cláusulas abusivas de los contratos de préstamo o crédito hipo-
tecario, la calificación registral de tales cláusulas y la regulación de los efectos que la apreciación registral
de las mismas tiene sobre su inscripción, lo que es ajeno al derecho catalán ya que está regulada por dispo-
siciones de ámbito estatal. Calificación registral de las cláusulas de los préstamos y créditos hipotecarios.
La R. 28-4-2015 después de fijar los supuestos de aplicación de la legislación sobre transparencia de las
cláusulas de los contratos de préstamo hipotecario y de protección de los consumidores, y de aclarar, con
base en el referido criterio de interpretación sistemática, el contenido necesario de la inscripción de hipoteca
y los efectos jurídicos de la misma, procede a señalar cuál es el alcance de la calificación registral de las es-
tipulaciones contenidas en las escrituras de préstamos y créditos hipotecarios atendiendo a la aplicabilidad
o no de la citada normativa de defensa de los consumidores. así el Registrador podrá, con carácter general
en todo tipo de hipotecas, negar la inscripción de aquellas cláusulas que, con independencia de su validez
civil o posible eficacia real, no tengan carácter inscribible por estar expresamente excluido su acceso al Re-
gistro de la propiedad por una norma de naturaleza hipotecaria de carácter imperativo, bien de forma auto-
mática o bien por no reunir los requisitos necesarios para su inscripción. igualmente el Registrador podrá
rechazar aquellas otras cláusulas que sean contrarias a normas imperativas o prohibitivas expresas y objetivas
y, por tanto, nulas de pleno derecho. a este respecto debe recordarse que la L. 7/1998 de Condiciones ge-
nerales de la Contratación (las predispuestas por una de las partes con el objeto de incorporarlas a una plu-
ralidad de contratos) es aplicable aunque el adherente ‒persona física o jurídica‒ sea un profesional y actúe
en el marco de su actividad (art. 3) y que son nulas de pleno derecho las condiciones generales que contra-
digan en perjuicio del adherente lo dispuesto en dicha Ley o en cualquier otra norma imperativa o prohibitiva
(art. 8.1), sin necesidad de que tengan la condición de abusivas. y, por último, también podrán denegarse
las cláusulas que no tengan carácter inscribible por ser puramente obligacionales y no ostentar la condición
de cláusula financiera, sin que se pacte tampoco que su incumplimiento genere el vencimiento anticipado
de la obligación principal, ni se garantice su importe económico con alguno de los conceptos de la respon-
sabilidad hipotecaria; cláusulas que deben ser depuradas simplemente por esa carencia de eficacia real (art.
98 de la L.h.). tratándose de préstamos hipotecarios a los que les es aplicable la normativa de protección
de los consumidores, adicionalmente se podrán rechazar la inscripción de las cláusulas por razón de abusi-
vidad en dos supuestos concretos: a) cuando la nulidad por abusividad hubiera sido declarada mediante re-
solución judicial firme, sin que sea necesario que conste inscrita en el Registro de Condiciones generales
de la Contratación; y b) cuando el carácter abusivo de la cláusula pueda ser apreciado directamente por el
Registrador de forma objetiva, sin realizar ningún juicio de ponderación en relación con las circunstancias
particulares del caso concreto, bien porque coincidan con alguna de las tipificadas como tales en la deno-
minada «lista negra» de los arts. 85 a 90 de la Ley general para la defensa de los Consumidores y usuarios
o bien por vulnerar otra norma específica sobre la materia, como el art. 114.3 de la L.h., con base en la doc-
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trina de la nulidad «apud acta» recogida en la s.t.s. 13-9-2013. deberá también rechazar la inscripción de
las escrituras de hipotecas respecto de las que no se acredite el cumplimiento de los requisitos de información
y transparencia de las condiciones financieras de los préstamos hipotecarios, y la forma ‒normal o reforzada‒
que, en cada caso, el legislador haya elegido para asegurarse del conocimiento por parte de los usuarios de
los productos bancarios, del riesgo financiero que comporta el contrato en general o alguna de las singulares
cláusulas financieras o de vencimiento anticipado que lo componen. por último, respecto del controvertido
tema de la calificación de las cláusulas de vencimiento anticipado, son también utilizables en el control de
legalidad de las mismas, las normas y principios generales del sistema registral español, que se concretan
en la exigencia de los siguientes requisitos: a) que el vencimiento anticipado no se vincule al incumplimiento
de obligaciones accesorias o irrelevantes; b) que cumplan con el requisito de determinación hipotecaria que
es de exigencia ineludible para la eficacia del derecho real de que se trate; c) que procede  la exclusión de
aquellas causas de vencimiento anticipado que sean totalmente ajenas al crédito garantizado y cuya efecti-
vidad no menoscabe la garantía real ni la preferencia de la hipoteca. El Registrador de la propiedad carece
de facultades para analizar la legalidad o constitucionalidad de las disposiciones que ha de aplicar en el ejer-
cicio de su función, sino que debe limitarse a apreciar la validez de los actos dispositivos atendiendo al or-
denamiento jurídico vigente y aplicable en cada momento, ya sea éste comunitario, estatal o autonómico.
tampoco es el recurso el medio apropiado para apreciar esa posible inconstitucionalidad. El art. 251.6, nú-
mero 4, letra a) del Código de consumo de Cataluña en su redacción de la L. 20/2014 dispone que «en los
contratos de créditos y préstamos hipotecarios se consideran abusivas las siguientes cláusulas: a) Las que
incluyan un tipo de interés de demora superior a tres veces el interés legal del dinero vigente en el momento
de la firma del contrato». Esta norma sería aplicable, en tanto no se presente recurso ante el t.C., la citada
norma autonómica y, en consecuencia, el Registrador deberá rechazar la inscripción de la cláusula discutida
en cuanto contraria a una norma prohibitiva. En el supuesto objeto de este recurso la finalidad del préstamo
garantizado con la hipoteca es la adquisición de la vivienda habitual de los prestatarios, como expresamente
se indica en la escritura; por lo que resulta aplicable la legislación estatal. sin embargo, como ya se resolvió
en las RR. 25-9-2015 y 8 y 9-10-2015, sí sería aplicable, en la medida que en el momento de su otorgamiento
no se había presentado recurso ante el t.C. y que no parecen incompatibles en este extremo, la citada norma
autonómica catalana y, en consecuencia, la Registradora deberá rechazar la inscripción de la cláusula dis-
cutida en cuanto contraria a una norma prohibitiva; y eso es lo que efectivamente ha hecho la Registradora,
por lo que el defecto debe ser confirmado al encontrase bien fundamentada la nota de calificación y haber
actuado la Registradora dentro del marco de extensión de sus facultades calificadoras. La determinación de
la responsabilidad hipotecaria por intereses moratorios, cuando sea aplicable el art. 114.3.º de la L.h., por
destinarse el préstamo o crédito a la adquisición de la vivienda habitual del prestatario, deberá incluir ex-
presamente la referencia de que el tipo máximo fijado no será aplicable «en caso de exceder de tres veces
el interés legal del dinero vigente en el momento del devengo», es decir, que sólo se aplicará como un nuevo
límite para el supuesto de que el triple del interés legal del dinero fuera superior, y nunca como un límite
general a efectos hipotecarios. y la garantía de los intereses sujetos a fluctuación, desde el momento en que
a través del asiento registral no puede determinarse la suma concreta a que en cada período de devengo van
a ascender, tan solo cabe a través de una hipoteca de máximo, para las que por exigencia del principio de
determinación registral (arts. 12 de la L.h. y 219 de su Reglamento) se requiere señalar el tope máximo del
tipo de interés que queda cubierto con la garantía hipotecaria que se constituye y cuya determinación (RR.
16-2-1990 y 20-9-1996), en cuanto delimita el alcance del derecho real constituido, lo es a todos los efectos,
tanto favorables como adversos, ya en las relaciones con terceros, ya en las que se establecen entre el titular
del derecho de garantía y el dueño de la finca hipotecada que sea a la vez deudor hipotecario. Lo que en
ningún caso puede admitirse, so pretexto de que la variabilidad futura de los tipos de interés legal del dinero
es imprevisible, es que se pacte un tipo fijo de intereses de demora que ya, a presente en la misma fecha de
la constitución de la hipoteca, infrinja el límite legal de los que se pueden devengar en el año de constitución,
como ocurre en el supuesto de hecho de esta resolución. Es necesario, por tanto, que de la propia cláusula
contractual de la responsabilidad hipotecara por intereses moratorios resulte inequívocamente que el tipo
máximo pactado para dicha cobertura del derecho real sólo será aplicable si en el momento del devengo de
los intereses moratorios dicho tipo es igual o inferior al referido límite legal impuesto en el art. 114, párrafo
tercero, de la L.h.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13108.pdf
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- R. 11-11-2015.- R.p. zaRagoza nº 8.- PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE HIPOTECA: DEMANDAY REQUE-
RIMIENTO AL TERCER POSEEDOR. En este caso, y conforme al tenor literal de los arts. 685.1 y 686.1 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, el tercer poseedor deberá ser demandado y requerido de pago. se plantea la
cuestión de si la notificación posterior puede suplir la falta de demanda y requerimiento de pago. La noti-
ficación permite al titular de derechos inscritos con posterioridad a la ejecución de la hipoteca y que no ha
tenido conocimiento de la ejecución, pagar y subrogarse en la posición del acreedor, pero como ha señalado
esta dirección general aunque, con posterioridad a la demanda se le notificara dicho procedimiento, no
consta su consentimiento ni la pertinente sentencia firme en procedimiento declarativo entablado directa-
mente contra los mismos, como exigen los arts. 1, 40 y 82 de la L.h. para rectificar o cancelar los asientos
registrales, que se encuentran bajo la salvaguardia de los tribunales. La consecuencia derivada de la falta
de requerimiento de pago es la nulidad del procedimiento sin que pueda suplirse con una providencia de
subsanación realizada posteriormente al correspondiente trámite procesal, dado el rigor formal del proce-
dimiento de ejecución hipotecaria tal y como se regula después de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000.
En línea con lo anterior, la situación es distinta en el caso de que el tercer poseedor inscriba su derecho
con posterioridad a la interposición de la demanda ejecutiva pero antes de la expedición de certificación
registral de dominio y cargas, puesto que faltando la acreditación de su derecho frente al acreedor en los
términos antes examinados, no habrá podido ser demandado ni requerido de pago al iniciarse el procedi-
miento, de tal modo que, para evitar su indefensión, deberá ser notificado de la existencia del proceso de
ejecución conforme a lo previsto en el art. 689 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. En el presente caso,
como resulta de los hechos, la inscripción a favor del titular registral se llevó a cabo antes de iniciarse el
procedimiento de ejecución, circunstancia que se puso de manifiesto en la certificación emitida por la Re-
gistradora por lo que no cabe sino confirmar la doctrina expuesta.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13109.pdf

- R. 11-11-2015.- R.p. toRREViEJa nº 3.- EXPEDIENTE DE DOMINIO PARA LA INMATRICULACIÓN. DUDAS SOBRE
LA IDENTIDAD DE LA FINCA. de la doctrina de este Centro directivo y del juego de los arts. 199 y 201 de
la L.h., 53.6 de la L. 13/1996 y 300 y 306 del R.h., se puede extraer la siguiente conclusión: partiendo de
que el momento oportuno para expresar las dudas sobre la identidad de la finca es la expedición de certi-
ficación, esta exigencia no puede llevarse al extremo en aquellos casos en que, como en el presente, las
circunstancias reveladoras de la posible coincidencia entre ambas fincas (dirección y referencia catastral)
accedieron al historial registral de la finca 77.226 con posterioridad a la expedición de la certificación ne-
gativa, y concurriendo además la circunstancia, no menos importante, de no haberse decretado por el juez
la práctica de anotación preventiva de incoación del expediente, lo cual era perfectamente posible de
acuerdo con el art. 274, último inciso, del R.h. Cabe concluir que la actuación del Registrador es correcta,
ya que: no pudo apreciar identidad con finca alguna al tiempo de expedir la certificación negativa al no
constar todavía en el historial de la finca registral 77.226 las circunstancias reveladoras de la posible coin-
cidencia; y tampoco pudo apreciarlas al expedir las sucesivas notas de calificación en la medida en que
nunca se aportó certificación catastral descriptiva y gráfica vigente de la finca (cfr. art. 84.2 del R.d.
417/2006, de 7 de abril). En consecuencia, se estima correcta la actuación del Registrador, debiendo con-
firmarse la calificación registral.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13110.pdf

- R. 12-11-2015.- R.p. BéJaR.- EXPEDIENTE DE DOMINIO PARA LA RECTIFICACIÓN DE CABIDA: ELEMENTOS
PRIVATIVOS DE LA PROPIEDAD HORIZONTAL. La rectificación de cabida de un piso en propiedad horizontal
se debe ajustar a las reglas generales previstas para la modificación de cabida de una finca registral y, ade-
más, a las normas que regulan la modificación del título constitutivo de la propiedad horizontal, cuando la
rectificación incurra en una verdadera alteración de dicho título constitutivo. por tanto, lo que procede es-
clarecer en el presente supuesto es si, dadas las circunstancias concurrentes en el caso concreto, la rectifi-
cación de la superficie de los locales puede considerarse como una verdadera rectificación de dato
descriptivo, por ser la nueva superficie la originariamente contenida en los linderos de las fincas; o bien,
si dicha nueva superficie es el resultado de una alteración posterior de la edificación que no ha tenido el
oportuno reflejo registral. alega el Registrador en su nota que el aumento de cabida de los locales deter-
minaría una superficie superior que la de la planta baja del edificio que contiene tales locales, circunstancia
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que por sí sola es reveladora de que, en el presente caso, no se trata de rectificar un erróneo dato registral,
sino de alterar la superficie del edificio en su conjunto.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13112.pdf

- R. 12-11-2015.- R.p. sEViLLa nº 13.- ACTA DE DECLARACIÓN DE HEREDEROS: CALIFICACIÓN REGISTRAL.
frente al testamento, en las resoluciones judiciales o actas de declaración de herederos abintestato el Regis-
trador, si bien debe contar para su calificación e inscripción con todos los particulares necesarios para ésta
‒incluyendo todos los que permitan alcanzar el corolario de la determinación individualizada de los llama-
mientos hereditarios operados por la ley‒, ello no impide que la constatación documental de tales particulares
pueda ser realizada por el notario autorizante, bien mediante una trascripción total o parcial de los mismos
o bien mediante un testimonio en relación, los cuales quedan de este modo bajo la fe pública notarial, satis-
faciéndose con ello la exigencia de documentación auténtica para la inscripción establecida en el art. 3 de la
L.h. (cfr. R. de 3-4-1995). El procedimiento de declaración herederos abintestato pertenece al ámbito de la
jurisdicción voluntaria, en la que el juez en rigor no realiza funciones de carácter propiamente jurisdiccional,
que es el ámbito en el que actúa la estricta interdicción para la revisión del fondo de la resolución judicial,
fuera del cauce de los recursos establecidos por la ley, por exigencias del principio de exclusividad jurisdic-
cional, y por lo tanto el ámbito de calificación registral en relación con aquellos procedimientos de jurisdic-
ción voluntaria ha de ser similar al de las escrituras públicas, conforme al art. 18 de la L.h., en el sentido
indicado. sucesión con la específica y nominativa declaración de herederos abintestato, siendo congruente
el acta respecto del grupo de parientes declarados herederos por lo que no puede mantenerse la calificación
impugnada en cuanto exige que se aporte, además, el acta previa en que se documentó el inicial requerimiento
al notario autorizante. En virtud de lo expuesto, la calificación registral de actas notariales de declaraciones
de herederos abintestato abarcará la competencia del notario, la congruencia del resultado del acto con el
expediente ‒incluyendo la congruencia del respecto del grupo de parientes declarados herederos‒, las for-
malidades extrínsecas y los obstáculos que surjan del Registro. El acta presentada incorpora todos los datos
necesarios para la calificación e inscripción relativos a la apertura de la sucesión, los particulares de la prueba
practicada en que se apoya la declaración de notoriedad, la competencia del notario, fecha de nacimiento y
de fallecimiento del causante, la ley reguladora de la sucesión, estado civil y cónyuge, número e identificación
de los hijos, último domicilio del causante y la inexistencia de hijos extramatrimoniales, con expresión de
los parientes concretos que gozan de la preferencia legal de órdenes y grados de sucesión con la específica
y nominativa declaración de herederos abintestato, siendo congruente el acta respecto del grupo de parientes
declarados herederos por lo que no puede mantenerse la calificación impugnada en cuanto exige que se
aporte, además, el acta previa en que se documentó el inicial requerimiento al notario autorizante.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13113.pdf

- R. 13-11-2015.- R.p. EL EJido nº 2.- HERENCIA. SUSTITUCIÓN VULGAR. Es principio básico y unánimemente
admitido en derecho de sucesiones que la interpretación de las clausulas testamentarias deberá hacerse
siempre respetando la voluntad del testador (arts. 675 y 668 del C.C., entre otros); voluntad del testador
que en el supuesto de este expediente, es la de sustituir vulgarmente a sus hijos instituidos, en caso de que
no puedan o no quieran heredar, por sus respectivos descendientes. El Centro directivo, (Resoluciones en
«Vistos») ha declarado de forma cristalina y reiterada que el art. 774 del C.C. (conforme al cual la susti-
tución vulgar simple y sin designación de casos comprende tanto la premoriencia como la incapacidad y
la renuncia) no deja lugar a dudas: la renuncia de uno de los herederos determina la entrada en juego de la
sustitución en favor de sus descendientes, quienes por tanto habrán de intervenir en la partición de la he-
rencia, y sólo para el caso de que no existiesen sustitutos podrá entrar en juego el derecho de acrecer y,
subsidiariamente, se procederá a la apertura de la sucesión intestada. 
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13114.pdf

- R. 13-11-2015.- R.p. zaRagoza nº 2.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: CADUCIDAD. Es doctrina rei-
terada de esta dirección general que la caducidad de las anotaciones ordenadas judicialmente opera «ipso
iure», una vez agotado su plazo de vigencia (art. 86 de la L.h.), careciendo desde entonces de todo efecto
jurídico, de modo que los asientos posteriores mejoran su rango en cuanto dejan de estar sujetos a la res-
tricción o limitación que para ellos implicaba aquella anotación, y no pueden ya ser cancelados en virtud
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del mandamiento al que se refiere el art. 175 del R.h., que sólo puede provocar la cancelación respecto de
los asientos no preferentes al que se practicó en el propio procedimiento del que dimana. En el supuesto
de hecho de este recurso, cuando el decreto de adjudicación y el mandamiento de cancelación de cargas
se presentan en el Registro la caducidad de la anotación causada en el procedimiento en el que aquel recayó
ya se había producido. Es doctrina reiterada de este Centro directivo que para que la cancelación de las
cargas posteriores ordenadas en el mandamiento hubiera sido posible, debió haberse presentado en el Re-
gistro el decreto de la adjudicación y el mandamiento de cancelación, o al menos el decreto de adjudicación,
antes de que hubiera caducado la anotación preventiva de embargo que lo motivó; o haber solicitado la
prórroga de la anotación preventiva.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13115.pdf

- R. 16-11-2015.- R.p. EJEa dE Los CaBaLLERos.- ACTA DE DECLARACIÓN DE HEREDEROS: CALIFICACIÓN
REGISTRAL. La diferencia entre el testamento o el contrato sucesorio y la declaración judicial o acta de de-
claración de herederos abintestato, como títulos sucesorios atributivos o sustantivos, es sustancial. En estas
últimas, lo relevante es la constatación de determinados hechos –fallecimiento, filiación, estado civil, cón-
yuge, etc.– de los que deriva la atribución legal de los derechos sucesorios. La s.t.s. 11-12-1964 señaló
que «la declaración judicial de herederos abintestato no es más que algo individualizador de un llamamiento
hereditario operado por virtualidad de una norma legal, carente de eficacia jurídico-material y meramente
limitado a justificar formalmente una titularidad sucesoria preexistente «ope legis»». por ello, concluía
esta dirección general que, en definitiva, el llamamiento al heredero lo hace la ley (cfr. art. 657 del C.C.);
mientras que la resolución judicial o el acta notarial se limita a concretar una delación ya deferida. La ca-
lificación registral de las actas notariales de declaraciones de herederos abintestato abarcará la competencia
del notario, la congruencia del resultado del acta con el expediente –incluyendo la congruencia respecto
del grupo de parientes declarados herederos–, las formalidades extrínsecas y los obstáculos que surjan del
Registro. El acta presentada incorpora todos los datos necesarios para la calificación e inscripción relativos
a la apertura de la sucesión, los particulares de la prueba practicada en que se apoya la declaración de no-
toriedad, la competencia del notario, fecha de nacimiento y de fallecimiento del causante, la ley reguladora
de la sucesión, estado civil y cónyuge, número e identificación de los hijos, último domicilio del causante,
con expresión de los parientes concretos que gozan de la preferencia legal de órdenes y grados de sucesión
con la específica y nominativa declaración de herederos abintestato, siendo congruente el acta respecto
del grupo de parientes declarados herederos por lo que no puede mantenerse la calificación impugnada en
cuanto exige que se aporte, además, el certificado de defunción y el certificado del Registro de actos de
última Voluntad, pues el notario manifiesta que dichos certificados se encuentran incorporados al acta,
constatando de este modo un hecho que queda amparada por la fe pública notarial (cfr. arts. 1 y 17 bis de
la Ley del notariado y 1 y 143 de su Reglamento).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13360.pdf

- R. 16-11-2015.- R.p. ViLLaViCiosa dE odón.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: REQUISITOS. de la
regulación procesal resulta por tanto que una vez dictada por el juez competente la orden general de eje-
cución corresponde al secretario judicial (hoy, y desde el 1-10-2015, letrado de la administración de Jus-
ticia), acordar mediante decreto qué bienes concretos son objeto de embargo quedando desde ese momento
los bienes afectos a las resultas del procedimiento por ser su acuerdo directamente ejecutivo aun cuando
sea objeto de recurso. El mismo efecto se predica cuando los bienes embargados son bienes inmuebles sin
perjuicio de los efectos protectores del Registro cuando el acto de comunicación del decreto de embargo,
el mandamiento, acceda o no a sus libros, no puede ser opuesto a tercero de buena fe (vid. art. 587.2 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil). En definitiva, el embargo sobre bienes inmuebles existe desde que es acor-
dado por el secretario judicial sin perjuicio de su comunicación mediante mandamiento al Registro de la
propiedad competente para su debida anotación. dadas las radicales consecuencias que tiene el proceso
de ejecución y la posterior inscripción en el Registro de la propiedad del decreto de adjudicación, que
puede determinar que surja un tercero protegido por la fe pública registral (art. 34 de la L.h.), debe la Re-
gistradora proceder con suma cautela. Es cierto, como dice el recurrente, que la contradicción existente
entre el decreto ordenando el embargo y el mandamiento para la práctica de su anotación preventiva, pueda
obedecer a un mero error mecanográfico. pero no puede descartarse absolutamente que las discrepancias
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obedezcan a vicisitudes procesales no conocidas por la Registradora, por lo que el recurso debe ser deses-
timado, sin perjuicio de señalar que el eventual error es fácilmente subsanable, mediante la correspondiente
rectificación por el letrado de la administración de Justicia.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13361.pdf

- R. 17-11-2015.- R.p. toRREdEmBaRRa.- RECURSO GUBERNATIVO: COMPETENCIA DE LAS COMUNIDADES
AUTÓNOMAS. HIPOTECA: CALIFICACIÓN REGISTRAL DE SUS CLÁUSULAS. CONSTITUCIONALIDAD DE LAS
NORMAS: SU CONTROL EXCEDE DEL ÁMBITO DEL PROCEDIMIENTO REGISTRAL. Competencia para resolver
este recurso. no cabe duda que la cuestión de la cuestión de la «protección de consumidores y usuarios»
se trata de una materia transversal cuya regulación aparece en combinación con otros sectores de actividad
que se relacionan con ella, como puede ser la legislación civil, registral, mercantil, financiera, etc.; por lo
que la resolución de esta cuestión previa que nos ocupa exige el análisis de las concretas competencias
que ostentan el Estado y las Comunidades autónomas en esta materia de la «defensa de consumidores y
usuarios» y la subsunción del hecho concreto objeto del expediente en el contexto normativo adecuado.
En aplicación de estas competencias exclusivas, especialmente de las referidas a la materia de fijación de
las bases de las obligaciones contractuales, de ordenación de los registros e instrumentos públicos y de or-
denación del crédito y de la banca, las normas citadas han tenido como objeto establecer un régimen jurí-
dico uniforme de protección de los consumidores y usuarios en el ámbito de todo el Estado, entre cuyas
normas básicas se encuentran la proclamación de la nulidad de pleno derecho de las cláusulas abusivas de
los contratos de préstamo y crédito hipotecarios con subsistencia del contrato (arts. 83 de la Ley general
para la defensa de los Consumidores y usuarios y 8 de la Ley sobre condiciones generales de la contra-
tación) y la determinación de los límites de las cláusulas hipotecarias y los requisitos de transparencia con-
tractual de las mismas para que puedan acceder al Registro de la propiedad (ej. arts. 84 de la Ley general
para la defensa de los Consumidores y usuarios, 114 de la L.h. o 6 de la L. 1/2013). Congruentemente
con este ámbito competencial, la legislación catalana no contiene normas acerca de las consecuencias ci-
viles de las cláusulas abusivas sobre la eficacia de los contratos de préstamo hipotecario ni sobre la ins-
cripción registral de los mismos. Con base en todo lo expuesto este Centro directivo se considera
competente para resolver el presento recurso ya que la materia discutida no es de derecho especial catalán,
sino que versa sobre la determinación de las consecuencias civiles o contractuales de las cláusulas abusivas
de los contratos de préstamo o crédito hipotecario, la calificación registral de tales cláusulas y la regulación
de los efectos que la apreciación registral de las mismas tiene sobre su inscripción, lo que es ajeno al de-
recho catalán ya que está regulada por disposiciones de ámbito estatal. Calificación registral de las cláusulas
de los préstamos y créditos hipotecarios. La R. 28-4-2015 después de fijar los supuestos de aplicación de
la legislación sobre transparencia de las cláusulas de los contratos de préstamo hipotecario y de protección
de los consumidores, y de aclarar, con base en el referido criterio de interpretación sistemática, el contenido
necesario de la inscripción de hipoteca y los efectos jurídicos de la misma, procede a señalar cuál es el al-
cance de la calificación registral de las estipulaciones contenidas en las escrituras de préstamos y créditos
hipotecarios atendiendo a la aplicabilidad o no de la citada normativa de defensa de los consumidores. así
el Registrador podrá, con carácter general en todo tipo de hipotecas, negar la inscripción de aquellas cláu-
sulas que, con independencia de su validez civil o posible eficacia real, no tengan carácter inscribible por
estar expresamente excluido su acceso al Registro de la propiedad por una norma de naturaleza hipotecaria
de carácter imperativo, bien de forma automática o bien por no reunir los requisitos necesarios para su
inscripción. igualmente el Registrador podrá rechazar aquellas otras cláusulas que sean contrarias a normas
imperativas o prohibitivas expresas y objetivas y, por tanto, nulas de pleno derecho. a este respecto debe
recordarse que la L. 7/1998 de Condiciones generales de la Contratación (las predispuestas por una de las
partes con el objeto de incorporarlas a una pluralidad de contratos) es aplicable aunque el adherente –per-
sona física o jurídica– sea un profesional y actúe en el marco de su actividad (art. 3) y que son nulas de
pleno derecho las condiciones generales que contradigan en perjuicio del adherente lo dispuesto en dicha
Ley o en cualquier otra norma imperativa o prohibitiva (art. 8.1), sin necesidad de que tengan la condición
de abusivas. y, por último, también podrán denegarse las cláusulas que no tengan carácter inscribible por
ser puramente obligacionales y no ostentar la condición de cláusula financiera, sin que se pacte tampoco
que su incumplimiento genere el vencimiento anticipado de la obligación principal, ni se garantice su im-
porte económico con alguno de los conceptos de la responsabilidad hipotecaria; cláusulas que deben ser
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depuradas simplemente por esa carencia de eficacia real (art. 98 de la L.h.). tratándose de préstamos hi-
potecarios a los que les es aplicable la normativa de protección de los consumidores, adicionalmente se
podrán rechazar la inscripción de las cláusulas por razón de abusividad en dos supuestos concretos: a)
cuando la nulidad por abusividad hubiera sido declarada mediante resolución judicial firme, sin que sea
necesario que conste inscrita en el Registro de Condiciones generales de la Contratación; y b) cuando el
carácter abusivo de la cláusula pueda ser apreciado directamente por el Registrador de forma objetiva, sin
realizar ningún juicio de ponderación en relación con las circunstancias particulares del caso concreto,
bien porque coincidan con alguna de las tipificadas como tales en la denominada «lista negra» de los arts.
85 a 90 de la Ley general para la defensa de los Consumidores y usuarios o bien por vulnerar otra norma
específica sobre la materia, como el art. 114.3 de la L.h., con base en la doctrina de la nulidad «apud acta»
recogida en la s.t.s. 13-9-2013. deberá también rechazar la inscripción de las escrituras de hipotecas res-
pecto de las que no se acredite el cumplimiento de los requisitos de información y transparencia de las
condiciones financieras de los préstamos hipotecarios, y la forma –normal o reforzada– que, en cada caso,
el legislador haya elegido para asegurarse del conocimiento por parte de los usuarios de los productos ban-
carios, del riesgo financiero que comporta el contrato en general o alguna de las singulares cláusulas fi-
nancieras o de vencimiento anticipado que lo componen. por último, respecto del controvertido tema de
la calificación de las cláusulas de vencimiento anticipado, son también utilizables en el control de legalidad
de las mismas, las normas y principios generales del sistema registral español, que se concretan en la exi-
gencia de los siguientes requisitos: a) que el vencimiento anticipado no se vincule al incumplimiento de
obligaciones accesorias o irrelevantes; b) que cumplan con el requisito de determinación hipotecaria que
es de exigencia ineludible para la eficacia del derecho real de que se trate; c) que procede la exclusión de
aquellas causas de vencimiento anticipado que sean totalmente ajenas al crédito garantizado y cuya efec-
tividad no menoscabe la garantía real ni la preferencia de la hipoteca. El Registrador de la propiedad carece
de facultades para analizar la legalidad o constitucionalidad de las disposiciones que ha de aplicar en el
ejercicio de su función, sino que debe limitarse a apreciar la validez de los actos dispositivos atendiendo
al ordenamiento jurídico vigente y aplicable en cada momento, ya sea éste comunitario, estatal o autonó-
mico. tampoco es el recurso el medio apropiado para apreciar esa posible inconstitucionalidad. El art.
251.6, número 4, letra a) del Código de consumo de Cataluña en su redacción de la L. 20/2014 dispone
que «en los contratos de créditos y préstamos hipotecarios se consideran abusivas las siguientes cláusulas:
a) Las que incluyan un tipo de interés de demora superior a tres veces el interés legal del dinero vigente
en el momento de la firma del contrato». Esta norma sería aplicable, en tanto no se presente recurso ante
el t.C., la citada norma autonómica y, en consecuencia, el Registrador deberá rechazar la inscripción de
la cláusula discutida en cuanto contraria a una norma prohibitiva. En el supuesto objeto de este recurso la
finalidad del préstamo garantizado con la hipoteca no es la adquisición de la vivienda habitual de los pres-
tatarios, como expresamente se indica en la escritura; por lo que no resulta aplicable la legislación estatal.
sin embargo, como ya se resolvió en las RR. 25-9-2015 y 8 y 9-10-2015, sí sería aplicable, en la medida
que en el momento de su otorgamiento no se había presentado recurso ante el t.C. y que no parecen in-
compatibles en este extremo, la citada norma autonómica catalana y, en consecuencia, la Registradora de-
berá rechazar la inscripción de la cláusula discutida en cuanto contraria a una norma prohibitiva; y eso es
lo que efectivamente ha hecho la Registradora, por lo que el defecto debe ser confirmado al encontrase
bien fundamentada la nota de calificación y haber actuado la Registradora dentro del marco de extensión
de sus facultades calificadoras. y la garantía de los intereses sujetos a fluctuación, desde el momento en
que a través del asiento registral no puede determinarse la suma concreta a que en cada período de devengo
van a ascender, tan solo cabe a través de una hipoteca de máximo, para las que por exigencia del principio
de determinación registral (arts. 12 de la L.h. y 219 de su Reglamento) se requiere señalar el tope máximo
del tipo de interés que queda cubierto con la garantía hipotecaria que se constituye y cuya determinación
(RR. 16-2-1990 y 20-9-1996), en cuanto delimita el alcance del derecho real constituido, lo es a todos los
efectos, tanto favorables como adversos, ya en las relaciones con terceros, ya en las que se establecen entre
el titular del derecho de garantía y el dueño de la finca hipotecada que sea a la vez deudor hipotecario. Lo
que en ningún caso puede admitirse, so pretexto de que la variabilidad futura de los tipos de interés legal
del dinero es imprevisible, es que se pacte un tipo fijo de intereses de demora que ya, a presente en la
misma fecha de la constitución de la hipoteca, infrinja el límite legal de los que se pueden devengar en el
año de constitución, como ocurre en el supuesto de hecho de esta resolución. El carácter accesorio de la
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hipoteca respecto del crédito garantizado (vid. arts. 104 de la L.h. y 1.857 del C.C.) implica la imposibi-
lidad de discrepancia entre los términos definitorios de la obligación asegurada y los de la extensión objetiva
de la hipoteca en cuanto al crédito (cfr. arts. 9 y 12 de la L.h.), de modo que, por ejemplo, no existiendo
devengo de intereses moratorios no podrá existir garantía hipotecaria de los mismos o, como ocurre en el
supuesto objeto de este recurso, siendo el tipo máximo de interés moratorios a efectos obligacionales del
10,50%, no cabe que su cobertura hipotecaria tenga un tipo máximo del 10,75 % porque nunca podrán de-
vengarse intereses de demora a dicho tipo. téngase en cuenta, además, que ni siquiera la interpretación
sistemática de las cláusulas del contrato (cfr. art. 1.285 del C.C.), en el caso que ello fuera posible, podría
permitir al Registrador entender implícitamente modificada la cobertura hipotecaria ya que explícitamente
se ha convenido el mantenimiento de los anteriores límites de dicha cobertura.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13362.pdf

- R. 17-11-2015.- R.p. CuEVas dE aLmanzoRa.- RECTIFICACIÓN DE CABIDA: PROCEDIMIENTOS ESTABLECI-
DOS TRAS LA ENTRADA EN VIGOR DE LA L. 13/2015. En el supuesto que nos ocupa, se produce un exceso
en la finca ya titularidad de la sociedad que va a proceder a la agrupación, reflejándose un incremento
desde los 89.618,65 m2 hasta los 131.062,14 m2, siendo el exceso superior al 40% de la superficie original
que consta en el Registro, y bajo la circunstancia de que dicha finca proviene de una segregación previa,
como resulta del propio título ahora presentado. La certificación catastral incorporada a la escritura iden-
tifica la parcela catastral con una superficie de 89.414 m2. Ciertamente estas circunstancias de hecho hacen
cuestionarse sobre la verdadera extensión del terreno que comprende realmente la finca tal y como resulta
tras el exceso de cabida y su correspondencia con la finca tal y como resulta de los libros del Registro –
generándose enormes dudas sobre la identidad entre ambas y sobre la existencia de eventuales negocios
jurídicos independientes, justificativos del aumento de cabida, y que no han accedido al Registro–, ya que
el incremento de superficie es muy elevado, procediendo la finca donde se declara de segregación y no
existiendo coincidencia con la superficie reflejada en la certificación catastral. tras la entrada en vigor de
la L. 13/2015, en relación con la rectificación de cabida, se han suprimido la posibilidad de inscribir excesos
de cabida inferiores a la quinta parte de la cabida inscrita mediante un simple certificado o informe sobre
su superficie expedido por técnico competente, o la relativa al acta de presencia y notoriedad, supuestos
ambos, ya expresamente derogados, a los que aludía el art. 298 del R.h. para obtener la inscripción registral
de rectificaciones descriptivas contamos a partir de ahora con tres agrandes grupos de procedimientos: –
Los que solo persiguen y solo permiten inscribir una rectificación de la superficie contenida en la descrip-
ción literaria, pero sin simultánea inscripción de la representación gráfica de la finca, como ocurre con los
supuestos regulados en el art. 201.3, letra a, y letra b de la L.h., que están limitados, cuantitativamente, a
rectificaciones de superficie que no excedan del 10% o del 5%, respectivamente, de la cabida inscrita, y
que no están dotados de ninguna tramitación previa con posible intervención de colindantes y terceros,
sino solo de notificación registral tras la inscripción «a los titulares registrales de las fincas colindantes».
– El supuesto que persigue y permite inscribir rectificaciones superficiales no superiores al 10% de la
cabida inscrita, pero con simultánea inscripción de la representación geográfica de la finca. Este concreto
supuesto está regulado, con carácter general, en el art. 9, letra b), de la L.h., cuando tras aludir al límite
máximo del 10%, prevé que «una vez inscrita la representación gráfica georreferenciada de la finca, su
cabida será la resultante de dicha representación, rectificándose, si fuera preciso, la que previamente cons-
tare en la descripción literaria». Este concreto supuesto tampoco está dotado de ninguna tramitación previa
con posible intervención de colindantes y terceros, si bien, como señala el art. citado, «el Registrador no-
tificará el hecho de haberse practicado tal rectificación a los titulares de derechos inscritos, salvo que del
título presentado o de los trámites del art. 199 ya constare su notificación». – y, finalmente, los que persi-
guen y potencialmente permiten inscribir rectificaciones descriptivas de cualquier naturaleza (tanto de su-
perficie como linderos, incluso linderos fijos), de cualquier magnitud (tanto diferencias inferiores como
superiores al 10% de la superficie previamente inscrita) y además obtener la inscripción de la representación
geográfica de la finca y la lista de coordenadas de sus vértices –pues no en vano, como señala el art. 199,
es la delimitación georreferenciada de la finca la que determina y acredita su superficie y linderos, y no a
la inversa–. así ocurre con el procedimiento regulado en el art. 199 y con el regulado en el art. 201.1, que
a su vez remite al art. 203, de la L.h.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13363.pdf
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- R. 17-11-2015.- R.p. pondERada nº 2.- CONCESIONES ADMINISTRTATIVAS DE MINAS: TRANSMSIÓN. siendo
las concesiones sobre recursos mineros derechos reales de naturaleza inmueble, su transmisión se rige por
las reglas previstas para los mismos en el ordenamiento jurídico (art. 609 del C.C.). del mismo modo, la
legislación especial de minas (L. 22/1973, de 21-7-1973), por lo que se refiere a los derechos concesionales
sobre recursos de las denominadas secciones C y d (arts. 97 y 98 de su Ley especial y, en cuanto a estos
últimos, art. 1.3 de la L. 54/1980, de 5-11-1980), remite a la regulación general en materia de transmisión
intervivos o mortis causa. si los derechos concesionales de minas constan inscritos en el Registro de la
propiedad (art. 1 de la L.h.), puede inscribirse la transferencia de su titularidad o un gravamen, con los re-
quisitos previstos en la L.h. y en su regulación especial. de acuerdo con lo anterior dispone el art. 62 del
R.h.: «Los actos de transmisión y gravamen de permisos autorizaciones y concesiones de derechos mineros
a favor del que acredite condiciones para su titularidad serán objeto de inscripciones o anotaciones pre-
ventivas sucesivas, según los casos, que se practicarán mediante la correspondiente escritura pública, acom-
pañada de autorización administrativa, si la cesión es parcial, y acreditando la notificación de la transmisión
«mortis causa» a la administración competente». Caso de haberse producido una ruptura en el tracto, la
inscripción a favor del titular puede llevarse a cabo mediante los mecanismos igualmente previstos en el
ordenamiento con tal fin.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13364.pdf

- R. 18-11-2015.- R.p. La poBLa dE VaLLBona.- VIVIENDA HABITUAL DE LA FAMILIA: ALCANCE DEL ART.
10 DE LAL. 5/2012DE UNIONES DE HECHO DE LACOMUNITAT VALENCIANA. Cabe afirmar que debe partirse
de la finalidad que persigue el art. 10 de la L. 5/2012, de 15-10-2012, de uniones de hecho formalizadas
de la Comunitat Valenciana, que no es otra que la de evitar que por un acto dispositivo realizado por uno
de los convivientes de hecho sin consentimiento del otro o sin la autorización judicial supletoria tengan el
no disponente o los componentes de la familia que abandonar una vivienda para cuya ocupación existía tí-
tulo jurídico suficiente, lo que exige examinar si una cuota pro indiviso del bien dispuesto da derecho a
ocuparlo en su totalidad. La R. 10-11-1987 puso de relieve que no deben exagerarse en la calificación re-
gistral las exigencias formales, ni imaginarse hipotéticos derechos individuales de un comunero sobre el
uso o goce de la cosa común, los cuales no derivarán naturalmente del título de comunidad, sino de un
eventual acuerdo comunitario, que no consta, y que, por cierto, vendría a entorpecer la extinción de la co-
munidad; interpretando, además, que el consentimiento o la autorización que prevé el art. 91 del R.h. para
la inscripción del acto dispositivo exige que el derecho que se transmita sirva de soporte para la constitución
en él de la vivienda habitual. y, según la R. 27-6-1994, si nadie debe permanecer en la indivisión y cual-
quiera de los comuneros puede obligar por la vía de la acción de división a extinguir la comunidad por
medio de la venta de la vivienda, al ser ésta indivisible, esta forma de extinguir la comunidad no puede
verse condicionada al consentimiento de los cónyuges de los otros titulares, ni a la autorización judicial
supletoria, pues ello supondría introducir un condicionamiento o limitación a la acción de división que es
de orden público, favorecida y estimulada por el legislador.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13365.pdf

- R. 18-11-2015.- R.p. CuLLERa.- SENTENCIA DECLARATIVA RECONOCIENDO UNA FIDUCIA CUM AMICO: RE-
QUISITOS DE INSCRIPCIÓN. El primer defecto se centra en la necesidad de aportar, no solo la sentencia dic-
tada por la a.p. en el recurso de apelación, sino también la que en su momento dictó el Juzgado de primera
instancia y que ha sido revocada por aquélla. Es cierto que la R. 15-7-2010 exigió que para inscribir una
sentencia declarativa se aportase al Registro, no sólo la recaída en la resolución del recurso de apelación,
sino también la de instancia. sin embargo, la diferencia entre dicho caso y el que ahora se discute es evi-
dente. En el supuesto que fue objeto de la R. 15-7-2010 de la sentencia de la audiencia no resulta el pro-
nunciamiento que se haya de tener en cuenta para la inscripción, mientras que en el supuesto objeto del
presente expediente aparece claramente especificado en el fallo de la sentencia que, al estimarse el recurso,
queda revocada la sentencia dictada por el Juzgado de primera instancia, y, en su lugar, se dicta otra en los
términos que antes se han transcrito. por tanto, carece de sentido en este caso exigir que se aporte testimonio
de una resolución judicial que ha sido totalmente revocada en vía de recurso. distinta suerte ha de correr
el segundo de los defectos señalado en la nota de calificación. Constituye una regla esencial de nuestro
derecho hipotecario (vid. arts. 3, 9, 18 y 21 de la L.h. y 51 de su Reglamento) la necesidad de que del
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título presentado a inscripción resulten todas las circunstancias que son precisas para practicar el asiento
solicitado. y de entre esas circunstancias tienen especial importancia las personales de aquellos a cuyo
favor ha de verificarse la inscripción. Como tercer defecto señala el Registrador la necesidad de que la
sentencia determine el titulo material por el que los interesados a los que se declara propietarios adquirieron
las fincas y su carácter oneroso o gratuito, ya que no es suficiente con que se declare que las fincas son
propiedad de los demandantes. ha reiterado este Centro directivo (vid. RR. citadas en los «Vistos») que
no basta, para obtener la inscripción de una sentencia, con que se haga constar en ella que procede estimar
la demanda, declarar el dominio, practicar la inscripción y cancelar la inscripción contradictoria, sino que
debe concretarse, además cual es el título por el que se adquirió su derecho. En el Registro se inscriben
actos o contratos de transcendencia real (cfr. arts. 1 y 2 de la L.h.), y así lo exige la distinta protección del
derecho, según que la adquisición se haya realizado a título oneroso o gratuito. En este supuesto sin em-
bargo no cabe sostener que la sentencia no haya especificado el título de adquisición. 
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13366.pdf

- R. 19-11-2015.- R.p. áLoRa.- INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: INTERPRETACIÓN DEL NUEVO ART.
205 DE LA L.H. La inmatriculación de fincas por la vía del doble título exige el encadenamiento de dos
adquisiciones sucesivas o directamente coordinadas con la finalidad de lograr cierta certidumbre de que el
inmatriculante es su verdadero dueño. se busca así que sean dos transmisiones efectivas y reales. por ello,
y aun cuando la función registral no pueda equipararse a la judicial, no se excluye que el Registrador pueda
apreciar el fraude cuando de la documentación presentada resulte objetivamente un resultado antijurídico,
cuando el contexto resulta de lo declarado por el presentante y de los libros del Registro pues la tarea de
calificación no se limita a una pura operación mecánica de aplicación formal de determinados preceptos,
ni al Registrador le está vedado acudir a la hermenéutica y a la interpretación contextual. de este modo se
ha reiterado por este Centro directivo que el Registrador puede detener la inmatriculación cuando estime
la instrumentalidad de los títulos, si bien ésta no puede derivar de simples sospechas, debiendo estar sufi-
cientemente fundadas. tras la entrada en vigor de la L. 13/2015 la nueva redacción legal exige que se trate
de «títulos públicos traslativos otorgados por personas que acrediten haber adquirido la propiedad de la
finca al menos un año antes de dicho otorgamiento también mediante título público». La diferencia esencial
entre ambas redacciones legales no se encuentra tanto en la necesidad de que el título público inmatricu-
lador sea «traslativo», pues tal exigencia, aunque no viniera expresamente formulada en la anterior dicción
legal sí que resultaba implícita en ella, como reiteradamente ha venido considerando la doctrina jurídica,
la jurisprudencia y la propia doctrina consolidada de este Centro directivo, sino que tal diferencia esencial
radica en los dos requisitos, uno relativo a la forma documental y otro al momento temporal, exigidos para
acreditar que el otorgante de ese título público traslativo hubiera adquirido su derecho con anterioridad.
no se admite más forma documental de acreditar la previa adquisición que el título público, que es una
especie concreta y especialmente cualificada dentro del amplio género de los documentos fehacientes, y,
además, se exige que dicha adquisición previa se haya producido al menos un año antes del otorgamiento
del título público traslativo que va a operar como título inmatriculador. nótese que dicho lapso temporal
mínimo de un año ha de computarse, no necesariamente entre las fechas de los respectivos otorgamientos
documentales, esto es, el de título público previo y el del título público traslativo posterior, sino entre la
fecha de la previa adquisición documentada en título público, y la fecha del otorgamiento del título tras-
lativo posterior. surge la cuestión de si cabe la posibilidad de que mediante título público, no adquisitivo,
sino meramente declarativo, se acredite el hecho y el momento de haberse producido una adquisición an-
terior. y parece razonable considerar que tal posibilidad resulta efectivamente admitida por la nueva re-
dacción legal, de modo que, por ejemplo, cuando tal adquisición anterior se acredite mediante una sentencia
declarativa del dominio en la que la autoridad judicial considere y declare probado el hecho y momento
en que se produjo una adquisición anterior, la fecha declarada probada de esa adquisición anterior puede
ser tomada como momento inicial del cómputo del año a que se refiere el art. 205. Respecto a la posibilidad
de que se acredite mediante acta de notoriedad, ya no será admisible la simple declaración de la notoriedad
del hecho de que una determinada persona es tenida por dueña de una determinada finca, como venía ad-
mitiendo el art. 298 del R.h., sino que, conforme a las exigencias expresadas en el nuevo art. 205 de la
L.h., y a la regulación del art. 209 del Reglamento notarial, será necesario que, tras el requerimiento ex-
preso en tal sentido y la práctica de las pruebas y diligencias pertinentes, el notario emita formalmente, si
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procede, su juicio sobre la acreditación de la previa adquisición y su fecha, siempre y cuando, como señala
el mismo precepto reglamentario, tales extremos le «resultasen evidentes por aplicación directa de los pre-
ceptos legales atinentes al caso».
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13368.pdf

- R. 19-11-2015.- R.p. aRganda dEL REy nº 2.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: TRACTO SUCESIVO.
Es doctrina reiterada de este Centro directivo que entre los principios de nuestro derecho hipotecario es
básico el de tracto sucesivo, en virtud del cual para inscribir un título en el Registro de la propiedad se
exige que esté previamente inscrito el derecho del transmitente (art. 20 de la L.h.). Este principio está ín-
timamente relacionado con los de salvaguardia judicial de los asientos registrales y el de legitimación,
según los arts. 1, 38, 40 y 82 de la L.h. La presunción «iuris tantum» de exactitud de los pronunciamientos
del Registro así como el reconocimiento de legitimación dispositiva del titular registral llevan consigo el
cierre del Registro a los títulos otorgados por persona distinta de dicho titular. En efecto, las exigencias
del principio de tracto sucesivo han de confirmar la denegación de la nota recurrida, toda vez que el pro-
cedimiento del que dimana el mandamiento calificado no aparece entablado contra el titular registral. En
nada obsta esta conclusión la eventual emisión de determinadas notas simples en el mes de mayo de 2015,
en las que, siempre bajo la responsabilidad de la Registradora (vid. art. 222.5 de la L.h.), se informaba
sobre la titularidad vigente en ese momento. La expedición de las notas en ningún caso supone un cierre
registral ni por lo tanto impide el acceso al registro de títulos que puedan modificar la titularidad de las
fincas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13369.pdf

- R. 19-11-2015.- R.p. LoRa dEL Río.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: CADUCIDAD. Es doctrina rei-
terada de esta dirección general que la caducidad de las anotaciones ordenadas judicialmente opera ipso
iure, una vez agotado su plazo de vigencia (art. 86 de la L.h.), careciendo desde entonces de todo efecto
jurídico, de modo que los asientos posteriores mejoran su rango en cuanto dejan de estar sujetos a la res-
tricción o limitación que para ellos implicaba aquella anotación, y no pueden ya ser cancelados en virtud
del mandamiento al que se refiere el art. 175 del R.h., que solo puede provocar la cancelación respecto de
los asientos no preferentes al que se practicó en el propio procedimiento del que dimana. El hecho de que
se haya expedido la certificación de titularidad y cargas, que prevé el Reglamento general de Recaudación
de la seguridad social, no implica ni su conversión en otra anotación ni su prórroga, ya que las anotaciones
solo se prorrogan en la forma establecida en el art. 86 de la L.h. no obstante, como tiene declarado este
Centro directivo el actual titular registral tiene a su disposición los remedios previstos en el ordenamiento
si considera oportuna la defensa de su posición jurídica (arts. 66 de la L.h. y 117, 594, 601 y 604 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil) y sin que la confirmación del defecto suponga prejuzgar la decisión que los
tribunales, en su caso, puedan adoptar en orden a la preferencia entre cargas, mediante la interposición de
las correspondientes tercerías, o por la ausencia de buena fe, sin que en vía registral pueda determinarse
la prórroga indefinida de la anotación preventiva de embargo, por el hecho de haber sido expedida la cer-
tificación de cargas, por cuanto la prórroga de vigencia de las anotaciones preventivas viene determinada
por Ley y su caducidad implica la pérdida de su prioridad registral.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13370.pdf

- R. 23-11-2015.- R.p. aLCoy.- CONVENIO REGULADOR DE LA SEPARACIÓN Y EL DIVORCIO: ÁMBITO. hay
que partir de la base de que el procedimiento de separación o divorcio no tiene por objeto, en su aspecto
patrimonial, la liquidación del conjunto de relaciones patrimoniales que puedan existir entre los cónyuges
sino tan sólo de aquellas derivadas de la vida en común. El contenido necesario del convenio regulador lo
restringe el C.C. a la atribución del uso de la vivienda y ajuar familiar y a la liquidación, cuando proceda,
del régimen económico matrimonial amén de otras cuestiones como la pensión compensatoria y el soste-
nimiento a las cargas y alimentos. fuera de este ámbito, en vía de principios, las transmisiones adicionales
de bienes entre cónyuges, ajenas al procedimiento de liquidación (y tales son las que se refieren a bienes
adquiridos por los cónyuges en estado de solteros no especialmente afectos a las cargas del matrimonio),
constituyen un negocio independiente, que exige acogerse a la regla general de escritura pública para su
formalización. tratándose de la vivienda familiar adquirida por los cónyuges en estado de solteros, esta
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dirección general ha considerado (cfr. RR. de 8-5-2014, 26-6-2014, 26-7-2014 y 29-9-2014, y 19 y 30-
6-2015 y 27-7-2015), la existencia de una causa familiar propia de la solución de la crisis matrimonial ob-
jeto del convenio. dentro de las distintas acepciones del concepto de causa, como ha afirmado este Centro
directivo en sus RR. de 7-7- 2012 y 5-9-2012, existe aquí tambień una causa tipificadora o caracterizadora
propia del convenio regulador, determinante del carácter familiar del negocio realizado, con lo que existe
título inscribible suficiente por referirse a un negocio que tiene su causa típica en el carácter familiar propio
de los convenios de separación, nulidad o divorcio, por referirse a la vivienda familiar y a la adjudicación
de la misma, que entra dentro del interés familiar de los cónyuges y de sus hijos. Ciertamente el criterio
general de esta dirección general es que el convenio regulador aprobado judicialmente no es el documento
idóneo para verificar atribuciones de ganancialidad, incorporando nuevos bienes en el patrimonio ganancial
(cfr. R. 13-3-2015). sin embargo, esta misma dirección general ha admitido que en el convenio regulador
puedan los cónyuges, respecto de la vivienda familiar de que ambos cónyuges eran cotitulares en virtud
de compra anterior al matrimonio, explicitar ante la autoridad judicial, con carácter previo a la liquidación
de gananciales, la voluntad de atribuir carácter ganancial (cfr. R. 11-4-2012) y este mismo criterio debe
aplicarse respecto de la plaza de garaje ubicada en el mismo edificio que la vivienda familiar, dado el ca-
rácter complementario a la vivienda que puede atribuirse a la plaza de garaje.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13711.pdf

- R. 24-11-2015.- R.p. toRREnt nº 1.- CONVENIO REGULADOR DE LA SEPARACIÓN Y EL DIVORCIO: ÁMBITO.
hay que partir de la base de que el procedimiento de separación o divorcio no tiene por objeto, en su
aspecto patrimonial, la liquidación del conjunto de relaciones patrimoniales que puedan existir entre los
cónyuges sino tan sólo de aquellas derivadas de la vida en común. El contenido necesario del convenio re-
gulador lo restringe el C.C. a la atribución del uso de la vivienda y ajuar familiar y a la liquidación, cuando
proceda, del régimen económico matrimonial amén de otras cuestiones como la pensión compensatoria y
el sostenimiento a las cargas y alimentos. fuera de este ámbito, en vía de principios, las transmisiones adi-
cionales de bienes entre cónyuges, ajenas al procedimiento de liquidación (y tales son las que se refieren
a bienes adquiridos por los cónyuges en estado de solteros no especialmente afectos a las cargas del ma-
trimonio), constituyen un negocio independiente, que exige acogerse a la regla general de escritura pública
para su formalización. tratándose de la vivienda familiar adquirida por los cónyuges en estado de solteros,
esta dirección general ha considerado (cfr. RR. de 8-5-2014, 26-6-2014, 26-7-2014 y 29-9-2014, y 19 y
30-6-2015 y 27-7-2015), la existencia de una causa familiar propia de la solución de la crisis matrimonial
objeto del convenio. dentro de las distintas acepciones del concepto de causa, como ha afirmado este Cen-
tro directivo en sus RR. 7-7-2012 y 5-9-2012, existe aquí también una causa tipificadora o caracterizadora
propia del convenio regulador, determinante del carácter familiar del negocio realizado, con lo que existe
título inscribible suficiente por referirse a un negocio que tiene su causa típica en el carácter familiar propio
de los convenios de separación, nulidad o divorcio, por referirse a la vivienda familiar y a la adjudicación
de la misma, que entra dentro del interés familiar de los cónyuges y de sus hijos. Ciertamente el criterio
general de esta dirección general es que el convenio regulador aprobado judicialmente no es el documento
idóneo para verificar atribuciones de ganancialidad, incorporando nuevos bienes en el patrimonio ganancial
(cfr. R. 13-3-2015). sin embargo, en el presente expediente, se trata de la vivienda familiar que pertenece
con carácter privativo en exclusiva a don d.p.m. por haber sido adquirida en estado de soltero en el año
2000, habiéndose celebrado el matrimonio en 2001. del expediente y del propio Registro resulta que la
vivienda se ha financiado con sendos préstamos hipotecarios, satisfechos prácticamente de forma íntegra
durante el matrimonio y por tanto a expensas de la sociedad de gananciales. se adjudica la vivienda a la
esposa, doña R.m.g.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13712.pdf

- R. 24-11-2015.- R.p. aLiCantE nº 3.- PROPIEDAD HORIZONTAL: DESCRIPCIÓN DE CADA PISO. Es doctrina
reiterada de esta dirección general (por todas, R. de 17-7-2015), que siendo la finca el elemento primordial
de nuestro sistema registral –de folio real–, por ser la base sobre la que se asientan todas las operaciones
con trascendencia jurídico real (cfr. arts. 1, 8, 9, 17, 20, 38 y 243 de la L.h. y 44 y 51.6 del R.h.), constituye
presupuesto básico de toda actividad registral la identidad o coincidencia indubitada entre la finca que
aparece descrita en el titulo presentado y la que figura inscrita en el Registro. por ello, como ha afirmado
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reiteradamente este Centro directivo (cfr. RR. de 2-9-1991; 29-12-1992; 21-6-2004, y 10 y 14-6-2010,
entre otras), para su acceso al Registro, los títulos inscribibles han de contener una descripción precisa y
completa de los inmuebles a que se refieren, de modo que estos queden suficientemente individualizados
e identificados (arts. 9 y 10 de la L.h. y 51, reglas 1.a a 4.a, del R.h.). Bien es cierto que cuando dichos tí-
tulos hacen referencia a inmuebles ya inscritos, la omisión o discrepancia en ellos de algunos de los datos
descriptivos con que estos figuran en el Registro no constituye en todo caso un obstáculo para la inscripción.
por tanto, el acceso al Registro de los títulos exige que la descripción que en ellos se contenga de la finca
objeto del correspondiente acto o negocio jurídico permita apreciar de modo indubitado la identidad entre
el bien inscrito y el transmitido (cfr. RR. de 29-12-1992, y 11-10-2005). En el supuesto que da lugar a la
presente el registrador, ante la falta en el título inscribible, en cuanto a la cuota del elemento independiente,
de la expresión «a excepción de los derechos de vuelo en que no tiene participación alguna,...», objeta que
ya se trate de un error del título ya de la existencia de un título de modificación del régimen de propiedad
no inscrito, la inscripción no puede practicarse. La objeción no puede mantenerse por ninguno de dichos
motivos. En primer lugar porque la omisión de la expresión referida en la cuota del elemento, en cuanto
elemento descriptivo, no ha impedido la debida identificación de la finca, del objeto del negocio de cuya
transferencia de titularidad se solicita inscripción. tampoco es aceptable la objeción de que puede existir
una modificación del título constitutivo de la propiedad horizontal no inscrita. nada hay en el título pre-
sentado que permita llevar a cabo semejante afirmación, siendo doctrina reiterada de esta dirección general
que la calificación registral no puede fundamentarse en eventuales circunstancias de hecho o de derecho
meramente conjeturales (RR. 23-5-2012, y 28-4-2015, entre otras).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13713.pdf

- R. 26-11-2015.- R.p. zafRa.- REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: JUICIO DE SUFICIENCIA DEL ART. 98 DE LA
LEY 24/2001. Conforme al criterio sostenido por el t.s. (s. 23-9-2011) y por la doctrina expresada por
esta dirección general en numerosas Resoluciones para entender válidamente cumplidos los requisitos
contemplados en el mencionado art. 98 en los instrumentos públicos otorgados por representantes o apo-
derado, el notario deberá emitir con carácter obligatorio un juicio acerca de la suficiencia de las facultades
acreditadas para formalizar el acto o negocio jurídico pretendido o en relación con aquellas facultades que
se pretendan ejercitar. Las facultades representativas deberán acreditarse al notario mediante exhibición
del documento auténtico. asimismo, el notario deberá hacer constar en el título que autoriza, no sólo que
se ha llevado a cabo el preceptivo juicio de suficiencia de las facultades representativas, congruente con
el contenido del título mismo, sino que se le han acreditado dichas facultades mediante la exhibición de
documentación auténtica y la expresión de los datos identificativos del documento del que nace la repre-
sentación. de acuerdo a la misma doctrina citada, el registrador deberá calificar, de un lado, la existencia
y regularidad de la reseña identificativa del documento del que nace la representación y, de otro, la exis-
tencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto en relación con el acto o negocio jurídico do-
cumentado y las facultades ejercitadas, así como la congruencia del juicio que hace el notario del acto o
negocio jurídico documentado y el contenido del mismo título. El efecto meramente modificativo y no ex-
tintivo de la ampliación del préstamo hipotecario ha tenido expreso reconocimiento legal en la L. 41/2007,
de 7-12-2007, que, al modificar el art. 4 de la L. 2/1994, determinó en su apartado tercero que las modifi-
caciones previstas en los apartados anteriores no supondrán, en ningún caso, una alteración o pérdida del
rango de la hipoteca inscrita, excepto cuando impliquen un incremento de la cifra de responsabilidad hi-
potecaria o la ampliación del plazo del préstamo por ese incremento o ampliación. por lo que se refiere a
la escritura objeto de la calificación recurrida en este caso en el juicio notarial de suficiencia de facultades
representativas se hace expresa referencia al negocio jurídico formalizado en unos términos amparados
por la propia tipificación legal –según la cual, la ampliación del capital del préstamo es novación del
mismo–, de modo que, aunque no exista una reseña de facultades, sí hay un pronunciamiento sobre la su-
ficiencia de las facultades acreditadas para el negocio objeto del título calificado, de forma que permite al
registrador ejercer su función calificadora respecto de la congruencia de ese juicio notarial con el acto o
negocio jurídico de que se trata.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13716.pdf
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- R. 26-11-2015.- R.p. zafRa.- REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: JUICIO DE SUFICIENCIA DEL ART. 98 DE LA
LEY 24/2001. Conforme al criterio sostenido por el tribunal supremo (s. de 23-9-2011) y por la doctrina
expresada por esta dirección general en numerosas Resoluciones para entender válidamente cumplidos
los requisitos contemplados en el mencionado art. 98 en los instrumentos públicos otorgados por repre-
sentantes o apoderado, el notario deberá emitir con carácter obligatorio un juicio acerca de la suficiencia
de las facultades acreditadas para formalizar el acto o negocio jurídico pretendido o en relación con aquellas
facultades que se pretendan ejercitar. Las facultades representativas deberán acreditarse al notario mediante
exhibición del documento auténtico. asimismo, el notario deberá hacer constar en el título que autoriza,
no sólo que se ha llevado a cabo el preceptivo juicio de suficiencia de las facultades representativas, con-
gruente con el contenido del título mismo, sino que se le han acreditado dichas facultades mediante la ex-
hibición de documentación auténtica y la expresión de los datos identificativos del documento del que
nace la representación. de acuerdo a la misma doctrina citada, el registrador deberá calificar, de un lado,
la existencia y regularidad de la reseña identificativa del documento del que nace la representación y, de
otro, la existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto en relación con el acto o negocio
jurídico documentado y las facultades ejercitadas, así como la congruencia del juicio que hace el notario
del acto o negocio jurídico documentado y el contenido del mismo título. El efecto meramente modificativo
y no extintivo de la ampliación del préstamo hipotecario ha tenido expreso reconocimiento legal en la L.
41/2007, de 7-12-2007, que, al modificar el art. 4 de la L. 2/1994, determinó en su apartado tercero que
las modificaciones previstas en los apartados anteriores no supondrán, en ningún caso, una alteración o
pérdida del rango de la hipoteca inscrita, excepto cuando impliquen un incremento de la cifra de respon-
sabilidad hipotecaria o la ampliación del plazo del préstamo por ese incremento o ampliación. por lo que
se refiere a la escritura objeto de la calificación recurrida en este caso en el juicio notarial de suficiencia
de facultades representativas se hace expresa referencia al negocio jurídico formalizado en unos términos
amparados por la propia tipificación legal –según la cual, la ampliación del capital del préstamo es novación
del mismo–, de modo que, aunque no exista una reseña de facultades, sí hay un pronunciamiento sobre la
suficiencia de las facultades acreditadas para el negocio objeto del título calificado, de forma que permite
al registrador ejercer su función calificadora respecto de la congruencia de ese juicio notarial con el acto
o negocio jurídico de que se trata.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13717.pdf

- R. 30-11-2015.- R.p. fuEnLaBRada nº 4.- PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE HIPOTECA: DISPOSICIÓN
TRANSITORIA DE LA LEY 1/2013. se trata de dilucidar si la limitación establecida en el art. 575.1 bis de la
Ley de Enjuiciamiento Civil es aplicable a un decreto de adjudicación de fecha 28-2-2014 dictado en sede
de un procedimiento iniciado en 2009, anterior por lo tanto a la citada Ley. La disposición transitoria pri-
mera de la L. 1/2013, de 14-5-2013, establece: «Esta Ley será de aplicación a los procesos judiciales y ex-
trajudiciales de ejecución hipotecaria que se hubieran incoado a la entrada en vigor de la misma, en los
que no se hubiera ejecutado el lanzamiento». Bien es cierto que la recurrente alega que mediante decreto
de fecha de 11-4-2013, por tanto anterior a la entrada en vigor de la L. 1/2013, se aprobaron las costas, tra-
tándose pues de una actuación procesal ya realizada cuando dicha ley entró en vigor, a la que no sería apli-
cable la limitación del art. 575.1 bis de la Ley de Enjuiciamiento Civil. pero dicho decreto se ha aportado
mediante fotocopia, sin firma y junto al escrito de recurso, por lo que no puede tenerse en cuenta para la
resolución de este expediente, ya que además de no cumplir los requisitos que en cuanto a la documentación
que accede al Registro señala el art. 3 de la L.h., es doctrina constante de este Centro directivo que, con-
forme al art. 326 de la L.h., no pueden admitirse documentos que el registrador no haya tenido a la vista
a la hora de emitir su calificación y que de haberse presentado en forma y plazo podrían haber ocasionado
otra decisión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13720.pdf

- R. 30-11-2015.- R.p. Cádiz nº 1. SUBROGACIÓN EN LA TITULARIDAD DE UNA HIPOTECA: REQUISITOS PARA
EL CASO DE PAGO HECHO POR UN TERCERO. Es cierto que nuestro ordenamiento jurídico atribuye a los ter-
ceros interesados en el cumplimiento de la obligación e incluso a los terceros no interesados si media el
consentimiento expreso o tácito del deudor, la posibilidad de subrogase por pago en los derechos del acre-
edor (cfr. art. 1.210.2 del C.C.), tanto en el crédito –novación subjetiva– como en los derechos accesorios
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al mismo, entre ellos la hipoteca que lo garantiza. En el supuesto recogido en el art. 1.211 del C.C. de su-
brogación por voluntad deudor «sin el consentimiento del acreedor, cuando para pagar la deuda haya to-
mado prestado el dinero por escritura pública, haciendo constar su propósito en ella, y expresando en la
carta de pago la procedencia de la cantidad pagada», debe tenerse en cuenta que para facilitar su tramitación
y reflejo registral, soslayando la falta de cooperación del antiguo acreedor, se tuvo que arbitrar en el art. 2
de la L. 2/1994 de subrogación y modificación de préstamos hipotecarios, un procedimiento especial de
formalización de la subrogación, cuya utilización fue limitada a las entidades financieras a que se refiere
el art. 2 de la L. 2/1981, de 25-3-1981, de regulación del mercado hipotecario. Cuando, como el supuesto
presente, todavía no ha vencido la deuda cuyo pago se realiza y, además, no se puede acudir al citado pro-
cedimiento de la L. 2/1994 porque ni el nuevo acreedor es una entidad de crédito ni el supuesto encaja en
el art. 1.211 del C.C., el procedimiento adecuado para formalizar la subrogación del tercero viene consti-
tuido por el procedimiento general de ofrecimiento de pago y consignación regulado en los arts. 1.176 a
1.181 del C.C. y 98 y 99 de la L. 15/2015, de 2-7-2015, de la Jurisdicción Voluntaria, debidamente adaptado
al supuesto concreto. Esta solución es congruente con el carácter indisponible del procedimiento registral
y con el principio de legitimación que impone el consentimiento de la persona a cuyo favor aparezcan ins-
crito el dominio y demás derechos reales sobre inmuebles, o la resolución judicial dictada alternativa dic-
tada en procedimiento en que la misma haya sido parte, para poder inscribir los títulos por los que se
transmitan, modifiquen, graven o extingan tales derechos reales. igualmente es congruente con la norma
general según la cual el simple cobro o consignación del precio o de la deuda, no es suficiente por sí sólo
para generar una mutación jurídico real inmobiliaria inscribible, ya se trate esta de la cancelación de hipo-
teca o de una novación modificativa de la misma.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13721.pdf

- R. 1-12–2015.- R.p. paLma dE maLLoRCa nº 5. OBRA NUEVA: CERTIFICACIÓN DE TÉCNICO COMPETENTE
Y VISADO COLEGIAL. El art. 50 del R.d. 1.093/1997 determina quiénes están cualificados como técnico
competente: el que hubiera firmado el proyecto (número 1), el que tuviera encomendada la dirección de la
obra (número 2), el técnico municipal del ayuntamiento (número 4) o cualquier otro técnico que tuviera
facultades suficientes acreditadas mediante certificación de su colegio profesional (número 3). En el pre-
sente caso, al tratarse de certificación expedida por un técnico que no firmó el proyecto para el que se con-
cedió la licencia de edificación ni tuvo encomendada la dirección de la obra, es aplicable la norma del
apartado 3 del art. 50 del R.d. 1.093/1997, según el cual podrá certificar como técnico competente «cual-
quier otro técnico, que mediante certificación de su colegio profesional respectivo, acredite que tiene fa-
cultades suficientes». y, como ha admitido este Centro directivo (vid., por todas, la R. 16-12-2013), la
forma de acreditación de la competencia del técnico que haya expedido dicha certificación será el visado
del colegio profesional correspondiente. por ello, al constar en este caso en el certificado del arquitecto
técnico el visado de su colegio profesional, el defecto impugnado no puede ser mantenido.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14168.pdf

- R. 1-12–2015.- R.p. CEBRERos.- CALIFICACIÓN REGISTRAL: FORMA. EXPEDIENTE DE DOMINIO PARA LA
REANUDACIÓN DEL TRACTO SUCESIVO: REQUISITOS. debe este Centro directivo recordar la inexcusable
obligación del Registrador de calificar los documentos presentados al amparo del art. 18 de la L.h., función
calificadora que necesariamente deberá desembocar o bien en la práctica de los correspondientes asientos
registrales, bien en la emisión de una nota de calificación en que, previa fundamentación jurídica y con
expresión de los medios de subsanación, se suspenda o deniegue tal práctica. En ningún caso prevé la le-
gislación hipotecaria una solicitud de información adicional que no implique una calificación formal, ca-
lificación que garantizará los correspondientes derechos del presentante o interesado mediante la oportuna
prórroga del asiento de presentación así como la posibilidad de entablar los correspondientes recursos con-
tra la misma. tratándose de un auto recaído en expediente de dominio, por el que se ordena reanudar el
tracto registral sobre determinada finca a favor del promotor, auto que es, por sí solo, título hábil para tal
inscripción (cfr. art. 201.6 de la L.h.), sin que pueda extenderse la calificación al estudio de los títulos de
adquisición justificativos del dominio y si efectivamente recaen sobre la totalidad del bien o sobre una
cuota indivisa del mismo, ateniéndose al sentido literal de las manifestaciones expresadas en el mencionado
mandamiento. debe recordarse que el art. 285.2 in fine del R.h., determina que «...sin que se pueda exigir
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al que promueva el expediente que determine ni justifique las transmisiones operadas desde la última ins-
cripción hasta la adquisición de su derecho». Consecuentemente este defecto debe ser revocado. del tes-
timonio del auto presentado no resulta si los titulares de derechos derivados de asientos de menos de treinta
años fueron oídos o si fueron citados, al menos, una vez personalmente. por lo que el documento no puede
inscribirse, pues, si bien es cierto, como ha dicho reiteradamente este Centro directivo (vid. Resoluciones
citadas en el «Vistos»), que el Registrador debe respetar y cumplir las resoluciones judiciales, no lo es
menos que tiene obligación de calificar si las personas que aparecen como titulares en el Registro han
tenido en el procedimiento las garantías necesarias para evitar su indefensión (cfr. art. 100 del R.h.).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14169.pdf

- R. 2-12–2015.- R.p. santiago dE CompostELa nº 1.-CONDICIÓN RESOLUTORIA EN GARANTÍA DE UNA PER-
MUTA POR OBRA FUTURA: CANCELACIÓN CONFORME ALART. 210.8 VERSUS 82.5 DE LA L.H. La naturaleza
de un negocio jurídico depende de la intención de los contratantes y de las declaraciones de voluntad que
lo integran y no de la denominación que le hayan atribuido las partes, siendo el contenido real del contrato
el que determina su calificación. La naturaleza de los contratos y su calificación no dependen de la que las
partes, e incluso los terceros, le atribuyan, aunque se consigne en el documento, sino que será la que in-
trínsecamente resulte del negocio. Como tiene declarado este Centro directivo en los supuestos de permuta
de finca por obra futura el derecho del cedente puede configurarse como real, si se constituye una comu-
nidad especial sobre el objeto cedido, o como un mero derecho personal en cuyo caso su reflejo registral
solo tendrá eficacia frente a terceros si se garantiza en alguna de las formas previstas en el art. 11 de la
L.h. (R. 13-7-2005). En este segundo supuesto, si la opción elegida es el pacto de condición resolutoria
explícita y el objeto de la prestación lo constituyen entidades determinadas de un edificio a construir, de-
berán ser individualizadas de forma que sea indubitado el contenido de la prestación. La interpretación te-
leológica de las disposiciones legales, unida al carácter ciertamente excepcional del sistema de cancelación
previsto en el art. 82.5.º de la L.h., reiterado por esta dirección general en distintas Resoluciones, entre
ellas la de 26-4-2006, que ha de ser objeto de interpretación restrictiva, permiten concluir que dicho artículo,
no es aplicable a la cancelación de condición resolutoria pactada para garantizar el cumplimiento de la
contraprestación en la permuta de finca por obra futura. El art. 210 de la L.h. (en la redacción dada por la
L. 13/2015) no se fundamenta directamente en la institución de la prescripción de las acciones, sino que
fija unos plazos propios, cuyo cómputo es estrictamente registral, con lo que más bien está regulando un
auténtico régimen de caducidad de los asientos, al exigir que «hayan transcurrido veinte años desde la
fecha del último asiento en que conste la reclamación de la obligación garantizada o, en su defecto, cuarenta
años desde el último asiento relativo a la titularidad de la propia garantía». En un supuesto como el del
presente expediente que no tiene encaje en el art. 82.5.º de la L.h., conforme a la R. 25-3-2014, ni tampoco
en la literalidad del art. 210.8, por cuanto este precepto está previsto para aquellos supuestos en los que no
conste en el Registro la fecha en que debió producirse el pago íntegro de la obligación garantizada, mientras
que en este caso el cumplimiento debió verificarse en el plazo de tres años desde la fecha de formalización
del contrato, 27-6-1990, podrá, no obstante solicitarse la cancelación cuando hayan transcurrido veinte
años desde la fecha del último asiento en que conste la reclamación de la obligación garantizada o, en su
defecto, cuarenta años desde el último asiento relativo a la titularidad de la propia garantía, sin perjuicio,
todo ello, de poder acudir a los procedimientos generales de los expedientes de liberación de cargas que
regula el mismo art. 210 de la L.h. en sus apartados anteriores.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14170.pdf

- R. 3-12–2015.- R.p. madRid nº 27.- PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA: TRACTO SUCESIVO. Es doctrina consoli-
dada de esta dirección general (cfr. Resoluciones citadas en «Vistos»),que la usucapión reconocida judi-
cialmente a favor de los actores constituye sin duda un título apto para la inscripción y el hecho de recaer
sobre una finca inscrita en absoluto impide que, tras la adquisición e inscripción por parte del titular registral
pueda pasar a ser dueño por usucapión un tercero mediante la posesión del inmueble en las condiciones
establecidas por la ley, ya que la inscripción del derecho en el Registro de la propiedad no dota al mismo
de imprescriptibilidad (cfr. art. 36 de la L.h.). El principio de tracto sucesivo, en su aplicación procesal y
registral, implica que los procedimientos, incluidos aquellos en los que se pretenda la declaración de ha-
berse adquirido por usucapión en los términos antes expresados, deben ir dirigidos contra el titular registral
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o sus herederos, y que esta circunstancia debe ser tenida en cuenta por el Registrador, al estar incluida
dentro del ámbito de calificación de documentos judiciales contemplado en el art. 100 del R.h. partiendo
de esta premisa básica, en el presente caso, el procedimiento se dirige de manera directa contra uno de los
titulares registrales (al cual pertenece de manera ganancial). Respecto del emplazamiento del otro titular,
su cónyuge, expresamente se recoge en el fundamento de derecho segundo de la sentencia, que había fa-
llecido hacía más de treinta años, y su herencia ha sido debidamente representada en el procedimiento me-
diante la intervención de doña f. d. t. de conformidad con lo dispuesto en el art. 100 del R.h., la
Registradora debe calificar el cumplimiento del tracto sucesivo, pero no puede cuestionar el fondo de la
resolución judicial, que ha valorado expresamente esta circunstancia con el debido emplazamiento del ti-
tular registral.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14171.pdf

- R. 4-12–2015.- R.p. paLma dE maLLoRCa nº 8.- RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL DE CÓNYUGES EX-
TRANJEROS: INTERPRETACIÓN DEL ART. 92 DEL REGLAMENTO HIPOTECARIO. La práctica y la doctrina de
este Centro directivo primero, y el art. 92 del R.h. desde la reforma de 1982, después, entendieron que lo
más práctico, en el caso de adquirentes casados cuyo régimen económico-matrimonial estuviera sometido
a una legislación extranjera, era no entender necesario expresar el régimen en la inscripción («con indicación
de este, si constare», expresa la disposición in fine de ese precepto reglamentario), difiriendo el problema
para el momento de la enajenación posterior, pues dicha expresión de régimen podía obviarse si después la
enajenación o el gravamen se hacía contando con el consentimiento de ambos (enajenación voluntaria), o
demandando a los dos (enajenación forzosa). por ello, el art. 92 del R.h., se limita a exigir, en este caso,
que se exprese en la inscripción que el bien se adquiere «con sujeción a su régimen matrimonial». sin em-
bargo, como así mismo se señaló en la R. 5-3-2007 y otras posteriores, esa norma, que no necesita de mayor
aclaración en el caso de tratarse de dos cónyuges extranjeros de la misma nacionalidad, pues su régimen
económico- matrimonial, a falta de pacto, será el régimen legal correspondiente a su ley nacional común,
necesita, en el caso de tratarse de dos esposos de distinta nacionalidad, la determinación de cuál sea la ley
aplicable a su régimen económico-matrimonial, de acuerdo con los criterios de conexión que determinan
las normas de conflicto de derecho internacional privado español contenidas en el art. 9.2 del Código Civil.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14172.pdf

- R. 9-12–2015.- R.p. iCod dE Los Vinos.- PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA: DEMANDA FRENTE A LA HERENCIA
YACENTE. Es doctrina consolidada de esta dirección general (cfr. Resoluciones citadas en «Vistos»),que
la usucapión reconocida judicialmente a favor de los actores constituye sin duda un título apto para la ins-
cripción y el hecho de recaer sobre una finca inscrita en absoluto impide que, tras la adquisición e inscrip-
ción por parte del titular registral pueda pasar a ser dueño por usucapión un tercero mediante la posesión
del inmueble en las condiciones establecidas por la ley, ya que la inscripción del derecho en el Registro de
la propiedad no dota al mismo de imprescriptibilidad (cfr. art. 36 de la L.h.). El principio de tracto sucesivo,
en su aplicación procesal y registral, implica que los procedimientos, incluidos aquellos en los que se pre-
tenda la declaración de haberse adquirido por usucapión en los términos antes expresados, deben ir dirigidos
contra el titular registral o sus herederos, y que esta circunstancia debe ser tenida en cuenta por el Regis-
trador, al estar incluida dentro del ámbito de calificación de documentos judiciales contemplado en el art.
100 del R.h. En el caso de este expediente se da la circunstancia además de que los demandados son, al
menos en parte, los herederos y causahabientes desconocidos del titular registral. En los casos en que in-
terviene la herencia yacente, la doctrina de este Centro directivo, impone que toda actuación que pretenda
tener reflejo registral deba articularse bien mediante el nombramiento de un administrador judicial, en los
términos previstos en los arts. 790 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, bien mediante la inter-
vención en el procedimiento de alguno de los interesados en dicha herencia yacente (RR.  27 de mayo y
12-7-2013, 8-5-2014 y 5-3-2015). Esta doctrina se ha matizado en los últimos pronunciamientos en el sen-
tido de considerar que la exigencia del nombramiento del defensor judicial debe limitarse a los casos en
que el llamamiento a los herederos desconocidos sea puramente genérico y no haya ningún interesado en
la herencia que se haya personado en el procedimiento considerando el Juez suficiente la legitimación pa-
siva de la herencia yacente.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14175.pdf
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- R. 9-12–2015.- R.p. aLCaLá dE hEnaREs nº 4.- CIRCUNSTANCIAS PERSONALES DE LA INSCRIPCIÓN: DATOS
DEL TRANSMITENTE. de la letra del art. 51,9ª del R.h. resulta que los requisitos de identificación de los ti-
tulares que deben constar en la nueva inscripción se predican no solo de quien va a ser el nuevo titular
sino también de quien trae causa. Las circunstancias de domicilio y documento de identidad, así como las
demás exigidas por el precepto citado, son por tanto exigibles para llevar a cabo la práctica del nuevo
asiento encontrando su fundamento en el más perfecto enlace entre la titularidad publicada hasta ahora y
la que va a serlo en el futuro, propiciando así la más perfecta identificación tanto del transmitente del de-
recho como del transmisario y nuevo titular. ahora bien, como ha declarado este Centro directivo en di-
versas resoluciones la falta de dichos datos puede suplirse mediante instancia suscrita por el interesado
cuya firma conste legitimada notarialmente o ante el Registrador.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14176.pdf

- R. 9-12–2015.- R.p. paLma dE maLLoRCa nº 5.- PLUSVALÍA: ACREDITACIÓN EXIGIDA POR EL ART. 254 DE
LA L.H. Como pusiera de relieve la Resolución de este Centro directivo de 6-5-2015, en los supuestos de
transmisión de bienes inmuebles (vid. R. 28-8-2013 y posteriores citadas en los «Vistos»), desde la modi-
ficación del art. 254 de la L.h. llevada a cabo por la L. 16/2012, de 27 de diciembre, para poder practicar
la inscripción en el Registro de la propiedad se precisará la justificación de haber presentado la autoliqui-
dación del impuesto sobre el incremento de Valor de los terrenos de naturaleza urbana o la declaración
del mismo o la comunicación que el adquirente debe hacer al ayuntamiento, aun no siendo sujeto pasivo
(art. 110 del t.R. de la Ley de haciendas Locales). no basta sin embargo acreditar la mera remisión de un
documento de autoliquidación o de declaración sino que es preciso, como resulta de la dicción del propio
art. 254.5, que la acreditación comprenda el hecho de la recepción por la administración tributaria com-
petente (vid. R. 3-3-2012, entre otras, en relación con los arts. 119 y 120 de la Ley general tributaria).
Como resulta de los hechos no consta acreditado el pago de la cuota tributaria por lo que no puede consi-
derarse acreditada la presentación de la autoliquidación a los efectos del art. 254 de la L.h. nada hay en
el expediente que acredite que el obligado tributario ha llevado a cabo la declaración a que se refiere el
art. 110 de la Ley de haciendas Locales ni nada hay que acredite que dicha declaración ha sido recibida
por la administración competente (vid. RR.  28-8, 15-11 y 7-12-2013), ni nada que acredite que la admi-
nistración ha llevado a cabo un acto de liquidación como nada hay que acredite que la administración
haya notificado al sujeto pasivo la liquidación consecuencia de la declaración. El único documento aportado
a los efectos del art. 254 de la L.h. es un documento de autoliquidación cuya cuota no resulta pagada por
ninguno de los medios que el propio documento establece. Consecuentemente el documento no acredita,
a los efectos del art. 110.4 de la Ley de haciendas Locales en relación al art. 254.4 de la L.h., que se hayan
cumplido los trámites precisos para considerar que existe autoliquidación como no acredita la existencia
de una previa declaración tributaria.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14177.pdf

- R. 10-12–2015.- R.p. maRBELLa nº 3.- DERECHO DE USO Y HABITACIÓN: HIPOTECA. La doctrina mayoritaria
admite la transmisibilidad del derecho de uso si así se ha dispuesto en el título constitutivo, sobre la base
de que el art. 525 del Código Civil no es ius cogens. En consecuencia la prohibición establecida en el art.
108.3 de la L.h. que impide su hipoteca, como proyección de la prohibición de su enajenación, no se apli-
cará a los derechos de uso y habitación que sean transmisibles por título constitutivo. por tanto para trans-
mitir estos derechos será necesario que se haya previsto así en el título constitutivo o que posteriormente
se establezca en un nuevo convenio. mismo planteamiento cabe aplicarse a la posibilidad de hipotecar el
derecho de uso y habitación. En este sentido el art. 108.3 de la L.h. señala que no se podrán hipotecar el
uso y la habitación. En cambio la doctrina moderna señala que los derechos de uso y habitación se pueden
hipotecar, no en todo caso, pues la prohibición del art. 108 de la L.h. es clara, sino solo cuando, en los
mismos términos que para su transmisión, el título permita su enajenación y aunque no se diga expresa-
mente, el título constitutivo está también autorizado su sujeción a hipoteca. En el presente caso, en el
propio título constitutivo no se menciona expresamente la posibilidad del usuario de trasmitir o hipotecar
el derecho de uso, pero posteriormente comparecen el propietario de la finca-cedente del uso y el titular
del derecho de uso y habitación para constituir una hipoteca sobre la finca. El criterio de que si los titulares
de los derechos de uso y habitación consintieron la constitución de una hipoteca, lleva consigo la extinción
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de tales derechos en caso de ejecución de la hipoteca está recogido en algunas de las legislaciones civiles
especiales y en la doctrina del t.s.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14178.pdf

- R. 10-12–2015.- R.p. sEViLLa nº 2.- CONDICIÓN RESOLUTORIA: REQUISITOS DE EJERCICIO. ha indicado
este Centro directivo en multitud de ocasiones que la reinscripción a favor del vendedor, cuando es con-
secuencia del juego de la condición resolutoria expresa pactada, está sujeta a rigurosos controles que sal-
vaguardan la posición jurídica de las partes. tiene declarado que: 1.º debe aportarse el título del vendedor
(cfr. art. 59 del R.h.; 2.º La notificación judicial o notarial hecha al adquirente por el transmitente de
quedar resuelta la transmisión, siempre que no resulte que el adquirente requerido se oponga a la resolución
invocando que falta algún presupuesto de la misma; 3.º El documento que acredite haberse consignado en
un establecimiento bancario o caja oficial el importe percibido que haya de ser devuelto al adquirente o
corresponda, por subrogación real, a los titulares de derechos extinguidos por la resolución (art. 175.6.ª
del R.h.). a la vista de esta doctrina, en el presente caso se trata de decidir, si existiendo acuerdo entre las
partes que hace, por tanto, innecesario tanto la práctica de requerimiento como la valoración del incum-
plimiento y no existiendo cantidad alguna que entregar al comprador al ser retenido todo lo ya entregado
al vendedor en base a la cláusula penal pactada, sigue siendo precisa la consignación prevista en el art.
175.6.ª del R.h. La doctrina jurisprudencial ha señalado que si bien la existencia de terceros adquirentes
del dominio o de otros derechos reales limitados sobre la finca no constituye, en sentido técnico procesal,
una situación de litisconsorcio pasivo necesario (vid. s.t.s. 18-9-1996), estos terceros, por ser afectados
de forma refleja o mediata, deben tener la posibilidad de intervenir en el proceso (intervención adhesiva y
voluntaria), para lo que es necesario que, al menos, se les haya notificado la existencia del procedimiento
cuando, con carácter previo a la inscripción o anotación de su derecho, no se hubiere dado publicidad a la
pendencia del procedimiento mediante la oportuna anotación preventiva de la demanda (cfr. art. 42, número
1, de la L.h.). El art. 175.6.ª del R.h. impone la consignación o depósito del precio íntegro de la compra-
venta a favor de los titulares de derechos posteriores, aunque no haya entrega de dinerario, en cuanto tal
precio pasará a ocupar, por subrogación real, la posición jurídica que tenía el inmueble de modo que los
derechos que antes recaían sobre el inmueble, recaigan ahora sobre el precio. no obstante, a solicitud del
interesado de inscripción parcial, como ya dijera esta dirección general (cfr. Resolución 20-12-1999),
nada se opone a que, sin perjuicio de la subsistencia de la referida carga, pueda reinscribirse a favor del
vendedor, pues la voluntad de ambas partes a la resolución del inicial contrato de compraventa, tiene vir-
tualidad suficiente para provocar la resolución.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14179.pdf

- R. 10-12–2015.- R.p. VitoRia nº 3.- HIPOTECA: CLÁUSULA SUELO ATIPO CERO. La cuestión que se plantea
en el recurso consiste en determinar si en un  préstamo hipotecario a interés variable en que se pacte como
cláusula: «dada la naturaleza jurídica de esta operación y de acuerdo con los arts. 1.740 del Código Civil
y 315 del Código de Comercio, el interés es la retribución a Bankinter por el  préstamo concedido y por
tanto solo puede devengarse a favor de Bankinter como prestamista. por tanto, si en algún momento la
suma del tipo de referencia y diferencial personalizado generara un resultado negativo, ello no podría
nunca entenderse como un derecho del prestatario a percibir ningún importe como retribución o por cual-
quier otro concepto»., es precisa la confección de la expresión manuscrita por parte del deudor de com-
prender los riesgos que asume en presencia de dicha cláusula, a que se refiere el art. 6 de la L. 1/2013, de
14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda
y alquiler social, siempre que se den, como ocurre en el presente caso, los presupuestos de aplicación de
la misma. Cuestión distinta, por tanto, a la del control de contenido o abusividad es la relativa a la trans-
parencia de las cláusulas contractuales. sobre tal extremo el Registrador, como señala la Resolución de
esta dirección general de 13-9-2013, no solo puede sino que debe comprobar si han sido cumplidos los
requisitos de información establecidos en la normativa vigente, pues se trata de un criterio objetivo de va-
loración de dicha transparencia. así, frente a la opinión del notario recurrente, que defiende una interpre-
tación restrictiva del indicado artículo, debe prevalecer una interpretación extensiva pro-consumidor en
coherencia con la finalidad legal de favorecer respectivamente la información, comprensibilidad y la pro-
tección de los usuarios de servicios financieros (vid. R. 29-9-2014). La alegación por el notario recurrente
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de que la cláusula discutida, no constituye una cláusula suelo del cero por ciento sino una cláusula aclara-
toria de la naturaleza del contrato de  préstamo que se firma, ya que aunque no existiera, este no podría
generar intereses negativos porque en tal caso vería alterada su naturaleza jurídica y, por tanto, esta acla-
ración no puede provocar la exigencia de la constancia de la expresión manuscrita, tampoco puede admi-
tirse. por todo lo cual, concurriendo todos los presupuestos de aplicación del art. 6 de la L. 1/2013 como
son haberse hipotecado una vivienda, ser un profesional el prestamista y una persona física el prestatario,
y constatarse una limitación a la baja de la variabilidad del tipo de interés pactada, aunque sea por la vía
del no devengo, sin concurrir un límite equivalente de variabilidad al alza; esta dirección general ha acor-
dado desestimar el recurso y confirmar la nota de calificación.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14180.pdf

- RR.11-12–2015.- R.p. ELChE nº 3.- REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: ART. 98 DE LA L. 24/2001. debe rei-
terarse una vez más por este Centro directivo que la calificación registral del «juicio notarial de suficiencia
de la representación» se encuentra regulada por la dicción del art. 98 de la L. 24/2001, y el alcance dado
al mismo por la s.t.s. 23-9-2011, a la existencia del juicio notarial, de la reseña identificativa del docu-
mento del que nacen las facultades representativas, de la expresión de que al notario le ha sido exhibida
copia auténtica de dicho documento, y a la congruencia del juicio con el contenido de la escritura. se en-
tiende que hay falta de congruencia del juicio notarial si el notario utiliza expresiones genéricas, ambiguas
o imprecisas, así como cuando usa fórmulas de estilo que se circunscriben a afirmar que la representación
es suficiente para el acto o negocio documentado o para la ratificación que se realiza, en vez de referirse
de forma concreta y expresa al tipo de negocio que en la escritura se formaliza o al que se refiere la ratifi-
cación (vid., entre otras, las RR.  4-6-2012 y 22-2 y 9-7-2014); o si el notario realiza un juicio incompleto
o si el juicio notarial es erróneo, bien por resultar así de la existencia de alguna norma que exija algún re-
quisito añadido como, por ejemplo, un poder expreso y concreto en cuanto a su objeto, bien por inferirse
el error de los datos contenidos en la misma escritura que se califica, u obrantes en el propio Registro de
la propiedad o en otros registros públicos que el notario y el Registrador de la propiedad pueden consultar.
En el presente caso, sin embargo, el notario emite su juicio de suficiencia utilizando una formula inconcreta
(«suficiente para otorgar la presente escritura», escritura que por lo demás no califica limitándose a desig-
narla en el encabezamiento como de «elevación a público de documento privado»). dado que existen dos
actos distintos, uno el contrato propiamente dicho de cesión y otro de elevación a documento público de
tal contrato, debería el notario fundamentar con claridad el juicio de suficiencia emitido.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14182.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14183.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14184.pdf

- R. 14-12–2015.- R.p. madRid nº 32.- SOCIEDADES MERCANTILES: ACTIVOS ESENCIALES. CALIFICACIÓN
REGISTRAL: OBJETO. En el presente caso, lo que se presenta en el Registro después de la escritura calificada
son dos actas (de notificación y requerimiento), a instancia de uno de los dos administradores solidarios
de la sociedad vendedora, con objeto de poner en conocimiento de la Registradora que el bien enajenado
constituye activo esencial de la sociedad, al ser el único inmueble que forma parte del patrimonio social.
tales documentos no constituyen en modo alguno títulos inscribibles, circunstancia que por sí sola lo ex-
cluye de presentación en el Libro diario, sin que por tanto puedan ser tenidos en cuenta por la Registradora
en el ejercicio de su función calificadora, pues conforme al art. 18 de la L.h., los Registradores calificarán
las escrituras públicas, «por lo que resulte de ellas y de los asientos del Registro». La norma del art. 160.f),
que atribuye a la junta general competencia para deliberar y acordar sobre «la adquisición, la enajenación
o la aportación a otra sociedad de activos esenciales», fue incorporada a la Ley de sociedades de Capital
mediante la L. 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica aquella para la mejora del gobierno cor-
porativo. aun cuando no se puede afirmar que constituyan actos de gestión propia de los administradores
la adquisición, enajenación o la aportación a otra sociedad de activos esenciales, debe tenerse en cuenta
que el carácter esencial de tales activos escapa de la apreciación del notario o del Registrador, salvo casos
notorios –y aparte el juego de la presunción legal si el importe de la operación supera el veinticinco por
ciento del valor de los activos que figuren en el último balance aprobado–. por ello, es muy difícil apreciar
a priori si un determinado acto queda incluido o no en el ámbito de facultades conferidas a los represen-
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tantes orgánicos de la sociedad o, por referirse a activos esenciales, compete a la junta general; y no puede
hacerse recaer en el tercero la carga de investigar la conexión entre el acto que va a realizar y el carácter
de los activos a los que se refiere. Cabe concluir, por tanto, que aun reconociendo que, según la doctrina
del tribunal supremo transmitir los activos esenciales excede de las competencias de los administradores,
debe entenderse que con la exigencia de esa certificación del órgano de administración competente o ma-
nifestación del representante de la sociedad sobre el carácter no esencial del activo, o prevenciones análo-
gas, según las circunstancias que concurran en el caso concreto, cumplirá el notario con su deber de
diligencia en el control sobre la adecuación del negocio a legalidad que tiene encomendado; pero sin que
tal manifestación pueda considerarse como requisito imprescindible para practicar la inscripción, en aten-
ción a que el tercer adquirente de buena fe y sin culpa grave debe quedar protegido también en estos casos
(cfr. art. 160.f Ley de sociedades de Capital); todo ello sin perjuicio de la legitimación de la sociedad para
exigir al administrador o apoderado la responsabilidad procedente si su actuación hubiese obviado el ca-
rácter esencial de los activos de que se trate.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14307.pdf

- R. 14-12–2015.- R.p. VaLLadoLid nº 5.- PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE HIPOTECA: FORMA DE HACER
EL REQUERIMIENTO AL DEUDOR. La R. 9-7-2015 en un supuesto en que la notificación se realizó en la sede
social y en la persona del representante legal de la entidad deudora, ha considerado correcto que, cuando
no resulta posible al Juzgado verificar la notificación y el requerimiento en el domicilio que aparece en el
Registro, sea válida la efectuada en el domicilio real del deudor, puesto que si bien no ha cumplido estric-
tamente la previsión legal no cabe duda que el deudor fue requerido en su verdadero domicilio, con todas
las garantías para él, resultando indudable que se ha cumplido plenamente la finalidad del requerimiento
en su doble aspecto de invitación al pago y de anuncio o notificación del procedimiento judicial. también
ha señalado en la más reciente de 14-10-2015, que, dada la trascendencia que tiene la correcta realización
de esta notificación en el domicilio real del deudor cuando no resulta posible al Juzgado verificar la noti-
ficación y el requerimiento en el domicilio que aparece en el Registro, deben adoptarse las garantías ne-
cesarias para asegurar que la misma se realiza personalmente con el ejecutado, a fin de evitar la indefensión
proscrita en el art. 24 de la Constitución. En este supuesto en que la notificación se está realizando en un
domicilio diferente al consignado en la escritura, tratándose de sociedades mercantiles exige que la dili-
gencia de notificación se lleve a efecto con los administradores de la sociedad, que son quienes ostentan
la representación de la misma, o, en su defecto, con un apoderado que tenga facultades suficientes al res-
pecto (vid. R. 5-3-2014) o persona que actúe como autorizada por la persona jurídica para recibir requeri-
mientos o notificaciones en su interés (cfr. por analogía el art. 686 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, según
redacción dada por la L. 19/2015, de 13 de julio).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14308.pdf

- R. 14-12–2015.- R.p. aLiCantE nº 4.- PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE HIPOTECA: PROCEDIMIENTO EJE-
CUTIVO ORDINARIO. instado procedimiento ejecutivo ordinario contra determinados deudores a consecuen-
cia del impago de una obligación garantizada con hipoteca se acuerda por el Juzgado, a instancia del actor,
llevar a cabo la ejecución de la hipoteca dentro del mismo procedimiento a cuyo efecto se ordena la expe-
dición de dominio y cargas prevista en el art. 688 de la Ley de Enjuiciamiento Civil así como la práctica
al margen del asiento de hipoteca de nota marginal. El Registrador suspende porque entiende que de con-
formidad con el art. 143 del R.h. es preceptiva la previa práctica de anotación preventiva de embargo. El
recurrente entiende lo contrario. En nuestro ordenamiento jurídico, el embargo es un acto procesal mediante
el que se afecta un bien concreto a las resultas del procedimiento en que se decreta con la finalidad de ga-
rantizar su resultado. no tiene como finalidad constituir una garantía directa y exclusiva a favor del crédito
que lo motiva por lo que no altera su naturaleza personal (vid. RR. 23 y 24-4-1996 y 23-9-2008). ni el
crédito muda su naturaleza convirtiéndose en real por el hecho del embargo ni este recibe de aquél prefe-
rencia alguna (R. 15-12-1994). Respecto a la necesidad de practicar embargo cuando se ejecuta la hipoteca
por el procedimiento de ejecución ordinaria, así lo presupone el art. 127 de la L.h. cuando en relación a
los terceros poseedores se establece que «cada uno de los terceros poseedores, si se opusiere, será consi-
derado como parte en el procedimiento respecto de los bienes hipotecados que posea, y se entenderán
siempre con el mismo y el deudor todas las diligencias relativas al embargo y venta de dichos bienes...».

Bol. Colegio Registradores, núm. 24— 1060 —



Este mismo criterio ha sido defendido por esta dirección general en RR. 10-12-1997 y 23-7-1999. para
evitar estos efectos distorsionadores, como dijera la misma Resolución, resulta preciso que desde el primer
momento (el mandamiento de anotación), se ponga de manifiesto en el Registro de la propiedad que el
crédito que da lugar a la ejecución es el crédito garantizado con la hipoteca que es, de ese modo, objeto de
realización. a la luz de las consideraciones anteriores el recurso debe ser desestimado pues como ha que-
dado suficientemente motivado, ejercitada la acción de ejecución de la hipoteca inscrita por la vía del pro-
cedimiento ejecutivo ordinario debe exigirse, para poder extender la nota marginal prevista en el art. 656
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la previa anotación de embargo sobre el bien ejecutado. así lo impone
el art. 143 del R.h., cuando determina que «...no procederá la extensión de esta nota si antes no se ha
hecho la anotación preventiva del embargo correspondiente».
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14309.pdf

- R. 15-12–2015.- R.p. zafRa.- NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN FISCAL: CONSTANCIA EN LA ESCRITURA. La
exigencia de constancia en la escritura calificada (cfr. R. 28-7-2014) del número de identificación fiscal,
impuesta por el art. 23 de la Ley del notariado, y lo defectuoso de la misma, determinado por el art. 254
de la L.h., para el caso de omisión, imponen la suspensión de la inscripción hasta que se presente en el
Registro una escritura en la que consten todos los números de identificación fiscal.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14310.pdf

- R. 15-12–2015.- R.p. LEON Nº 4. NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN FISCAL: CONSTANCIA EN LA ESCRITURA. Es
doctrina de este Centro directivo que la claridad con que se expresa el párrafo tercero del art. 202 de la
L.h. no deja duda acerca de la imposibilidad de inscribir el testimonio de un auto de expediente de dominio
para la reanudación del tracto interrumpido cuando, como ocurre en este caso, la última inscripción de do-
minio tiene menos de treinta años y no consta que el titular o sus causahabientes hayan sido notificados
tres veces, una de ellas al menos personalmente, sin que sea suficiente para tener por cumplido este requisito
la mera mención genérica realizada en el auto a la observancia de lo dispuesto en la regla 3.ª del art. 201
y a lo previsto en el art. 202 de la L.h. se impone una interpretación restrictiva de las normas relativas al
expediente de reanudación del tracto y en especial de las que definen la propia hipótesis de interrupción
de tracto, de modo que solo cuando efectivamente concurra esta hipótesis y así resulte del auto calificado,
puede accederse a la inscripción. de ahí que no se admita la posibilidad de reanudación de tracto sucesivo
a través de expediente de dominio cuando el promotor sea causahabiente del titular registral ya que en
tales casos no hay verdadero tracto interrumpido y lo procedente es aportar el título de adquisición.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14311.pdf

- R. 16-12–2015.- R.p. RoquEtas dE maR nº 1. REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: ARTÍCULO 98 DE LA LEY
24/2001. debe reiterarse una vez más por este Centro directivo que la calificación registral del «juicio
notarial de suficiencia de la representación» se encuentra regulada por la dicción del art. 98 de la L.
24/2001, y el alcance dado al mismo por la sentencia del tribunal supremo de 23-9-2011, a la existencia
del juicio notarial, de la reseña identificativa del documento del que nacen las facultades representativas,
de la expresión de que al notario le ha sido exhibida copia auténtica de dicho documento, y a la congruencia
del juicio con el contenido de la escritura. se entiende que hay falta de congruencia del juicio notarial si
el notario utiliza expresiones genéricas, ambiguas o imprecisas, así como cuando usa fórmulas de estilo
que se circunscriben a afirmar que la representación es suficiente para el acto o negocio documentado o
para la ratificación que se realiza, en vez de referirse de forma concreta y expresa al tipo de negocio que
en la escritura se formaliza o al que se refiere la ratificación (vid., entre otras, las RR. 4-6-2012 y 22 de fe-
brero y 9-7-2014); o si el notario realiza un juicio incompleto o si el juicio notarial es erróneo, bien por
resultar así de la existencia de alguna norma que exija algún requisito añadido como, por ejemplo, un poder
expreso y concreto en cuanto a su objeto, bien por inferirse el error de los datos contenidos en la misma
escritura que se califica, u obrantes en el propio Registro de la propiedad o en otros registros públicos que
el notario y el Registrador de la propiedad pueden consultar. En el presente expediente lo que ocurre es
que en el momento de practicarse la calificación por la Registradora y valorar la congruencia de la reseña
y del juicio de suficiencia emitido por la notaria, con el negocio jurídico celebrado (compraventa) se ha
incorporado a la escritura una diligencia que desvirtúa lo dicho en la intervención de la escritura.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14312.pdf
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- R. 16-12–2015.- R.p. sant Boi dE LLoBREgat.- CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES: FORMA.
ARRENDAMIENTOS URBANOS: INSCRIPCIÓN SOBRE PARTE DE FINCA.ante la alegación de la recurrente, de
que se trata de un arrendamiento sujeto al iVa y no a transmisiones patrimoniales, hay que afirmar que,
conforme la reiterada doctrina de este Centro directivo («Vistos»), no corresponde al Registrador calificar
si el acto inscribible está sujeto a transmisiones patrimoniales o actos jurídicos documentados, por ser
competencia del órgano liquidador competente. y aun así, falta la acreditación de la no sujeción del derecho
al impuesto de transmisiones patrimoniales, lo que llevaría consigo en este caso, a la sujeción al impuesto
de actos Jurídicos documentados por cumplirse los requisitos art. 31.2 del t.R. de la Ley del impuesto
sobre transmisiones patrimoniales y actos Jurídicos documentados -primera copia de escritura pública,
objeto valuable y acto o contrato inscribible-. En consecuencia no se puede más que confirmar este defecto
señalado en la calificación. hemos de recordar que el apartado 1 del art. 3 del Real decreto 297/1996, de
23 de febrero, relativos a la inscripción de arrendamientos urbanos en el Registro de la propiedad, señala
que «cuando la finca arrendada conste inscrita bajo folio registral independiente, se consignarán por el
notario, incluso si no aparecen reflejados en el documento privado del contrato, todos los datos sobre la
población, calle, número y situación dentro del edificio de la finca arrendada, superficie y linderos de
esta». y en el apartado 2 del mismo art. 3, se dice que «si la finca arrendada no coincide con la que tiene
abierto folio registral y es una parte de esta, se describirá aquella con las mismas circunstancias expresadas
en el apartado anterior, pero no será necesario describir el resto del edificio o vivienda». por su parte, el
apartado 2 del art. 6 del mismo Real decreto establece que «no será obstáculo que suspenda la inscripción
del contrato la circunstancia de que la finca arrendada no forme folio registral independiente en el Registro,
siempre que el edificio en su conjunto o la totalidad de la finca figuren inscritos a nombre del arrendador.
Bastará en este caso, sin necesidad de segregación o de constitución previa de la propiedad horizontal, que
la finca arrendada haya quedado suficientemente delimitada con expresión de su superficie, situación y
linderos».
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14313.pdf

- R. 16-12–2015.- R.p. CóRdoBa nº 2.- OPCIÓN DE COMPRA: EJERCICIO. El primero de los defectos impug-
nados, relativo a las facultades de la representante de la entidad acreedora para expedir la certificación
acreditativa de la cantidad pendiente del préstamo hipotecario, no puede mantenerse. adviértase que la
certificación incorporada no es sino un mero elemento auxiliar, o complementario si se prefiere, con fina-
lidad de determinar el precio que ha de satisfacer el optante caso de ejercitar la opción, y precisamente la
forma de pago convenida precisa, para que no pueda haber dudas de su exacta determinación, la colabo-
ración de la entidad acreedora del préstamo con garantía hipotecaria certificando su importe, algo que ya
se había realizado y acreditado de manera suficiente en la segunda escritura. por ello tiene razón el recu-
rrente cuando afirma que, a la vista de la primera certificación, el Registrador tiene a su disposición, según
reiterada doctrina de este Centro directivo, un medio adicional de calificación, cual es la consulta telemática
de los asientos del Registro mercantil (cfr. la R. 23-4-2014), por lo que es incongruente la afirmación que
realiza el Registrador en el sentido de que el juicio de suficiencia de tal representación le corresponde ha-
cerlo a él dado que el notario no es autorizante del documento (y si el poder con el que actúa no está
inscrito en el Registro mercantil aportar copia autorizada del mismo); precisamente porque podría haber
consultado el Registro mercantil, aunque no sería necesario, toda vez que lo único relevante es si el certi-
ficante tiene facultades para certificar lo que aparece en un mero documento complementario del título, y
eso ya lo había aseverado bajo su fe el notario, con lo que de este modo quedaba perfectamente clarificado
un aspecto determinante y esencial del negocio jurídico cual era el importe de la prestación que debía sa-
tisfacer el optante. La subrogación en la obligación personal garantizada con la hipoteca (cfr. art. 118 de
la L.h.), para que surta efecto liberatorio para el primer deudor, ha de contar con el consentimiento del
acreedor, consentimiento que puede ser expreso o tácito y operar así plenamente al margen del Registro.
no obstante, la virtualidad de ese consentimiento no afecta a la operativa propia que conlleva el ejercicio
de la opción respecto de los asientos posteriores, toda vez que no es decisivo que, en supuestos como el
presente, haya subrogación en sentido estricto o simple descuento o retención de la carga hipotecaria. Re-
párese, en segundo lugar, en que lo decisivo es que el adquirente-optante ha de hacer efectivo el pago del
préstamo garantizado con la hipoteca que grava la finca, la cual es de rango preferente respecto del derecho
de opción ejercitado, con las consecuencias que de ello se derivan para los derechos reflejados tabular-
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mente, como posteriormente se indicará. por ello, que se esté ante una subrogación, ante una retención, o
ante un descuento, deviene irrelevante para la dinámica de la opción y sus consecuencias respecto de de-
rechos posteriores, de modo que carecen igualmente de fundamento las objeciones expresadas por el Re-
gistrador en el defecto segundo de la nota de calificación. una vez ejercitado un derecho de opción de
compra puede solicitarse la cancelación de las cargas que hubiesen sido inscritas con posterioridad al
reflejo registral del mismo pues no otra cosa significa la transcendencia real de la opción. Como ha reiterado
este Centro directivo, para que no sea necesaria la consignación a favor de acreedores posteriores, la su-
brogación o descuento en la hipoteca anterior no puede superar a las correspondientes coberturas hipote-
carias. En caso contrario, descuento o subrogación en cantidades superiores, debe consignarse la diferencia.
Cabe concluir, a sensu contrario, que sí que puede practicarse la cancelación de las cargas posteriores sin
consignación a favor de sus titulares si las cantidades descontadas, al ser indubitadas, pueden considerarse
acreditadas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14314.pdf

B. REgistRo mERCantiL. Ana del Valle Hernández, Registradora Mercantil.

- R. 16-11-15.- R.m. puERto dEL RosaRio.- REDUCCION DE CAPITAL. MIXTA: POR PÉRDIDAS, PARA CONS-
TITUIR RESERVA LEGAL Y VOLUNTARIA. se trata de un acuerdo de una operación de reducción del capital
de una sociedad limitada de carácter mixto: por pérdidas, para dotar la reserva legal y para constituir re-
servas voluntarias. La Resolución hace un interesante recorrido por su doctrina anterior sobre este tema. 

La reducción por pérdidas exige que la sociedad carezca de cualquier tipo de reservas pues, si bien en
este caso el activo social no varía, sí que posibilita que se puedan distribuir los beneficios futuros entre los
socios, en lugar de ir destinados necesariamente a cubrir las pérdidas acumuladas. por su parte, la reducción
del capital con creación de reserva legal, por su indisponibilidad constituye un complemento del capital
social como cifra de retención de elementos patrimoniales y, a la vez, sirve de protección de éste frente a
pérdidas en tanto en cuanto se deben imputar antes a las reservas que al capital. En cuanto a la reducción
para constituir reserva voluntaria, en el caso ahora contemplado a la reserva voluntaria constituida no se le
ha atribuido carácter indisponible, por lo que es evidente que la posición de los acreedores sociales queda
menoscabada. por ello, a falta de la vinculación que se derivaría de la indisponibilidad de la reserva cons-
tituida (al menos en términos análogos a los establecidos en el art. 332.1 de la Ley de sociedades de capital),
sólo cabe admitir la inscripción solicitada cuando voluntariamente se dispongan medidas tuitivas como el
reconocimiento estatutario a los acreedores de un derecho de oposición o la garantía que para los mismos
constituya la responsabilidad de los socios, bien establecida estatutariamente o bien asumida por estos. 
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13359.pdf

- R. 18-11-15.- R.m. aLiCantE iV.- CUENTAS ANUALES. SOLICITUD DE MINORITARIO. REVOCACIÓN DE NOM-
BRAMIENTO DE AUDITOR VOLUNTARIO. Como tiene declarado reiteradamente el centro directivo, para que
la designación voluntaria de auditoría pueda enervar el derecho del socio minoritario a la verificación con-
table se deben cumplir dos condiciones concurrentes: a) que sea anterior a la presentación en el Registro
mercantil de la instancia del socio minoritario solicitando el nombramiento registral de auditor, y b) que
se garantice el derecho del socio al informe de auditoría, lo que solo puede lograrse mediante la inscripción
del nombramiento, mediante la entrega al socio del referido informe o bien mediante su incorporación al
expediente. inscrito el nombramiento de auditor voluntario el depósito de las cuentas sólo puede llevarse
a cabo si vienen acompañadas del oportuno informe de verificación.

En el supuesto analizado, el Registrador rechazó la solicitud del socio minoritario de que se procediese al
nombramiento de auditor al existir inscripción de auditor voluntario por acuerdo social. posteriormente la so-
ciedad revoca el nombramiento de auditor voluntario y el Registrador cancela el asiento en el folio correspon-
diente. por ello concluye la Resolución que, si calificó positivamente la cancelación del nombramiento del
auditor, sin cuestionar la revocación de ese nombramiento ni plantear entonces si el interés protegible del socio
minoritario quedaba salvaguardado, no puede ahora actuar como si dicha cancelación no se hubiese producido.
no existe ya obstáculo registral alguno para el depósito de las cuentas, sin acompañar informe de auditor.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/09/pdfs/BOE-A-2015-13367.pdf
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- R. 23-11-2015.- R.m. aLiCantE ii.- AUMENTO DE CAPITAL. RECTIFICACIÓN. inscrita la sociedad con una
determinada cifra de capital, las alteraciones, al alza o a la baja, cualquiera que sea la causa, sólo pueden
hacerse valer frente a terceros cuando exista el correspondiente acuerdo social adoptado con los requisitos
previstos en la Ley para el aumento o reducción de capital social, según el caso. 

La legislación vigente no contempla la rectificación de la cifra de capital social fijada en los estatutos
inscritos por causa de la revisión de las valoraciones efectuadas de las aportaciones no dinerarias. 

desde el punto de vista contable, si como consecuencia de una revisión posterior el valor razonable de
las aportaciones resulta inferior al que se estableció, el saldo de la rectificación en la valoración será im-
putado al neto, mediante el apunte compensatorio en una cuenta de reservas que se carga o abona según
proceda y de acuerdo con el sentido de la revisión al alza o a la baja de los valores.

desde una perspectiva societaria, existe una situación irregular en que el capital social no está totalmente
desembolsado. sin perjuicio de la posibilidad de realizar nuevas aportaciones dinerarias o no dinerarias
para cubrir el déficit y sin perjuicio, también y en todo caso, de la aplicación del régimen de responsabilidad
solidaria por la realidad de las aportaciones ex art. 77 de la Ley de sociedades de Capital; la sociedad no
puede rebajar la cifra de capital social inscrito en perjuicio de terceros sin respetar requisitos previstos en
la Ley para la reducción del capital: ya sea una reducción por pérdidas ex arts. 320 y siguientes de la Ley
de sociedades de Capital (entre ellas, las que se afloran en esa «reserva negativa» derivada de la subsana-
ción de errores; el auditor verifica el balance que sirve de base a la reducción ex art. 323 de la Ley de so-
ciedades de Capital); ya sea una reducción por restitución de aportaciones ex arts. 329 a 331 de la Ley de
sociedades de Capital (el socio aportante responde de la diferencia como si se tratara de una devolución)
o por amortización acordada de las consiguientes participaciones y con dotación de la reserva de capital
amortizado ex arts. 140.1.b y 141.1 de la Ley de sociedades de Capital. 
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13710.pdf

- R. 24-11-2015.- R.m. sEViLLa iii.- CUENTAS. JUNTA. CONVOCATORIA. AUDITOR A SOLICITUD DE LA MI-
NORÍA. En los supuestos de convocatoria por medios privados, como ocurre en este caso en que los estatutos
establecen que se realice mediante comunicación individual y escrita remitida por carta certificada con
aviso de recibo o por conducto notarial, debe acreditarse la fecha y el modo en que ha sido realizada la
convocatoria para que el Registrador puede calificar su regularidad.

no puede accederse al depósito de las cuentas si no se acompaña el preceptivo informe de auditoría re-
alizado por el auditor nombrado e inscrito en el Registro mercantil a solicitud de la minoría. mientras esa
inscripción siga vigente, el registrador debe calificar en función de su contenido.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13714.pdf

- R. 25-11-2105.- R.m. madRid Vi.- CUENTAS. CONSOLIDADAS. AUDITOR. INFORME. En el caso de que se
formulen cuentas consolidadas aunque sea de forma voluntaria por sociedad que no está legalmente obli-
gada a ello, debe designarse auditor y acompañar su informe de auditoría al depositar las cuentas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13715.pdf

- R. 26-11-2015.- R.m. muRCia i.- JUNTA. CONVOCATORIA. FORMA. Como ya tiene declarado la d.g.R.n.,
el régimen legal de la convocatoria tiene carácter imperativo y los estatutos sólo pueden modificarlo dentro
de los límites que la propia Ley establece. si existe cambio normativo que afecte en todo o en parte a los
estatutos sociales la nueva norma se impone sobre su contenido por la simple fuerza de la Ley. por, si no
existe previsión estatutaria o esa previsión es contraria a la previsión de la Ley tras su reforma, prevalece
en cualquier caso el sistema de convocatoria legalmente previsto.

La Resolución describe las sucesivas modificaciones del art. 173 y atiende a la redacción existente al
tiempo de realizar la convocatoria. termina estimando el recurso puesto que en aquel momento el art. 173
sólo exigía publicación en el B.o.R.m.E. y en la web de la sociedad sin más precisiones, y las posteriores
instrucciones que establecían el modo en que había de ser interpretada fueron publicadas con posterioridad
al anuncio de la convocatoria.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13718.pdf
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- R. 27-11-2015.- R.m. muRCia i.- JUNTA. CONVOCATORIA. FORMA. Como ya tiene declarado la d.g.R.n.,
el régimen legal de la convocatoria tiene carácter imperativo y los estatutos sólo pueden modificarlo dentro
de los límites que la propia Ley establece. si existe cambio normativo que afecte en todo o en parte a los
estatutos sociales la nueva norma, , se impone sobre su contenido por la simple fuerza de la Ley. por ello
si no existe previsión estatutaria o esa previsión es contraria a la previsión de la Ley tras su reforma, pre-
valece en cualquier caso el sistema de convocatoria legalmente previsto.

La Resolución describe las sucesivas modificaciones del art. 173 y atiende a la redacción existente al
tiempo de realizar la convocatoria que impone, a falta de previsión estatutaria, la publicación de la convo-
catoria en el B.o.R.m.E. junto con la publicación en la página web de la sociedad siempre que la misma
estuviese creada por acuerdo de la junta general, inscrita en el folio correspondiente y publicado el acuerdo
en aquél Boletín. a falta de página web creada, inscrita y publicada el anuncio debía haberse publicado
también en uno de los diarios de mayor circulación de la provincia, por lo que desestima el recurso.

pueden conservarse aquellos acuerdos adoptados aun cuando existan defectos no sustanciales en la con-
vocatoria o adopción cuando no lesionan ningún interés legítimo, para facilitar la fluidez del tráfico jurídico
y evitar la reiteración de trámites y costes innecesarios que no proporcionen garantías adicionales. pero la
falta de convocatoria en la forma legalmente establecida conlleva indefectiblemente su nulidad al afectar
a los derechos individuales de los socios de asistencia y voto. a valoración de la alegación del recurrente
de que o ha existido perjuicio ni impugnación de los acuerdos corresponde a los tribunales de Justicia. 
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13719.pdf

- R. 1-12-2015.- R.m. madRid xiV.- ACUERDOS SOCIALES. DECLARACIÓN DE NULIDAD. CANCELACIÓN DE
ASIENTOS POSTERIORES. si con la presentación del documento judicial se pretende la cancelación de asien-
tos vigentes, debe especificarse en el mismo qué asiento o asientos han de ser objeto de cancelación, porque
no incumbe al Registrador sino al juzgador determinar cuál es el alcance de los efectos producidos por la
sentencia presentada. si bien, no debe de caerse en un rigorismo formalista injustificado si del documento
se infiere indubitadamente cuáles son los asientos a que se refiere el mandamiento cancelatorio. por ello,
una instancia privada, señalando los asientos que –en opinión del interesado y según su individual inter-
pretación del fallo judicial–, han de cancelarse como contradictorios, adolece de absoluta falta de viabilidad
para suplir la competencia del Juzgado sobre cuál sea el alcance concreto que sobre los asientos del Registro
deba tener la resolución firme cuyo cumplimiento se demanda.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14167.pdf

- R. 10-12-2015.- R.m. madRid xi.- LEGALIZACIÓN. LIBROS. El recurso no es la vía adecuada para tratar
de subsanar los defectos apreciados por el Registrador.

La instrucción de 12-2-2015, establece determinadas especialidades con la evidente intención de facilitar
al máximo la transición hacia el nuevo sistema. La instrucción distingue entre la situación de los libros
cuyo contenido está ligado al ejercicio social por reflejar los acuerdos que durante el mismo han adoptado
los órganos sociales (libros de actas de órganos colegiados, instrucciones séptima y octava) de aquellos
otros cuyo contenido no está ligado al ejercicio social de la sociedad (libros registro de socios o de acciones
nominativas cuyo contenido puede no verse alterado por el mero transcurso del tiempo, instrucción dé-
cima).

La legalización electrónica de libros no es un mero sellado de tiempo sino que fija determinados hechos
cuya apreciación como prueba dependerá en última instancia de las circunstancias en que se haya desen-
vuelto.

aunque la obligación legal es que la legalización se lleve a cabo anualmente, en su caso, dentro de los
cuatro primeros siguientes al cierre del ejercicio, nada obsta a que se lleve parcialmente de forma anticipada
(art. 18.2 de la misma Ley e instrucción novena), a que se lleve a cabo sin que se haya producido la lega-
lización de libros de ejercicios anteriores (instrucción undécima), o sin que, en el caso del libro registro de
socios o de acciones nominativas, se haya llevado a cabo la legalización del libro inicial (instrucción dé-
cima); en cualquier caso, corresponde a los tribunales de Justicia determinar el valor que en cada supuesto
haya que atribuir a las circunstancias anteriores (instrucción decimoquinta), para lo que es determinante
que las mismas queden debidamente reflejadas en la certificación de legalización que ha de llevar a cabo
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el Registrador mercantil (instrucción vigésimo primera), en función de la solicitud que le haya realizado
la parte interesada (instrucción decimonovena).

por estos motivos aunque la pretensión de solicitar una legalización parcial anticipada de asientos del
libro registro de socios debe tener acogida en nuestro sistema, es fundamental que la solicitud así lo haga
constar (art. 330 del mismo Reglamento), para que el Registrador, previa su calificación, haga oportuno
reflejo en la diligencia de despacho (art. 334) y en los asientos que practique en el libro de legalizaciones
(art. 336).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14181.pdf

C. REgistRo mERCantiL CEntRaL. Ana del Valle Hernández, Registradora Mercantil.

- R. 11-11-2015.- R.m.C. ii.- DENOMINACIÓN SOCIAL. por mucho que una compañía se halle en patente in-
cumplimiento de sus obligaciones fiscales y mercantiles, (dada de baja provisional en hacienda, sin órgano
de administracioń, sin haber depositado cuentas anuales, sin libros contables...) cabe siempre la posibilidad
de que siga realizando actividades comerciales o empresariales. incluso aunque pudiera considerarse ab-
solutamente cierta la suposición del recurrente de hallarse la sociedad totalmente inoperativa, tal falta de
actividad constituye, efectivamente causa de disolución, pero ni es causa de disolución de pleno derecho,
ni aunque lo fuera provocaría una cancelación automática de los asientos de la sociedad (vid. art. 238 del
Reglamento del Registro mercantil) que provocase, a su vez, transcurrido un año, la caducidad y consi-
guiente cancelación de oficio en la sección de denominaciones, de la denominación social de la sociedad
cuyos asientos hubieran sido cancelados (vid. art. 419 del Reglamento del Registro mercantil).

El hecho de que resulte concedida por el organismo competente una determinada marca en favor de una
sociedad, existiendo con anterioridad otra sociedad cuya denominación, vigente en la sección de deno-
minaciones del Registro mercantil Central, es idéntica a la marca concedida, no otorga a la sociedad titular
de la marca un derecho a obtener para sí la denominación social coincidente con aquel signo distintivo.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/03/pdfs/BOE-A-2015-13111.pdf

d. sEntEnCias dE JuiCios VERBaLEs.

- REsoLuCión dE 30 dE noViEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dE Los REgistRos y dEL nota-
Riado, poR La quE sE anuLa La dE 5 dE noViEmBRE dE 2014, poR La quE sE puBLiCa, ConfoRmE a Lo dis-
puEsto En EL aRtíCuLo 327 dE La LEy hipotECaRia, La sEntEnCia dE La audiEnCia pRoVinCiaL dE
taRRagona, sECCión tERCERa, dE 1 dE aBRiL dE 2011, aL haBER dEVEnido fiRmE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/17/pdfs/BOE-A-2015-13722.pdf

- REsoLuCión dE 7 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dE Los REgistRos y dEL nota-
Riado, poR La quE sE puBLiCa, ConfoRmE a Lo dispuEsto En EL aRtíCuLo 327 dE La LEy hipotECaRia, La
sEntEnCia dEL Juzgado dE pRimERa instanCia n.º 3 dE ouREnsE, dE 30 dE maRzo dE 2015, quE ha dEVE-
nido fiRmE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14173.pdf

- REsoLuCión dE 7 dE diCiEmBRE dE 2015, dE La diRECCión gEnERaL dE Los REgistRos y dEL nota-
Riado, poR La quE sE puBLiCa, ConfoRmE a Lo dispuEsto En EL aRtíCuLo 327 dE La LEy hipotECaRia, La
sEntEnCia dEL Juzgado dE pRimERa instanCia n.º 11 dE Las paLmas dE gRan CanaRia, dE 23 dE diCiEm-
BRE dE 2014, quE ha dEVEnido fiRmE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/28/pdfs/BOE-A-2015-14174.pdf

II. RESOLUCIONES PUBLICADAS EN EL D.O.G.C.

RECuRsos guBERnatiVos.
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REgistRo dE La pRopiEdad. Por María Tenza Llorente, Registradora de la Propiedad.

- R. 2.904/2015. 26-11-2015.- R.p. La sEu d'uRgELL.- INEFICACIA DE TESTAMENTO OTORGADO POR TITULAR
INCAPACITADA SEGÚN LOS ASIENTOS DEL REGISTRO. por lo que respecta a cuestiones de trámite, en relación
con el plazo de interposición del recurso (art. 326 de la L.h.), la R. 21-4-2015, en el fundamento de derecho
primero y con cita de la R. 23-6-2014 muestra una posición flexible en esta materia, de modo que entiende
el derecho de los ciudadanos a recurrir debe prevalecer cuando existan dudas y no resulte acreditado, en la
forma legalmente determinada, que el ejercicio de su derecho es extemporáneo. por otra parte, la direcció
argumenta que la apreciación de extemporaneidad no podía hacerse de oficio y que, de haberse apreciado,
hubiera motivado la inadmisibilidad del recurso (así se pronuncia la R. 2-2-2012, entre otras, de la d.g.R.n.).

En cuanto al fondo, el art. 422, con una redacción más clara que el art. 116 del Código de sucesiones
aprobado por L. 40/1991, de 30-12-1991, distingue dos supuestos cuando, en sede de forma de los testa-
mentos notariales (sección segunda del Capítulo i del título ii), exige la intervención de dos facultativos
en el otorgamiento de testamento notarial, cuya manifestación específica o informe ha de incluirse en el
testamento como formalidad, diferente del juicio de capacidad, que se contempla en el art. 422.7 del Libro
iV. así, en el caso de que el testador no esté incapacitado, su intervención es potestativa, pero si lo está, es
obligatoria, incluso para testamentos otorgados con anterioridad a la entrada en vigor y abierta después
(disposición transitoria segunda, que hace referencia a los requisitos formales de los testamentos). 

En materia de capacidad del testador y el valor del juicio de capacidad natural, la direcció invoca gené-
ricamente la jurisprudencia del t.s. y ya con referencia a sentencias concretas, a la del t.s.J. de Cataluña.
Respecto de las primeras, el t.s., en cuanto a la testamentifactio activa ha declarado que el juicio de ca-
pacidad del otorgante de un testamento notarial, formulado por el notario autorizante, puede ser desvirtuado
mediante pruebas contrarias a lo manifestado por dicho fedatario. así, declara que la circunstancia de ha-
berse cumplido todas las formalidades legales no impide que pueda declararse nulo el testamento, si se
prueba que el testador no tenía completa su facultad mental o volitiva. Las pautas en esta materia seguidas
por el t.s., al interpretar los arts. 662 y 665 del C.C., son: a) Que la capacidad mental del testador se pre-
sume mientras no se destruya por prueba en contrario; b) Que la apreciación de esta capacidad ha de ser
hecha con referencia al momento mismo del otorgamiento; c) Que la afirmación hecha por el notario de
la capacidad del testador, puede ser destruida por ulteriores pruebas, demostrativas de que en el acto de
testar no se hallaba el otorgante en su cabal juicio, pero requiriéndose que estas pruebas sean muy cum-
plidas y convincentes, ya que la aseveración notarial revista especial relevancia de certidumbre (…). por
lo que respecta a la jurisprudencia del t.s.J. de Cataluña, la direcció invoca las ss. de 21-6-1990, 1-10-
1991, 3-1-1994, 4-2-2002, 24-5-2004, 4-9-2006, 27-9-2007 y 17-10-2011. Estas se pronuncian en idéntico
sentido a la orientación del t.s., con cita del art. 167 del Reglamento notarial, de modo que si bien en
virtud del principio del favor testamenti, se presume la capacidad del testador en tanto no se demuestre lo
contrario, por lo que la carga de la prueba incumbe al que impugna el testamento por incapacidad, porque
toda persona debe reputarse en su cabal juicio, pero el juicio notarial de capacidad natural goza de una
presunción, rebatible mediante prueba en contrario, intervengan o no los facultativos. La s. de 7-4-2014
señala sobre esta materia que se parte de la presunción general de capacidad, que se califica de presunción
iuris tantum, y al principio del favor testamenti (actual art. 421.3 del Libro iV); que se precisa que la ex-
presión «capacidad natural» que aparece en el art. 104 del Código de Sucesiones se refiere tanto a la per-
sona incapacitada por resolución judicial como a la persona no incapacitada, puesto que los incapacitados
para testar son una excepción a la regla general, y que la aseveración notarial respecto a la capacidad
para testar constituye una presunción iuris tantum de capacidad que puede destruirse mediante una enér-
gica prueba en contra. En este caso, la prueba en contrario vendría constituida por los asientos del Registro,
uno de los elementos de la calificación del Registrador (art. 18 de la L.h.).

En todo caso, si bien el Registrador ha de calificar como uno de los extremos comprendidos en dicho
ámbito la legalidad de las formas extrínsecas (de que adolecía el testamento), la capacidad del otorgante,
y la validez de las cláusulas testamentarias, la declaración de nulidad del testamento competería a la auto-
ridad judicial (art. 422.1.1), como puso de manifiesto la R. 23-9-2001 de la d.g.R.n. para un caso de pre-
terición no intencional (fundamento de derecho tercero) y reiteró en Resolución de fecha 21-11-2014,
para un supuesto de desheredación, y ello porque el principio constitucional de salvaguarda judicial de
los derechos (cfr. art. 24 de la Constitución Española) en conjunción con el valor de ley de la sucesión
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que tiene el testamento formalmente válido (cfr. art. 658 del C.C.), conduce inexorablemente a la necesidad
de una declaración judicial para privar de efectos a un testamento que no incurra en caducidad ni en
vicios sustanciales de forma (fundamento de derecho segundo).

En definitiva, cabe calificar la capacidad del testador si de los asientos del Registro resulta la incapaci-
tación, no se han cumplido las formalidades del art. 421.9 del Libro iV.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=712201&type=01&language=es_ES

- R. 2.941/2015. 26-11-2015.- R.p. BaLaguER.- UNIONES DE PAREJA. ESCRITURA DE ELEVACIÓN A PÚBLICO
DE CONVENIO REGULADOR. NECESIDAD DE APROBACIÓN JUDICIAL EN INTERÉS DELMENOR. IMPUESTO SOBRE
EL INCREMENTO DE VALOR DE TERRENOS DE NATURALEZA URBANA. En primer lugar, teniendo en cuenta
las diferencias entre la legislación sustantiva estatal en la materia, que no contiene equiparación en sede
de regulación de crisis de uniones estables de pareja con la de los matrimonios, la Resolución de la direc-
ción general de los Registros de 16-6-2010 entendió que no era inscribible un convenio de pareja estable
por el que se extinguía el condominio sobre una finca pues era necesaria la escritura pública, de confor-
midad con el art. 3 de la L.h. según este precepto, para inscribir en el Registro los títulos relativos a bienes
inmuebles o derechos reales que estén consignados en escritura pública, ejecutoria o documento auténtico,
no quiere ello decir que puedan constar en cualquiera de estas clases de documentos indistintamente, sino
en aquellos que legalmente sean los propios del acto o contrato que haya de inscribirse; de modo que la
doctrina y preceptos hipotecarios no reputan indiferente la especie de documento auténtico presentado en
el Registro y exigen el congruente con la naturaleza del acto inscribible. En supuestos de hecho de ins-
cripción de convenios reguladores de matrimonios sí que se observa una progresiva evolución tendente a
la expansión de su ámbito, sin necesidad por tanto de exigir el otorgamiento de escritura pública, que ha
ido desde la admisibilidad de disoluciones de condominio relativas a la vivienda habitual adquirida antes
de matrimonio (no a otros bienes como entendió al R. 26-6-2013, para un caso de derecho civil catalán,
si bien luego rectificó esta postura en R. 27-2-2015), a incluso la adjudicación de una plaza de aparcamiento
privativa accesoria a la vivienda habitual (R. 23-11-2015) o de un bien reconociendo que se sufragó con
fondos gananciales de uno a otro cónyuge (R. 24-11-2015). La postura de la dirección general de derecho
para supuestos de matrimonio se ha mostrado favorable a la admisibilidad de convenios que incluyeran
bienes de todo tipo, de conformidad con los amplios términos en que se pronuncia el art. 552.11.6 del
Libro V y 233.2.3 letra d) del Libro ii (así, Resolución Jus/2.612/2011 de 7 de octubre). En el caso de las
uniones estables de pareja, la equiparación legal en lo que respecta a la regulación de crisis y extinción es
total dada la remisión legal ya citada de los arts. 234.7 y 8. ahora bien, dada la existencia de descendencia
común menor de edad y como indicó el tribunal superior de Justicia de Cataluña para un caso en que se
debatía sobre guardia y custodia en la extinción de una pareja de hecho, en sentencia número 48/2012 de
26 julio ( R.J. 2012\1.003), es el interés superior del menor el que ha de prevalecer (L. 14/2010, de 27 de
mayo, de los derechos y las oportunidades en la infancia y la adolescencia), de ahí que en el supuesto re-
suelto por esta Resolución se exija este requisito.

una vez calificado el negocio jurídico como disolución de condominio y por lo que respecta a la nece-
sidad de acreditar el pago del impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana,
es preciso matizar que se considera sujeto al mismo la adjudicación a uno de los comuneros que compensa
económicamente al resto, supuesto de hecho como el resuelto; ya que no existe una extinción del condo-
minio, sino una transmisión patrimonial por el exceso de adjudicación a uno de los partícipes. no afecta a
este supuesto el que el bien objeto de la comunidad sea divisible o indivisible (Consulta de la dirección
general de tributos de V1591-08), por lo que es el ayuntamiento el que ha de efectuar la oportuna verifi-
cación de si se está o no en este supuesto, al existir compensación en metálico. La dirección general de
derecho en cambio, aunque parte de esa Consulta y de la sentencia del tribunal superior de Justicia de
Cataluña número 443/2013 de 18 de abril, afirma que no está sujeto y que el Registrador no debe exigir la
acreditación relativa al pago, exención o no sujeción del mismo. pero cabe en este punto traer a colación
que, aunque jurídico-fiscalmente sea así, la competencia del Registrador es limitada (art. 254.5 de la L.h.)
y que el art. 104.3 del R.d.Legislativo2/2004 en que se ampara solo hace referencia a las adjudicaciones
de bienes derivadas de procesos matrimoniales, no a las uniones de pareja. así pues, se infiere de los arts.
8 y 14 de la L. 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria, que no cabe extender más allá de sus tér-
minos las normas relativas a beneficios o exenciones fiscales, por lo que en todo caso no compete al Re-
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gistrador apreciar la no sujeción. En este sentido, para un caso de disolución de condominio, la R. 27-11-
2014, en el fundamento de derecho segundo, realiza un resumen sobre la actuación registral en materia de
calificación de cuestiones fiscales. El Centro directivo entiende que el Registrador, ante cualquier opera-
ción jurídica cuya registración se solicite, no solo ha de calificar su validez y licitud, sino decidir también
si se halla sujeto o no a impuestos; pero que la valoración que haga de este último aspecto no será definitiva
en el plano fiscal, pues no le corresponde la competencia liquidadora respecto de los diversos tributos; no
obstante, será suficiente bien para acceder, en caso afirmativo, a la inscripción sin necesidad de que la ad-
ministración fiscal ratifique la no sujeción, bien para suspenderla en caso negativo, en tanto no se acredite
adecuadamente el pago, exención, prescripción o incluso la no sujeción respecto del impuesto que aquél
consideró aplicable, de modo que el Registrador, al solo efecto de decidir la inscripción, puede apreciar
por sí la no sujeción fiscal del acto inscribible, evitando una multiplicación injustificada de los trámites
pertinentes para el adecuado desenvolvimiento de la actividad jurídica registral. por el contrario, si como
en el caso planteado no resulta del texto de la norma, no parece que quepa exigir al Registrador su apre-
ciación conforme a esta doctrina de la que diverge la dirección general de derecho.

En definitiva, en caso de convenios reguladores de parejas de hecho, la existencia de pactos que afectan
a un menor de edad exigen aprobación judicial, pero no necesitan la acreditación del pago del impuesto
sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=712674&type=01&language=es_ES

II. RESOLUCIONES DE AUDITORES. (Las Resoluciones de Auditores solo aparecerán en el Boletín
publicado en la Intranet Colegial).

REsoLuCionEs dE auditoREs dE sEptiEmBRE dE 2015.

SENTENCIAS Y OTRAS RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES:

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL: Por Juan José Jurado Jurado, Registrador de la Propiedad y Secre-
tario del Boletín Colegial.

- sEntEnCia 222/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE ampaRo 7238-2012. pRomoVido poR
doña m.J.g.L. REspECto dE La sEntEnCia dE La saLa dE Lo ContEnCioso-administRatiVo dEL tRiBunaL
supERioR dE JustiCia dEL país VasCo soBRE LiquidaCión dEL impuEsto soBRE EL patRimonio. VuLnERa-
Ción dEL dERECho a La tutELa JudiCiaL EfECtiVa (REsoLuCión fundada En dERECho): sEntEnCia quE no
EntRa a ConoCER dE Los ViCios dE inConstituCionaLidad imputados a una noRma foRaL, ni pLantEa
CuEstión pREJudiCiaL dE VaLidEz antE EL tRiBunaL ConstituCionaL, fundándosE En La faLta dE JuRis-
diCCión dEL óRgano sEntEnCiadoR paRa ExaminaR La VaLidEz dE Las noRmas foRaLEs fisCaLEs.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13469.pdf

- sEntEnCia 223/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE ampaRo 1167-2013. pRomoVido poR
don a.C.V. REspECto dE La sEntEnCia diCtada poR La audiEnCia pRoVinCiaL dE BaLEaREs quE LE Con-
dEnó poR un dELito dE RoBo Con VioLEnCia o intimidaCión y una faLta dE LEsionEs. VuLnERaCión dEL
dERECho a La tutELa JudiCiaL EfECtiVa (REfoRma pEyoRatiVa): sEntEnCia quE, Estimando paRCiaLmEntE
EL RECuRso dE apELaCión intERpuEsto ExCLusiVamEntE poR EL aCusado, agRaVa La pEna impuEsta.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13470.pdf

- sEntEnCia 224/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 7124-2013.
pLantEada poR La saLa dE Lo soCiaL dE La audiEnCia naCionaL En RELaCión Con EL aRtíCuLo 2 dEL
REaL dECREto-LEy 20/2012, dE 13 dE JuLio, dE mEdidas paRa gaRantizaR La EstaBiLidad pREsupuEstaRia
y dE fomEnto dE La CompEtitiVidad. pRinCipio dE iRREtRoaCtiVidad dE Las noRmas REstRiCtiVas dE dE-
REChos indiViduaLEs: ExtinCión, poR péRdida dE oBJEto, dE La CuEstión dE inConstituCionaLidad (stC
83/2015).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13471.pdf
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- sEntEnCia 225/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 584-2014.
pLantEada poR La saLa dE Lo soCiaL dEL tRiBunaL supERioR dE JustiCia dE astuRias, En RELaCión
Con EL aRtíCuLo 2 dEL REaL dECREto-LEy 20/2012, dE 13 dE JuLio, dE mEdidas paRa gaRantizaR La Es-
taBiLidad pREsupuEstaRia y dE fomEnto dE La CompEtitiVidad. pRinCipio dE iRREtRoaCtiVidad dE Las
noRmas REstRiCtiVas dE dEREChos indiViduaLEs: ExtinCión, poR péRdida dE oBJEto, dE La CuEstión dE
inConstituCionaLidad (stC 83/2015).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13472.pdf

- sEntEnCia 226/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE ampaRo 1324-2014. pRomoVido poR
don fERnando gómEz auRa En RELaCión Con Los autos diCtados poR La saLa dE Lo pEnaL dE La au-
diEnCia naCionaL y EL Juzgado CEntRaL dE mEnoREs soBRE dEnEgaCión dE La apERtuRa dEL tRámitE
dE ConCEsión dE induLto paRtiCuLaR. supuEsta VuLnERaCión dE Los dEREChos a La LiBERtad pERsonaL
y a La tutELa JudiCiaL EfECtiVa (motiVaCión): REsoLuCionEs JudiCiaLEs quE satisfaCEn EL dEBER REfoR-
zado dE motiVaCión (stC 163/2002).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13473.pdf

- sEntEnCia 227/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 3664-2014.
pLantEada poR EL Juzgado dE Lo ContEnCioso-administRatiVo núm. 1 dE santandER En RELaCión Con
diVERsos pRECEptos dEL REaL dECREto-LEy 20/2012, dE 13 dE JuLio, dE mEdidas paRa gaRantizaR La
EstaBiLidad pREsupuEstaRia y dE fomEnto dE La CompEtitiVidad. pRinCipio dE iRREtRoaCtiVidad dE Las
noRmas REstRiCtiVas dE dEREChos indiViduaLEs: ExtinCión, poR péRdida dE oBJEto, dE La CuEstión dE
inConstituCionaLidad (stC 83/2015).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13474.pdf

- sEntEnCia 228/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 7623-2014.
pLantEada poR La saLa dE Lo soCiaL dEL tRiBunaL supERioR dE JustiCia dE muRCia REspECto dE Los
aRtíCuLos 2 dEL REaL dECREto-LEy 20/2012, dE 13 dE JuLio, dE mEdidas paRa gaRantizaR La EstaBiLidad
pREsupuEstaRia y dE fomEnto dE La CompEtitiVidad y 2.1 dE La LEy dE La Comunidad autónoma dE
muRCia 9/2012, dE 8 dE noViEmBRE, dE adaptaCión dE La noRmatiVa REgionaL En matERia dE funCión
púBLiCa aL REaL dECREto-LEy 20/2012. pRinCipio dE iRREtRoaCtiVidad dE Las noRmas REstRiCtiVas dE
dEREChos indiViduaLEs: ExtinCión, poR péRdida dE oBJEto, dE La CuEstión dE inConstituCionaLidad
(stC 83/2015).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13475.pdf

- sEntEnCia 229/2015, dE 2 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 3215-2015.
pLantEada poR La saLa dE Lo ContEnCioso-administRatiVo dEL tRiBunaL supERioR dE JustiCia dE
CastiLLa y LEón, Con sEdE En BuRgos, En RELaCión Con EL sEgundo inCiso dEL aRtíCuLo 16.2 dE La
LEy 8/1997, dE 8 dE JuLio, dE CoLEgios pRofEsionaLEs dE CastiLLa y LEón. CompEtEnCias soBRE CoLE-
gios pRofEsionaLEs: nuLidad dEL pRECEpto LEgaL autonómiCo RELatiVo a Las oBLigaCionEs dE CoLE-
giaCión dE Los EmpLEados púBLiCos (stC 3/2013).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13476.pdf

- sEntEnCia 230/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE inConstituCionaLidad 7686-2010. in-
tERpuEsto poR más dE CinCuEnta diputados dEL gRupo paRLamEntaRio popuLaR En EL CongREso En
RELaCión Con diVERsos pRECEptos dEL dECREto-LEy dE andaLuCía 5/2010, dE 27 dE JuLio, poR EL quE
sE apRuEBan mEdidas uRgEntEs En matERia dE REoRdEnaCión dEL sECtoR púBLiCo. LímitEs a Los dECRE-
tos-LEyEs, iguaLdad En EL aCCEso a Las funCionEs púBLiCas y CompEtEnCias soBRE funCión púBLiCa:
nuLidad dE Los pRECEptos LEgaLEs autonómiCos quE EstaBLECEn EL RégimEn JuRídiCo y EJERCiCio dE
potEstadEs administRatiVas, La suJECión a dERECho LaBoRaL dEL pERsonaL aL sERViCio dE Las funda-
CionEs dEL sECtoR púBLiCo andaLuz y EL RégimEn dE nomBRamiEnto dEL pERsonaL no diRECtiVo.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13477.pdf
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- sEntEnCia 231/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 1066-2012.
pLantEada poR La sECCión quinta dE La saLa dE Lo ContEnCioso-administRatiVo dEL tRiBunaL su-
pREmo En RELaCión Con La disposiCión adiCionaL dECimoquinta dE La LEy 22/2011, dE 28 dE JuLio, dE
REsiduos y suELos Contaminados. pRinCipio dE intERdiCCión dE La aRBitRaRiEdad dE Los podEREs pú-
BLiCos, dERECho a La tutELa JudiCiaL EfECtiVa (EJECuCión) y gaRantías dEL pRoCEdimiEnto ExpRopia-
toRio: ConstituCionaLidad dEL pRECEpto LEgaL quE ConVaLida oBRas dE oRdEnaCión dE RECuRsos
hídRiCos dERiVadas dE La EJECuCión dE un REgLamEnto anuLado poR sEntEnCia dEL tRiBunaL supREmo.
Voto paRtiCuLaR.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13478.pdf

- sEntEnCia 232/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE ampaRo 1709-2013. pRomoVido poR
don E.q.t. REspECto dE La sEntEnCia diCtada poR La saLa dE Lo ContEnCioso-administRatiVo dEL
tRiBunaL supERioR dE JustiCia dE madRid ConfiRmatoRia dE La REsoLuCión administRatiVa dE dEnE-
gaCión dEL REConoCimiEnto dE Los sExEnios soLiCitados. VuLnERaCión dEL dERECho a La tutELa Judi-
CiaL EfECtiVa: infRaCCión dEL pRinCipio dE pRimaCía dEL dERECho dE La unión EuRopEa aL inapLiCaR
una diRECtiVa sin motiVaR La opoRtunidad o ConVEniEnCia dE pLantEaR una nuEVa CuEstión pREJudi-
CiaL En un supuEsto idéntiCo aL REsuELto poR EL tRiBunaL dE JustiCia dE La unión EuRopEa En EL
asunto LoREnzo maRtínEz (stC 145/2012).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13479.pdf

- sEntEnCia 233/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE inConstituCionaLidad 5012-2013. in-
tERpuEsto poR más dE CinCuEnta diputados dEL gRupo paRLamEntaRio soCiaLista dEL CongREso En
RELaCión Con diVERsos pRECEptos dE La LEy 2/2013, dE 29 dE mayo, dE pRotECCión y uso sostEniBLE
dEL LitoRaL y dE modifiCaCión dE La LEy 22/1988, dE 28 dE JuLio, dE Costas. pRinCipios dE iRREtRoaC-
tiVidad, sEguRidad JuRídiCa, intERdiCCión dE La aRBitRaRiEdad y pRotECCión amBiEntaL; RégimEn dE
Los BiEnEs dEmaniaLEs: nuLidad dE Los pRECEptos LEgaLEs quE ExCLuyEn dEL dominio púBLiCo maRí-
timo-tERREstRE Los tERREnos inundados aRtifiCiaL y ContRoLadamEntE, EstaBLECEn un RégimEn Es-
pECífiCo dE dEsLindE paRa La isLa dE foRmEntERa E intRoduCEn una gaRantía dEL funCionamiEnto dE
dEtERminadas instaLaCionEs dE dEpuRaCión; intERpREtaCión ConfoRmE Con La ConstituCión dE La
disposiCión quE ExCLuyE dEtERminados núCLEos dE poBLaCión dEL dominio púBLiCo maRítimo-tERREs-
tRE (stC 149/1991).
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13480.pdf

- sEntEnCia 234/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 6518-2014.
pLantEada poR La saLa dE Lo ContEnCioso-administRatiVo dEL tRiBunaL supERioR dE JustiCia dE an-
daLuCía, Con sEdE En sEViLLa, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 17.8 dE La LEy 17/2012, dE 27 dE diCiEmBRE,
dE pREsupuEstos gEnERaLEs dEL Estado paRa EL año 2013. LímitEs matERiaLEs dE Las LEyEs dE pREsu-
puEstos, REsERVa dE LEy oRgániCa: inadmisión dE La CuEstión dE inConstituCionaLidad poR inadECuada
foRmuLaCión dEL JuiCio dE RELEVanCia.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13481.pdf

- sEntEnCia 235/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. CuEstión dE inConstituCionaLidad 2194-2015.
pLantEada poR La sECCión CuaRta dE La saLa dE Lo ContEnCioso-administRatiVo dEL tRiBunaL su-
pREmo REspECto dEL aRtíCuLo 47 dE La LEy 13/2005, dE 27 dE diCiEmBRE, dE mEdidas tRiButaRias y ad-
ministRatiVas dE La Comunidad autónoma dE iLLEs BaLEaRs. CompEtEnCias soBRE mEdio amBiEntE y
minas: nuLidad dEL pRECEpto LEgaL autonómiCo quE dECLaRa todo EL tERRitoRio dE Las iLLEs BaLEaRs
zona no REgistRaBLE a Los EfECtos dE ConCEsión dE ExpLoRaCión, inVEstigaCión y ExpLotaCión dE ya-
CimiEntos minERaLEs y RECuRsos gEoLógiCos inCLuidos En La sECCión C) dE La LEy dE minas.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13482.pdf

- sEntEnCia 236/2015, dE 19 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE inConstituCionaLidad 2733-2011.
intERpuEsto poR más dE CinCuEnta diputados dEL gRupo paRLamEntaRio popuLaR En EL CongREso dE
Los diputados REspECto dE La LEy 1/2011, dE 17 dE fEBRERo, dE REoRdEnaCión dEL sECtoR púBLiCo dE
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andaLuCía. pRinCipios dE sEguRidad JuRídiCa y dE LEgaLidad dE La administRaCión, dERECho a La
iguaLdad En EL aCCEso a Las funCionEs púBLiCas; CompEtEnCias soBRE funCión púBLiCa: ConstituCio-
naLidad dE Los pRECEptos LEgaLEs quE EstaBLECEn EL RégimEn dE aCtuaCión dE La administRaCión dE
La Junta dE andaLuCía. Voto paRtiCuLaR.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14337.pdf

- sEntEnCia 237/2015, dE 19 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE inConstituCionaLidad 6720-2011.
intERpuEsto poR EL pREsidEntE dEL goBiERno ContRa diVERsos pRECEptos dE La LEy 3/2011, dE 24 dE
fEBRERo, dE Las CoRtEs dE aRagón, dE mEdidas En matERia dE ContRatos dEL sECtoR púBLiCo dE aRa-
gón. CompEtEnCias soBRE ContRatos administRatiVos: nuLidad dE Los pRECEptos LEgaLEs autonómiCos
RELatiVos a La doCumEntaCión, puBLiCaCión dEL anunCio LiCitaCión y pLazo dE pREsEntaCión dE ofER-
tas En Los pRoCEdimiEntos simpLifiCados.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14338.pdf

- sEntEnCia 238/2015, dE 19 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE inConstituCionaLidad 4681-2015.
intERpuEsto poR EL pREsidEntE dEL goBiERno En RELaCión Con EL aRtíCuLo 4 dE La LEy 9/2015, dE 12
dE Junio, dE modifiCaCión dE La LEy 7/2007, dE La agEnCia tRiButaRia dE CataLuña. dERECho a La
iguaLdad En EL aCCEso a Las funCionEs púBLiCas, CompEtEnCias soBRE funCión púBLiCa: nuLidad dEL
pRECEpto LEgaL autonómiCo quE REguLa La intEgRaCión VoLuntaRia dE funCionaRios púBLiCos En Los
CuERpos supERioR dE inspECtoREs tRiButaRios y téCniCo dE gEstoREs tRiButaRios dE La gEnERaLitat
dE CataLuña.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/30/pdfs/BOE-A-2015-14339.pdf

- auto 189/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE ampaRo 6205-2015. dEniEga La suspEnsión
En EL RECuRso dE ampaRo 6205-2015, pRomoVido poR Los diputados dEL gRupo paRLamEntaRio dE Ciu-
dadanos En EL paRLamEnto dE CataLuña REspECto dE Los aCuERdos dE La mEsa dE La CámaRa quE
admitiERon a tRámitE La "pRopuEsta dE REsoLuCión soBRE EL iniCio dEL pRoCEso poLítiCo En CataLuña
Como ConsECuEnCia dE Los REsuLtados ELECtoRaLEs".
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13483.pdf

- auto 190/2015, dE 5 dE noViEmBRE dE 2015. RECuRso dE ampaRo 6207-2015. dEniEga La suspEnsión
En EL RECuRso dE ampaRo 6207-2015, pRomoVido poR Los diputados dEL paRLamEnto dE CataLuña ELE-
gidos poR Las Listas dEL paRtido popuLaR REspECto dE Los aCuERdos dE La mEsa dE La CámaRa quE
admitiERon a tRámitE La "pRopuEsta dE REsoLuCión soBRE EL iniCio dEL pRoCEso poLítiCo En CataLuña
Como ConsECuEnCia dE Los REsuLtados ELECtoRaLEs".
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/11/pdfs/BOE-A-2015-13484.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 504-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1 dE
La LEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dE RégimEn uRBanístiCo
dEL suELo dE CantaBRia, añadido poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, En Cuanto diCE
"óRdEnEs dE dEmoLiCión JudiCiaLEs", poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y 149.1.6
dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13770.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 1044-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1 dE
La LEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dE RégimEn uRBanístiCo
dEL suELo dE CantaBRia, añadido poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, En Cuanto diCE
"óRdEnEs dE dEmoLiCión JudiCiaLEs", poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y 149.1.6
dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13771.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 2209-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1, in-
Ciso "o JudiCiaLEs", En RELaCión Con Los EfECtos pREVistos En EL apaRtado 2 y 3, dE La LEy 2/2001, dE
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25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dEL RégimEn uRBanístiCo dEL suELo dE CantaBRia, añadido
poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2,
117.3 y 149.1.6 dE La CE.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13772.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 3214-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1, in-
Ciso "o JudiCiaLEs", En RELaCión Con Los EfECtos pREVistos En Los apaRtados 2 y 3, dE La LEy 2/2001,
dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y RégimEn uRBanístiCo dEL suELo dE CantaBRia, añadido
poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, poR La quE sE modifiCa La LEy 2/2001, dE 25 dE
Junio, poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y 149.1.6 dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13773.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 4651-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1, in-
Ciso "o JudiCiaLEs", En RELaCión Con Los EfECtos pREVistos En Los apaRtados 2 y 3, dE La LEy 2/2001,
dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y RégimEn uRBanístiCo dEL suELo dE CantaBRia, añadido
poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, poR La quE sE modifiCa La LEy 2/2001, dE 25 dE
Junio, poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y 149.1.6 dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13774.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 4696-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1 dE
La LEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dE RégimEn uRBanístiCo
dEL suELo dE CantaBRia, añadido poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, En Cuanto diCE
"óRdEnEs dE dEmoLiCión JudiCiaLEs", poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y 149.1.6
dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13775.pdf
- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 4697-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1 dE

La LEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dE RégimEn uRBanístiCo
dEL suELo dE CantaBRia, intRoduCido poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, En Cuanto
diCE "óRdEnEs dE dEmoLiCión JudiCiaLEs", poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y
149.1.6 dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13776.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 4698-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1 dE
La LEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dE RégimEn uRBanístiCo
dEL suELo dE CantaBRia, intRoduCido poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, En Cuanto
diCE "óRdEnEs dE dEmoLiCión JudiCiaLEs", poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y
149.1.6 dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13777.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 4773-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1 dE
La LEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dE RégimEn uRBanístiCo
dEL suELo dE CantaBRia, intRoduCido poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, En Cuanto
diCE "óRdEnEs dE dEmoLiCión JudiCiaLEs", poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y
149.1.6 dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13778.pdf

- CuEstión dE inConstituCionaLidad n.º 4774-2015, En RELaCión Con EL aRtíCuLo 65 Bis.1 dE
La LEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE oRdEnaCión tERRitoRiaL y dE RégimEn uRBanístiCo
dEL suELo dE CantaBRia, añadido poR EL aRtíCuLo 1 dE La LEy 4/2013, dE 20 dE Junio, En Cuanto diCE
"óRdEnEs dE dEmoLiCión JudiCiaLEs", poR posiBLE VuLnERaCión dE Los aRtíCuLos 24.2, 117.3 y 149.1.6
dE La ConstituCión.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/18/pdfs/BOE-A-2015-13779.pdf
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- RECuRso dE inConstituCionaLidad n.º 4.292-2015, ContRa Los aRtíCuLos 1.1 C) y 21 a 30 dE
La LEy dEL paRLamEnto dE CataLuña 12/2014, dE 10 dE oCtuBRE, dEL impuEsto soBRE La Emisión dE
óxidos dE nitRógEno a La atmósfERa pRoduCida poR La aViaCión ComERCiaL, dEL impuEsto soBRE La
Emisión dE gasEs y paRtíCuLas a La atmósfERa pRoduCida poR La industRia y dEL impuEsto soBRE La
pRoduCCión dE EnERgía ELéCtRiCa dE oRigEn nuCLEaR.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/10/pdfs/BOE-A-2015-13384.pdf

- RECuRso dE inConstituCionaLidad n.º 4308-2011, ContRa Los apaRtados CuatRo, CinCo,
siEtE, tRECE, CatoRCE, quinCE, tREinta y CuaREnta y oCho dEL aRtíCuLo úniCo dE La LEy 9/2010, dE 18
dE oCtuBRE, dE modifiCaCión dE La LEy 15/2001, dE 14 dE diCiEmBRE, dE suELo y oRdEnaCión tERRi-
toRiaL dE ExtREmaduRa.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/19/pdfs/BOE-A-2015-13869.pdf

- RECuRso dE inConstituCionaLidad n.º 4682-2015, ContRa Los aRtíCuLos 1.2 B), C) y d); 4
aa); 5 a) y p); 7.1; 8, En Cuanto a pREsas y EmBaLsEs; 12.2 B) y 4; 15.1 B), C) y n); 19.2 a) 1.º, C) 2.º y C)
3.º; 50; 67; 69 a), d) y f) 1.º; 70 a) y C); 71.3; 72; y 76.3; y disposiCión tRansitoRia pRimERa dE La LEy
10/2014, dE 27 dE noViEmBRE, dE aguas y Ríos dE aRagón.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/19/pdfs/BOE-A-2015-13870.pdf

- RECuRso dE inConstituCionaLidad n.º 6972-2015, ContRa dEtERminados apaRtados dEL aR-
tíCuLo úniCo y disposiCión adiCionaL pRimERa dE La LEy foRaL 15/2015, dE 10 dE aBRiL, poR La quE sE
modifiCa La LEy foRaL 8/2007, dE 23 dE maRzo, dE Las poLiCías dE naVaRRa.
http://www.boe.es/boe/dias/2015/12/19/pdfs/BOE-A-2015-13871.pdf

TRIBUNAL SUPREMO: Por Juan José Jurado Jurado, Registrador de la Propiedad y Secretario del Bo-
letín Colegial.

- s.t.s. 19-11-2015.- saLa dE Lo CiViL. sECCión: 1.- INCAPACIDAD. NOMBRAMIENTO DE TUTOR. DISCRE-
CIONALIDAD DEL JUEZ, DEBIDAMENTE MOTIVADA, PARA APARTARSE DEL ORDEN DE PRELACIÓN LEGAL DE
LAS PERSONAS LLAMADAS A OCUPAR DICHO CARGO (ART. 234.1 C.C.). El interés más relevante es el del in-
capacitado incapacitado necesitado de la protección tutelar, y no el de los llamados a ejercerla. «Este interés
no es más que la suma de distintos factores que tienen en común el esfuerzo por mantener al discapaz en
su entorno social, económico y familiar en el que se desenvuelve y como corolario lógico su protección
como persona especialmente vulnerable en el ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, salud e
integridad».

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7537039&links=&optimize=20151127&publicinterface=true

- s.t.s. 23-11-2015. saLa dE Lo CiViL. sECCión 1ª.- EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD CIVIL DE NOTARIO
QUE AUTORIZA UNA ESCRITURA EN QUE SE TRANSMITE UNA FINCA LIBRE DE CARGAS, Y QUE SE ENCONTRABA
GRAVADA CON HIPOTECA. diligencia del notario que antes de otorgar el título solicitó al Registro de la pro-
piedad la certificación prevista en el art. 354 del R.h. finca litigiosa que había quedado liberada de hipoteca
a consecuencia de la instancia privada de distribución de responsabilidad hipotecaria entre la acreedora hi-
potecaria y la entidad prestataria vendedora, obedeciendo la libertad de cargas que resultaba de la escritura
de la simple manifestación de esta última, recogiendo el notario tal manifestación. Carencia del notario de
algún medio para informar a los adquirentes sobre la falsedad de la manifestación, pues no tenía a su dispo-
sición la referida instancia de distribución de responsabilidad hipotecaria por cuanto él se limitó a legitimar
la firma de las partes en ella intervinientes, no ser la instancia un documento incorporado a su protocolo, no
constar la misma inscrita en el Registro a la fecha del otorgamiento de la escritura pública y a la certificación
que tuvo a la vista el notario para la autorización de la escritura, de manera que la inscripción de la distribución
de hipoteca afectó a la finca en cuestión después de la fecha de dicho título público.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7548159&links=&optimize=20151207&publicinterface=true
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- s.t.s. 25-11-2015. sala de lo Civil. sección 1ª.- RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL DE SEPARACIÓN DE
BIENES. COMPENSACIÓN ECONÓMICA PREVISTA EN EL ART. 1.438 DEL C.C. FORMA DE DETERMINAR SU
CUANTÍA: «nada dice la norma sobre como debe hacerse esta compensación económica por lo que deberá
el Juez valorar todas estas circunstancias y procurar hacerlo de una forma ponderada y equitativa a la ex-
tinción del régimen económico matrimonial teniendo en cuenta dos cosas: primera que no es necesario
para obtenerla que se haya producido un incremento patrimonial de uno de los cónyuges, del que pueda
ser participe el otro, y, segunda, que lo que se retribuye es la dedicación de forma exclusiva al hogar y a
los hijos, dentro de la discrecionalidad que autoriza la norma».

una de las opciones posibles es el equivalente al salario mínimo interprofesional o la equiparación del
trabajo con el sueldo que cobraría por llevarlo a cabo una tercera persona, de modo que se contribuye con
lo que se deja de desembolsar o se ahorra por la falta de necesidad de contratar este servicio ante la dedi-
cación de uno de los cónyuges al cuidado del hogar. sin duda es un criterio que ofrece unas razonables y
objetivas pautas de valoración, aunque en la práctica pueda resultar insuficiente en cuanto se niega al acre-
edor alguno de los beneficios propios de los asalariados que revierten en el beneficio económico para el
cónyuge deudor y se ignora la cualificación profesional de quien resulta beneficiado. pero nada obsta a
que el Juez utilice otras opciones para fijar finalmente la cuantía de la compensación, teniendo en cuenta
que uno de los cónyuges sacrifica su capacidad laboral o profesional a favor del otro, sin generar ingresos
propios ni participar en los del otro.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7548163&links=&optimize=20151207&publicinterface=true

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA: Por la Oficina en Bruselas del
Colegio de Registradores.

- S.T.J.U.E.- ANULALADECISIÓN DE LACOMISIÓN SEGÚN LACUALEL SISTEMAESPAÑOLDEARRENDAMIENTO
FISCAL CONSTITUYE UNAAYUDA ESTATAL ILEGAL. LAS MEDIDAS QUE INTEGRAN ESE SISTEMA NO CONSTITU-
YEN UNA VENTAJA SELECTIVA. a partir de mayo de 2006, la Comisión Europea recibió varias denuncias
contra el «sistema español de arrendamiento fiscal» («s.E.a.f.»), que procedían principalmente del sector
de la construcción naval de otros Estados miembros. En esas denuncias se afirmaba que el s.E.a.f. permitía
que las empresas navieras adquirieran buques construidos por astilleros españoles con descuentos de entre
un 20% y un 30%, provocando así la pérdida de contratos de construcción naval para los denunciantes. 

El s.E.a.f. es un sistema que permitía financiar, mediante una estructura jurídica y financiera específica,
la construcción de buques marítimos por los astilleros (vendedores) y su adquisición por las empresas na-
vieras (compradoras) con un descuento sobre el precio del buque. La estructura jurídica y financiera era
organizada por un banco, que se situaba entre la empresa naviera y el astillero. En la venta del buque por
el astillero a la empresa naviera, el banco hacía intervenir a dos intermediarios, a saber, una sociedad de
leasing (arrendamiento financiero) y una agrupación de interés económico (a.i.E.). La sociedad de leasing
reemplazaba a la empresa naviera en la compra del buque. El banco creaba una a.i.E. y vendía las acciones
a inversores que deseaban obtener ventajas fiscales (reducciones de su base imponible). La a.i.E. se com-
prometía, mediante un contrato de leasing, a comprar el buque a su precio bruto a la sociedad de leasing,
precio que ésta transfería al astillero. a continuación, la a.i.E. revendía el buque a la compañía naviera,
mediante un contrato de fletamento a casco desnudo 1 con opción de compra, pero sólo le cobraba el precio
neto que incluía el descuento otorgado inicialmente a la empresa naviera.

En una decisión de 17 de julio de 2013, la Comisión estimó que ciertas medidas fiscales incluidas en el
s.E.a.f. constituían una ayuda estatal ilegal y eran parcialmente incompatibles con el mercado interior.
La Comisión ordenó que se recuperara la ayuda únicamente de los inversores que se hubieran beneficiado
de las ventajas de que se trata.

España y las sociedades Lico Leasing (establecimiento financiero que invirtió en un cierto número de
a.i.E. que participaron en el s.E.a.f.) y pequeños y medianos astilleros sociedad de Reconversión (so-
ciedad que coopera con los astilleros pequeños y medianos para la adecuada consecución de sus fines in-
dustriales) han solicitado al tribunal general de la unión Europea que anule esta decisión de la Comisión.

En su sentencia dictada, el tribunal general anula la decisión de la Comisión.
El tribunal general considera en primer lugar que, al no existir ventajas económicas en favor de las

a.i.E., es errónea la conclusión de la Comisión según la cual dichas entidades se habían beneficiado de
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una ayuda estatal, puesto que sólo los inversores se beneficiaron de las ventajas fiscales y económicas de-
rivadas del s.E.a.f.

según el tribunal general, la Comisión también erró al declarar que existía una ventaja selectiva y, por
tanto, una ayuda estatal en favor de las a.i.E. y de los inversores. En efecto, cualquier operador podía be-
neficiarse de las ventajas fiscales de que se trata efectuando cierto tipo de operaciones, que cualquier em-
presa sin distinción podía realizar en idénticas condiciones. Las ventajas económicas que los socios de las
a.i.E. obtuvieron podía obtenerlas en idénticas condiciones cualquier operador sujeto al impuesto en Es-
paña, sin distinción, a pesar de la existencia de un sistema de autorización. por tanto, la Comisión cometió
un error al considerar que los inversores habían disfrutado de una ventaja selectiva a causa de su partici-
pación en cierto tipo de operaciones al que se otorgaban ventajas, y también al considerar que el s.E.a.f.
confería una ventaja selectiva a los inversores en la medida en que la administración tributaria sólo auto-
rizaba, en virtud de una supuesta facultad discrecional, las «operaciones del s.E.a.f. destinadas a financiar
buques de navegación marítima» en que aquéllos participaban.

por otra parte, el tribunal general estima que no está suficientemente motivada la conclusión de la Co-
misión según la cual las medidas controvertidas podían falsear la competencia y afectaban a los intercam-
bios comerciales entre Estados miembros.

- LAS OPERACIONES DE CAMBIO QUE FORMAN PARTE DE DETERMINADOS TIPOS DE PRÉSTAMOS EN DIVISAS
NO CONSTITUYEN UN SERVICIO DE INVERSIÓN. Estas operaciones no están sometidas a las normas del de-
recho de la unión sobre la protección de los inversores.

El sr. y la sra. L. suscribieron un crédito con el banco Banif plus Bank para financiar la compra de un
coche. para obtener un tipo de interés más favorable que el ofrecido para los préstamos en forintos hún-
garos, optaron por un crédito en divisas, exponiéndose de este modo al riesgo de una apreciación de esta
divisa en relación al forinto durante el período de reembolso.

En el marco de un recurso interpuesto por Banif plus Bank ante el Ráckevei Járásbíróság (tribunal de
distrito de Ráckeve, hungria), el sr. y la sra. L. solicitan a este tribunal que declare que los contratos de
crédito en divisas están comprendidos dentro del ámbito de aplicación de la directiva sobre los mercados
de instrumentos financieros, de modo que el banco, como entidad de crédito, debería haber evaluado la
adecuación o el carácter apropiado del servicio que presta.

El Ráckevei Járásbíróság pregunta al tribunal de Justicia si la concesión de un préstamo en divisas como
el que es objeto del litigio principal puede considerarse una prestación de un servicio de inversión al que
se aplican las disposiciones correspondientes de la directiva. además, el tribunal húngaro pregunta si el
incumplimiento de estas disposiciones conlleva la nulidad del contrato de préstamo.

En su sentencia el tribunal observa, en primer lugar, que determinados actos del derecho de la unión
dirigidos a la protección de los consumidores pueden ser pertinentes en un asunto como éste. éste es el
caso de la directiva 93/13, que además ha sido objeto ya de una sentencia del tribunal de Justicia en el
contexto específico de los contratos de préstamo denominados en divisas, así como de las directivas 87/102
y 2008/48, que contienen un conjunto de disposiciones protectoras al imponer al prestamista determinadas
obligaciones relativas, en particular, a la información del consumidor.

El tribunal de Justicia declara, seguidamente, que las operaciones de cambio realizadas en el marco de la
concesión de un préstamo en divisas como el que es objeto de este procedimiento constituyen actividades me-
ramente accesorias a la puesta a disposición y al reembolso del préstamo. En efecto, estas operaciones tienen
por objeto únicamente permitir la ejecución de estas dos obligaciones esenciales del contrato de préstamo.

puesto que el prestatario sólo pretende obtener fondos para la compra de un bien o la prestación de un
servicio, y no gestionar un riesgo de cambio o especular sobre el tipo de cambio de una divisa, las opera-
ciones controvertidas no tienen como objetivo la realización de un servicio de inversión. además, en virtud
de la directiva, estas operaciones no constituyen tampoco, en sí mismas, servicios de este tipo.

Las operaciones de cambio controvertidas están además vinculadas a un instrumento, el contrato de prés-
tamo, que no constituye un instrumento financiero en el sentido de la directiva. a este respecto, el tribunal
de Justicia considera que estas operaciones no se refieren a un contrato de futuros, ya que no tienen por
objeto la venta de un activo financiero a un precio fijado en el momento de la celebración del contrato. En
este caso, el valor de las divisas que debe tenerse en cuenta para el cálculo de los reembolsos no está fijado
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de antemano, sino que se determina sobre la base del tipo de cambio de venta de esta divisa en la fecha de
vencimiento de cada mensualidad.

En estas circunstancias, el tribunal de Justicia concluye que, sin perjuicio de la comprobación que debe
efectuar el tribunal remitente, las operaciones de cambio que forman parte de préstamos en divisas como
el que es objeto de este asunto no constituyen un servicio de inversión, por lo que la concesión de un prés-
tamo no está sujeta a las disposiciones de la directiva relativas a la protección de los inversores.

DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA. Por la Oficina en Bruselas del Colegio de
Registradores.

1. instituCionaL:
- ConsEJo, Comisión y paRLamEnto apRuEBan un aCuERdo instituCionaL. Las instituCionEs sE CompRo-

mEtEn a LEgisLaR «mEJoR».
- La Comisión EuRopEa pRoponE CREaR un CuERpo EuRopEo dE fRontERas. 

2. JustiCia:
- La EuRoCáRama, EL paRLamEnto y EL ConsEJo apRoBaRon un aCuERdo soBRE La LEy dE pRotECCión dE

datos quE RECogE EL dERECho aL oLVido.
- La Comisión EuRopEa pRoponE modERnizaR Las noRmas ContRaCtuaLEs En matERia digitaL paRa sim-

pLifiCaR y fomEntaR EL aCCEso a Los ContEnidos digitaLEs y Las VEntas En LínEa En La u.E.
- aCuERdo dE Las instituCionEs paRa La nuEVa diRECtiVa dE sEguRidad En intERnEt.

3. EConomía:
- BRusELas simpLifiCaRá EL REgLamEnto dE inVERsión finanCiERa.

MATERIAS DE INTERÉS.

I. CONSULTA FORMULADA POR DON JOSÉANTONIO CALVO GONZÁLEZ DE LARA EN NOMBRE DE LA TOTA-
LIDAD DE LOS REGISTRADORES MERCANTILES DE MADRID, SOBRE DIVERSAS CUESTIONES RELATIVAS A LA
CONVOCATORIA DE JUNTAGENERAL DE SOCIOS POR REGISTRADORESMERCANTILES EN EL ÁMBITO DE LOS
ARTÍCULOS 169 Y 171 DE LA LEY DE SOCIEDADES DE CAPITAL, Y SU RESOLUCIÓN POR DICHO CENTRO DI-
RECTIVO.

II. BREVE ANÁLISIS DE ALGUNAS DISPOSICIONES DE INTERÉS. Por José Félix Merino Es-
cartín, Registrador de la Propiedad.

- infoRmE EnERo 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informe-244-boe-enero-2015/

- infoRmE fEBRERo 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informe-245-boe-febrero-2015/

- infoRmE maRzo 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-246-boe-marzo-2015/

- infoRmE aBRiL 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-247-boe-abril-2015/

- infoRmE mayo 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-248-boe-abril-2015/
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- infoRmE Junio 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-249-boe-junio-2015/

- infoRmE JuLio 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-250-boe-julio-2015/

- infoRmE agosto 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-251-boe-agosto-2015/

- infoRmE sEptiEmBRE 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-252-boe-septiembre-2015/

- infoRmE oCtuBRE 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-253-boe-octubre-2015/

- infoRmE noViEmBRE 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-254-boe-noviembre-2015

- infoRmE diCiEmBRE 2015:
http://www.notariosyregistradores.com/web/normas/informes-mensuales/informe-255-boe-diciembre-2015/
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LA INFORMACIÓN GEOGRÁFICA EN LA APLICACIÓN DE LA LEY
13/2015: REPRESENTACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADA. Por Carmen
Femenia-Ribera. Ingeniera Técnica en Topografía. Doctora Ingeniera en Geodesia y Cartografía. Departa-
mento de Ingeniería Cartográfica, Geodesia y Fotogrametría, Universitat Politècnica de València. Gaspar
Mora-Navarro. Ingeniero Técnico en Topografía. Doctor Ingeniero en Geodesia y Cartografía. Departamento
de Ingeniería Cartográfica, Geodesia y fotogrametría, Universitat Politècnica de València. Antonio Blanco
Sánchez. Ingeniero Técnico en Topografía. Ingeniero en Geomática y Topografía.

RESUMEN:

Con las nuevas modificaciones de la Ley Hipotecaria y de la Ley del Catastro Inmobiliario por la reciente
Ley 13/2015 (BOE 25/6/2015), se han estrechado las relaciones del Registro y el Notariado con el Catastro
y con la información gráfica; destacando un nuevo concepto técnico conocido como “representación gráfica
georreferenciada”. Las resoluciones conjuntas de la Dirección General de los Registros y Notariado y de la
Dirección General del Catastro por la que se regulan los requisitos técnicos para el intercambio de información
entre el Catastro, los Registros y los Notarios (BOE 30/10/2015) han incluido más conceptos técnicos propios
de la Ingeniería Geomática. Por ejemplo, se puede destacar: georreferenciación, sistemas de referencia
ETRS89 y REGCAN95, proyección UTM, listado de coordenadas… Estos conceptos pueden ser nuevos
para los profesionales de perfil jurista, por ello el objetivo de este artículo es tratar de aclararlos un poco.

SUMARIO:

I. INTRODUCCIÓN.
II. REPRESENTACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADA.
1. REPRESENTACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADA.
2. REPRESENTACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADAALTERNATIVA.

III. SISTEMAS DE REFERENCIA Y PROYECCIÓN.
1. SISTEMAS DE REFERENCIA: ED50 Y ETRS89.
2. PROYECCIÓN: COORDENADAS UTM HUSO 30.

IV. LISTADO DE COORDENADAS GEORREFERENCIADAS.
1. REPRESENTACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADA CUANDO COINCIDE CON LA PARCELA CATASTRAL .
2. REPRESENTACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADAALTERNATIVA. CASO EN EL QUE LA PARCELA CATASTRAL
NO COINCIDA CON LA DELIMITACIÓN FÍSICA DE LA FINCA.

V. CONCLUSIONES.
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I. INTRODUCCIÓN 

 Los nuevos textos de las leyes que se refieren a la relación de los bienes inmuebles con la 
propiedad y el dominio sobre esta, nos introducen nuevos conceptos y técnicas de identificación del 
objeto del derecho registral, que necesitan de aclaraciones por parte de la Ingeniería Geomática y 
Topográfica1. Dicha Ingeniería, especializada en la representación geográfica del territorio, puede 
proporcionar, mediante técnicas cartográficas e informáticas, la mejor solución en la delimitación de la 
propiedad. Además, es importante resaltar que estos profesionales pueden documentar la solución 
adoptada; esto se suele realizar aportando un informe donde se especifican los datos de partida y la 
justificación de las precisiones alcanzadas. De esta manera se puede aumentar la seguridad jurídica en 
nuestro país, en el sentido de que permite conocer la precisión con la que se hallan delimitados los 
derechos de los titulares, que no es otra que la precisión con la que se ha delimitado la propiedad sobre el 
terreno. 

En la nueva redacción de la Ley Hipotecaria (LH)2 aparecen textos como “representación gráfica 
georreferenciada” y “coordenadas georreferenciadas”, que aparecen en varios apartados de la serie de 
artículos que la componen. El objetivo de este artículo es explicar desde la moderna Ingeniería Geomática 
(tradicionalmente conocida como Ingeniería Topográfica), cuál es el significado de estos términos. 

El artículo 10 de la LH indica cuál tiene que ser la representación gráfica, por ello se va a analizar 
su significado desde un punto de vista técnico. 

II. REPRESENTACIÓN GRÁFICA GEORREFERENCIADA 

Según el artículo 10.1 de la LH: 
 
“1. La base de representación gráfica de las fincas registrales será la cartografía catastral, que 

estará a disposición de los Registradores de la Propiedad.” 
 
En la Certificación Catastral Descriptiva y Gráfica (CCDG) de la Dirección General del Catastro 

(DGC) siempre aparece un plano con la parcela catastral a certificar y las parcelas colindantes. Ese plano 
es un extracto de la cartografía catastral del territorio nacional (excepto País Vasco y Navarra, que tiene 
su propio sistema). Es decir que “representación gráfica” en este contexto es sencillamente un mapa o 
plano de la finca registral-parcela catastral, en el que se representa la finca objeto del derecho. 
Entonces..., ¿qué es “representación gráfica georreferenciada”?. 

1. Representación Gráfica Georreferenciada 

Georreferenciar una finca es aquella técnica que permite ubicar en el espacio de manera unívoca 
dicha finca; es decir le confiere una localización geográfica única, definida por unas coordenadas en un 
sistema de coordenadas determinado. Hay que resaltar que esto es muy importante, ya que, dichas 
coordenadas, permiten en cualquier momento volver a marcar en el terreno los límites de la finca. Esto 
permite al titular volver a recuperar los derechos que aparecen en su escritura sobre la porción del 
territorio que le corresponde. En el caso de España, el sistema de referencia oficial es el conocido como 
ETRS89 (y también REGCAN95 en Canarias) y la proyección a utilizar se llama UTM; que se detallará 
más adelante, ambas cosas unidas, se conocen como “sistema de coordenadas”. 

Para definir un sistema de coordenadas, se dibuja una línea horizontal y otra vertical, con una serie 
de segmentos cortos, y se numeran. Para dibujar el punto A (2,5), se cuentan 2 segmentos de la línea 
horizontal y 5 en la vertical. A ese punto se le anota la letra A (figura 1). La “H” es horizontal o eje de 
coordenadas “X”, y la “V” es vertical o eje de coordenadas “Y”. 

Se ha situado el punto A con sus coordenadas (X=2, Y=5). El punto A está referenciado según un 
sistema de coordenadas. 
 

                                                            
1 Geomática: Según la reciente inclusión de esta palabra en el Diccionario de la Lengua de la Real 
Academia Española significa: Disciplina que se ocupa de la obtención, almacenamiento, análisis y 
explotación de la información geográfica. Siendo el significado de Topografía como el arte de describir y 
delinear detalladamente la superficie de un terreno. 
2 Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria aprobada por Decreto de 8 de febrero de 
1946 y del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2004, de 5 de marzo. 
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Figura 1. Sistema de coordenadas (Fuente: Elaboración propia) 

En la figura 2 se aprecia un plano procedente de una CCDG. En el plano se pueden observar una 
serie de números de color rojo en la parte izquierda del mapa y en la parte inferior, algo así como 
4.359.000 o 717.420. 

 

 

Figura 2. Ejemplo extracto gráfico parcela catastral urbana georreferenciada, procedente de una 
Certificación Catastral Descriptiva y Gráfica (Fuente: Sede Electrónica del Catastro, SEC) 
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Esos números de color rojo del plano de Catastro son coordenadas X e Y, igual que las del punto 
A de la figura 1, pero las coordenadas tienen un valor tan grande porque se refieren a una localización 
respecto a un sistema de coordenadas que puede situar cada punto en el Mundo. En este caso, se necesitan 
esas coordenadas además de la información que se puede leer en el plano, también en rojo (Coordenadas 
U.T.M. Huso 30 ETRS89). Esto sitúa la parcela, de una forma unívoca, no solo en el territorio nacional, 
sino también en Europa y en el Mundo. Con la georreferenciación planteada en la ley ubicamos de un 
modo único una finca registral-parcela catastral en toda la superficie terrestre. 

El término geo- es un prefijo griego que quiere decir perteneciente o relativo a la tierra. 
Georreferenciado significa que la finca registral-parcela catastral está referenciada sobre la tierra, gracias 
a las coordenadas X e Y, y a la indicación de su sistema de coordenadas. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 

 
Figura 3. Ejemplo extracto en papel de gráfico parcela catastral rústica. En este caso sin 

georreferenciar ya que carece de cuadrícula con coordenadas (Fuente: SEC) 

En un plano impreso, la manera de conocer si está georreferenciado consiste en identificar los 
puntos de la cuadrícula con sus coordenadas. En formato digital el plano puede estar georreferenciado o 
no, pero no es necesario expresamente que sean visibles los puntos de la cuadrícula. Esto es así porque el 
programa utilizado, un SIG, un CAD, o un Geoportal (como en la figura 4), permite conocer las 
coordenadas de los objetos en todo momento. En la figura 3, se presenta un ejemplo de un plano no 
georeferenciado. 

2. Representación Gráfica Georreferenciada Alternativa  

Siguiendo con el texto de la ley3 se habla de “otra representación  gráfica georreferenciada 
alternativa”, en el caso de procedimientos de concordancia de la finca con la realidad extrarregistral o 
cuando el acto inscribible consista en una parcelación, reparcelación, segregación, división, agrupación, 
agregación o deslinde judicial, que determinen una reordenación de los terrenos4. En este caso se debe 
presentar otro plano georreferenciado, y con su listado unívoco de coordenadas, en el que debe aparecer 
la finca correctamente delimitada sobre el terreno. El Registrador, o el Notario, deberán remitir la nueva 
forma de la finca al Catastro, para que éste actualice su forma, momento en el cual, la finca pasará a estar 
“coordinada”. Cuando esto suceda, la representación gráfica oficial de la finca, la que delimita los 
derechos del titular, pasa a ser la representación de la parcela catastral. 
                                                            
3 Artículo 9. b) de la LH. Modificada por Ley 13/2015 
4 Artículo 10. a) y b) de la LH. Modificada por Ley 13/2015 
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Por otra parte, en la imagen de las parcela rústica de las figura 3, aparecen los cultivos o 
aprovechamientos. También se aprecian, en el inmueble urbano de la figura 2, las diferentes alturas y 
espacios en caso de construcción (identificación de volúmenes). Por lo tanto ante cualquier modificación 
de la finca o inscripción de nueva finca, en la representación geográfica, deben aparecer también los 
elementos interiores que sitúen los espacios de diferente uso. Tal como indica la nueva redacción del 
artículo 202 de la LH: “La porción de suelo ocupada por cualquier edificación, instalación o plantación 
habrá de estar identificada mediante sus coordenadas de referenciación geográfica”. 

III. SISTEMAS DE REFERENCIA Y PROYECCIÓN 

Para saber cuál es el sistema de referencia que se ha utilizado, dicha información se suele 
encontrar en los planos impresos en un cajetín, normalmente en un lateral o en la parte inferior, con un 
texto similar a este: “Coordenadas UTM. Huso 30. ETRS89” (tal como aparece, por ejemplo, en el plano 
de Catastro de la figura 2). Esta información, además de una cuadrícula, es la necesaria para saber si un 
plano está georreferenciado. Dicha información aparece en los planos de Catastro y en todos los planos 
publicados por las diferentes administraciones, desde el Instituto Geográfico Nacional (IGN) dependiente 
del Ministerio de Fomento, hasta, por ejemplo, los límites de limpieza de maleza de los ríos en los 
gobiernos regionales. 

 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Figura 4. Plano catastral en Coordenadas X e Y UTM. Huso 30 y Sistema de Referencia ETRS89 
(Fuente: SEC) 

La utilización expresa de un sistema de referencia (ETRS89 y REGCAN95) y una proyección 
determinada (UTM) es un requisito marcado por ley en el año 2007 adaptándose con ello al resto de 
países europeos. 

Según el Real Decreto 1071/2007, de 27 de julio, por el que se regula el Sistema Geodésico de 
Referencia Oficial en España; en los artículos 3 y 5 indica: 
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“Artículo 3. Sistema de Referencia Geodésico. 
Se adopta el sistema ETRS89 (European Terrestrial Reference System 1989) como sistema de 

referencia geodésico oficial en España para la referenciación geográfica y cartográfica en el ámbito de 
la Península Ibérica y las Islas Baleares. En el caso de las Islas Canarias, se adopta el sistema 
REGCAN95. Ambos sistemas tienen asociado el elipsoide GRS80 y están materializados por el marco 
que define la Red Geodésica Nacional por Técnicas Espaciales, REGENTE, y sus densificaciones”. 

“Artículo 5. Representación planimétrica de cartografía oficial. 
2. Para cartografía terrestre, básica y derivada, a escalas mayores de 1/500.000, se adopta el 

sistema de referencia de coordenadas ETRS-Transversa de Mercator”. 
 
En el caso de fincas registrales-parcelas catastrales se suele trabajar en España a escalas 1/2000 y 

1/5000 para rústica, y 1/1000 y 1/500 para urbana (escalas mayores a 1/500.000). Siendo la cartografía de 
Catastro oficial, cumple por tanto estos requisitos.  

1. Sistemas de Referencia: ED50 y ETRS89 

Los sistemas de referencia ED50, ETRS89 y REGCAN95 son elipsoides sobre los cuales se mide 
la latitud y longitud. Estos sistemas de referencia se diferencian entre sí, muy resumidamente, por el 
tamaño de los ejes, y su ubicación.  

Se utilizan varios elipsoides de referencia porque cada zona del mundo define el que se adapta 
mejor a su territorio. Otras veces, se definen nuevos elipsoides porque las nuevas tecnologías permiten 
determinar nuevos elipsoides con mejor precisión. Este es el caso de España, donde se ha pasado del 
ED50 al ETRS89, como se describe a continuación.  

El sistema de referencia ETRS89 (European Terrestrial Reference System 1989) es un sistema de 
referencia geodésico vinculado a la placa Euroasiática. La Tierra está formada, geológicamente, por una 
serie de placas tectónicas que tienen cierto movimiento. Para poder medir con los modernos sistemas de 
observación GNSS (como el GPS), se necesita una referencia fija, para evitar, que año tras año, las 
coordenadas de un punto sean diferentes debido a dicho movimiento de las placas tectónicas.  

Las Islas Canarias tienen otro movimiento diferente, ya que se encuentran en otra placa, y su 
posición se fijó en 1995, por ello su sistema de referencia es conocido como REGCAN95. 

Hasta el año 2014 la cartografía oficial española se podía también representar en otro sistema de 
referencia conocido como ED50 (European Datum 1950). En este año 2015 solo es posible en ETRS89. 
Mucha cartografía aún sigue representada en el sistema antiguo ED50. Ello implica que puede no encajar 
con el sistema oficial actual. Por ello debe transformarse y pasar del sistema ED50 al ETRS89. Este 
puede ser uno de los motivos que explique desplazamientos de fincas entre cartografías o sobre 
ortofotos5, ya que se encuentran en sistemas diferentes. El caso más frecuente es el de la cartografía 
municipal, ya que en muchos casos, en el momento que se confeccionó la cartografía, el sistema de 
coordenadas oficial era el sistema ED50. 

La explicación de por qué al cambiar de sistema de referencia, datum o elipsoide de referencia, 
provoca un desplazamiento en la cartografía es la siguiente: Supongamos un punto sobre la superficie del 
territorio español. Sus coordenadas elipsoidales son latitud (LA1) y longitud (LO1). El mismo punto, 
respecto de otro elipsoide tiene otras coordenadas elipsoidales (LA2, LO2). La formulación que pasa de 
coordenadas geodésicas, o elipsoidales, a coordenadas UTM no ha cambiado, es la misma. El punto del 
ejemplo no se ha movido, pero al cambiar sus coordenadas geodésicas se obtienen otras coordenadas 
UTM del mismo punto. 
 

𝑓𝑈𝑈𝑈(𝐿𝐿1, 𝐿𝐿1) = (𝑋1,𝑌1)𝑈𝑈𝑈 
𝑓𝑈𝑈𝑈(𝐿𝐿2, 𝐿𝐿2) = (𝑋2,𝑌2)𝑈𝑈𝑈 

 
En España, la diferencia entre las coordenadas UTM del mismo punto en ED50 o ETRS89 es de 

unos 200 metros. Por lo tanto, si al superponer dos cartografías se observa un desplazamiento de esta 
magnitud, probablemente sea porque una cartografía está referida al sistema ED50 y la otra al sistema 
ETRS89. 

 
 
 
 

                                                            
5 Fotografía aérea con validez métrica. 
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2. Proyección: Coordenadas UTM. Huso 30 

Proyección Universal  Transversa de Mercator (UTM): 
Gerardus Mercator fue un matemático y cartógrafo flamenco que inventó la base de nuestro 

sistema de proyección UTM, y por eso en honor a él este sistema de proyección lleva la M de Mercator. 
La Tierra tiene forma elipsoidal, ya que es achatada por los polos. A lo largo de la historia se ha 

intentado de múltiples formas representar la Tierra. Esta no es una tarea sencilla ya que un elipsoide no es 
desarrollable, es decir no se puede transformar en algo plano. Por ejemplo, un cilindro sí es desarrollable, 
ya que, si se corta de forma longitudinal, se puede desenrollar y extender sobre una superficie plana sin 
deformarlo, y luego volver a enrollarlo, obteniendo el cilindro original. Esto no se puede hacer con un 
elipsoide. Por ejemplo, si se trata de desarrollar (aplanar o extender) la cáscara de un huevo sobre una 
mesa. La cáscara se rompería en trozos minúsculos para adaptarse a esa nueva superficie plana, sin 
adoptar ninguna geometría plana parecida a la original del huevo.  

Los Ingenieros no rompen la superficie del planeta, pero se ven obligados a deformar la realidad. 
Todos los sistemas matemáticos utilizados, en la especialidad de la Geomática denominada Cartografía 
Matemática, deforman la superficie del planeta en las proyecciones que utilizan con una serie de 
complejos cálculos matemáticos, con el fin de representar algo curvo, como es la superficie del planeta en 
algo plano, como es un mapa en papel. Por este motivo, se puede asegurar que todas las representaciones 
geográficas de la superficie terrestre presentan deformaciones. Estas deformaciones no presentan ningún 
inconveniente, ya que, son conocidas y se pueden corregir las mediciones realizadas sobre los mapas 
proyectados, para obtener las verdaderas magnitudes en la realidad. Además los sistemas de proyección 
limitan las áreas en las que se pueden aplicar, para evitar deformaciones inaceptables (en el caso de la 
proyección UTM, se utilizan los husos, cuyo concepto se explica a continuación). De todos los sistemas 
de proyección, el más utilizado es el sistema UTM. Como ya se ha dicho, esta deformación está 
controlada matemáticamente por lo que toma el nombre de “sistema de proyección” en lugar de “sistema 
de deformación”. 

El sistema de proyección UTM consiste básicamente en representar, proyectar, la superficie 
terrestre sobre una serie de cilindros (figura 5) cuyos ejes son perpendiculares al eje de rotación de la 
tierra (transversos).  

Por ello la denominación UTM se debe a:  
- U de Universal, ya que permite representar casi toda la superficie terrestre (salvo en las zonas 

polares, donde no se utiliza). 
- T por Transverso, por el cilindro en posición transversa sobre el que se proyecta. 
- Y M, por Mercator, la persona que diseñó el sistema. 

 
 

 

Figura 5. Cilindro transverso para la proyección UTM6 (Fuente: Elaboración propia) 

 
 
 

                                                            
6 Realmente el cilindro es secante. 
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Huso 30:  
Sobre cada uno de estos cilindros se representa una franja muy pequeña de la superficie terrestre 

para evitar deformaciones importantes, en concreto, en cada huso se representan zonas de seis grados de 
diferencia de longitud. Cada una de estas franjas toma el nombre de “Huso”, y para representar 
correctamente el Mundo hay 60 Husos. 

A España le corresponden los Husos números 28, 29, 30 y 31 y dependiendo de la situación de la 
finca se utilizará un huso u otro. 

 
 

 

Figura 6. Situación de los husos en España7(Fuente: SEC) 

En la Península y Baleares se tiene el sistema de referencia ETRS89, y, en proyección UTM, los 
husos 29, 30 y 31. En las Islas Canarias se usa el sistema de referencia REGCAN95, y la proyección 
UTM en el huso 28. Pasando el meridiano 0 (Meridiano de Greenwich) por la península ibérica, 
concretamente por las comunidades de Aragón y Comunidad Valenciana, limitando los husos 30 y 31. 

IV. LISTADO DE COORDENADAS GEORREFERENCIADAS 

En el artículo 9. B) de la LH se indica que: “Siempre que se inmatricule una finca, o se realicen 
operaciones de parcelación, reparcelación, concentración parcelaria, segregación, división, agrupación 
o agregación, expropiación forzosa o deslinde que determinen una reordenación de los terrenos, la 
representación gráfica georreferenciada de la finca que complete su descripción literaria, expresándose, 
si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas georreferenciadas de sus vértices”. Al igual que 
en el artículo 202 de la LH lo indica para los elementos interiores: “La porción de suelo ocupada por 
cualquier edificación, instalación o plantación habrá de estar identificada mediante sus coordenadas de 
referenciación geográfica”. 

1. Representación gráfica georreferenciada cuando coincide con la parcela catastral. 

En el caso de la que la finca registral coincida perfectamente con la parcela catastral con la cual se 
pretende coordinar, desde la SEC se puede descargar un fichero pdf con el listado de coordenadas del 
perímetro que delimita la finca (figura 7). Si se representa, sobre una hoja de papel cuadriculada, todos 
estos puntos sobre un sistema de coordenadas, y se unen de modo correlativo, se tiene la representación 
gráfica de la finca registral-parcela catastral. Los actuales programas gráficos permiten representar y unir 
estos puntos de modo automático. La utilidad principal de estas coordenadas es que se puede situar con 
precisión centimétrica, dichas coordenadas sobre el terreno, con lo cual la finca puede ser ubicada en 
terreno en cualquier momento. Además, este trabajo, debido a los avances tecnológicos y a la red GPS de 
estaciones permanentes de que se dispone, cada vez resulta más rápido, económico y preciso. El problema 

                                                            
7 Atención a las zonas grises ya que pueden coexistir dos husos 
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no es sencillo porque, además, sería conveniente incluir información técnica sobre las coordenadas, lo que 
se conoce como “metadatos”. En el listado no aparece información sobre la precisión de las coordenadas, 
ni la metodología seguida para la obtención de dichas coordenadas. Esto implica que, aunque la 
tecnología actual permita reubicar los puntos con una precisión en torno a 5 centímetros, si la precisión 
real de las coordenadas del listado tiene una precisión de 1’5 metros, lógicamente la precisión de la 
ubicación del lindero no será de 5 centímetros, sino de 1’5 metros. La falta de esta información puede 
llevar a confusiones, debido a que se puede interpretar que dichas coordenadas son exactas. 

 
 

 
 

Figura 7. Listado coordenadas parcela catastral (Fuente: SEC) 

En estos casos, el Ingeniero en Geomática y Topografía, para estimar la precisión de las 
coordenadas, o la fiabilidad del replanteo, lo que hace es lo que se denomina un “análisis métrico”. 
Consiste en medir las coordenadas reales en el terreno de puntos de la cartografía catastral y se 
comprueban las diferencias con las coordenadas de los mismos puntos de la cartografía catastral. Estos 
puntos se conocen como puntos homólogos. Si el 100% de los puntos homólogos, presenta diferencias de, 
menores de 1’5 metros, se puede asegurar que la fiabilidad del replanteo será de 1’5 metros, y no de 5 
centímetros, debido a los datos de partida. 

Sin embargo, aunque la precisión de las coordenadas no aparezca en los listados de la DGC, sí 
aparece una estimación en los ficheros GML que se pueden descargar recientemente de la SEC. Este es 
un fichero de texto que se puede examinar con cualquier editor de texto. A continuación se presenta la 
línea que ofrece esta información: 

 
<cp:estimatedAccuracy uom="m">1.5</cp:estimatedAccuracy>  
<cp:originalMapScaleDenominator>5000</cp:originalMapScaleDenominator> 

 
La primera de las líneas anteriores indica que la parcela se encuentra en una zona donde la precisión 

estimada es de 1’5 metros. La segunda línea indica que la cartografía catastral de la zona a la que 
pertenece la parcela, fue diseñada para una escala 1/5000. 

2. Representación gráfica georreferenciada alternativa. Caso en el que la parcela catastral no 
coincida con la delimitación física de la finca. 

En el caso de que la representación gráfica de la parcela catastral no coincida con la realidad 
extrarregistral será necesaria una representación gráfica georreferenciada alternativa realizada por un 
técnico competente. En este caso también es necesario el cumplimiento de todos los requisitos técnicos 
anteriores. Esto quiere decir que se debe utilizar el sistema de coordenadas oficial y, en el caso de planos 
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impresos, especificar el sistema de coordenadas en el plano, así como una cuadrícula. Del mismo modo, 
también se debe cumplir en los otros supuestos que contempla la ley, en aquellos casos que determinen 
reordenación de los terrenos. 

Entre los requisitos que ha de cumplir la descripción técnica y la representación gráfica alternativa 
de las fincas que se aporten al Registro de la Propiedad8, indica: 

 
“2. Cuando se aporte una representación gráfica suscrita por técnico competente, la definición 

geométrica de las parcelas derivada del trabajo topográfico contendrá la fecha de realización, los datos 
del solicitante, la metodología utilizada, los datos de identificación de las parcelas catastrales afectadas, 
la representación gráfica de cada una de las parcelas resultantes, representadas sobre la cartografía 
catastral, la superficie obtenida y un listado de coordenadas de sus vértices”. 

 
Del mismo modo, también se señala entre las especificaciones técnicas que ha de cumplir la 

descripción gráfica de las parcelas suministradas por los Notarios para la incorporación de alteraciones en 
la cartografía catastral para su rectificación9. 

 
La tabla que aparece a continuación está extraída de un trabajo real, es el listado de puntos con sus 

coordenadas georreferenciadas, que definen la geometría de finca registral-parcela catastral modificada en 
su linde sur, por no coincidir con la cartografía catastral. Las coordenadas de estos puntos están en la 
Proyección UTM, sistema de referencia ETRS89, Huso 30, y medias en metros; como se indica en el 
encabezamiento del listado. 

 
 

UTM. ETRS89 HUSO 30 en metros 
 

UTM. ETRS89 HUSO 30 en metros 
NP X Y Precisión 

 
NP X Y Precisión  

1 700.784,99 4.322.299,03  
 

16 700.754,02 4.322.209,69 0.05 
2 700.825,84 4.322.309,82  

 
17 700.749,86 4.322.218,26  

3 700.829,46 4.322.300,68  
 

18 700.743,88 4.322.228,56  
4 700.850,11 4.322.308,28  

 
19 700.740,28 4.322.236,28  

5 700.864,56 4.322.281,70  
 

20 700.728,43 4.322.254,49  
6 700.856,41 4.322.278,98  

 
21 700.722,69 4.322.278,79  

7 700.844,93 4.322.275,22  
 

22 700.722,04 4.322.281,20  
8 700.813,40 4.322.262,51 0.05 

 
23 700.721,99 4.322.281,78  

9 700.811,94 4.322.255,56 0.05 
 

24 700.718,97 4.322.293,61  
10 700.807,49 4.322.252,61 0.05 

 
25 700.715,57 4.322.306,96  

11 700.794,03 4.322.241,45 0.05 
 

26 700.706,31 4.322.342,42  
12 700.783,69 4.322.235,20 0.05 

 
27 700.731,35 4.322.350,70  

13 700.777,61 4.322.228,67 0.05 
 

28 700.761,44 4.322.360,64  
14 700.768,80 4.322.222,50 0.05 

 
29 700.783,92 4.322.301,71  

15 700.761,21 4.322.214,84 0.05 
    

 

Figura 8. Listado de coordenadas de un levantamiento topográfico (Fuente: Elaboración propia) 

Y la parcela definida por estas coordenadas, la denominada “representación gráfica 
georreferenciada alternativa”, se muestra en las figuras 9 y 10 (Parcela A), donde se especifican los ya 
mencionados detalles sobre el sistema de coordenadas.  

                                                            
8 Resolución de 29 de octubre de 2015, de la Subsecretaría, por la que se publica la Resolución conjunta 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado y de la Dirección General del Catastro, por la 
que se regulan los requisitos técnicos para el intercambio de información entre el Catastro y los 
Registros de la Propiedad. Apartado Séptimo. 
9 Resolución de 26 de octubre de 2015, de la Dirección General del Catastro, por la que se regulan los 
requisitos técnicos para dar cumplimiento a las obligaciones de suministro de información por los 
notarios establecidas en el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario. Apartado Séptimo. 
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Figura 9. Representación gráfica alternativa por falta de coincidencia de la parcela catastral con la 
realidad en el lindero sur (Fuente: Elaboración propia) 

En la figura 9, en  la parte izquierda, se presenta la delimitación realizada del lindero sur, no 
coincidente con la cartografía catastral. En la parte derecha, se presentan las nuevas formas resultantes de 
las parcelas, ya que, al cambiar la parcela A en su lindero sur, necesariamente cambia la parcela B. El 
resto de linderos no cambia.  

Al plano se adjunta una memoria, donde se especifican los datos de partida, se justifica la solución 
adoptada y se establecen las precisiones alcanzadas. Esta información determina la fiabilidad de dicho 
lindero, y justifica el trabajo del Ingeniero en Geomática y Topografía. Hay que resaltar que solo se 
especifica la precisión de los puntos del lindero levantado, y no del resto de linderos, cuya precisión es la 
de la cartografía catastral. La precisión del resto de la cartografía catastral que forma la parcela se puede 
estimar, tal como se explicó en la sección IV.1. 

Para que la nueva geometría de la parcela sea actualizada en el Catastro, y la finca pase a ser 
coordinada, es necesario enviar la información adecuada, y en el formato adecuado al Catastro, desde una 
Notaría o desde un Registro de la Propiedad. Los datos, forma y contenido de estos envíos, se regulan en 
las Resoluciones conjuntas:  “Resolución de 29 de octubre de 2015, de la Subsecretaría, por la que se 
publica la Resolución conjunta de la Dirección General de los Registros y del Notariado y de la 
Dirección General del Catastro, por la que se regulan los requisitos técnicos para el intercambio de 
información entre el Catastro y los Registros de la Propiedad” y en la “Resolución de 26 de octubre de 
2015, de la Dirección General del Catastro, por la que se regulan los requisitos técnicos para dar 
cumplimiento a las obligaciones de suministro de información por los Notarios establecidas en el texto 
refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario”. 

En el caso de la representación gráfica alternativa hay muchos detalles y todos ellos muy 
importantes, pero se resaltan aquí dos de ellos, los que se piensa que son más útiles para un perfil de 
profesional jurista: 

• Es necesario enviar no solo la geometría de la parcela que se está actualizando, en ejemplo la 
parcela A, sino la de todas las parcelas que resulten afectadas por la modificación de la parcela 
de estudio, de forma que todas las parcelas juntas formen un perímetro que no haya sufrido 
alteración en ninguno de sus vértices. En el ejemplo, hay que enviar también la parcela B. En la 
figura 10 se presenta, en la parte izquierda, la forma original de las parcelas y, en la parte 
derecha, la forma final de las dos parcelas afectadas a enviar al Catastro. 
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Figura 10. Representación gráfica alternativa. Nueva forma de las parcelas afectadas (Fuente: 
Elaboración propia) 

• Si la cartografía catastral presenta un desplazamiento o giro, hay que “encajar” la 
representación gráfica alternativa sobre la cartografía catastral y detallar en la memoria 
topográfica el desplazamiento y giro realizado, de forma que se pueda volver a situar la parcela 
en su verdadera posición. En la figura 10 se presenta el mismo ejemplo, pero en este supuesto. 
En este caso, se supone que se ha levantado la parcela y se ha dibujado sobre la cartografía 
catastral, utilizando las coordenadas UTM obtenidas en el levantamiento. En condiciones muy 
frecuentes, el levantamiento se realizará con GPS en modo VRS, con lo que los puntos del 
levantamiento se obtienen con precisión de unos 5 centímetros. Al comparar la cartografía 
catastral con el recinto obtenido con el GPS, se pone de manifiesto que, la parcela objeto de 
estudio, en cartografía catastral tiene una forma y tamaño muy similar, pero que presenta un 
desplazamiento (figura 11, parte izquierda). En este caso, las resoluciones mencionadas, 
especifican que hay que hacer coincidir la representación gráfica alternativa con la cartografía 
catastral. Esto se denomina “encaje” y consiste en hacer coincidir puntos homólogos (figura 
11, parte derecha). Puntos homólogos son aquellos que se reconocen en el terreno y en la 
cartografía catastral. Existen multitud de programas que ayudan a esta tarea, pero aun así no 
suele ser sencillo, ya que la solución no es exacta, es decir, dependiendo de los puntos 
homólogos elegidos el resultado puede ser mejor o peor. Es tarea del Ingeniero en Geomática y 
Topografía encontrar la mejor solución y justificarla. Realizado el encaje, hay que detallar en la 
memoria topográfica el desplazamiento los ejes X e Y, y el giro aplicados. 

 



                                                                                                                                           Nota de Colaboración. Bol. Colegio Registradores, núm. 24 

- 1091 - 
 

 

Figura 11. Representación gráfica alternativa cuando la cartografía catastral presenta un 
desplazamiento y giro (Fuente: Elaboración propia) 

V. CONCLUSIONES 

La Ley 13/2015 avanza en cuanto a coordinación entre Catastro, Registro y Notariado, y sin duda 
mejorarán en gran medida la seguridad jurídica en el tráfico de inmuebles. Muchas de las mejoras en esta 
seguridad la aporta el hecho de añadir cartografía georreferenciada, o información geográfica, a la 
descripción de las fincas registrales. Esta información geográfica debe luego utilizarse para actualizar el 
Catastro. No obstante, la ley, no habla sobre los metadatos de la información geográfica; los metadatos de 
la información geográfica describen la propia información geográfica y sirven para tener la certeza de su 
fiabilidad. Ya que el perímetro de la finca registral limita los derechos del titular, los metadatos de dicho 
perímetro definen con qué fiabilidad están delimitados dichos derechos. Sin embargo, las resoluciones en 
las que se regula la comunicación entre el Catastro y el Registro de la Propiedad y los Notarios, en el caso 
de la representación gráfica alternativa, sí se especifican condiciones técnicas, en cuanto a precisión y 
metadatos sobre la cartografía generada por el Técnico competente. El “Técnico competente” debe 
realizar un informe con todos los metadatos que se detallan en la especificación, es decir, la memoria 
técnica del trabajo de delimitación. Además, el Técnico debe firmar digitalmente dicha memoria. Esto se 
interpreta como que el Técnico se hace responsable de la delimitación realizada, en los términos que se 
detallan en la memoria técnica, lo cual repercute positivamente en la seguridad jurídica del tráfico 
inmobiliario. 
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EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DIRECTA DE LOS BIENES HIPOTECADOS 
EN EL DERECHO ESPAÑOL. LAS REFORMAS HABIDAS COMO CONSECUENCIA 
DE LA EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE 
LA UNIÓN EUROPEA1. Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad, Catedrático de 
Derecho Civil (acreditado), Director del Servicio de Estudios Registrales del Colegio de Registradores 
de España. 
 
 
I. EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DIRECTA DE LOS BIENES HIPOTECADOS EN 
EL DERECHO ESPAÑOL. 
 
 El Libro Blanco de la Comisión Europea sobre la integración de los mercados hipotecarios primario y 
secundario en Europa de 2007 ha alertado de que los Estados miembros deberían hacer más eficientes sus 
procedimientos de enajenación forzosa, por considerar que la ineficiencia de estos procedimientos es un 
factor que encarece la actividad de los prestamistas hipotecarios, aumentando en algunos casos la 
incertidumbre de los inversores sobre la calidad de la garantía y eleva los costes de refinanciación, 
anunciando que velará por que los procedimientos de ejecución de los Estados miembros tengan una 
duración y coste razonables. 
 
 Esta evaluación es importante también porque la Ley 41/2007, en el contexto del principio 
comunitario de la libre circulación de capitales, admite que los créditos de cobertura de los títulos 
hipotecarios estén garantizados por inmuebles situados en cualquier punto del territorio de la Unión 
Europea mediante garantías de naturaleza equivalente, entendiéndose que existe esta equivalencia cuando 
el procedimiento jurídico que respalda la garantía permite a la entidad de crédito liquidar el valor de la 
garantía por su propia cuenta en un plazo razonable ante una situación de impago, y la obtención de un 
precio justo. 
 
 Por ello debemos preguntarnos si cumple nuestro procedimiento de ejecución hipotecaria este canon 
normativo de equivalencia europea en función del objetivo de la eficiencia de los mercados secundarios y 
de la necesidad de obtener un precio justo. El objetivo perseguido por estos procedimientos es el de lograr 
una suerte de alquimia jurídica consistente en la transformación de valores ilíquidos (la propiedad sobre 
los inmuebles) en valores líquidos (dinero) para satisfacer el crédito ejecutado, transformación que ha de 
realizarse de la forma más rápida y eficiente posible. 
 
 Respecto del modelo del procedimiento español de ejecución hipotecaria podemos decir, 
especialmente tras la reforma procesal de 2000, que en lo esencial cumple este objetivo:  

-  se trata de una vía de apremio o procedimiento de ejecución pura, sumario y sin contradicción 
entre partes, basado en los pronunciamientos del Registro, que permite ejercitar su función de extracción 
del valor en cambio de la finca en tanto no se pruebe en sede judicial la inexactitud del Registro;  

 
-  con causas de suspensión y oposición tasadas legalmente a los solos casos de falsedad del 

título, cancelación de la hipoteca, tercería de dominio y error en el saldo de la cuenta, y ahora también al 
carácter abusivo de las cláusulas de la hipoteca;  

 
- que facilita la concurrencia de licitadores permitiendo su financiación a través de la hipoteca 

del derecho de remate;  
 
- es también un procedimiento en el que se aplica, con escasas excepciones, el principio de purga 

de cargas posteriores, incluso respecto de créditos con privilegio especial anotados con posterioridad -
cuyos titulares deberán acudir a la correspondiente tercería de mejor derecho, pero sin paralizar la 
ejecución-;  

 
- en el que se cuida el aspecto posesorio a través de un incidente que permite, antes de la subasta, 

conocer si hay ocupantes de la finca con título suficiente para continuar en la posesión; y finalmente 
 

                                                        
 
1 El presente trabajo tiene su origen la intervención del autor en el Encuentro Hispano-Luso-Brasileño del Centro de Estudios 
Notariales y Registrales – CENOR – (Portugal), Instituto del Registro Inmobiliario de Brasil – IRIB – (Brasil), y el Colegio de 
Registradores de la Propiedad y Mercantiles – CORPME – (España), celebrado en Madrid el 1 y 2 de diciembre de 2015. 
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- se trata de un procedimiento rápido, de subasta única, con posibilidad de sustituirla por 
convenios de realización por entidad especializada, en el que se suprime el trámite del avalúo en la fase 
ejecutiva, sustituyéndolo por la obligación de fijar en la escritura de constitución el precio en que los 
interesados tasan la finca para que sirva de tipo de subasta. 

 
 Como dice el Tribunal Constitucional español, este procedimiento se caracteriza por la extraordinaria 
fuerza ejecutiva del título y la paralela disminución de las posibilidades de contenerla mediante la 
formulación de excepciones, de forma que la presentación de la demanda, el requerimiento al deudor y la 
llamada de terceros poseedores o acreedores posteriores son condiciones suficientes para pasar a la fase 
de realización (sentencia de 17 de enero de 1991). Esta sumariedad se explica porque la ejecución solo 
puede realizarse sobre la base de los extremos contenidos en el asiento registral, lo que inviste al acreedor 
hipotecario de legitimación y a su derecho de presunción de legalidad, en virtud de la previa calificación 
del título por el registrador. 
 
 Ahora bien, como indica el Libro Blanco de la Comisión Europea, el objetivo es obtener, mediante el 
procedimiento, un precio justo por el bien hipotecado. Desde este punto de vista es indudable que la 
regulación en esta materia es mejorable, siendo el objeto del presente estudio analizar las posibles 
mejoras que se pueden introducir, y que de hecho se están introduciendo, en nuestra legislación en 
atención a tal finalidad, preservando al tiempo la necesaria seguridad de cobro y agilidad del 
procedimiento que asimismo debe garantizarse. En algún caso se trata de llevar a la práctica alguna de las 
novedades aportadas por la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, que no han llegado a 
aplicarse, introduciendo para ello los oportunos incentivos o suprimiendo los contra-incentivos que hasta 
ahora lo han impedido.  
 

De hecho esta materia desde hace unos años está en permanente estado de reforma, hasta el 
punto de que constituye un perfecto ejemplo del fenómeno que el profesor García de Enterría identificó 
con la expresión de “legislación motorizada”, locución que en nuestros días se puede actualizar por la de 
“legislación desbocada” o “desenfrenada”. No es exageración. En esta materia se han producido en los 
últimos años hasta seis reformas distintas. Las principales leyes que han llevado a cabo tales reformas se 
pueden clasificar en dos bloques: uno primero dedicado a incrementar la eficacia del procedimiento de 
ejecución hipotecaria, y otro destinado principalmente a proteger al deudor hipotecario. En cuanto al 
primero las principales leyes de reforma han sido las siguientes: 

 
- Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación 

de la nueva Oficina judicial. 
- Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de 

control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por 
las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y 
de simplificación administrativa.  

- Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la 
Administración de Justicia y del Registro Civil, completada por la Ley 42/2015, de 5 de 
octubre, de reforma de la LEC. 

Después analizaremos un segundo bloque de reformas legales que se aprueban con la finalidad 
de evitar o paliar las consecuencias derivadas de la situación de sobreendeudamiento o insolvencia 
sobrevenida de los deudores hipotecarios, entre las que destaca la reforma operada por la Ley 1/2013, de 
14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda 
y alquiler social, en la que tuvo una influencia decisiva la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, como se verá. 
  

1. Reformas destinadas a incrementar la eficacia de los procedimientos de ejecución 
hipotecaria. 
 

Hace unos años escribí un artículo en la Revista Crítica de Derecho Inmobiliario2 proponiendo 
diversas reformas legales en línea con los enunciados y objetivos anteriores, que en parten han sido ya 
incorporadas a nuestro Ordenamiento, y de las que cabe destacar las siguientes: 
 

                                                        
 
2 “Limitación de la responsabilidad hipotecaria: revisión de la ejecución hipotecaria y de la dación en pago en el contexto de la 
actual crisis económica”, En Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, año LXXXVIII; número 732 ; julio-agosto 2012. 
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 1. La denominada «privatización de los mecanismos de ejecución forzosa» por medio de los 
convenios de realización, que permiten pactar el modo de realización más eficaz de los bienes 
hipotecados, o la realización mediante persona o entidad especializada, de los artículos 640 y 641 de la 
Ley de Enjuiciamiento, como medios alternativos a la subasta. Hay que recordar que esta novedad se 
introduce en cumplimiento de las recomendaciones del Libro Blanco de la Justicia del Consejo General 
del Poder Judicial de 1997, en el que se subrayaba el agotamiento del sistema tradicional de venta 
forzosa, pues entiende que «no sirve para lograr el doble efecto de dar satisfacción a la pretensión del 
demandante y no malbaratar los bienes del deudor». 
 
 Si observamos que en el caso de los convenios de realización no cabe que el ejecutante se pueda 
adjudicar el bien por debajo del 70 por 100 del valor de tasación, salvo acuerdo de las partes, o que la 
venta por persona especializada puede llevarse a cabo durante un plazo de seis meses, prorrogable por 
otros seis, comprenderemos por qué estos sistemas alternativos adecuados para no malbaratar los bienes 
del deudor (en palabras del CGPJ) no se pactan nunca en las escrituras de constitución de hipotecas, pues 
las entidades de crédito carecen de incentivos para ello. 
 
 Esta idea de reactivar estos procedimientos alternativos de realización de los bienes hipotecados se 
recoge en la nueva redacción del artículo 641.3 de la LEC al reducir el porcentaje anteriormente señalado 
del 70 al 50 por 100, y previendo la posibilidad de designar como entidad especializada para la subasta al 
correspondiente Colegio de Procuradores. Así se recoge en la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma 
de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, según el texto finalmente aprobado. 
 
 2. El sistema de subasta única, que sustituyó al de tres subastas que regía bajo la vigencia del antiguo 
artículo 131 de la Ley Hipotecaria, ha servido para agilizar el procedimiento, pero presenta el 
inconveniente de incrementar el riesgo de que la subasta quede desierta. Por ello es necesario mejorar el 
régimen de su publicidad, pasando de un anacrónico sistema de publicidad edictal, que todavía hasta 
fechas muy recientes recogía el artículo 649 de la Ley de ritos, a otro de publicidad por medio de página 
web a través de un portal electrónico que podría ser gestionado por el Ministerio de Justicia, por el 
Consejo General del Poder Judicial, por el Colegio de Registradores o por otra Entidad o Corporación de 
Derecho Público. 
 
 Esta idea de las subastas electrónicas se ha recogido y regulado profusamente en la reciente Ley 
19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la Administración de 
Justicia y del Registro Civil, cuya entrada en vigor se produjo el  pasado 15 de octubre, y que ya antes de 
entrar en vigor será objeto de una nueva reforma parcial a través de la modificación de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil antes citada. Las subastas electrónicas se realizarán a través de un Portal de Subastas 
que gestionará la Agencia estatal del Boletín Oficial del Estado. 
 
 3. Por otra parte, el plazo de veinte días desde el anuncio hasta la celebración de la subasta (cfr. art. 
653 de la LEC) es manifiestamente insuficiente para favorecer la concurrencia de posibles compradores 
usuarios finales de la vivienda subastada, distintos de los licitadores profesionales. En este caso la 
dilación por este incremento del plazo se vería compensada por una mayor concurrencia en la subasta. En 
las condiciones de mercado actuales un plazo de venta de veinte días resulta inviable y contribuye al 
indeseable efecto de (repito el término por su carga expresiva) malbaratar el bien ejecutado. No obstante 
es cierto que este inconveniente queda, al menos en parte, paliado por la celebración electrónica de la 
subasta. 
 
 4. Con el mismo objetivo de aumentar la concurrencia en la subasta de potenciales demandantes de 
vivienda cabría ensayar otras cuatro posibles medidas:  
 

- reducir el importe del depósito previo para participar en la subasta que la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 2000 elevó del 20 por 100 al 30 por 100 (cfr. art. 669.1), elevación que dificulta 
la participación de particulares potencialmente interesados en adquirir el bien, y nuevamente reducido al 
citado porcentaje del 20 por 100 mediante la nueva redacción dada al precepto citado por el Real Decreto-
ley 8/2011, de 1 de julio; esta porcentaje fue de nuevo reducido de forma sensible mediante la Ley 
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1/2013, de protección de deudores hipotecarios, que rebajó la consignación previa al 5 por 100, 
consignación que se realizará por medios electrónicos a través del Portal de Subastas.3 

 
- habilitar una línea especial de créditos ICO para financiar el pago del precio del remate con 

garantía de la hipoteca del propio derecho del remate sobre el bien subastado, conforme al artículo 107, 
número 12, de la Ley Hipotecaria, novedad introducida por la Disposición Final 9.ª de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil de 2000, pero que no ha tenido éxito en la práctica, entre otras razones, por falta de 
financiación;  

 
- suprimir la discriminación de las pujas que ofrezcan aplazamientos del pago del precio de 

remate (en la actualidad una oferta por el 100 por 100 del valor de la tasación con aplazamiento de un 
año, puede ser desplazada y quedar inoperante si el ejecutante solicita la adjudicación por el 70 por 100 
del tipo de subasta) - cfr. art. 670 -; ¿cómo puede explicarse racionalmente que una oferta con pago de 
presente del 70 por 100 del tipo más otro 30 por 100 aplazado un año quede descartada, y en su lugar se 
imponga la adjudicación al ejecutante por el 70 por 100 del tipo?. 

 
- extender la facultad de la cesión del remate a cualquier tercero adjudicatario del bien (cfr. art. 

647.3) y no solo al ejecutante. Esta reforma se ha recogido también, si bien sólo de forma parcial, en la 
reciente Ley 19/2015, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la Administración de Justica, 
que extiende el derecho de cesión del remate a los acreedores posteriores y no sólo al ejecutante. 
 
 5. Con el objetivo de mejorar el precio de remate o adjudicación debería admitirse:  
 

a) Que la información sobre la vigencia y el saldo actual de las cargas anteriores al crédito 
hipotecario de la ejecución pudiese recabarse no solo a solicitud del ejecutante, sino también del 
ejecutado, a fin de que las pujas de los postores no descuenten de sus ofertas el importe íntegro por el que 
se constituyeron dichas cargas previas - lo que carece de justificación económica -, sino solo su importe 
vigente (cfr. art. 657). Este artículo se ha modificado por el art. 15 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. 
Ahora no hace falta petición expresa del ejecutante. Esta información se recaba de oficio por el tribunal. 

 
b) Por el mismo motivo, debería extenderse en la misma forma la legitimación para solicitar la 

declaración judicial de que el ocupante de la finca, distinto del ejecutado, no tiene derecho a permanecer 
en el inmueble una vez que este haya sido enajenado en la ejecución (cfr. art. 661), pues ello aumenta su 
precio con paralela disminución del diferencial entre el valor de la finca y el importe de la deuda.  

 
Esta idea de ampliación de esta legitimación no se ha acogido en ninguna reforma. Pero la 

transparencia sobre la situación posesoria y física de la finca, se ha mejorado por otra vía, al prever ahora, 
tras la reciente reforma operada por la Ley 19/2015, que “Durante el periodo de licitación cualquier 
interesado en la subasta podrá solicitar del Tribunal inspeccionar el inmueble o inmuebles ejecutados, 
quien lo comunicará a quien estuviere en la posesión, solicitando su consentimiento. Cuando el poseedor 
consienta la inspección del inmueble y colabore adecuadamente ante los requerimientos del Tribunal para 
facilitar el mejor desarrollo de la subasta del bien, el deudor podrá solicitar al Tribunal una reducción de 
la deuda de hasta un 2 por cien del valor por el que el bien hubiera sido adjudicado si fuera el poseedor o 
éste hubiera actuado a su instancia”. 

 
c) Ampliar el plazo de diez días de que dispone el ejecutado para mejorar la postura que haya 

resultado inferior al 70 por 100 de la tasación, sin imponer que la nueva postura llegue necesariamente a 
dicho porcentaje (hoy se rechazaría una mejora consistente en una oferta por el 60 por 100 del tipo de 
subasta, permitiendo la adjudicación por el 50 por 100, si el ejecutante no ejerce su facultad de pedir la 
adjudicación por el 70 por 100 del tipo, lo que evidentemente es absurdo y arbitrariamente lesivo para el 
ejecutado) - cfr. art. 670 -. 

 

                                                        
 
3 Conforme a la disposición final sexta de la Ley 19/2015: “En el plazo de tres meses desde la publicación de esta Ley, mediante 
real decreto, a propuesta de los Ministros de Justicia y de Hacienda y Administraciones Públicas, se regulará el procedimiento para 
formalizar el sistema de consignaciones en sede electrónica de las cantidades necesarias para tomar parte en las subastas judiciales.” 
En cumplimiento de esta previsión legal se ha aprobado el Real Decreto 1011/2015, de 6 de noviembre, por el que se regula el 
procedimiento para formalizar el sistema de consignaciones en sede electrónica de las cantidades necesarias para tomar parte en las 
subastas judiciales y notariales. 
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6. Finalmente dado que en los casos de subasta desierta se utilizan como criterios para 
determinar el valor de adjudicación ciertos porcentajes sobre el tipo de subasta fijado en la escritura de 
constitución de la hipoteca, es razonable que este tipo de subasta se ajuste o aproxime lo más posible a la 
realidad. Para ello, la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores 
hipotecarios, ha introducido la exigencia de la previa tasación de la finca conforme a la Ley del Mercado 
Hipotecario.  

 
En concreto la Ley 1/2013 da nueva redacción al art. 682.2 LEC para establecer como requisito 

para que la acción hipotecaria pueda ejercitarse mediante el procedimiento de ejecución directa el 
siguiente: “1º. Que en la escritura de constitución de la hipoteca se determine el precio en que los 
interesados tasan la finca o bien hipotecado, para que sirva de tipo en la subasta, que no podrá ser inferior, 
en ningún caso, al 75 por cien del valor señalado en la tasación que, en su caso4, se hubiere realizado en 
virtud de lo previsto en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario”. La 
misma exigencia se impone en el art. 129 LH para el caso de que se utilice como procedimiento de 
ejecución la venta extrajudicial ante notario.  

 
Antes de la reforma lo único que se exigía es que “en la escritura de constitución de la hipoteca 

se determine el precio en que los interesados tasan la finca o bien hipotecado, para que sirva de tipo en la 
subasta”. Por tanto, la novedad estriba en que el tipo de subasta no podrá ser inferior al 75% del valor 
resultante de la tasación realizada conforme a la Ley del Mercado Hipotecario. 
 

Revisión de los criterios de adjudicación de los artículos 670 y 671 de la ley de enjuiciamiento 
civil. Tasación pericial versus tasación legal. 

 
 A pesar de las buenas intenciones del legislador de la Ley 1/2013 de protección de deudores 
hipotecarios de mejorar la posición de estos por la vía de exigir una tasación homologada conforme a la 
legislación del mercado hipotecario en el momento de la constitución de la hipoteca, sus intentos, 
especialmente en los casos de subastas desiertas, resultan insuficientes para alcanzar sus objetivos. 
 

Se afirma con razón que un bien no vale lo mismo - o no tiene por qué valer lo mismo - en 
momentos distintos. En concreto, los bienes inmuebles están sujetos a oscilaciones en el tiempo según las 
circunstancias del mercado en función de los parámetros generales de la economía, como los tipos de 
interés, la tasa de ahorro, el aumento o disminución de la población en el lugar de situación del inmueble, 
la rentabilidad comparativa con otras inversiones alternativas al mercado inmobiliario, etc. Ello al margen 
de las posibles mejoras o deterioros físicos de la finca. 

 
Por ello es lógico que se rechace el argumento de que las adjudicaciones de los bienes 

subastados deben realizarse al acreedor por el valor íntegro de la tasación inicial (como habían sostenido 
algunas resoluciones judiciales, posteriormente revocadas). Pero lo cierto es que los porcentajes utilizados 
por los artículos 670.4 y 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (para los casos de no utilización de la 
facultad de mejora del tipo y de adjudicación en caso de quedar desierta la subasta) del 50 y del 70 por 
100 del valor de aquella tasación, sobre ser arbitrarios y carecer de la flexibilidad necesaria para su 
adaptación a las circunstancias de cada caso y momento, no se corresponden tampoco con los valores 
aproximados de depreciación del parque inmobiliario residencial español en estos últimos años 
transcurridos desde el comienzo de la crisis económica.  

 
Es más, antes de la reforma del artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil operada por el 

Real Decreto-ley 8/2011, las valoraciones a efectos de adjudicación en caso de quedar desierta la subasta 
eran alternativas ya que se admitía en tales hipótesis como valor de la finca hipotecada el más bajo de los 
dos siguientes: 50 por 100 del valor de tasación o el importe de la deuda, sin fijar un límite mínimo, sin 
que se alcanzara a comprender bien por razón de qué ley económica un bien debía valer en una fecha 
determinada más o menos en función de que la deuda que garantizaba fuese mayor o menor. Supongamos 
que la finca hipotecada se tasó inicialmente en 100.000 euros, y que la deuda pendiente de pago es de 
30.000 euros.  

 

                                                        
 
4 El inciso “en su caso” ha sido introducido por la Ley 19/2015, de 13 de julio. Parece que debe interpretarse en el sentido de excluir 
de la obligación la constitución de hipotecas en las que el objeto hipotecado no sea susceptible, por razón de su naturaleza, de una 
tasación de las previstas en la Ley del Mercado Hipotecario. 
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¿Alguien puede explicar por qué en ese caso la finca se adjudicaba al ejecutante por un valor de 
30.000, en tanto que si la deuda fuese de 50.000 euros se adjudicaría —¡la misma finca!— por esta última 
cifra? Supongamos ahora que la deuda perseguida fuese solo de 3.000 euros. ¿Es que la finca vale menos 
porque la deuda que garantiza sea menor?. 

 
Pues bien, según el artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en su redacción anterior al 

Real Decreto-ley 8/2011, la finca se adjudicaría por esta última cantidad, incluso en el caso de que fuese 
la vivienda habitual del ejecutado. Esta situación se subsanó en virtud de tal reforma para los supuestos de 
vivienda habitual, pero no para los demás supuestos.  
 
 Por tanto, cabe postular a favor de que la adjudicación al acreedor de la vivienda ejecutada por el 70 
por 100 del valor de tasación, en los casos en que dicha suma no cubra el importe íntegro de lo adeudado, 
sea considerada como una valoración provisional pendiente de la definitiva que resulte de la tasación 
pericial que, ya dentro del procedimiento de ejecución ordinaria en que se transforme el hipotecario 
conforme al artículo 579 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se realizaría en los términos de los artículos 
637 a 639 de la misma Ley, y que podrá llevarse a cabo conjuntamente con la de los bienes embargados 
en esta nueva fase del procedimiento, y sin perjuicio del alzamiento de estos nuevos embargos en caso de 
que el resultado de dicha tasación de la vivienda hipotecada determinase la extinción completa de la 
deuda perseguida. 
 
 Como solución subsidiaria podría plantearse que el porcentaje del valor de tasación a efectos de 
adjudicación al acreedor no fuese fijado directamente por la Ley, sino por referencia a unos índices 
estadísticos oficiales de la evolución de los precios de la vivienda por provincias o localidades, solución 
que sin ser la más ajustada a las circunstancias de cada caso, estará menos alejada de la realidad de la 
valoración del inmueble subastado y, por ello, menos alejada de la justicia material del caso y de la 
finalidad institucional de la subasta hipotecaria como medio de realización del valor del bien hipotecado, 
conforme al objetivo reclamado por el Libro Blanco de la Comisión Europea sobre la integración de los 
mercados hipotecarios primario y secundario en Europa de 2007 de la obtención de un «precio justo». 
 

2. Reformas destinadas a proteger al deudor hipotecario. 
 

2.1 Reformas anteriores a la Ley 1/2013, de protección de deudores hipotecarios. 
Ya antes de la aprobación de la citada Ley de medidas para reforzar la protección a los deudores 

hipotecarios, el Parlamento en esta legislatura y en la anterior había venido aprobando normas con la 
misma finalidad, pero con desigual resultado. En general han buscado dos objetivos: prevenir la situación 
de insolvencia por la vía de la reestructuración de la deuda, y paliar los efectos de la insolvencia cuando 
esta resulta inevitable, y en general se han restringido a los casos de hipoteca sobre la vivienda habitual. 

1º La primera medida en este sentido fue un Real Decreto de 28 de noviembre de 2008 que 
aprobó una moratoria temporal y parcial en el pago de los préstamos hipotecarios a favor de personas 
desempleadas y autónomos que hubiesen cesado en su actividad. Los beneficios consistían en apoyo 
financiero hasta cubrir el 50% de las cuotas mensuales y con un límite máximo de 500 euros mensuales. 
Estas cantidades no se condonan, sino que se aplazan hasta el 1 de marzo de 2012 y se prorratean durante 
el resto de la vida de la hipoteca. 

2º. Otro Real Decreto de 9 de abril de 2010 amplió los límites de inembargabilidad de los bienes 
del deudor, de forma que respecto de las deudas que queden pendientes tras la ejecución hipotecaria por 
razón del préstamo hipotecario, las cantidades que la LEC (art. 607) declara inembargables se aumentan 
un 50%, más otro 30% adicional por cada miembro de la unidad familiar que no tenga ingresos propios. 

3º. La Ley de Economía Sostenible de 4 de marzo de 2011 introduce en el Derecho español una 
recomendación que ya había hecho la Comisión europea en 2007, que trata de incorporar a la práctica 
bancaria el concepto de concesión responsable de los créditos. Y para ello impone a las entidades la 
obligación de evaluar la solvencia del prestatario a través de la relación entre su capacidad de pago y los 
compromisos financieros que asumiría con el préstamo. Además, prevé mecanismos para asegurar la 
independencia de las tasaciones inmobiliarias, evitando influencias indebidas de la propia entidad. Se 
trata con ello de prevenir situaciones futuras de sobreendeudamiento por sobretasación de las fincas o por 
falta de control de la solvencia del deudor. 

4º. Otro Real Decreto-Ley de 1 de julio de 2011 modifica la LEC (art. 671) para elevar el valor 
del bien adjudicado al acreedor por quedar la subasta desierta (sin postores) del 50 al 60% de la tasación 
inicial. 

Todas estas medidas han sido útiles, pero insuficientes como consecuencia de la duración y del 
rigor de la actual crisis. 
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5º. En la actual legislatura el Gobierno ha aprobado dos Reales Decretos-Leyes con medidas 
urgentes para la protección de los deudores hipotecarios sin recursos: el primero en marzo de 2012, y el 
segundo en noviembre: 
 a) La novedad principal del Decreto de marzo fue la aprobación del denominado “Código de Buenas 
Prácticas” para la reestructuración de las deudas hipotecarias sobre la vivienda habitual. Conceptualmente 
el Código estaba bien concebido al estructurarse en tres grupos de medidas:  

- las previas a la ejecución hipotecaria que lo que pretende es evitarla disminuyendo el importe 
de la factura hipotecaria mensual por tres vías: carencia de amortización de capital durante 4 años, 
ampliación del plazo de amortización hasta un total de 40 años y la reducción del tipo de interés al 
Euribor + 0,25%; 

- en segundo lugar, y para el caso de que la reestructuración a través de las medidas anteriores 
resulte inviable por ser, a pesar de todo, la cuota hipotecaria superior al 60% de los ingresos familiares, se 
prevé como medida complementaria una quita o reducción del capital del 25%; 

- finalmente, como medida sustitutiva de la ejecución, y para el caso de que las medidas 
anteriores no resulten viables, se contempla la dación en pago con extinción total de la deuda, pudiendo el 
deudor permanecer en la vivienda durante dos años en concepto de arrendatario, y pagando una renta 
anual del 3% del importe de la deuda en el momento de la dación. 

b) Al parecer este Decreto ha tenido escasa aplicación práctica y, por tanto, una eficacia limitada. 
Ello se explica, a mi juicio, porque los requisitos exigidos para poder acogerse a estas medidas (que son 
los requisitos que definen el llamado “umbral de exclusión” de los deudores) fueron muy estrictos: entre 
ellos se exigía que ninguno de los miembros de la unidad familiar tenga ingresos del trabajo y que la 
cuota hipotecaria supere el 60% de los ingresos familiares. En el caso concreto de la dación en pago, se 
exige que la vivienda carezca de embargos u otras cargas posteriores, lo que en la práctica, en casos de 
insolvencia por sobreendeudamiento, es muy infrecuente. 

b) El Decreto de noviembre de 2012 tiene un objeto más concreto y bien definido: suspender 
durante dos años los lanzamientos o desalojos de la vivienda habitual del deudor cuando en la ejecución 
hipotecaria la vivienda se haya adjudicado al acreedor y el deudor esté en situación de vulnerabilidad 
social. En este caso el colectivo beneficiado está definido de forma más equilibrada. En él se incluyen: las 
familias numerosas, monoparentales con dos hijos a cargo, o con menor de tres años, con personas con 
discapacidad, etc. Además se exigen condiciones económicas menos exigentes que en el Decreto de 
marzo: en concreto que el conjunto de ingresos de la familia no exceda del límite de tres veces el 
Indicador de Renta de Efectos Múltiples (6.000 euros), que la cuota de la hipoteca represente más de un 
50% de los ingresos familiares y que la hipoteca recaiga sobre la única vivienda en propiedad del deudor. 
Este Decreto de noviembre tiene un 2º objeto que es crear un Fondo social de viviendas propiedad de las 
entidades financieras con objeto de destinarlas a su alquiler por parte de los deudores que hayan sido 
desalojados de su vivienda habitual por una ejecución hipotecaria. Es por tanto un verdadero Decreto de 
“stop desahucios”, de carácter transitorio, con la esperanza de que durante su vigencia cambie el ciclo 
económico.  
 

2.2. La Ley 1/2013, de protección de deudores hipotecarios. 
El 14 de marzo de 2013 una sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) 

declaró que algunos aspectos de la legislación española de ejecución hipotecaria no se ajustan a 
normativa comunitaria.  

En concreto, lo que la Corte de Luxemburgo ha dicho es que la Directiva de protección a los 
consumidores de 1993 se opone a que una normativa como la española, al mismo tiempo que no prevé en 
el marco del procedimiento de ejecución hipotecaria la posibilidad de formular motivos de oposición 
basados en el carácter abusivo de una cláusula contractual, no permite que el juez que conozca del 
procedimiento declarativo posterior en que se alegue la nulidad de esa cláusula pueda adoptar ninguna 
medida cautelar, como por ejemplo la suspensión de la ejecución, que garantice la eficacia de la 
sentencia, y que si ésta es favorable al consumidor éste no pueda recuperar su vivienda. Ello obligaba a 
modificar la legislación procesal española bien para permitir alegar esta causa de oposición en la 
ejecución, bien para permitir que el juez del declarativo pueda adoptar una medida cautelar realmente 
eficaz como las señaladas.  

Por otro lado, las consideraciones que hace la sentencia respecto de las tres cláusulas concretas 
que examina para determinar si son o no abusivas (el pacto de liquidación de la deuda por el acreedor, el 
vencimiento anticipado por impago y los intereses de demora), dado que esas consideraciones están 
basadas en conceptos jurídicos indeterminados (buena fe, equilibrio de las prestaciones, etc) hacían 
recomendable una intervención del legislador para dar pautas claras a los jueces. En ese sentido se 
modifica la regulación de los intereses de demora, fijando sus límites de forma clara (en 3 veces el interés 
legal del dinero), y se aclara también que el pacto de vencimiento anticipado exige el impago de, al 
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menos, 3 cuotas mensuales.  
En concreto, ¿qué medidas efectivas introduce esta Ley y cuáles se quedaron en el tintero? 
a) Es una Ley bastante amplia que recoge normas heterogéneas, básicamente de tres tipos: 

hipotecarias, procesales y de apoyo social. En su origen están la ILP sobre dación en pago, paralización 
de los desahucios y alquiler social, por un lado, y por otro la Sentencia de la Corte de Luxemburgo de 14 
de marzo de 2013. La Ley se divide en 4 grandes Capítulos con numerosas medidas: 

1º. El Capítulo I prevé la suspensión inmediata y por un plazo de 2 años de los desahucios por 
ejecución hipotecaria de las familias en situación de riesgo de exclusión. Básicamente recoge la misma 
regulación ya contenida en el Decreto de noviembre de 2012, si bien la vigencia inicialmente prevista de 
esta norma de dos años ha sido ampliada a cuatro en virtud de una modificación introducida en la 
redacción originaria del art. 1.1 de la Ley 1/2013 por el art. 3 de la Ley 25/2015, de 28 de julio, de 
mecanismo de segunda oportunidad, reducción de la carga financiera y otras medidas de orden social. 
 
 2º. En el Capítulo II se introducen modificaciones importantes en la LH:  
 - en materia de intereses de demora se impone el límite de 3 veces el interés legal del dinero (ahora el 
4%) y se prohíbe su capitalización (para que no generen, a su vez, nuevos intereses: el llamado pacto de 
anatocismo, que la jurisprudencia venía admitiendo); 
 - además, se establece que en caso de que el precio de la subasta no cubra toda la deuda, se pagará el 
capital antes que los intereses de demora, de forma que dejen de generarse nuevos intereses (evitando los 
llamados pactos de imputación que solía imponer el acreedor en su beneficio); 
 - además, se regula la venta extrajudicial ante notario, facultando al notario para que advierta a las 
partes de que alguna cláusula puede ser abusiva. 
 3º. En el Capítulo III se recogen las modificaciones que venían impuestas por la Sentencia de 
Luxemburgo en el procedimiento de ejecución y otras adicionales que tienden a mejorar la posición del 
deudor. En concreto: 
 - una novedad importante es que se acepta la dación en pago parcial mediante la condonación o 
extinción de una parte de la deuda remanente que quede tras la ejecución: de forma que si se paga en 5 
años se reduce en un 35%, y si se paga en 10 años la quita es de un 20%; más recientemente la Ley 
25/2015, de 28 de julio, de mecanismo de segunda oportunidad, admite la condonación total de la deuda 
remanente que quede después de una ejecución hipotecaria en caso de que el deudor haya sido declarado 
en situación de concurso de acreedores y cumpla los requisitos para obtener el denominado beneficio de 
exoneración de pasivo insatisfecho, por tratarse de un deudor de buena fe, y una vez concluido el 
concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa activa. El beneficio se pierde, entre otros casos, 
cuando el deudor mejore sustancialmente su situación económica por causa de herencia, legado o 
donación, juego de suerte o azar de manera que pudiera pagar todas sus deudas pendientes sin detrimento 
de sus obligaciones de alimentos (art. 178 bis LC); 
 - además, se permite que el deudor participe en las plusvalías futuras de la vivienda, en concreto en un 
50%, en caso de que se obtengan por el acreedor en el plazo de los 10 años siguientes a la ejecución; 
 - es importante también, como medida para disminuir la deuda remanente, la elevación del valor de 
adjudicación al acreedor de la vivienda en caso de que la subasta quede desierta por ausencia de postores, 
en concreto se eleva el valor del 60% al 70% de la tasación inicial; 
 - se introduce la posibilidad de que el juez de oficio aprecie el carácter abusivo de alguna cláusula, y 
se introduce una nueva causa de oposición por el deudor a la ejecución en caso de que alegue que alguna 
de las cláusulas que fundamenten la ejecución o que determine el importe de la deuda es abusiva. En este 
caso se abre un incidente que el juez resuelve previa audiencia a las partes. En caso de que estime la 
oposición, acordará el sobreseimiento de la ejecución o su continuación sin la cláusula abusiva; en este 
caso el ejecutante puede apelar la decisión del juez. Sin embargo esta posibilidad de apelación no se 
reconocía a favor del deudor en caso de desestimación de su oposición. Esta diferencia de trato fue objeto 
de otra sentencia por parte del TJUE de 17 de julio de 2014 declarándola contraria a la Directiva de 1993. 
Esta nueva sentencia obligó al Gobierno español a aprobar otra reforma legal para atribuir también el 
derecho de apelación a favor del deudor, lo que se produjo mediante Real Decreto-Ley 11/2014, de 5 de 
septiembre, de medidas urgentes en materia concursal, posteriormente confirmado por la Ley 9/2015, de 
25 de mayo. 
 - para los procedimientos iniciados tras la entrada en vigor de la ley, la oposición del ejecutado basada 
en el carácter abusivo de una cláusula contractual puede formularse en un plazo ordinario de diez días a 
partir de la fecha de notificación del auto en el que se despache la ejecución hipotecaria, el cual suspende 
el procedimiento de ejecución hasta que se resuelva la oposición. Una disposición transitoria de esta Ley 
contempla los procedimientos de ejecución que se encontraban en curso cuando entró en vigor la ley, es 
decir, los procedimientos en los que el plazo de oposición de diez días ya había empezado a correr o ya 
había expirado. En esos casos, para formularse la oposición en el plazo de un mes a partir del día 
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siguiente al de la publicación de la ley en el B.OE. Sin embargo, una nueva Sentencia del TJUE de 29 de 
octubre de 2015 declara contrario al Derecho europeo el inicio del cómputo del citado plazo de un mes 
desde la publicación en el BOE de la Ley, obligando a practicar una notificación personal, conforme al 
principio de efectividad del Derecho comunitario. 
 - finalmente, se exige que el deudor deje de pagar al menos 3 cuotas mensuales antes de iniciar la 
ejecución, y tratándose de la vivienda habitual el deudor podrá paralizar el procedimiento pagando en 
cualquier momento anterior a la subasta las cantidades adeudadas. 
 4º. Finalmente, en el Capítulo IV se contiene una actualización del Código de Buenas Prácticas que se 
incluía en el Decreto de marzo de 2012, en general en el sentido de suavizar las condiciones impuestas 
para ser beneficiario, lo que parece un acierto. 
 b) En cuanto a las medidas que se quedan en el tintero yo señalaría el tema de una regulación más 
clara y flexible de la ley de “segunda oportunidad”, una modificación de la regulación de los valores de 
adjudicación en caso de subasta desierta en la línea de lo ya apuntado, y también una reforma del art. 12 
de la LH, que en su redacción actual (procedente de una desafortunada modificación de 2007) limitó la 
calificación de las cláusulas financieras de los préstamos hipotecarios por los registradores. Este control 
previo de legalidad que realiza el registrador preventivamente en el momento de constituirse la hipoteca 
es fundamental para depurar los préstamos hipotecarios de cláusulas nulas o abusivas, y va en beneficio 
de los consumidores y también de los competidores del acreedor, y por tanto del mercado. Cuanto mayor 
sea el control en ese momento previo, menor será el riesgo de que el acreedor se encuentre en el momento 
de la ejecución con la paralización del procedimiento por incidentes relativos al carácter abusivo de las 
cláusulas, lo que constituye un riesgo no desdeñable. Debe conjugarse la protección del consumidor 
frente a las cláusulas abusivas con el derecho del acreedor al cobro. En este equilibrio está la clave de la 
eficiencia del mercado hipotecario, mercado que, no lo olvidemos, ha permitido el acceso a una vivienda 
en propiedad a muchos millones de españoles durante los últimos decenios. Y para asegurar ese equilibrio 
la calificación rigurosa del registrador es esencial.  
 

 
II. OTRAS REFORMAS HABIDAS COMO CONSECUENCIA DE LA EVOLUCIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA. 
 

1. La situación previa a la Ley 41/2007, de reforma de la Ley Hipotecaria y del Mercado 
Hipotecario. 

 
La política de defensa de los consumidores ha ido creciendo ininterrumpidamente en importancia 

en la consideración de las instituciones comunitarias, que comenzaron a desarrollar su acción en este 
campo aun antes de que el Tratado de Roma se reformase para abarcar esta competencia por medio de 
resoluciones políticas y programas operativos. 

 
 Por su parte, el Acta Única de 1986 incorpora por primera vez de manera formal la consideración de 
la protección al consumidor como uno de los objetivos del mercado interior, incorporando esta materia al 
proceso de armonización legislativa comunitaria.  
 

Además de ello, se ha de destacar la elaboración y aplicación de planes y programas trienales 
sobre política de los consumidores de la CEE, en los que, entre otras cosas, se insiste en la necesidad de 
una política útil para los consumidores, lo cual implica una gestión y control eficaz. La jerga comunitaria 
distingue gráficamente entre los mecanismos de seguridad cautelar y los de mero resarcimiento, hablando 
de seguridad «río arriba» y «río abajo» respectivamente, tratando, cuando resulta posible, de potenciar el 
primero de estos mecanismos: es por ello que, desde la perspectiva comunitaria, las soluciones judiciales 
- «río abajo» - son insuficientes por sí solas. 

 
De ahí la importancia de la actividad que en este terreno desarrollan las instituciones jurídicas 

extrajudiciales de Derecho preventivo o cautelar, como los Registros de la Propiedad, mediante el control 
de legalidad previo que por vía de la calificación realizan respecto de los contratos seriados o en masa que 
pretenden su acceso al mismo.  

 
 Esta idea, con importante apoyos doctrinales y de estudios científicos, contrastada en numerosos 
Congresos y Seminarios internacionales, ha tropezado sin embargo con el criterio restrictivo que al 
respecto había venido manteniendo la Dirección General de los Registros y del Notariado desde sus 
primeras Resoluciones en la materia de comienzos de los años 90. 
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Las razones para ello parecía situarse en dos factores: 
 
1.° La indeterminación de ciertos conceptos jurídicos que conducen a la calificación de la 

cláusula como abusiva, como son los de «desequilibrio importante de las prestaciones» o el de 
«exigencias de la buena fe». 

 
 2.° El hecho de que la calificación como abusiva de una cláusula pueda determinar no sólo su 
ineficacia, sino la de todo el contrato cuando la supresión de aquélla altere el equilibrio equitativo de las 
prestaciones recíprocas, con ausencia de las partes interesadas en dicho juicio. 
 
 Este criterio restrictivo de la DGRN no cambia a pesar de que el 5 de abril de 1993 se aprueba la 
Directiva nº 13 de 1993, que destaca por el hecho de que la Comunidad Europea por primera vez dicta en 
materia de consumidores una norma horizontal, no vertical o sectorializada como había hecho hasta 
entonces, aplicable con carácter general a toda la contratación, incluyendo de forma directa la 
contratación inmobiliaria y de servicios financieros hipotecarios. El artículo 10 de la Directiva establecía 
para su desarrollo en el Derecho interno de los Estados miembros la fecha del 31 de diciembre de 1994, 
fecha que dejó transcurrir el Estado español sin trasponer la Directiva al Derecho interno (transposición 
que no llegó hasta la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación). 
 
 Por ello la protección de los consumidores en sede registral se vino desarrollando mediante la 
aplicación de los principios y normas comunes del Derecho civil e hipotecario, pues los principios 
consumeristas se localizaban ya en estado gestante en los clásicos principios e instituciones del Derecho 
contractual, tales como el deber de comportarse de buena fe, la proscripción del abuso del derecho, la 
equivalencia de las prestaciones, la prohibición de enriquecimiento injusto, el sistema de la atribución 
objetiva de la carga de la prueba, la proscripción de las limitaciones a la libre circulación de los bienes, o 
de la resolución del contrato de forma discrecional por una de las partes contratantes, etc. Y ello no sólo 
como valores abstractos inmanentes en el ordenamiento, sino incluso bajo una clara formulación positiva, 
tanto en el Código civil como en la Ley Hipotecaria. 
 
 Estas coincidencias entre el Derecho civil e hipotecario y el Derecho de consumo no son en absoluto 
casuales. Pensemos, que el Derecho de consumo no constituye una disciplina autónoma, por lo que la 
potenciación de la figura del consumidor no implica extraerlo de las relaciones jurídicas en que se halla 
inmerso (es decir, seguirá siendo comprador, prestatario, arrendatario, etc). 
 

Este criterio de integración es algo más que un buen propósito o una idea abstracta, ya que se 
encuentra positivado en nuestro Derecho interno, y así el artículo 7.° LDCU de 1984 ya declaraba que 
“los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios deberán ser respetados en 
los términos establecidos en esta Ley, aplicándose además - sigue diciendo - lo previsto en las normas 
civiles y mercantiles...”. Como ha destacado la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 marzo 1995, la Ley 
General de Defensa de los Consumidores y Usuarios de 1984 no es exclusiva ni acaparadora en la 
protección de los derechos de éstos, y así la primacía de los preceptos sustantivos se mantiene y debe ser 
declarada por no estar impedida por el artículo 7 de la misma.  

 
Pues bien, todo ello es susceptible de calificación registral directa, y en base a ello los 

registradores han venido denegando la inscripción de muy diversas cláusulas abusivas de los contratos de 
préstamos hipotecarios como: 

o  Cláusulas financieras: las de variación de intereses sólo al alza, o indexados a índices no 
objetivos, o las cláusulas de redondeo por encima del 1/8 de punto o sólo al alza (D.A. 12ª 
Ley 44/2002 de reforma del sistema financiero); 
 

o Cláusulas de vencimiento anticipado en caso de que la parte prestataria sea declarada en 
concurso (art. 61.3 Ley Concursal 22/2003), o en caso de enajenación o gravamen o 
arrendamiento de la finca hipotecada (arts. 27 y 107.3 LH), o en caso de embargo de la finca 
hipotecada o de iniciación de una ejecución contra otros bienes del patrimonio del deudor, o 
por insolvencia o fallecimiento del deudor,  o por disminución del valor de la finca 
hipotecada por encima de ciertos valores “a juicio del prestamista”, o por incumplimiento de 
cualquier obligación derivada del contrato, aún accesoria, etc. 
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o Otras cláusulas que imponen limitaciones o renuncias a los derechos de los consumidores, 
como: 

 las de que imponen al consumidor gastos o impuestos cuyo pago 
corresponde por ley al acreedor (art. 89.3 LGDCU), 

 los pactos de sumisión expresa a tribunal distinto del que corresponda al 
lugar de situación del inmueble (art. 90.2 LGDCU y 684 LEC), 

 los pactos comisorios (art. 1859 Cc),  
 los de renuncia del deudor a la cancelación parcial cuando el acreedor 

haya aceptado el pago fraccionado del crédito (art. 124 LH), 
 el de renuncia del deudor a la notificación de la cesión del préstamo 

hipotecario (art. 149 LH; tras su modificación por Ley 41/2007, es pacto 
personal), 

 o la cláusula que permite al acreedor descontar del precio del remate los 
gastos de formalización relacionados con la adjudicación del inmueble 
(art. 692 LEC). Etc, etc. 
 

o Todas estas calificaciones encontraron el aval de la DGRN hasta la modificación de la Ley 
Hipotecaria, en particular de su art. 12, por la Ley 41/2007, de 7 de diciembre. 

 
2. La situación posterior a la aprobación de la Ley 41/2007, de reforma de la Ley 

Hipotecaria y del Mercado Hipotecario. 
 

La Ley 41/2007 de reforma de la Ley Hipotecaria y de la regulación del mercado hipotecario 
secundario se gesta en un momento de enorme expansión del mercado hipotecario, hasta el extremo de 
que en el periodo de los diez años anteriores (entre 1996 y 2006) los saldos vivos de la total cartera de 
créditos hipotecarios se multiplicaron por 7, fruto de la combinación de dos factores: tanto el número de 
hipotecas constituidas (1.668.000) como el importe medio de capitales contratado (125.000) 
aproximadamente se triplicaron. Además, a pesar del rápido aumento del precio de las viviendas en dicho 
periodo, y del consiguiente aumento del importe de los préstamos, cada vez ha sido posible facilitar el 
acceso a la vivienda a sectores de población de menores rentas al haberse multiplicado por 5 la capacidad 
de endeudamiento de las familias por el efecto combinado de los bajos tipos de interés, el incremento del 
“loan to value”, que ha llegado al 80% del valor del inmueble, y el alargamiento de los plazos de 
amortización que se estandarizó por encima de los 25 años.  

 
En ese contexto, en el que la prudencia aconsejaba “enfriar” el mercado hipotecario, incrementando 

los niveles de solvencia exigidos en los deudores, imponiendo mayor rigor en las tasaciones y 
estimulando los controles jurídicos, es decir, introduciendo medidas anticíclicas, la Ley 41/2007 no 
acomete con vigor tales medidas, e introduce otras de efecto inverso, que estimulan todavía más el 
mercado, como fueron las relativas a la introducción de las hipotecas flotantes, las hipotecas recargables y 
la confusa redacción del art. 12 de la Ley Hipotecaria, dando pie a una restricción de la calificación 
registral de las cláusulas financieras de los préstamos hipotecarios, según la inicial interpretación que, 
partiendo de su literalidad, se hizo por parte de la DGRN.  
 

En una primera etapa que se abre con la Resolución de 21 de diciembre de 2007 (a pesar de que se 
refería a un supuesto de hecho anterior a la entrada en vigor de la norma) y se cierra con otra Resolución 
de 24 de julio de 2008, la DGRN asume una interpretación radical de la norma y cercena drásticamente la 
capacidad de calificación de los registradores en un doble sentido: a) por un lado suprime “in totum” la 
calificación de todas las cláusulas financieras y de vencimiento anticipado a que se refiere el párrafo 
segundo de la norma, y b) por otro lado, restringe incluso la calificación de las cláusulas de estricta 
transcendencia real ajenas a las financieras, interpretando que las únicas cláusulas con efectos frente a 
terceros - únicas a las que se habría de limitar la calificación - serían las relativas al importe del principal 
e intereses, límites de responsabilidad hipotecaria de la finca, las relativas a la mera identificación de las 
obligaciones garantizadas y duración de éstas5. 

                                                        
 
5 Esto deja fuera de la calificación sorprendentemente incluso muchos pactos de carácter o transcendencia real, pero que no son ni 
cláusulas financieras ni cláusulas de vencimiento anticipado. Así, a título de ejemplo, se pueden citar los siguientes: 
 - pactos relativos al derecho real de hipoteca: la cláusula de constitución, los relativos a la extensión objetiva de la hipoteca 
(arts. 109 a 113 L.H.), pactos sobre la modificación del rango registral de la hipoteca (arts. 227 y 241 R.H,), o sobre duración de la 
hipoteca (arts. 82 y 153bis L.H.); 
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- De esta interpretación resultaba un esquema legal de sobreprotección del acreedor 
hipotecario, que ha terminado siendo contraproducente, basado en los siguientes elementos:  

 
1º aplicación de condiciones generales de la contratación en los préstamos hipotecarios, sin 
negociación individualizada;  
2º intervención del notario para autorizar la escritura de formalización, bajo minuta, con 
limitación de controles formales a los meros de inclusión o incorporación de las respectivas 
cláusulas: información precontractual, claridad en la redacción y consentimiento informado 
(en la medida en que se cumpliesen los requisitos de la fase precontractual previstos en la 
Orden de 5 de mayo de 1994, sobre transparencia de las condiciones financieras de los 
préstamos hipotecarios - sustituida por la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de 
transparencia y protección del cliente de servicios bancarios, parcialmente afectada de 
nulidad, según Sentencia de la Audiencia Nacional de 5 de marzo de 2013-); 
3º intervención del registrador de la propiedad quien a su vista, ciencia y paciencia debía 
proceder a transcribir sin calificar las cláusulas financieras del préstamo hipotecario aunque 
fuesen nulas de pleno derecho por ser contrarias a normas imperativas o prohibitivas o 
abusivas, incluso si esta abusividad hubiese sido declarada expresamente por los tribunales; 
4º intervención de un juez en un procedimiento de ejecución hipotecaria que estaba obligado 
a despachar la ejecución sin posibilidad de admitir como causas de oposición la nulidad de 
las cláusulas abusivas que figuren en el título ejecutivo; 
5º finalmente la intervención de otro juez en un procedimiento declarativo ordinario ante el 
que se hubiese residenciado la demanda de nulidad de las eventuales cláusulas abusivas del 
contrato, que no sólo carece de toda posibilidad de acordar la suspensión del procedimiento 
de ejecución hipotecario, sino que incluso la anotación preventiva de la demanda practicada 
después de haberse iniciado el procedimiento de ejecución resulta inútil a fin de preservar la 
eficacia de la eventual sentencia estimatoria, porque legalmente se dispone que dicha 
anotación será cancelada al tiempo de inscribirse el decreto de adjudicación y de 
cancelación de cargas posteriores (art. 131 de la LH). 

 
- Esta interpretación de la DGRN durante la etapa citada, a mi juicio, no sólo era claramente 
errónea desde el punto de vista jurídico, sino, además, claramente lesiva para el interés tanto de los 
consumidores como del mercado hipotecario, en general, al excluir todo control de seguridad jurídica 
preventiva de las operaciones hipotecarias del mercado primario y con ello someter a graves riesgos de 
ilegalidad al propio procedimiento de ejecución hipotecaria en los test de constitucionalidad y de 
adecuación al Derecho comunitario, como ha venido a demostrar la Sentencia del Tribunal de Justicia de 
Luxemburgo de 14 de marzo de 2013. Por ello, no es de extrañar que en tales circunstancias el TJUE 
haya declarado en su Sentencia de 14 de marzo de 2013 que la normativa del Estado español en materia 
de ejecución hipotecaria es contraria a la Directiva 13/1993, en la medida en la que ésta persigue como 
resultado evitar toda situación o cláusula que tenga por objeto o efecto: “suprimir u obstaculizar el 
ejercicio de acciones judiciales o de recursos por parte del consumidor”, que sean eficaces y útiles en la 
defensa de sus derechos. 
 

- Segunda etapa en la doctrina de la DGRN sobre interpretación del nuevo artículo 12 de la 
Ley Hipotecaria. 

 
Por ello, tampoco puede sorprender que la DGRN haya rectificado radicalmente su posición en 

esta materia a partir de su Resoluciones de 1 de octubre de 2010, confirmada después por las de 4 de 
noviembre y 21 de diciembre de 2010, y 11 de enero y 8 de junio de 2011, en cuya argumentación, como 
vamos a ver, resultó esencial la jurisprudencia que se desprendía de los fallos del TJUE recaídos en 
recursos prejudiciales en relación con la Directiva 13/1993.  

 

                                                                                                                                                                  
 
 - pactos relativos al crédito: limitación de la responsabilidad al importe de los bienes hipotecados (art. 140 L.H.), cláusulas de 
estabilización (art. 219 R.H.), sobre distribución del crédito o de la responsabilidad hipotecaria (arts. 119 y siguientes L.H.), pactos 
el carácter mancomunado o solidario de la titularidad crédito y de la garantía (art. 54 R.H.); 
 - pactos sobre la ejecución judicial de la hipoteca: pactos sobre la venta extrajudicial del bien hipotecado (art. 129 L.H.), sobre 
tasación, domicilio a efectos de notificaciones (art. 682 L.E.C.), sobre administración y percepción de rentas (art. 690 L.E.C.), sobre 
determinación del saldo de la deuda (art.695 L.E.C.), etc. 
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En efecto, en las Resoluciones citadas la DGRN recuerda que el origen comunitario de gran 
parte de la normativa española en materia de protección de consumidores y usuarios obliga a que las 
autoridades nacionales realicen una interpretación conforme con el Derecho comunitario del 
ordenamiento nacional, interpretación que el TJUE ha ampliado a la aplicación de las Directivas. Según 
la Sentencia Von Colson (As. 14/83) y la reiterada jurisprudencia posterior de la Corte de Luxemburgo, la 
obligación de los Estados miembros, derivada de una Directiva, de conseguir el resultado previsto por la 
misma, así como su deber de adoptar todas las medidas generales o particulares necesarias para asegurar 
la ejecución de esta obligación, se imponen a todas las autoridades de los Estados miembros, autoridades 
entre las que deben incluirse los registradores. 

 
a) En este sentido, La Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre cláusulas 

abusivas en contratos celebrados con consumidores –transpuesta al ordenamiento español mediante Real 
Decreto-Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios- es clara al respecto al exigir expresamente de 
los Estados miembros, en interés de los consumidores y de los competidores profesionales, “medios 
adecuados y eficaces” para que cese el uso de cláusulas abusivas. 

 
b) En la misma línea, se ha manifestado la Corte comunitaria en la Sentencia del Tribunal de 

Justicia de la UE de 4 de junio de 2009 (As. C-243/08). Mediante la mencionada resolución, la Corte de 
Luxemburgo da respuesta a una cuestión prejudicial cuyo objeto era dilucidar si podría interpretarse el 
artículo 6.1 de la ya mencionada Directiva 93/13, en el sentido de que la no vinculación del consumidor a 
una cláusula abusiva establecida por un profesional no operase “ipso iure”, sino únicamente en el 
supuesto de que el consumidor impugnase judicialmente con éxito dicha cláusula abusiva mediante 
demanda presentada al efecto. El Tribunal de Justicia de Luxemburgo ha resuelto la citada cuestión 
declarando que “el artículo 6, apartado 1, de la Directiva debe interpretarse en el sentido de que una 
cláusula contractual abusiva no vincula al consumidor y que, a este respecto, no es necesario que aquél 
haya impugnado previamente con éxito tal cláusula”.  

 
 Ratifica y precisa en los citados términos su criterio ya expresado en su previa sentencia de 21 de 
noviembre de 2002, Cofidis (C-473/00), en la que declaró que la protección que la Directiva confiere a 
los consumidores se extiende a aquellos supuestos en los que el consumidor que haya celebrado con un 
profesional un contrato en el que figure una cláusula abusiva no invoque el carácter abusivo de la citada 
cláusula bien porque ignore sus derechos, bien porque los gastos que acarrea el ejercicio de una acción 
ante los tribunales le disuadan de defenderlos. 
 
 En el mismo sentido se había pronunciado también la Sentencia de 26 de octubre de 2006, Mostaza 
Claro (C-168/05). De nuevo ha ratificado el TJUE este criterio en su reciente Sentencia de 14 de junio de 
2012 (asunto C-618/2010, Banco Español de Crédito) en el marco de una reclamación de cantidad en un 
procedimiento monitorio en el que el deudor no presentó oposición, indicando que la depuración por el 
juez de la cláusula abusiva debía realizarse incluso de oficio. 
 
 Estos pronunciamientos excluyen, pues, cualquier interpretación que pretenda afirmar que la nulidad 
de pleno derecho de las cláusulas abusivas que sanciona el artículo 83.1 del Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre, requiera de una previa declaración judicial. La nulidad de pleno derecho 
actúa “ope legis” o por ministerio de la ley y, en consecuencia, las cláusulas afectadas por tal nulidad han 
de tenerse “por no puestas” también en el ámbito extrajudicial y, en concreto, en el registral. Como ha 
dicho nuestra mejor doctrina (De Castro, Díez-Picazo), la nulidad de pleno derecho de los actos y 
contratos contrarios a las leyes significa que no es precisa declaración judicial previa y es obligación de 
todos los funcionarios públicos negarles su cooperación. Por ello, la nulidad que declara el artículo 83 del 
Real Decreto-Legislativo 1/2007 respecto de las condiciones generales abusivas, la declara la propia ley, 
y no es preciso que para “tenerlas por no puestas” los funcionarios que aplican la ley, y entre ellos los 
Registradores, hayan de esperar a su declaración judicial, especialmente cuando se trata de algunas de las 
cláusulas incluidas en la llamada doctrinalmente “lista negra”, bien por vincular el contrato a la voluntad 
del predisponerte, bien por limitar los derechos básicos del consumidor, bien por su falta de reciprocidad 
o por cualquiera otra de las causas que aparecen expresamente enunciadas en los artículos 85 y siguientes 
del citado Texto Refundido.  
 
 La Ley 41/2007 no debe entenderse como derogatoria de estas disposiciones de protección al 
consumidor, entre otras razones, porque supondría una violación del Derecho de la UE, como hemos 
visto, y segundo, porque sería contradictorio con la propia finalidad de la citada Ley enunciada en su 
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preámbulo, conforme al cual la Ley pretende, entre otras cosas, la modernización del régimen de 
protección de los prestatarios, mediante la búsqueda de una transparencia más efectiva, y garantizar la 
convergencia en esta materia con la Unión Europea. En definitiva, el artículo 18 de la Ley Hipotecaria 
impone con carácter general un control de legalidad que obliga a denegar la inscripción de los pactos que 
sean nulos y las cláusulas abusivas lo son de pleno derecho, sin necesidad de ninguna sentencia. 

 
3. Situación actual de la calificación registral de las cláusulas abusivas 

 
1º. Con este nuevo criterio se deben entender superado el obstáculo principal que la doctrina 

tradicional de los años 90 de la DGRN había invocado como motivo para denegar la aplicación de la 
legislación de protección de los consumidores por los registradores: el de que la indeterminación de los 
elementos constitutivos del carácter abusivo de una cláusula, y la necesidad de valorarlos en función de 
las circunstancias concretas que rodearon la celebración del contrato, impide su apreciación directa por el 
registrador, dado lo limitado de los medios probatorios a su alcance. Y esta nueva postura sin duda es la 
correcta, ya que: 

 
- si bien la Directiva, en la dicotomía entre las denominadas “listas negras” (cláusulas 

irremediablemente abusivas por declaración directa de la ley) y “listas grises” 
(cláusulas que son abusivas si, examinado el contexto del art. 4, se dan los requisitos 
del art. 3), la Directiva se inclinó por el sistema de “lista gris”; 
 

- sin embargo, el legislador español, siguiendo un criterio de mayor protección de los 
consumidores, optó por el sistema de la “lista negra”. La Ley de 1998 añadió a la 
LGDCU una disposición adicional primera con un extenso listado de cláusulas que 
son abusivas “en todo caso” (art. 82.4 texto refundido de 2007) – v.gr. garantías 
desproporcionadas –. Estas cláusulas que están recogidas pormenorizadamente en los 
actuales arts. 85 a 90 del texto refundido son nulas “en todo caso”. Y es a estas 
últimas (que en conjunto agotan prácticamente toda la materia) a las que debe ceñirse 
la calificación del registrador 

 
2º. Una segunda barrera para la calificación registral de las cláusulas abusivas era la dificultad de 

aplicar en sede registral los criterios de moderación e integración de la cláusula nula que el art. 83.2 y 3 
del texto refundido LGDCU de 2007 atribuye explícitamente al juez: “la parte del contrato afectada por la 
nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto por el art. 1258 del Cc y al principio de buena fe objetiva”. 
Esta dificultad ha desaparecido totalmente tras la Sentencia del TJUE de 14 de junio de 2012 (Asunto C-
618/10, Banco Español de Crédito). En este caso la cuestión prejudicial fue suscitada por la Audiencia de 
Barcelona ante la que se apeló un auto del Juzgado de primera instancia nº 2 de Sabadell por el que se 
declaraba nula una cláusula de interés moratorio del 29%, y en aplicación de las facultades de integración 
atribuidas por la legislación española el juez lo sustituía por otra del 19%. Una de las cuestiones 
planteadas por la Audiencia Provincial de Barcelona al Tribunal  de Luxemburgo era la de si el art. 83 de 
la ley española que atribuye al juez la facultad de integrar el contrato modificando el contenido de la 
cláusula abusiva es o no compatible con el art. 6 de la Directiva al establecer que la cláusula abusiva “no 
vincula” al consumidor. La respuesta del TJUE es que dicha facultad de integración no es compatible con 
la Directiva, que expresamente establece que el contrato seguirá siendo obligatorio “en los mismos 
términos” si puede subsistir sin la cláusula abusiva. Ello lo justifica el Tribunal afirmando que lo 
contrario “pondría en peligro la consecución del objetivo a largo plazo previsto en el art. 7 de la Directiva 
13/93”, pues “la mencionada facultad contribuiría a eliminar el efecto disuasorio que ejerce sobre los 
profesionales el hecho de que, pura y simplemente, tales cláusulas abusivas no se apliquen frente a los 
consumidores … en la medida en que los profesionales podrían verse tentados a utilizar cláusulas 
abusivas al saber que, aun cuando llegare a declararse la nulidad de las mismas, el contrato podría ser 
integrado por el juez nacional en lo que fuera necesario”. 

 
3º. En cuanto al ámbito material de extensión de este control de contenido en la fase preventiva y 

extrajudicial que desarrollo al registrador, se extiende además a las cláusulas que regulan el objeto 
principal del contrato, incluyendo las relativas a los intereses pactados, según se desprende de la 
Sentencia del TJUE de 3 de junio de 2010 (Asunto 484/08, Caja de Ahorros de Madrid y Asociación de 
Usuarios de Servicios Bancarios), relativa a una cláusula sobre intereses variables en un préstamo 
hipotecario, en concreto relativa a la previsión de redondeo a la fracción del ¼ de punto inmediato 
superior, y no al más próximo (superior o inferior). La cuestión se planteó porque el art. 4.2 de la 
Directiva establece que “la apreciación del carácter abusivo de las cláusulas no se referirá a la definición 
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del objeto principal del contrato ni a la adecuación entre precio y retribución, por una parte, y los 
servicios o bienes que hayan de proporcionarse como contrapartida, por otra, siempre que dichas 
cláusulas se redacten de manera clara y comprensible”. Frente a ello el art. 8 de la Directiva establece que 
“Los EM podrá adoptar o mantener en el ámbito regulado por la presente Directiva, disposiciones más 
estrictas que sean compatibles con el Tratado, con el fin de garantizar al consumidor un mayor nivel de 
protección”. La cuestión residía en determinar si el art. 8 de la Directiva permite a un EM establecer en su 
legislación el control del carácter abusivo de las cláusulas que excluye el art. 4.2, o si por el contrario este 
último excluye tal posibilidad. Caja Madrid entendía que ello no es posible por considerar que el art. 4.2 
define de forma vinculante el ámbito de aplicación del sistema de protección. El TJUE entiende que el 
art. 4.2 define el alcance de control sobre tales cláusulas (exigiendo claridad en su redacción) y que, por 
tanto, está dentro del ámbito de aplicación de la Directiva y por ello se le aplica el art. 8 con su 
posibilidad de norma nacional más favorable. Y esto es lo que sucede en el caso del Derecho español, en 
el que la Ley 7/1998 no ha incorporado el art. 4.2 de la Directiva al Derecho interno. En consecuencia, las 
autoridades españolas pueden apreciar el carácter abusivo de una cláusula no negociada individualmente 
que se refiere al objeto principal del contrato, aunque esté redactada de forma clara y comprensible.  

 
El Tribunal Supremo español recogió esta jurisprudencia en su STS de 2 de marzo 2011, relativa 

a una cláusula de redondeo al alza de fracciones de punto, aclarando que es indiferente que se trate o no 
de una cláusula de fijación de precios [se había discutido si era esencial o accesoria, y si no era relativa al 
precio sino al procedimiento para su determinación], porque el TJUE ha afirmado que la Directiva no se 
opone a que una normativa nacional autorice un control jurisdiccional del carácter abusivo de las 
cláusulas que definan el objeto principal del contrato (en contra de una corriente doctrinal que se opone a 
ello por entender que supone resucitar la doctrina del “precio justo”, entendiendo que no es función de los 
jueces, sino del mercado, fijar los precios en una economía de mercado). Sin embargo, más recientemente 
el Tribunal Supremo ha modificado esta doctrina en su Sentencia de 9 de mayo de 2013 en materia de 
cláusulas suelo, según la cual cuando la cláusula sea clara y comprensible y se refiera al objeto principal 
del contrato no cabe control de abusividad (control que sí es posible en el caso de cláusulas claras y 
comprensibles que no se refieren al objeto principal del contrato). 

 
Igualmente se ha admitido por nuestro Tribunal Supremo recientemente la extensión del control 

sobre el carácter abusivo de los intereses de demora. Así, frente a su Sentencia de 4 de junio de 2009 (FJ 
4º) en la que afirmó que “En cuanto a los intereses moratorios, estos, como recuerda la sentencia de 2 de 
octubre de 2001, no tienen la naturaleza jurídica de los intereses reales, sino que se califican como 
sanción o pena con el objeto de indemnizar los perjuicios causados por el retraso del deudor en el 
cumplimiento de sus obligaciones, lo que hace que no se considere si exceden o no del interés normal del 
dinero, ni cabe configurarlos como leoninos, ni encuadrados en la ley de 23 de julio de 1908”, más 
recientemente en la Sentencia de 23 de septiembre de 2010 ha admitido el carácter abusivo de una 
cláusula de intereses de demora que los fijaba en el 29% anual, así como la aplicación de la tasa anual 
equivalente de 2,5 veces el interés legal del dinero (que fija la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de crédito al 
consumo, para los descubiertos en cuenta) a fin de integrar el contrato y ejercer la facultad moderadora 
que reconoce al juez la Ley de Consumidores y Usuarios, y para sustituir a la cláusula nula, moderación 
que, como hemos visto, ya no cabe. 
 

4. Consecuencias del planteamiento anterior en la ejecución hipotecaria tras la sentencia del 
TJUE de 14 de marzo de 2013. 

 
Ya hemos visto cómo la Sentencia del TJUE ha declarado que la Directiva de 1993 se opone a 

que a una normativa como la española que, al mismo tiempo que no prevé, en el marco del procedimiento 
de ejecución hipotecaria, la posibilidad de formular motivos de oposición basados en el carácter abusivo 
de una cláusula contractual que constituye el fundamento del título ejecutivo, no permite que el juez que 
conozca del procedimiento declarativo, competente para apreciar el carácter abusivo de esta cláusula, 
adopte medidas cautelares, entre ellas, en particular, la suspensión del procedimiento de ejecución 
hipotecaria, cuando acordar tales medidas sea necesario para garantizar la plena eficacia de la decisión 
final. 
 

Sin embargo, por otro lado, no podemos olvidar tampoco que en España los recursos de la 
financiación hipotecaria proceden en más de un 50% del mercado secundario, mercado que desde el 
verano de 2008 se ha retraído fuertemente por la negativa de los inversores institucionales tradicionales 
(fondos soberanos, fondos de pensiones, sociedades de inversión, en su mayoría extranjeras) a suscribir 
nuevas emisiones en los volúmenes anteriores por falta de confianza. Así frente a los 120.000 millones de 
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euros colocados en emisiones hipotecarias en 2008 (cifra que equivale casi al 90% de todo el crédito 
hipotecario nuevo de 2010) se ha pasado a una cifra de escasamente 60.000 millones, es decir en dos años 
se ha reducido un 50%.  
 

En este sentido debemos ser conscientes de que la decisión garantista del TJUE tendrá una 
repercusión (mayor o menor, pero en todo caso no despreciable) en términos de incremento de los costes 
de refinanciación. Así se deduce del Libro Blanco de la Comisión Europea de 18 de diciembre de 2007, 
sobre la integración de los mercados de crédito hipotecario en el Unión Europea, en el que ha subrayado 
su consideración de que “los Estados miembros deberían hacer más eficientes sus procedimientos de 
enajenación forzosa, por considerar que es un factor que encarece la actividad de los prestamistas 
hipotecarios, aumentando en algunos casos la incertidumbre de los inversores sobre la calidad de la 
garantía y eleva los costes de refinanciación, lo que reduce la eficiencia de los proveedores ya existentes y 
disuade a posibles nuevos operadores”6. Es indudable que uno de los factores que mayor incidencia 
presenta en esa “calidad de la garantía” es precisamente la rapidez y eficacia del procedimiento judicial 
de ejecución para obtener su monetización o valor líquido. Y qué duda cabe que la apertura de incidentes 
contradictorios para ventilar cuestiones de fondo como el carácter abusivo de las cláusulas del contrato 
precisamente en el momento de la ejecución, va en contra del objetivo enunciado por el Libro Blanco de 
la Comisión. La pregunta es pues, si cabe o no compatibilizar ambos objetivos, el de la rapidez y 
fiabilidad del procedimiento para garantizar el derecho de recobro del acreedor, y el de la protección del 
consumidor frente a las cláusulas abusivas.  
 

La Sentencia del TJUE de 14 de marzo de 2013 parece dejar abiertas tan sólo dos opciones: a) o 
bien se introduce en el art. 695 de la LEC una nueva causa de oposición del deudor para poder alegar el 
carácter abusivo de una cláusula (junto a las de la cancelación de la hipoteca y el error en el cálculo de la 
cuantía adeudada), b) o bien se admite que en el procedimiento declarativo del art. 698 de la LEC, en que 
se discuta dicho carácter abusivo, el juez pueda adoptar medidas cautelares que garanticen la efectividad 
de la sentencia que se dicte si finalmente anula dicha cláusula. En este punto hay que hacer, sin embargo, 
dos matizaciones importantes: 
 

1º. La medida cautelar que exige la Sentencia del TJUE no es necesariamente la de la suspensión 
de la ejecución, sino cualquiera que permita conseguir la efectividad de la sentencia que se dicte en el 
procedimiento declarativo. Por tanto, no se trata de que la finca no se ejecute y adjudique al acreedor o a 
un tercero, sino de que dicha adjudicación no sea irreversible (lo sería en caso de adjudicarse a un tercero, 
no al propio acreedor que es fue parte en el contrato de hipoteca y en el procedimiento de ejecución). En 
consecuencia, la verdadera alternativa que resulta de la Sentencia es entre estas dos opciones: 

 
- bien la incorporación de una causa de oposición con efecto suspensivo en el 

procedimiento de ejecución,  
 

- o bien permitir que la anotación preventiva de demanda de nulidad de la cláusula 
abusiva en el procedimiento declarativo del art. 698 de la LEC, aún practicada 
después de la iniciación del procedimiento ejecutivo, no se cancele hasta que por 
desestimación de la demanda ordene su levantamiento el juez que la decretó.  

 
- Es evidente que ambas alternativas tienen un coste. En el primer caso, el coste 

indirecto del tiempo de demora en la ejecución que supondrá su paralización hasta 
que se resuelva el incidente de la oposición. En el segundo, la retracción de posibles 
licitadores o la disminución del precio ofrecido ante la incertidumbre que generará la 
pendencia del procedimiento.  

 
La Ley 1/2013 ha optado por la primera alternativa. Sin embargo, a favor de la segunda opción 

cabría aducir dos argumentos: a) que el contenido del actual art. 131 de la LH (que prevé la cancelación 
de la anotación preventiva de la demanda en virtud del mandamiento de cancelación de cargas posteriores 

                                                        
 
6 y que Ley 41/2007, en el contexto del principio comunitario de la libre circulación de capitales, admite que los créditos de 
cobertura de los títulos hipotecarios estén garantizados por inmuebles situados en cualquier punto del territorio de la Unión Europea 
mediante garantías de naturaleza equivalente, entendiéndose que existe esta equivalencia cuando el procedimiento jurídico que 
respalda la garantía permite a la entidad de crédito liquidar el valor de la garantía por su propia cuenta en un plazo razonable ante 
una situación de impago, y la obtención de un precio justo. 
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ordenada por el juez de la ejecución) fue una novedad de la LEC de 2000, que no existía en el antiguo art. 
131 de la LH, sin que la ausencia de tal medida perjudicase entonces sentiblemente la efectividad de las 
subastas hipotecarias; y b) que la anotación preventiva de la demanda, como toda medida cautelar, 
requiere de la concurrencia del requisito del “bonus fumus iuris”, o apariencia de buen derecho, 
apariencia que, en principio, no existiría respecto de aquellas cláusulas que, previa su calificación por el 
registrador, hubiesen sido inscritas en el Registro, por lo que los inconvenientes de esta opción quedan 
muy amortiguados.  

 
El resultado de ello sería un sistema equilibrado en el que no habría indefensión por parte del 

consumidor, ni tampoco una regulación procesal que garantice el derecho de defensa de éste a costa de 
dilatar el procedimiento de ejecución y hacer insegura la garantía hipotecaria, lo que terminarían pagando 
todos los consumidores en términos de un mayor coste de su factura hipotecaria por el incremento del 
precio de la financiación en el mercado secundario. Para ello es esencial que se dote a los registradores de 
fuertes facultades de calificación, como ha hecho la DGRN en sus últimas Resoluciones a partir de la de 1 
de octubre de 2010. 
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CASOS PRÁCTICOS1. Agradecemos la gentileza al Servicio de Estudios Registrales de Catalunya,
coordinado por D. José Luis Valle Muñoz, por la cesión de estos casos del Seminario de Derecho Registral
de Catalunya.

LA LEY DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA (LEY 15/2015, DE 2 DE JULIO). RESUMEN DEL
SEMINARIO.

Buscando la optimización de los recursos públicos disponibles, la nueva Ley opta por atribuir el cono-
cimiento de un número significativo de los asuntos que tradicionalmente se incluían bajo la rúbrica de la ju-
risdicción voluntaria a operadores jurídicos no investidos de potestad jurisdiccional, tales como Secretarios
judiciales, Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles, compartiendo con carácter general la
competencia para su conocimiento. Estos profesionales, que aúnan la condición de juristas y de titulares de
la fe pública, reúnen sobrada capacidad para actuar, con plena efectividad y sin merma de garantías, en al-
gunos de los actos de jurisdicción voluntaria que hasta ahora se encomendaban a los Jueces. Si bien la má-
xima garantía de los derechos de la ciudadanía viene dada por la intervención de un Juez, la
desjudicialización de determinados supuestos de jurisdicción voluntaria sin contenido jurisdiccional, en los
que predominan los elementos de naturaleza administrativa, no pone en riesgo el cumplimiento de las ga-
rantías esenciales de tutela de los derechos e intereses afectados.
Por lo que se refiere a los expedientes que se mantienen en el seno de la Administración de Justicia, el

criterio seguido por la Ley de la Jurisdicción Voluntaria es el de otorgar el impulso y la dirección de los ex-
pedientes a los Secretarios judiciales, atribuyéndose al Juez o al propio Secretario judicial, según el caso, la
decisión de fondo que recaiga sobre aquellos y las demás resoluciones que expresamente se indiquen por
esta Ley. Se reserva la decisión de fondo al Juez de aquellos expedientes que afectan al interés público o al
estado civil de las personas, los que precisan una específica actividad de tutela de normas sustantivas, los
que pueden deparar actos de disposición o de reconocimiento, creación o extinción de derechos subjetivos
o cuando estén en juego los derechos de menores o personas con capacidad modificada judicialmente, en la
nueva terminología a la que ya se ha hecho referencia. De este modo, el Juez es el encargado de decidir,
como regla general, los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de personas y de familia, y también
alguno de los expedientes en materia mercantil y de Derecho de obligaciones y sucesorio que no se enco-
miendan a Secretarios judiciales, Notarios o Registradores.

Casos 
PrácticosCP

1El seminario es una opinión consensuada exclusivamente por los asistentes al mismo sin pretender en ningún caso limitar la libre ca-
lificación que con arreglo a la ley corresponde al Registrador en cada caso competente.
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Los expedientes encargados a Notarios y a Registradores se regulan respectivamente en la legislación
notarial e hipotecaria. A tal efecto, las disposiciones finales de la presente Ley introducen las modificaciones
correspondientes en la Ley del Notariado, para incorporar la tramitación procedimental de los expedientes
que se les encomiendan. La L.H. no se modifica en esta Ley, salvo lo que se refiere al art. 14, sino que se
produce la modificación por la Ley 13/2015, de 24 de junio.
Con arreglo al art. 1 de la Ley:
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de los expedientes de jurisdicción voluntaria que se

tramitan ante los órganos jurisdiccionales.
2. Se consideran expedientes de jurisdicción voluntaria a los efectos de esta Ley todos aquellos que re-

quieran la intervención de un órgano jurisdiccional para la tutela de derechos e intereses en materia de De-
recho civil y mercantil, sin que exista controversia que deba sustanciarse en un proceso contencioso.
Respecto a los actos de jurisdicción voluntaria acordados por las autoridades extranjeras que sean firmes,

el art. 12 reconoce su eficacia en España sin necesidad de acudir a un procedimiento específico por lo que
accederán, en su caso, al Registro previo reconocimiento incidental por el órgano judicial español o el Re-
gistrador. Este reconocimiento sólo puede denegarse en los siguientes casos:
a) Si el acto está acordado por autoridad manifiestamente incompetente, bien por falta de vínculos fun-

dados con el Estado respectivo, bien porque la materia es de competencia exclusiva de las autoridades es-
pañolas.
b) Si el acto hubiera sido acordado con manifiesta infracción de los derechos de defensa de cualquiera

de los implicados.
c) Si produjese efectos contrarios al orden público español o supusiese la violación de un derecho fun-

damental o liberta pública de nuestro ordenamiento,
A efectos registrales, la trascendencia de la Ley se manifiesta especialmente en las disposiciones finales

de la norma, que modifican, entre otras leyes:
1. El Código Civil.
2. El Código de Comercio.
3. La Ley de Enjuiciamiento Civil.
4. La Ley del Registro Civil.
5. La Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas.
6. La Ley de Protección patrimonial de las personas con discapacidad.
7. La Ley del Notariado.
8. La Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin desplazamiento de posesión.
9. La Ley de Sociedades de Capital.
10. La Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.
A lo largo de la Ley nos encontramos con determinados expediente tramitados ante los órganos judiciales

que tendrán consecuencias en el ámbito registral y así:
1. El art. 58 regula la tramitación y resolución del expediente sobre constitución de patrimonios a favor

de personas con discapacidad, señalando el número 5.º que si la resolución dictada por el Juez fuera la cons-
titución de un patrimonio protegido y el administrador designado no fuera el propio beneficiario del mismo,
aquélla deberá ser comunicada al Registro Civil para su inscripción. Igualmente deberá entregarse testimonio
a la parte para su inscripción en los registros respectivos.
2. El art 63.3, en materia de autorización o aprobación judicial para actos de enajenación y gravamen de

bienes inmuebles de menores o personas con la capacidad modificada, señala que «si la solicitud fuera para
la realización de un acto de disposición podrá también incluirse en la solicitud la petición de que la autori-
zación se extienda a la celebración de venta directa, sin necesidad de subasta ni intervención de persona o
entidad especializada. En este caso, deberá acompañarse de dictamen pericial de valoración del precio de
mercado del bien o derecho de que se trate y especificarse las demás condiciones del acto de disposición
que se pretenda realizar».
3. El art. 104 regula el expediente de deslinde de fincas no inscritas, pues tratándose de fincas inscritas

se aplicará lo dispuesto en la L.H. Tampoco resultará de aplicación a los inmuebles cuya titularidad corres-
ponda a las Administraciones, cuyo deslinde se practicará conforme a su legislación específica.
4. El art. 111 regula las subastas judiciales voluntarias, señalando que el Decreto de adjudicación con-

tendrá la descripción del bien o derecho, la identificación de los intervinientes, expresión de las condiciones
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de la adjudicación y los demás requisitos necesarios, en su caso, para la inscripción registral, siendo sufi-
ciente el testimonio de la resolución para la práctica de la inscripción. No obstante, con arreglo a la Dispo-
sición transitoria tercera, las subastas voluntarias que se celebren hasta el 15-10-2015, se regirán por las
disposiciones de la L.E.C.
5. La Disposición adicional tercera regula la inscripción en los registros públicos de documentos públicos

extranjero, cuestión ésta que se regula también en la Ley de Cooperación jurídica internacional, cuyo art.
60 se remite a la legislación específica aplicable, que será está Disposición de la Ley de Jurisdicción Vo-
luntaria. Así, un documento público extranjero no dictado por un órgano judicial es título para inscribir el
hecho o acto de que da fe siempre que cumpla los siguientes requisitos:
a) Que el documento haya sido otorgado por autoridad extranjera competente conforme a la legislación

de su Estado.
b) Que la autoridad extranjera haya intervenido en la confección del documento desarrollando funciones

equivalentes a las que desempeñan las autoridades española en la materia de que se trate y surta los mismos
o más próximos efectos en el país de origen.
c) Que el hecho o acto contenido en el documento sea válido conforme al ordenamiento designado por

las normas especiales de Derecho Internacional Privado.
d) Que la inscripción del documento extranjero no resulte manifiestamente incompatible con el orden

público español.
El régimen jurídico contemplado en el presente art. para las resoluciones dictadas por autoridades no

judiciales extranjeras será aplicable a las resoluciones pronunciadas por órganos judiciales extranjeros en
materias cuya competencia corresponda, según esta ley, al conocimiento de autoridades españolas no judi-
ciales.
Pasando al análisis de las Disposiciones finales, trataremos las siguientes novedades:
1. Se modifican numerosos art.s del C.C. en materias muy diversas (matrimonio, patria potestad, adop-

ción, ausencia, declaración de fallecimiento, tutela, defensor judicial, testamentos, capacidad para suceder,
albaceazgo, aceptación de la herencia, pago de obligaciones y régimen económico matrimonial).
2. Se modifica la Ley de Enjuiciamiento Civil.
3. Se modifica la Ley del Registro Civil: El art. 60.3 da rango legal al art. 266 del R.R.C. estableciendo

que «en las inscripciones que en cualquier otro Registro produzcan las capitulaciones y demás hechos que
afecten al régimen económico matrimonial, se expresarán los datos de su inscripción en el Registro Civil.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 1.333 del C.C., en ningún caso, el tercero de buena fe resultará per-
judicado sino desde la fecha de la inscripción del régimen económico matrimonial o de sus modificacio-
nes».
4. La Disposición final octava modifica la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas estable-

ciendo el procedimiento para que las Administraciones se declaren asimismo como herederas abintestato.
Hasta ahora tenía que ir por la vía judicial. Las declaraciones de herederos abintestato a favor de la Admi-
nistración que se encuentren en tramitación a la entrada en vigor de la presente ley se seguirán tramitando,
hasta su resolución, conforme a la legislación anterior, por los órganos judiciales que estuvieren conociendo
de ellas. El procedimiento es el siguiente:
a) Corresponde efectuar la declaración a la Administración llamada en cada caso, si bien en el caso del

Hospital de Nuestra Señora de Gracia de Zaragoza corresponde a la Diputación de Aragón. Si se trata de la
Administración General del Estado la competencia para la incoación corresponde al Director General de
Patrimonio, pero la instrucción corresponde a la Delegación de Economía y Hacienda correspondiente al
lugar del último domicilio conocido en territorio español y, en su defecto, la del lugar donde tenga la mayor
parte de sus bienes.
b) El procedimiento se inicia de oficio y el acuerdo de incoación se publica en el B.O.E. y, por el plazo

de un mes, en los tablones de anuncios de los Ayuntamientos del último domicilio o de donde radiquen la
mayor parte de los bienes.
c) La Abogacía del Estado de la Provincia deberá emitir informe sobre la actuación de la Administra-

ción.
d) La resolución corresponde al Dirección General de Patrimonio del Estado, previo informe de la Abo-

gacía General del Estado (Dirección del Servicio Jurídico del Estado).
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e) El plazo máximo para la resolución del procedimiento será de un año, salvo que el inventario judicial
de bienes, si lo hubiere, no se comunique en los diez meses siguientes al inicio del procedimiento, en cuyo
caso el plazo se amplía hasta dos meses después de su recepción.
f) La resolución favorable se publicará en la forma indicada y se notificará, en su caso, al Juez que co-

nozca de la intervención del caudal hereditario. Si la resolución es desfavorable se debe notificar, además
a la personas con derecho a heredar.
g) Este acto administrativo es recurrible ante la jurisdicción-contenciosa por infracción de normas sobre

competencia y procedimiento, previo agotamiento de la vía administrativa.
Si alguien se considera perjudicado en cuanto a su mejor derecho a la herencia podrá ejercitar las acciones
pertinentes en la jurisdicción civil.
h) La aceptación de la herencia lo es a beneficio de inventario.
i) Si con posterioridad se identifican otros bienes, se adjudicará por resolución del Dirección General

de Patrimonio, pero en cuanto a bienes inscritos, la incorporación se realizará por acuerdo del Delegado de
Economía y Hacienda.
j) A los efectos del art. 14 de la L.H. estos títulos serán suficientes para la inscripción de los bienes en

el Registro e incluso para su inmatriculación.
El alcance de la calificación cuando nos encontramos con un documento administrativo pues en principio

el precepto aplicable es el art. 99 del R.H. que no permite al Registrador examinar el fondo del asunto, es
decir, el fundamento material de la resolución administrativa, aunque sí el cumplimiento de los trámites
esenciales del procedimiento. La aplicación estricta de este precepto supondrá un recorte de la calificación
con respecto a la situación anterior con el consiguiente menoscabo de los derechos de otros posibles inte-
resados pues, si bien la declaración de la administración (o entidades asimiladas) como heredero se tenía
que hacer hasta la entrada en vigor de la L. 15/20015 de jurisdicción voluntaria, por el cauce judicial, cauce
que se deroga por esta norma, y pese a que en principio los documentos judiciales están sujetos a una cali-
ficación más restrictiva por parte del Registrador, pues el art. 100 del R.H. a la imposibilidad de examinar
el fondo se añade la imposibilidad de controlar el cumplimiento de los trámites esenciales del procedimiento,
lo cierto es que en materia de declaración judicial de herederos abintestato la D.G.R.N., en sus RR. 10-11-
2011 y de 12-6-20122, ha equiparado la calificación a la de los documentos notariales, con la amplitud que
resulta del art. 18 de la L.H., precisamente por el carácter de jurisdicción voluntaria que tiene el procedi-
miento por lo que no puede considerarse que la autoridad judicial actúe investida de la misma autoridad
que en los procedimientos contenciosos. Por ello, entiendo que el Registrador, ante la declaración adminis-
trativa, sí podrá calificar el fondo del asunto si del contenido del Registro o de la documentación aportada
aprecia que no corresponde a la administración el carácter de heredero legal, máxime cuando en el proce-
dimiento legal no es parte el ministerio fiscal. La inscripción debe expresar la limitación de efectos con res-
pecto a terceros durante el plazo de dos años a contar desde la muerte del causante, de conformidad con el
art. 28 de la L.H.

2 Señala en estas resoluciones la Dirección General que no puede olvidarse que el procedimiento de declaración de herederos abintestato
pertenece al ámbito de la jurisdicción voluntaria, en la que el juez en rigor no realiza funciones de carácter propiamente jurisdiccional,
que es el ámbito en el que actúa la estricta interdicción para la revisión del fondo de la resolución judicial y por lo tanto el ámbito de
calificación registral en relación con aquellos procedimientos de jurisdicción voluntaria ha de ser similar al de las escrituras públicas,
conforme al art. 18 de la L.H., en el sentido indicado. En efecto, de los apartados 3 y 4 del art. 117 de la Constitución resulta que a
los órganos judiciales les corresponde en exclusiva el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y ha-
ciendo ejecutar lo juzgado, y, además, pero sin carácter de exclusividad, el ejercicio de aquellas otras funciones que expresamente
les sean atribuidas por la ley en garantía de cualquier derecho. Dentro de esta segunda esfera se sitúa la impropiamente denominada
jurisdicción voluntaria, que encuentra su amparo en el apartado 4 del citado precepto constitucional, como función expresamente
atribuida a los juzgados y tribunales en garantía de derechos que se ha considerado oportuno sustraer de la tutela judicial que otorga
el proceso contencioso, amparado en el art. 117.3. Ambos tipos de procedimientos, los contenciosos o propiamente jurisdiccionales,
y los de jurisdicción voluntaria, tienen un ámbito de aplicación y unas características claramente diferenciadas, siendo los respectivos
principios rectores de cada uno de dichos procedimientos también distintos. De este modo, el principio de igualdad de partes, esencial
en el proceso contencioso, está ausente en la jurisdicción voluntaria, puesto que los terceros no están en pie de igualdad con el soli-
citante. Tampoco está presente en los procedimientos de jurisdicción voluntaria el principio contradictorio, habida cuenta que pro-
piamente no hay partes, sino meros interesados en el procedimiento. En fin, también está ausente en los procedimientos de jurisdicción
voluntaria el efecto de cosa juzgada de la resolución, ya que la participación o intervención del juez no tiene carácter estrictamente
jurisdiccional.
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Se plantea si la Administración, para inscribir, necesita de la entrega de los bienes por la autoridad judi-
cial. En el sistema anterior así lo exigía el art. 9 del R.D 1.373/2009, así como las resoluciones de la D.G.R.N.
de 7-3-2009 y 27-1-2015. En la actualidad, la L.E.C (arts. 790 y 791), señala que, en caso de que el Tribunal
tenga noticia del fallecimiento de una persona sin testamento, ni cónyuge o persona asimilada, ni parientes
dentro del cuarto grado, ordenará las medidas adecuadas para la seguridad de los bienes. Se deben inventariar
los bienes, disponiendo lo que proceda sobre su administración. Parece prudente seguir manteniendo el
mismo sistema de entrega por el juez que ordenó el inventario.
La Disposición Final undécima modifica la Ley del Notariado. Son diversas las novedades pues se con-

fieren al Notario competencias exclusivas en materia de adveración y protocolización de testamentos cerra-
dos, ológrafos y orales, albaceazgo, formación de inventario, etc.
Nos centraremos en el acta de declaración de herederos abintestato, que tiene carácter obligatorio, pues

se derogan los arts. de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 que regulaban la materia, y además se extiende
a cualquier clase de parentesco e incluso personas unidas por una relación de afectividad análoga a la con-
yugal. El art. 55 regula la competencia, que tiene un carácter optativo, si bien limitado, a elección del soli-
citante pues puede dirigirse a Notario del lugar en que el causante hubiere tenido su último domicilio o
residencia habitual, o del lugar donde estuviere la mayor parte de su patrimonio, o del lugar en el que hubiere
fallecido, siempre que estuvieran en España, e incluso es competente el Notario de un distrito colindante a
los anteriores. En defecto de estos criterios será competente el Notario del lugar del domicilio del requirente,
el cual debe tener un interés legítimo a juicio del Notario.
El requerimiento (art. 56), debe contener la designación e identificación de las personas que el requirente

considere llamadas acompañando los documentos acreditativos del parentesco. Se debe indicar el nombre
y domicilio del causante y acreditar su fallecimiento y la ausencia de testamento (con los certificados opor-
tunos), o bien aportar el documento auténtico del que le resulte al Notario, de modo indubitado que, a pesar
de la existencia de testamento o contrato sucesorio, procede la sucesión abintestato, o bien la sentencia firme
que declare la invalidez del título sucesorio o de la institución de heredero. Estos documentos se incorporan
al acta.
Si alguno de los interesados fuere menor de edad o persona con la capacidad modificada y no tuviere re-

presentante legal, el Notario lo comunicará al Ministerio Fiscal para que inste el nombramiento de un de-
fensor judicial.
En el acta debe constar la declaración de, al menos, dos testigos que aseveren que por ciencia propia o

notoriedad le constan los hechos positivos y negativos cuya declaración de notoriedad se pretende. Pueden
ser pariente si no tienen interés directo en la sucesión.
El Notario practicará las pruebas que estime pertinentes. Si no lograse averiguar la identidad o domicilio

de alguno de los interesados, dará publicidad de la tramitación mediante anuncio en el B.O.E., sin perjuicio
de otros medio adicionales.
Cualquier interesado podrá oponerse a la petición presentando pruebas o alegaciones en el plazo de un

mes a contar desde la última publicación. En el plazo de veinte días hábiles a contar desde el requerimiento,
o en el de un mes otorgado para hacer alegaciones, el Notario hará un juicio de conjunto sobre la acreditación
por notoriedad de los hechos y presunciones. Cualquiera que fuere su juicio se terminará el acta y se proce-
derá a su protocolización. Si su juicio es positivo declarará que parientes son los herederos y sus derechos
haciendo constar la reserva del derecho a ejercitar su pretensión en los tribunales por los que no hubieren
acreditado su derecho o no hubieran podido ser localizados. Asimismo se debe hacer constar el derecho a
acudir al juicio declarativo correspondiente de aquellos nombrados que se consideren perjudicados.
Si a juicio del Notario no hay persona con derecho a ser llamada remitirá copia a la Delegación de Eco-

nomía y hacienda a los efectos de la correspondiente declaración administrativa de herederos. En su caso la
Delegación dará traslado de la notificación a la Administración autonómica competente.
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CASOS PRÁCTICOS. Agradecemos la gentileza al Centro de Estudios Registrales del Decanato
Autonómico de Madrid por la cesión de estos casos del Seminario de Derecho Registral, coordinado por
Irene Montolío Juárez y con la colaboración de Miguel Román Sevilla, Marta Cavero Gómez y Carlos Ba-
llugera Gómez.

1. CONCURSO DE ACREEDORES. DACIÓN EN PAGO. COORDINACIÓN DE LOS ARTS. 133,
100.3 Y 155.4 DE LA LEY CONCURSAL.

Se presenta escritura por la que Martinsa-Fadesa S.A. transmite 100 viviendas al Banco XX, titular de
una hipoteca sobre las mismas, en pago parcial de la deuda hipotecaria, por un importe total de diez millones
de euros.
En la escritura comparece la entidad transmitente representada por dos apoderados mancomunados y el

Notario da juicio de suficiencia de la representación. Pero no se hace referencia alguna a la situación con-
cursal de Martinsa-Fadesa S.A., en cuyo procedimiento de concurso de acreedores seguido en el Juzgado
de lo Mercantil número uno de A Coruña se aprobó el Convenio el 11-3-2011, tal como consta en el Registro
Mercantil, consultado al efecto. El convenio no contiene previsión alguna sobre daciones en pago. Me pre-
gunto si es suficiente que yo haya consultado el convenio y puede admitirse que el Notario haya prescindido
en la reseña de facultades y calificación de la suficiencia de la representación de la situación de concurso,
máxime tratándose de una situación prácticamente «vox pópuli».
Posible planteamiento de la nota de calificación, en cuanto a la dación en pago:
El art. 176 de la Ley Concursal recoge las causas de finalización del concurso, lo que no tiene lugar

por la existencia de un convenio debidamente aprobado, sino, entre otras causas, según su párrafo 2 por
medio de auto del propio Juez de lo Mercantil declarando su cumplimiento; así lo ha corroborado la
D.G.R.N., entre otras en RR. de 13-10-2011, 2-3-2013 y 13-12-2013. Desde la aprobación del convenio,
cesan los efectos de la declaración del concurso, que quedan sustituidos en su caso por los previstos en el
propio convenio (art. 133.2 L.C.). Y además, incluso en ausencia en el convenio de medidas limitativas o
prohibitivas, se mantienen en la fase de convenio otros efectos de la fase común del concurso, como las li-
mitaciones que respecto a las daciones en pago prevé el art. 100.3, que permite se contengan en el convenio
sólo si se trata de «bienes o derechos no necesarios para la continuación de la actividad profesional y em-
presarial» y se remite para los bienes afectos a garantía a la aplicación del 155.4. Este precepto establece
que «4. La realización en cualquier estado del concurso de los bienes y derechos afectos a créditos con
privilegio especial se hará en subasta, salvo que, a solicitud de la administración concursal o del acreedor
con privilegio especial dentro del convenio, el juez autorice la venta directa o la cesión en pago o para el
pago al acreedor privilegiado o a la persona que él designe, siempre que con ello quede completamente
satisfecho el privilegio especial, o, en su caso, quede el resto del crédito reconocido dentro del concurso
con la calificación que corresponda.
Si la realización se efectúa fuera del convenio, el oferente deberá satisfacer un precio superior al mínimo

que se hubiese pactado y con pago al contado, salvo que el concursado y el acreedor con privilegio especial
manifestasen de forma expresa la aceptación por un precio inferior, siempre y cuando dichas realizaciones
se efectúen a valor de mercado según tasación oficial actualizada por entidad homologada para el caso de
bienes inmuebles y valoración por entidad especializada para bienes muebles».
Lo que supone en todo caso la necesidad de intervención del Juez del concurso, pues como destaca la

D.G.R.N. en RR. de 27-2-2012 y 12-4-2012, «la Ley mira con recelo la admisión de una dación en pago de
deudas concursales a un acreedor en fase de convenio, sin distinguir si se trata de una dación en pago de un
bien concreto o de una liquidación global, por lo que comprende ambos supuestos».
Hasta aquí una forma de enfocarlo, que no me convence por completo.
Pero el art. 133 de la L.C. establece que desde la aprobación del Convenio cesan todos los efectos de la

declaración del concurso, y cesan las limitaciones de la capacidad del concursado, las cuales en todo caso
no impiden la inscripción de los actos contrarios al convenio según el art. 137. Lo que no entiendo es la co-
ordinación de ese precepto con el art. 100.3 y su remisión al 155.4, y, sobre todo, la referencia de ese 155.4
a la realización en cualquier estado del concurso de los bienes afectos a privilegio especial. La duda me la
alimentan las RR. de 27-2-2012 y 18-4-2012, que parecen dejar caer que no son inscribibles las daciones de
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pago por entidad concursada con convenio aprobado, pero no lo afirman claramente ni dicen en base a qué,
sino simplemente que se mira con disfavor la dación en pago.
Para la mayoría el art. 155.4 se aplica siempre, en cualquier fase del concurso, lo que exige o subasta o

autorización judicial. Ello basado en la dicción literal del mencionado artículo, así como en el recelo legal
hacia la adjudicación al acreedor corroborado, aunque no lo aborden expresamente, por esas dos
RR.D.G.R.N.
Otros responden que no hay que pedir la autorización ya que si le das en pago de la totalidad del crédito

bienes al acreedor ya le proteges. Ahora bien se contesta que ese acto puede perjudicar a otros acreedores,
ya que cabe dar en pago bienes que valgan más que la deuda que se cancela, por ello parece que el art.
100.3.II L.Co. se remite al mencionado art. 155.4 L.Co., por lo que una postura más prudente para evitar el
perjuicio a la masa por un acuerdo entre acreedor y deudor, exigiría la autorización judicial, que se incluyó
expresamente en la reforma de la Ley Concursal de septiembre de 2014. En esta materia resulta de interés
el artículo de Antonio Pau Pedrón, Procedimiento concursal y Registro de la Propiedad. En todo caso, en el
supuesto de que se inscribiera, se debería inscribir previamente el convenio.

2. CONCURSO DE ACREEDORES. CONVENIO INSCRITO EN EL REGISTRO DE LA PROPIE-
DAD EN EL QUE SE RECOGE QUE LOS ACREEDORES TITULARES DE CRÉDITOS CON PRI-
VILEGIO ESPECIAL QUE SE ADHIERAN AL MISMO, QUEDARÁN OBLIGADOS A NO
INTERPONER ACCIONES EJECUTIVAS DE SUS GARANTÍAS REALES MIENTRAS LA CON-
CURSADA ESTÉ AL DÍA EN EL CUMPLIMIENTO DEL CONVENIO, PERMITIENDO EL CON-
VENIO, ADEMÁS, EL MANTENIMIENTO DE LAS GARANTÍAS REALES, PERO NO DE LOS
EMBARGOS TRABADOS SOBRE LAS FINCAS. PRESENTACIÓN TELEMÁTICA DE UNA ES-
CRITURA DE VENTA DE DOS FINCAS. CADUCIDAD POSTERIOR DE SU ASIENTO DE PRE-
SENTACIÓN Y PRESENTACIÓN DE MANDAMIENTO DE ANOTACIÓN PREVENTIVA DE
EMBARGTO DE LA AGENCIA TRIBUTARIA. POSTERIOR PRESENTACIÓN DE LAS REFE-
RIDAS ESCRITURAS DE VENTA PERO CON LOS EMBARGOS DELANTE. ¿ALCANZA EL
ART. 137 DE LA LEY CONCURSAL A ACTOS DE LOS ACREEDORES QUE SEAN CONTRA-
RIOS A NORMAS LIMITATIVAS QUE LES IMPONE EL CONVENIO? 

Empresa en concurso en fase de convenio, con convenio inscrito en el Registro. En él se contienen una
serie de medidas de las cuales merece destacarse que los acreedores titulares de créditos con privilegio es-
pecial que se adhieran al convenio, quedarán obligados a no interponer acciones ejecutivas de sus garantías
reales mientras la concursada esté al día en el cumplimiento del convenio. También se dice que el convenio
permite el mantenimiento de las garantías reales, pero no de los embargos trabados sobre las fincas. Se crea
una Comisión de Vigilancia que velará por el cumplimiento del convenio.
Así las cosas, se presenta telemáticamente, sin liquidar escritura de venta de dos garajes. Caduca el

asiento y se presenta anotación de embargo de la Agencia Tributaria. Posteriormente se vuelven a presentar
las ventas pero con el embargo delante. Se pone nota de calificación señalando, en resumen, que la empresa
está en concurso y que es el Juez del concurso el que debe señalar que ese embargo es posible. Pretenden
subsanar con escrito en el que se dice que la empresa está en fase de convenio y que con ella cesan los
efectos del concurso, y que el embargo es posterior. La Agencia Tributaria pretende dar al Auto de apertura
del convenio los efectos de dar por finalizado el concurso.
Me planteo por tanto si la permisibilidad del art. 137 L.C. alcanza a actos de acreedores que sean con-

trarios a normas limitativas que les impone el convenio. El art. 91.4 L.C. atribuye al crédito tributario pri-
vilegio general hasta el 50% de su importe. Existen Resoluciones que permiten la anotación de embargo
después de la fase de convenio, pero creo que es un claro error en el caso que nos ocupa, en el que en el
mismo convenio se dice que los acreedores no pueden embargar mientras el concursado esté dando cumpli-
miento a sus obligaciones, y como el Registrador no es adivino, mi solución pasa por: 1. O bien que se
ponga de manifiesto que el acreedor embargante no ha suscrito el convenio. 2. O bien que se acredite que
el embargo cumple el contenido del convenio ya sea por el Juez de lo mercantil, o bien la Comisión de Vi-
gilancia que, en este caso, se crea en el Convenio. Todo ello teniendo en cuenta que las fincas han sido ven-
didas en cumplimiento del convenio, y que tengo las escrituras de venta presentadas.
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El art. 137 se refiere sólo a los actos del deudor y en la fase de convenio se admiten los embargos del
Juez ordinario ya que no se aplica el art. 55 L.Co. salvo que el convenio diga lo contrario, pero a los acree-
dores no se les aplica el art. 137. Dejando a un lado la Comisión de Vigilancia, todos los acreedores, salvo
los de las hipotecas han debido suscribir el convenio, por lo que si no lo cumplen hay que poner nota.
El convenio obliga a la A.E.T., que no puede ejecutar, la ejecución va contra el convenio, si se viola una

limitación puesta al acreedor el acto de violación no se puede inscribir. Sólo se inscriben los contrarios a las
limitaciones impuestas al deudor conforme al art. 137 L.Co. Sólo si se tratara de un crédito contra la masa
sería anotable, pero lo tiene que decir.
Por lo tanto, no podría anotarse el embargo por ser contrario al convenio y no resultar que se trate de un

crédito contra la masa. También en este aspecto se puede consultar el artículo de Antonio Pau Pedrón, Pro-
cedimiento Concursal y Registro de la Propiedad.

3. PROPIEDAD HORIZONTAL. COMPRAVENTA DE UNA CUOTA INDIVISA DE FINCA QUE
DA DERECHO AL USO EXCLUSIVO DE UNA PLAZA DE GARAJE CONCRETA Y EN LA QUE
SE DESCRIBE SU SUPERFICIE Y LINDEROS, PERO FALTANDO EN LA FINCA MATRIZ LA
REFERENCIA AL NÚMERO DE PLAZAS QUE EXISTEN Y A SU DESCRIPCIÓN PORMENO-
RIZADA, EXISTIENDO VENTAS DE PARTICIPACIONES INDIVISAS INSCRITAS CON ANTE-
RIORIDAD. ¿CABE LA INSCRIPCIÓN COMO LAS ANTERIORMENTE VENDIDAS O ES
NECESARIO EL ACUERDO UNÁNIME DE LA TOTALIDAD DE LOS COPROPIETARIOS?

Escritura de compraventa de una cuota indivisa de finca que da derecho al uso exclusivo de una plaza
de garaje concreta y en la que se describe la superficie y linderos de la misma con arreglo al artículo 53.b
del R.D. 1.093/1997. La finca matriz no contiene referencia al número de plazas que existen ni a su des-
cripción pormenorizada, solo dice que el local garaje se distribuye en dos plantas de sótano de 229,33 m2
de superficie cada una. De la misma se han vendido con anterioridad 6 participaciones de 1/12 cada una
concretándose sobre una superficie y linderos (años 1998, 1999 y 2000). ¿Puede inscribirse como las ante-
riores o sería necesario el acuerdo unánime de la totalidad de los copropietarios en Junta? La R.D.G.R.N.
de 14-2-2013 exige el consentimiento de los restantes copropietarios del local en un caso en el que las cuotas
transmitidas constaban inscritas sin delimitación del espacio físico sobre el que se proyectaba el uso exclu-
sivo asignado por implicar una verdadera división del local transmitido y una alteración del régimen de co-
munidad. No había, como en el caso planteado, cuotas ya transmitidas con su delimitación física.
Hay unanimidad en que el acuerdo de los copropietarios del local es exigible. Otra cosa es que, dados

los precedentes, cueste decir ahora que lo anterior está mal hecho y que se van a pedir nuevos requisitos.
Pero quedan plazas por vender y si se sigue con la misma práctica, si surgen discrepancias, la solución cada
vez va a ser más complicada, por ejemplo si luego se enajena una cuota distinta o se atribuye a la plaza ven-
dida una superficie no proporcional como ya ocurre en el caso planteado (la plaza ahora transmitida no mide
9,90 m2 útiles sino 9,50 m2 útiles). Se aconseja, antes de todo, ver si en el registro o en la escritura de cons-
titución de la propiedad horizontal existe algún plano incorporado. En este último caso conviene, después
de comprobar la concordancia, archivarse para las siguientes enajenaciones que se presenten. En el caso de
no existir el plano, se podría inscribir la transmisión de la cuota indivisa (una doceava parte) indicando que
no se hace constar la descripción. Algunos de los compañeros pedirían consentimiento para la inscripción
parcial, otros no.
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NOTICIAS DE LA UNIÓN EUROPEA. Por la Oficina de Bruselas del Colegio de
Registradores.

INSTITUCIONAL

• Consejo, Comisión y Parlamento aprueban un acuerdo institucional. Las instituciones se com-
prometen a «legislar mejor».

El Consejo, la Comisión y el Parlamento europeo han dado su visto bueno al acuerdo institucional de-
nominado «Legislar mejor», que pretende introducir mejoras en todo el proceso de formulación de las po-
líticas. El Ejecutivo comunitario ha aprobado también la designación de los 18 miembros de la nueva
Plataforma R.E.F.I.T., un instrumento para identificar fallos en la legislación vigente.

Con la aprobación del acuerdo habrá cambios en todo el ciclo de formulación de políticas, desde las
consultas y la evaluación de impacto hasta la adopción, aplicación y evaluación.
Además, el Ejecutivo comunitario ha dado su visto bueno a la designación de los 18 miembros de la Plata-
forma R.E.F.I.T., un instrumento para identificar cómo puede mejorarse la legislación existente con la ayuda
de quienes tienen que cumplirla y se benefician de ella a diario.

Estos miembros, junto con dos expertos designados por el Comité Económico y Social Europeo (CESE)
y el Comité de las Regiones, compondrán el Pleno de la Plataforma, además de de los representantes de los
Estados miembros.

El próximo 29 de enero ambos grupos se reunirán por primera vez en una sesión plenaria presidida por
el vicepresidente de la Comisión y comisario, Timmermans

•  La Comisión europea propone crear un cuerpo europeo de fronteras.

La Comisión Europea ha propuesto crear una reserva de 1.500 efectivos disponibles para intervenir en
caso de crisis en las fronteras. Este cuerpo formará parte de una nueva agencia que sustituirá a la actual
Agencia Europea de Protección de Fronteras (Frontex), y será más grande y con más capacidad de actuación. 
La reserva de agentes podrá organizarse y actuar en menos de tres días  en las fronteras de los países de la
zona Schengen, en los Estados asociados y en aquellos que se van a unir pronto al área.

La propuesta supone la ampliación de Frontex, con un cambio de nombre y de competencias, además
de un centro de análisis, investigación y evaluación de riesgos constituido por expertos. La Guardia costera
nacional formará parte de la Agencia, para aumentar así la coordinación a nivel europeo.

Derecho
de la Unión

EuropeaDUE
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Además se abrirán oficinas en terceros países y tendrá capacidad para devolver a las personas que han
accedido a la U.E. de manera ilegal. Si un tercer país está de acuerdo, la Agencia podrá intervenir en sus
fronteras con el Estado miembro en cuestión.

Una de las novedades más relevantes será su capacidad para desplegar a los agentes en las fronteras de
los Estados miembros, aún sin contar con el permiso de estos.

Ante una situación de crisis, la nueva Agencia pedirá información a los Estados miembros afectados,
para examinar su capacidad de reacción. Tras el estudio de la información, el personal experto de la Agencia
dictaminará qué medidas debería tomar ese país.

En el caso de que el Estado miembro no aplique soluciones, o de que estas no puedan llevarse a buen
término, la Agencia podrá dictaminar la necesidad de intervención del cuerpo de seguridad europeo, que
actuará según la ley europea, los derechos fundamentales y el marco jurídico del país de destino.

Para ello, la Comisión deberá dar su visto bueno, habiendo estudiado el caso en la Comisión Reguladora
y con los Estados miembros, aunque el Comité Ejecutivo podrá decidirlo de manera independiente si la pre-
sión migratoria es «desproporcionada».

Para este fin, se ha incrementado el presupuesto de Frontex para 2015 y 2016, un aumento que continuará
hasta llegar a los con 322 millones de euros en 2020. Este lavado de cara de la Agencia requerirá 1.000 em-
pleados más.

JUSTICIA:

• La Eurocárama, el Parlamento y el Consejo aprobaron un acuerdo sobre la ley de protección de datos
que recoge el derecho al olvido.

Las tres instituciones europeas acordaron la actualización de la ley de protección de datos que lleva en
vigor 20 años. La nueva normativa, tras tres años de bloqueo, reconoce el derecho de los usuarios a decidir
cuándo las empresas deben borrar sus datos personales de los historiales y pretende facilitar el intercambio
de información entre los Veintiocho para mejorar la seguridad en la red y contra el terrorismo. 

La reforma de la ley de protección de datos fue propuesta por la Comisión en 2012, y se espera que el
Parlamento Europeo y el Consejo la aprueben oficialmente a comienzos de 2016.

Según el Ejecutivo comunitario, la armonización de la ley de protección de datos a nivel europeo bene-
ficiará a los cuerpos de seguridad, a los usuarios y a las PYME, principalmente. La lucha contra el terrorismo
tiene una de sus sedes principales en la red, y mediante esta ley, se favorecerá el intercambio de información
entre las policías de los Veintiocho.

La reforma cuenta con dos instrumentos legales. Por un lado, la regulación de la protección de datos,
que se traduce en un mayor control de los usuarios para administrar sus datos personales. Además, se redu-
cirán las trabas burocráticas y ellos podrán decidir cuándo borrar sus datos completamente.

Protección para los usuarios.

Se pondrá en marcha una directiva para asegurar la confidencialidad de datos de las personas que han
sido víctimas de delitos, testigos de ellos o incluso autores de los mismos.

Además la nueva normativa facilitará el acceso de los usuarios a sus datos y al proceso que estos expe-
rimentan en la red, ya que están información debe estar disponible en una idioma comprensible para todos
los públicos.

Facilidades para las P.Y.M.E.

Para poder llevar a buen puerto esta armonización, la ley urge a aplicar las medidas legales y de protec-
ción a los productos y servicios desde su fase inicial de diseño.

La normativa también contempla la reducción de trabas burocráticas para las P.Y.M.E. Además, podrán
poner multas económicas cuando los usuarios hagan uso excesivo de su base de datos, y no tendrán la obli-
gación de contar con personal para la protección de datos o de realizar evaluaciones de impacto.
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Según cálculos de la Comisión, las empresas podrán ahorrar hasta 2.000 millones de euros al tener que
lidiar sólo con una autoridad supervisora del Mercado Único Digital. Además, si las compañías tienen su
sede principal fuera de los Veintiocho, pero deciden operar en algún Estado miembro, deberán hacerlo bajo
este paraguas legal.

Asimismo, las compañías tendrán la obligación de informar a las autoridades nacionales, lo antes posible,
si han sufrido un ataque cibernético, para que los usuarios puedan tomar las medidas que consideren opor-
tunas.

• La Comisión Europea propone modernizar las normas contractuales en materia digital para simplificar
y fomentar el acceso a los contenidos digitales y las ventas en línea en la U.E.

Cumpliendo con su Estrategia para el mercado único digital, la Comisión ha presentado esta semana dos
propuestas destinadas a proteger mejor a los consumidores que compran en línea en la U.E. y a ayudar a las
empresas a incrementar sus ventas en línea.

Uno de los pilares de la Estrategia para el mercado único digital consiste en garantizar a los consumidores
y las empresas de toda Europa un mejor acceso a bienes y servicios en línea. Aunque el comercio electrónico
está creciendo, las empresas y consumidores de Europa siguen sin poder aprovechar su pleno potencial:
solo el 12% de los comerciantes de la U.E. venden en línea a los consumidores de otros países de la U.E.,
mientras que los que lo hacen en su propio país son tres veces más (37%). Del mismo modo, solo el 15%
de los consumidores compra en línea en otro país de la U.E., mientras que son aproximadamente tres veces
más (44%) los que lo hacen en su propio país. 

Las dos propuestas aprobadas están dirigidas, una al suministro de contenidos digitales (por ejemplo, la
transmisión en directo de música) y otra a la venta de mercancías en línea (por ejemplo la compra de ropa).
Las dos propuestas abordarán los principales obstáculos para el comercio electrónico transfronterizo en la
UE: la fragmentación jurídica en materia de Derecho contractual de los consumidores, que implica costes
elevados para las empresas, especialmente las pymes, y el bajo nivel de confianza de los consumidores a la
hora de comprar en línea en otro país.

La supresión de las barreras originadas por las diferencias en el Derecho contractual deberá suponer un
beneficio global para la economía europea. Se espera que más de 122 000 empresas de la U.E. empiecen a
vender sus productos a consumidores de otros Estados miembros; y el número total de consumidores que
compran en línea en otros países de la U.E. podría llegar hasta 70 millones. Se abrirán nuevos mercados,
especialmente para las pymes, aumentará la competencia y todo ello contribuirá al crecimiento económico:
se espera que unos precios al consumidor más bajos relancen el consumo de la U.E. en unos 18 000 millones
EUR. y que el P.I.B. crezca en 4 000 millones EUR. desde su nivel actual. 

Los consumidores se beneficiarán de un mayor nivel de protección y de una mayor variedad de productos
a precios más competitivos: 

‒ Inversión de la carga de la prueba: Gracias a las nuevas normas propuestas, durante todo el período de
dos años de garantía, el consumidor podrá pedir que se solucione la situación sin tener que demostrar que
el defecto existía en el momento de la entrega. 

‒ Derechos claros y específicos para los contenidos digitales: Con la Directiva propuesta, los consumi-
dores podrán solicitar que se resuelvan los problemas y, si no fuera posible o no se hiciera correctamente,
obtener un descuento del precio o dar por finalizado el contrato y que se les reembolse íntegramente. 

Las empresas deberán poder suministrar contenidos digitales y vender mercancías en línea a consumi-
dores de toda la U.E., según el mismo conjunto de normas contractuales: 

‒ Seguridad jurídica y un entorno favorable para las empresas: En la actualidad, las empresas tienen que
dedicar tiempo y dinero para adaptarse a las normas de Derecho contractual en los Estados miembros en los
que efectúan ventas. Según las normas propuestas, las empresas ya no tendrán que hacer frente a esta frag-
mentación: deberán poder suministrar contenidos digitales o vender mercancías a consumidores de todos
los Estados miembros cumpliendo el mismo conjunto de normas contractuales clave. 

‒ Costes menores para las empresas: Actualmente las empresas tienen que hacer frente a un coste único
de 9 000 EUR. adicionales para adaptarse a la legislación contractual de cada uno de los nuevos Estados
miembros en los que deseen vender. Con las nuevas normas a escala de la U.E., una empresa podría ahorrar
hasta 243 000 EUR. en caso de que desee vender en los otros 27 países de la U.E.
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Antecedentes.

Las nuevas normas propuestas relativas a los derechos de autor (comunicado de prensa) y los contratos
digitales son las primeras propuestas legislativas que se presentan al amparo de la Estrategia para el mercado
único digital. En total, se presentarán 16 iniciativas de aquí a final del año próximo.

Aún no se aprovecha plenamente en la UE todo el potencial de las ventas en línea: en 2014, el porcentaje
del comercio electrónico en todo el sector minorista de Europa fue del 7,2%, mientras que en los EE.UU.
alcanzó el 11,6%.

Es evidente que existe una laguna indiscutible en la legislación de la U.E. en materia de contenido digital
defectuoso. La mayoría de los Estados miembros no cuenta con legislación vigente en este ámbito. Además,
mientras que las normas de protección de los consumidores ya se han armonizado en el conjunto de la U.E.
en determinados ámbitos, persisten las divergencias en el Derecho contractual de los consumidores en los
diferentes países. Estas divergencias generan costes adicionales para las empresas y afectan a la confianza
de los consumidores en las compras transfronterizas. En particular, en lo que respecta a los derechos de los
consumidores en caso de mercancías defectuosas, Europa aún trabaja con 28 conjuntos de normas contrac-
tuales en materia de consumidores parcialmente diferentes, ya que a nivel de la U.E. solo existen requisitos
mínimos.

• Acuerdo de las instituciones para la nueva directiva de seguridad en internet.

La Comisión Europea, el Consejo y la Eurocámara han acordado la nueva directiva para la ciberseguridad
en la red, (N.I.S., por sus siglas en inglés). Supondrá la creación de un Grupo de Cooperación entre los Es-
tados miembros, coordinado por el Ejecutivo comunitario, para facilitar el intercambio de información y
crear estrategias de cooperación contra los crímenes en la Red. 

Además se creará una red de Equipos de Respuesta para atajar de manera coordinada posibles ataques
que se puedan producir en cualquiera de los Veintiocho. Estará dirigido por la Agencia Europea para la Se-
guridad de la Información en las Redes.

Esta normativa alberga además medidas enfocadas a las empresas de energía, transporte, banca electró-
nica, salud y comercio, entre otros, que cuentan con una fuerte presencia en la Red. El objetivo es prevenir
los ataques cibernéticos, y aumentar la coordinación para poder solucionarlos rápidamente, en caso de que
ya hayan ocurrido.

El texto, acordado por la Comisión, el Consejo y el Parlamento, protegerá los ordenadores, las redes y
las bases de datos, tanto de ataques premeditados como de fallos técnicos que se puedan producir. Además,
subraya la importancia de reportar los incidentes cibernéticos a las autoridades nacionales, con la mayor
brevedad posible.

Tras este acuerdo político, el texto debe ahora ser ratificado formalmente por el Parlamento Europeo y
el Consejo. Tras su puesta en marca oficial, los Estados miembros tendrán algo menos de dos años para
convertir la directiva en ley nacional.

ECONOMÍA.

• Bruselas simplificará el reglamento de inversión financiera.

La Comisión Europea ha propuesto modificar la normativa relativa a los folletos públicos en los que los
inversores pueden encontrar la información relevante antes de tomar la decisión de invertir. Esta propuesta,
que forma parte del plan de acción de la Unión de los Mercados de Capitales, permitirá simplificar la infor-
mación y mejorar el acceso a la financiación para las pequeñas y medianas empresas.

Las empresas que desean recaudar dinero público a través de la emisión de acciones o deuda deben pro-
porcionar a los inversores un folleto o prospecto. Este documento legal describe la compañía y su línea de
negocio principal, sus finanzas y su estructura accionarial.

Toda la información que un agente debe poseer antes invertir en una empresa se encuentra en estos fo-
lletos, que pueden resultar costosos de producir debido a su gran extensión.
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Por ello, el comisario ha manifestado que «necesitamos un régimen relativo al prospecto que ofrezca a
los inversores la información que necesitan, pero que no suponga costes innecesarios ni saque a las empresas
de la recaudación en los mercados públicos».

La propuesta establece que las compañías cuya recaudación de capital se sitúa por debajo de 500.000
euros no necesitarán elaborar estos prospectos. Además, los Estados miembros podrán establecer umbrales
más altos para sus mercados internos.
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I. CONSULTA FORMULADA POR DON JOSÉ ANTONIO CALVO GON-
ZÁLEZ DE LARA EN NOMBRE DE LA TOTALIDAD DE LOS REGIS-
TRADORES MERCANTILES DE MADRID, SOBRE DIVERSAS
CUESTIONES RELATIVAS A LA CONVOCATORIA DE JUNTA GENE-
RAL DE SOCIOS POR REGISTRADORES MERCANTILES EN EL ÁM-
BITO DE LOS ARTÍCULOS 169 Y 171 DE LA LEY DE SOCIEDADES DE
CAPITAL, Y SU RESOLUCIÓN POR DICHO CENTRO DIRECTIVO.
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